
- 229 - Bol. Colegio Registradores, núm. 50

 
AÑO LIII • Núm. 50 (3ª Época) • FEBRERO DE 2018

NOTA: A las distintas Secciones del Boletín se accede desde el SUMARIO pinchando directamente sobre
cualquiera de ellas y desde el ÍNDICE se entra a los distintos apartados pinchando el seleccionado, salvo
que este incluya en rojo un enlace web, al que se accede pulsando directamente sobre el mismo.
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Impuesto sobre el Valor Añadido a través de la Sede electrónica de la Agencia Estatal de Administración Tributaria
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15 Ministerio de Educación, Cultura y Deporte. (M.E.C. y D.)

- ORDEN ECD/93/2018, de 1 de febrero, por la que se corrigen errores en la Orden ECD/65/2018, de 29 de
enero, por la que se regulan las pruebas de la evaluación final de Educación Secundaria Obligatoria, para el curso
2017/2018. 
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- RESOLUCIÓN de 24 de enero de 2018, de la Secretaría General de Universidades, por la que se publica el
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- RESOLUCIÓN de 24 de enero de 2018, de la Secretaría General de Universidades, por la que se publica el
Acuerdo del Consejo de Ministros de 19 de enero de 2018, por el que se establece el carácter oficial de determinados
títulos de Grado y su inscripción en el Registro de Universidades, Centros y Títulos.
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/05/pdfs/BOE-A-2018-1511.pdf

- REAL DECRETO 84/2018, de 23 de febrero, por el que se modifica el Real Decreto 276/2007, de 23 de febrero,
por el que se aprueba el Reglamento de ingreso, accesos y adquisición de nuevas especialidades en los cuerpos
docentes a que se refiere la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación, y se regula el régimen transitorio de
ingreso a que se refiere la disposición transitoria decimoséptima de la citada ley.
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/24/pdfs/BOE-A-2018-2614.pdf

19 Ministerio de Energía, Turismo y Agenda Digital. (M.E.,T. y A.D.)

http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/02/pdfs/BOE-A-2018-1418.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/07/pdfs/BOE-A-2018-1645.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/07/pdfs/BOE-A-2018-1646.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/14/pdfs/BOE-A-2018-1971.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/21/pdfs/BOE-A-2018-2439.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/21/pdfs/BOE-A-2018-2440.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/27/pdfs/BOE-A-2018-2689.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/27/pdfs/BOE-A-2018-2690.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/03/pdfs/BOE-A-2018-1484.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/05/pdfs/BOE-A-2018-1509.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/05/pdfs/BOE-A-2018-1510.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/05/pdfs/BOE-A-2018-1511.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/24/pdfs/BOE-A-2018-2614.pdf


- 234 - Bol. Colegio Registradores, núm. 50

- ORDEN ETU/114/2018, de 8 de febrero, por la que se modifica la Orden CTE/711/2002, de 26 de marzo, por la
que se establecen las condiciones de prestación del servicio de consulta telefónica sobre números de abonado.
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/13/pdfs/BOE-A-2018-1915.pdf

22 Banco de España. (B.E.)

- RESOLUCIÓN de 1 de febrero de 2018, del Banco de España, por la que se publican determinados tipos de
referencia oficiales del mercado hipotecario.
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/02/pdfs/BOE-A-2018-1481.pdf

- CORRECCIÓN DE ERRORES Y ERRATAS DE LA CIRCULAR 4/2017, de 27 de noviembre, del Banco de
España, a entidades de crédito, sobre normas de información financiera pública y reservada, y modelos de estados
financieros.
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/15/pdfs/BOE-A-2018-2041.pdf

- RESOLUCIÓN de 19 de febrero de 2018, del Banco de España, por la que se publican determinados tipos de
referencia oficiales del mercado hipotecario.
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/20/pdfs/BOE-A-2018-2397.pdf

CC.AA

Andalucía

- LEY 6/2017, de 27 de diciembre, por la que se modifica la Ley 3/2013, de 24 de julio, por la que se aprueba el Plan
Estadístico y Cartográfico de Andalucía 2013-2017.
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/06/pdfs/BOE-A-2018-1547.pdf

- LEY 7/2017, de 27 de diciembre, de Participación Ciudadana de Andalucía. 
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/06/pdfs/BOE-A-2018-1548.pdf

- LEY 8/2017, de 28 de diciembre, para garantizar los derechos, la igualdad de trato y no discriminación de las
personas LGTBI y sus familiares en Andalucía.
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/06/pdfs/BOE-A-2018-1549.pdf

- DECRETO 26/2018, de 23 de enero, de ordenación de los campamentos de turismo, y de modificación del
Decreto 20/2002, de 29 de enero, de Turismo en el Medio Rural y Turismo Activo.
http://www.juntadeandalucia.es

- RESOLUCIÓN de 18 de enero de 2018, de la Presidencia del Parlamento de Andalucía, por la que se ordena la
publicación del acuerdo de convalidación del Decreto-ley 3/2017, de 19 de diciembre, por el que se regula la Renta
Mínima de Inserción Social en Andalucía.
http://www.juntadeandalucia.es

- DECRETO  40/2018,  de  13 de febrero,  por  el  que se  suprimen,  crean y modifican determinados  órganos
colegiados en el ámbito de la Consejería de Cultura.
http://www.juntadeandalucia.es

- ORDEN  de 21 de febrero de 2018,  por la  que se establecen,  mediante actuaciones de replanteo,  los  datos
identificativos de la línea que delimita los términos municipales de Escacena del Campo y Sanlúcar la Mayor, ambos
en la provincia de Sevilla. 
http://www.juntadeandalucia.es

Castilla y León

- LEY 7/2017, de 28 de diciembre, de Medidas Tributarias.
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/09/pdfs/BOE-A-2018-1754.pdf 

- LEY 8/2017, de 28 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad de Castilla y León para 2018.
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/09/pdfs/BOE-A-2018-1755.pdf

Extremadura

- LEY 1/2018, de 23 de enero, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Extremadura para 2018.
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/13/pdfs/BOE-A-2018-1918.pdf

Galicia

- LEY 6/2017, de 12 de diciembre, de puertos de Galicia. 
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http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/06/pdfs/BOE-A-2018-1547.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/06/pdfs/BOE-A-2018-1548.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/06/pdfs/BOE-A-2018-1549.pdf
http://www.juntadeandalucia.es/boja/2018/27/BOJA18-027-00030-1906-01_00129362.pdf
http://www.juntadeandalucia.es/boja/2018/32/BOJA18-032-00001-2433-01_00129826.pdf
http://www.juntadeandalucia.es/boja/2018/37/BOJA18-037-00008-2946-01_00130387.pdf
http://www.juntadeandalucia.es/boja/2018/41/BOJA18-041-00005-3400-01_00130836.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/09/pdfs/BOE-A-2018-1754.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/09/pdfs/BOE-A-2018-1755.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/13/pdfs/BOE-A-2018-1918.pdf
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http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/09/pdfs/BOE-A-2018-1750.pdf

- LEY 7/2017, de 14 de diciembre, de medidas de la eficiencia energética y garantía de accesibilidad a la energía
eléctrica. 
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/09/pdfs/BOE-A-2018-1751.pdf

- LEY 8/2017, de 26 de diciembre, de presupuestos generales de la Comunidad Autónoma de Galicia para el año
2018.
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/09/pdfs/BOE-A-2018-1752.pdf

- LEY 9/2017, de 26 de diciembre, de medidas fiscales y administrativas.
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/09/pdfs/BOE-A-2018-1753.pdf

La Rioja

- LEY 2/2018, de 30 de enero, de Medidas Fiscales y Administrativas para el año 2018.
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/13/pdfs/BOE-A-2018-1917.pdf

- LEY 1/2018, de 30 de enero, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de La Rioja para el año
2018.
https://www.boe.es/boe/dias/2018/02/23/pdfs/BOE-A-2018-2551.pdf

Comunidad de Madrid

- LEY 10/2017, de 31 de octubre, de modificación de la Ley 7/2017, de 27 de junio, de Gratuidad de los Libros de
Texto y el Material Curricular de la Comunidad de Madrid.
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/07/pdfs/BOE-A-2018-1609.pdf

- LEY  11/2017, de 22 de diciembre, de Buen Gobierno y Profesionalización de la Gestión de los Centros y
Organizaciones Sanitarias del Servicio Madrileño de Salud.
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/07/pdfs/BOE-A-2018-1610.pdf

- LEY 12/2017, de 26 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad de Madrid para el año 2018.
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/07/pdfs/BOE-A-2018-1611.pdf

Comunidad Valenciana

- LEY 20/2017, de 28 de diciembre, de tasas. 
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/12/pdfs/BOE-A-2018-1870.pdf

- LEY 21/2017, de 28 de diciembre, de medidas fiscales, de gestión administrativa y financiera, y de organización de
la Generalitat.
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/12/pdfs/BOE-A-2018-1871.pdf

- LEY 22/2017, de 29 de diciembre, de presupuestos de la Generalitat para el ejercicio 2018.
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/12/pdfs/BOE-A-2018-1872.pdf

V. RESOLUCIONES DE LA D.G.R.N

1. Publicadas en el B.O.E

1.1. Propiedad. (Por Basilio Aguirre Fernández)

- R. 18-2-2018.- R.P.  Getafe Nº 1.- CONCURSO DE ACREEDORES: ENAJENACIÓN DE UNIDAD
PRODUCTIVA EN LA FASE DE LIQUIDACIÓN. Entre las distintas facultades de la administración concursal
en la fase de liquidación figura la de enajenar los elementos subsistentes en esa masa. Mientras que el nombramiento
de este representante es competencia exclusiva del juez, el ámbito del poder de representación no lo fija la autoridad
judicial,  sino  las  normas  legales.  La  representación  que  ostenta  el  administrador  concursal  es,  pues,  una
representación legal. Cuando se infrinjan el plan de liquidación, los efectos de la infracción serán los previstos por el
ordenamiento jurídico, pero ello no afecta al poder de representación de quien liquida. Conforme a la normativa
vigente, no puede ponerse en duda que el registrador, al analizar una operación de liquidación inscribible en el
Registro, debe calificar si la operación es o no conforme con el plan de liquidación aprobado por el juez, con o sin
modificaciones, o, en defecto de aprobación o de específica previsión, con las reglas legales supletorias (artículos 148
y 149). Sin embargo, en la mayor parte de los casos existe un problema de conocimiento del plan por el registrador.
En la práctica coexisten autos que incluyen el plan y autos que se limitan a aprobarlo, incorporando, en su caso, las
modificaciones que el juez del concurso considere procedentes. La calificación del título presentado a inscripción
exige que el registrador tenga a la vista el plan aprobado, sea el originariamente presentado por la administración
concursal, sea el modificado por el juez. Según el texto actualmente en vigor, una vez transcurrido el plazo para que
el concursado, los acreedores concursales y los representantes de los trabajadores presenten «observaciones» o
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http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/09/pdfs/BOE-A-2018-1752.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/09/pdfs/BOE-A-2018-1753.pdf
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http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/07/pdfs/BOE-A-2018-1609.pdf
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http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/12/pdfs/BOE-A-2018-1870.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/12/pdfs/BOE-A-2018-1871.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/12/pdfs/BOE-A-2018-1872.pdf


- 236 - Bol. Colegio Registradores, núm. 50

«propuestas de modificación», el juez, según estime más conveniente para el «interés del concurso», procederá a
aprobar el plan «en los términos en que hubiera sido presentado, introducirá en él modificaciones o acordará la
liquidación conforme a las reglas legales supletorias» (artículo 148.2, inciso segundo, de la Ley Concursal). Aunque
este texto quizá no sea suficientemente explícito, en la aplicación de la Ley se considera, sin género de dudas, que el
juez,  háyanse  o  no presentado «observaciones»  o  «propuestas  de  modificación»,  puede  modificar  el  plan  de
liquidación elaborado por la administración concursal. En todo caso, al introducir modificaciones, el juez del
concurso debe proceder con especial cuidado: además de respetar las normas imperativas establecidas por la Ley
Concursal para la enajenación de la masa activa, tiene que evitar que se produzcan contradicciones con aquellas otras
reglas del plan de liquidación que no se modifiquen. Los problemas esenciales de interpretación del plan derivan
precisamente de esas modificaciones. La Ley Concursal no ha previsto la modificación del plan de liquidación una
vez aprobado, sea para alterar alguna de las reglas que figuraban en él, sea para completarlo evitando la aplicación de
las reglas legales supletorias. Pero, cuando concurra causa justificada, la práctica, para facilitar la liquidación, admite
sin reparos esas modificaciones. En la providencia de 7 de junio de 2016, por la que se reconoció al administrador
concursal el derecho de optar por la subasta judicial o por la subasta notarial, se precisó que si se optaba por la subasta
notarial, debía realizarse conforme a lo previsto en los artículos 655 y siguientes de la Ley de Enjuiciamiento Civil.
El problema de qué  normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil  son de aplicación a esas subastas –judiciales o
notariales– concursales y cuáles no, se plantea con toda crudeza respecto de la exigencia de la tasación específica del
inmueble objeto de subasta. El estudio conjunto de las normas legales procesales y concursales pone de manifiesto
que, en las subastas concursales, sean judiciales o notariales, por regla general no es necesaria esa tasación específica,
de modo que la falta de tasación específica no constituye defecto que impida el acceso del título al Registro de la
Propiedad. El bien o el derecho que se subasta ya ha sido valorado por la administración concursal en el inventario
provisional (artículo 75.2.1.o de la Ley Concursal). Aunque de los antecedentes del caso no se deduce cuál ha sido
valor fijado para la unidad productiva en el inventario, sí figura la fijación por el administrador concursal del precio
inicial parta la primera subasta (5.000.000 de euros), para la segunda (4.000.000 de euros) y para la potestativa tercera
subasta  3.000.000  de  euros);  y  consta  igualmente  que  esos  precios  no  han  sido  modificados  por  el  juez  del
concurso. La interpretación de las reglas del plan de liquidación, con las modificaciones introducidas por el juez del
concurso, debe realizarse del modo más adecuado para que unas y otras produzcan efecto, aunque sea a costa de
limitar el alcance respectivo. Frente a una interpretación aislada y literal de cada una de las reglas debe prevalecer
una interpretación sistemática y funcional. Esa interpretación sistemática y funcional permite identificar dentro de
las reglas aplicables a la liquidación de la unidad productiva una regla general, que es la que figura en el plan
redactado por el administrador concursal; una excepción, que procede de la decisión del juez de aceptar la propuesta
de la acreedora hipotecaria; y un límite a la propia excepción introducida por el juez, que es consecuencia de la
remisión expresa a la Ley de Enjuiciamiento Civil. Pero la excepción –y he aquí el «cierre» del sistema aprobado por
el juez– tiene un límite infranqueable, por cuanto que (por aplicación supletoria del artículo 670, apartado cuarto,
párrafo segundo, de la Ley de Enjuiciamiento Civil, en virtud de lo establecido en el artículo 72.2 de la Ley del
Notariado y de la  remisión  contenida en las  resoluciones  judiciales)  la  cantidad ofrecida por  el  postor  tiene
necesariamente que superar el 50% de ese precio mínimo inicial. Conforme a esta interpretación –y frente a lo que
entiende el registrador– no puede formularse reproche a la escritura de compraventa presentada a inscripción. La
conformidad de lo acontecido al plan de liquidación aprobado se deduce del auto de 9 de marzo de 2017, que, a la
vista de la solicitud del administrador concursal a la que acompaña copia de la escritura de compraventa, dicta el juez
del concurso ordenando el libramiento del mandamiento de cancelación de cargas. Aunque ese auto no tiene valor
de aprobación de la concreta realización de la unidad productiva –aprobación que no exige la Ley Concursal–,
permite deducir, tanto la implícita conformidad de los acreedores personados en el concurso de acreedores a la
operación documentada en esa escritura –ya que no consta que la hayan objetado–, como la implícita conformidad
del juez al sistema seguido para la enajenación de esa unidad.
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/01/pdfs/BOE-A-2018-1389.pdf

-  R.  22-1-2018.-  R.P.  San  Javier  Nº  2.- ARRENDAMIENTO  CON  OPCIÓN  DE  COMPRA:
CANCELACIÓN DE CARGAS POSTERIORES Y CONSIGNACIÓN A FAVOR DE LOS TITULARES
DE LAS MISMAS. Es doctrina reiterada de este Centro Directivo (vid., por todas, Resolución de 18 de mayo de
2011 y demás citadas en los «Vistos») que una vez ejercitado un derecho de opción puede solicitarse la cancelación
de las cargas que hubiesen sido inscritas con posterioridad. Ahora bien, para ello es necesario, como regla general, el
depósito del precio pagado a disposición de los titulares de las cargas posteriores (cfr. artículo 175.6.a Reglamento
Hipotecario). El principio de consignación íntegra del precio establecido por diversas Resoluciones –entre ellas la de
11 de junio de 2002–, debe impedir pactos que dejen la consignación y su importe al arbitrio del optante, pero no
puede llevarse al extremo, pues implicaría, so pretexto de proteger a los titulares de los derechos posteriores a la
opción, perjudicar al propio titular de la opción, que goza de preferencia registral frente a ellos.  Y así  puede
efectuarse la deducción del importe de la prima de la opción, es decir, de aquella cantidad que se ha abonado al
concederla, o del importe de cargas anteriores a la propia opción que sean asumidas o satisfechas por el optante.
Igualmente, no procede exigir tal consignación cuando el optante retiene la totalidad del precio pactado para hacer
frente al pago del préstamo garantizado con la hipoteca que grava la finca y que es de rango preferente al derecho de
opción ejercitado. Pero en todos estos casos es fundamental que todas estas circunstancias consten pactadas en la
escritura de opción y que consten debidamente inscritas. Este Centro Directivo ha reconocido la posibilidad de
cancelación de las cargas posteriores sin proceder a la correspondiente consignación del precio cuando no proceda
pago alguno en el momento de la compraventa según lo convenido en la escritura de concesión del derecho de
opción y reflejado en el asiento registral. Por tanto, es decisiva la configuración del derecho de opción en la escritura
para que pueda ser transcrito en el asiento registral. Se ha reconocido, como ya se ha dicho anteriormente, la posible
deducción  del  importe  de  la  prima  de  la  opción  o  de  las  cantidades  satisfechas  en  concepto  de  cuotas  del
arrendamiento. También se ha reconocido la posible deducción del importe de cargas anteriores a la propia opción,
que son asumidas o satisfechas por el optante, si bien esta posibilidad debe considerarse limitada por el principio de
que las  cantidades satisfechas por estos  conceptos no podrán ser  superiores  a  las  correspondientes  coberturas
hipotecarias. Por último, se ha reconocido que tampoco es necesaria tal consignación en caso de haberse pactado en
la escritura de concesión de la opción un pago por compensación de deudas.
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/01/pdfs/BOE-A-2018-1390.pdf
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- R. 23-1-2018.- R.P. Redondela-Ponte Caldelas.- RECTIFICACIÓN DEL REGISTRO: REQUISITOS. Toda
la doctrina elaborada a través de los preceptos de la Ley y del Reglamento Hipotecarios y de las Resoluciones de este
Centro Directivo relativa a la rectificación del Registro parte del principio esencial que afirma que los asientos
registrales  están bajo la salvaguardia de los tribunales y producen todos sus efectos en tanto no se declare su
inexactitud (artículo 1, párrafo tercero, de la Ley Hipotecaria). Por ello, como ha reiterado este Centro Directivo
(cfr., por todas, las Resoluciones de 2 de febrero de 2005, 19 de diciembre de 2006, 19 de junio de 2010, 23 de
agosto  de  2011  y  5  y  20  de  febrero  y  27  de  marzo  de  2015),  la  rectificación  de  los  asientos  exige,  bien  el
consentimiento del titular registral y de todos aquellos a los que el asiento atribuya algún derecho –lógicamente
siempre que se trate de materia no sustraída al ámbito de autonomía de la voluntad–, bien la oportuna resolución
judicial recaída en juicio declarativo entablado contra todos aquellos a quienes el asiento que se trate de rectificar
conceda algún derecho. La rectificación registral se practica conforme indica el artículo 40 de la Ley Hipotecaria. A
diferencia de lo que ocurre con la inexactitud provocada por la falsedad, nulidad o defecto del título que hubiere
motivado  el  asiento,  cuya  rectificación,  como  señala  el  artículo  40.d)  de  la  Ley  Hipotecaria  no  exige  el
consentimiento del registrador, en el caso de la rectificación de errores de concepto, esta intervención es necesaria.
El artículo 217, párrafo primero, de la Ley Hipotecaria así lo dispone dispone. Ciertamente, la legislación hipotecaria
diferencia dos procedimientos para la rectificación de los errores de concepto: el que exige el acuerdo unánime de
los interesados y del registrador o, en su defecto, resolución judicial, y el que permite la rectificación de oficio por
parte del registrador cuando el error resulte claramente de los asientos practicados o, tratándose de asientos de
presentación y notas, cuando la inscripción principal respectiva baste para darlo a conocer. En el presente supuesto el
error no resulta claramente de la inscripción. No corresponde a esta Dirección General pronunciarse sobre si el
asiento fue o no correctamente practicado, debiendo debatirse la procedencia de la rectificación, a falta de la
conformidad del registrador para ello, en el juicio ordinario correspondiente, tal y como prescribe el artículo 218 de
la Ley Hipotecaria antes transcrito.
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/06/pdfs/BOE-A-2018-1581.pdf 

-  R.  23-1-2018.-  R.P.  Falset.- ANOTACIÓN  PREVENTIVA  DE  PROHIBICIÓN  DE  DISPONER
ORDENADA POR LA AGENCIA TRIBUTARIA COMO MEDIDA CAUTELAR: CANCELACIÓN POR
CADUCIDAD. Cuando una calificación, haya sido o no acertada, ha desembocado en la práctica del asiento, éste
queda bajo la salvaguardia de los tribunales (artículo 1 de la Ley Hipotecaria) y produce todos sus efectos mientras
no se declare su inexactitud en los términos establecidos en la propia ley, lo que conduce a su artículo 40, en el que
se regulan los mecanismos para lograr la rectificación del contenido del Registro cuando es inexacto y ello aun
cuando se discrepe de la forma en que el acto o contrato a inscribir haya sido objeto de reflejo tabular y pese a las
repercusiones que ello tenga en la forma en que se publica el derecho o situación jurídica inscrita. Con relación a la
pretensión del recurrente de que la anotación de prohibición de disponer sea cancelada por haber caducado de
conformidad con lo dispuesto en la Ley General Tributaria, hay que recordar que este Centro Directivo ha insistido
en numerosas ocasiones en la esencial diferencia existente entre la duración de los derechos o gravámenes que
acceden al Registro y la caducidad de los asientos que los recogen sin que puedan confundirse unos y otros. En el
primer caso, el mero transcurso del plazo de duración establecido no permite sin más la consiguiente cancelación del
asiento en que estén publicados. Tratándose de una prohibición de disponer, pudieran haberse realizado actos
dispositivos  durante  la  vigencia  administrativa  de dicha medida cautelar  que aún  no han sido presentados  a
inscripción y que, mientras la anotación no se cancele, tendrán vedado el acceso a los libros registrales. En efecto, el
artículo 81 de la Ley General Tributaria establece, respecto de la duración de las medidas cautelares -entre ellas la
prohibición de enajenar, gravar o disponer bienes o derechos-, un plazo de seis meses desde su adopción, pudiendo
prorrogarse por otros seis meses. Ahora bien, estos plazos se refieren a la prohibición de disponer, que es la medida
cautelar, no a la anotación preventiva. Consecuentemente, la cancelación de la anotación de prohibición de disponer
que afecta a la tercera parte indivisa de la finca 13.427, en tanto no hayan transcurrido los cuatro años de vigencia de
la misma que prevé el artículo 86 de la Ley Hipotecaria, solo podrá producirse en virtud de mandamiento expedido
por la Agencia Tributaria ordenando dicha cancelación.
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/06/pdfs/BOE-A-2018-1582.pdf

-  R.  23-1-2018.-  R.P.  San  Javier  Nº  1.- PUBLICIDAD  FORMAL:  REQUISITOS  AL  EMITIR  UNA
CERTIFICACIÓN TELEMÁTICA. Ante una solicitud de publicidad formal, el registrador, debe calificar en
primer lugar, si procede o no expedir la información o publicidad formal respecto de la finca o derecho que se
solicita, atendiendo a la causa o finalidad alegada; en segundo lugar, deberá  valorar la existencia de un interés
legítimo, y en tercer lugar, qué datos y circunstancias de los incluidos en el folio registral correspondiente puede
incluir o debe excluir de dicha información. La publicidad ha de ser para finalidades de la institución registral como
la investigación, jurídica, en sentido amplio, patrimonial y económica (crédito, solvencia y responsabilidad), así
como la investigación estrictamente jurídica encaminada a la contratación o a la interposición de acciones judiciales.
El ínterés ha de ser conocido, directo y legítimo. Conforme a la legislación de protección de datos, sólo se podrán
recoger datos de carácter personal para el tratamiento automatizado cuando los datos sean adecuados, pertinentes y
no excesivos conforme a las finalidades para las que se hayan obtenido. Y, de otra parte, los datos no podrán usarse
para finalidades distintas de aquellas para las que hubieran sido recogidas. Como ha señalado recientemente este
Centro Directivo en su Resolución de 14 de julio de 2016, se presume que ostentan la representación de las personas
por cuyo encargo manifiestan actuar, pero sin que ello signifique que no deban especificar el interés legítimo que
justifica la solicitud, interés que ha de ser calificado por el registrador. Como tiene declarado este Centro Directivo,
la presunción del apartado 3 del artículo 332 del Reglamento Hipotecario a favor de determinados profesionales, les
exime de acreditar el mandato recibido, pero no supone por sí sola una demostración o prueba de la existencia del
interés legítimo, debiendo acreditarse tanto la cualidad de profesional del peticionario como la causa de la consulta.
Aplicadas las anteriores consideraciones al expediente que nos ocupa, no cabe mantener la calificación recurrida. Si
lo que se quería expresar con este defecto es que tiene que constar en la solicitud la identidad del interesado por
cuenta del cual se requiere la información, así se debería haber expresado en la nota. En cuanto a la exigencia de que
la solicitud ha de estar motivada, aparece suficientemente expresada en la solicitud dicha motivación. Finalmente, en
cuanto a la exigencia de que la instancia ha de estar suscrita con firma legitimada notarialmente o firmada en la
propia oficina del Registro, resulta aplicable la doctrina de la Resolución de este Centro Directivo de 4 de julio de
2013, conforme a la cual «la exigencia de identificación del instante no puede limitarse a los medios expresados
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(comparecencia física o legitimación notarial) sino que debe comprender cualquier otro que cumpla igualmente
dicha finalidad ya sea realizada por medios físicos o telemáticos». Entre estos «medios telemáticos» que pueden
utilizarse como medio de identificación del firmante se incluye la firma electrónica (cfr. artículo 3.1 de la Ley
59/2003, de 19 de diciembre, de firma electrónica), que es el que se empleó en este caso al remitirse la solicitud con
firma digital del solicitante a la sede electrónica del Colegio de Registradores, por lo que este defecto tampoco puede
ser mantenido.
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/06/pdfs/BOE-A-2018-1583.pdf 

- R. 23-1-2018.- R.P. Badajoz Nº 1.- INMATRICULACIÓN CERTIFICACIÓN ADMINISTRATIVA DEL
ART. 206 LH: FINCA YA INMATRICULADA. El art. 206 de la LH permite la inmatriculación de fincas a favor
de entidades públicas, pero añade que «en todo caso, será preciso que el Registrador compruebe la falta de previa
inmatriculación de todo o parte del inmueble. Si advirtiera la existencia de fincas inscritas coincidentes en todo o en
parte, denegará la inmatriculación solicitada, previa expedición de certificación de las referidas fincas, que remitirá al
organismo interesado junto con la nota de calificación». No puede compartirse la apreciación del recurrente de que
se trata de «meras conjeturas» del registrador sobre una finca cuya referencia catastral no consta en el Registro, sino
que, por el contrario, responden a una investigación minuciosa y a indicios muy sólidos y bien fundamentados. Y
tales indicios apuntan a pensar razonablemente que la porción a inmatricular es en realidad una parte a segregar por
el centro-norte de la finca registral 24.124.
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/06/pdfs/BOE-A-2018-1584.pdf 

- R. 24-1-2018.- R.P. Madrid Nº 37.- PROHIBICIONES DE DISPONER: EFECTOS. Es doctrina de este
Centro Directivo que exigencias del principio de economía procesal imponen admitir el recurso interpuesto cuando,
aun no habiéndose formalmente extendido la nota al pie del documento inscribible (en el caso resuelto no figura los
recursos contra la nota, ni el órgano ante el que se interpone ni plazo para ello), no haya duda sobre la autenticidad
de la calificación que se impugna. La eficacia de las prohibiciones de disponer y el alcance del cierre registral que
provocan, no ha sido cuestión pacífica en la doctrina y en las Resoluciones de este Centro Directivo. En relación
con la naturaleza y alcance de las distintas modalidades de prohibiciones de disponer, de acuerdo con la doctrina de
este Centro Directivo, se han de distinguir dos grandes categorías: -Las prohibiciones voluntarias y las que tienen su
origen en un procedimiento civil, tratan de satisfacer intereses básicamente privados. En consecuencia, si cuando
otorgó el acto afectado por la prohibición de disponer no tenía limitada su poder de disposición el acto fue válido y
debe acceder al Registro a pesar de la prioridad registral de la prohibición de disponer, aunque se entiende que la
inscripción del acto anterior no implica la cancelación de la propia prohibición de disponer, sino que ésta debe
arrastrarse;  -  Las  adoptadas  en  los  procedimientos  penales  y  administrativos  lo  que  quieren garantizar  es  el
cumplimiento de intereses públicos o evitar la defraudación del resultado de la sentencia penal o las responsabilidades
que de ella puedan derivar. Debe, en consecuencia, prevalecer el principio de prioridad establecido en el artículo 17.
En el presente caso, se trata de una anotación preventiva de prohibición de disponer en procedimiento civil. En estos
casos y según la Resolución de 28 de enero de 2016, las prohibiciones de disponer judiciales ordenadas en procesos
civiles tienen su régimen jurídico en los mimos preceptos que las voluntarias, pero han de añadirse las normas
procedimentales de la Ley de Enjuiciamiento Civil. Tratándose de las anotaciones preventivas de prohibición de
disponer que traigan su causa en procedimiento civiles (cfr. artículo 26.2 de la Ley Hipotecaria con carácter general),
el efecto de cierre registral, como se ha dicho, viene claramente determinado por el tenor del artículo 145 del
Reglamento Hipotecario.  De acuerdo con lo expuesto resulta  claro que la  presentación  en el  Registro de la
Propiedad del mandamiento ordenando la prohibición de disponer es anterior no sólo a la posterior presentación de
la escritura de aportación por ampliación de capital, sino incluso a la propia escritura, por lo que el defecto debe ser
confirmado.
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/06/pdfs/BOE-A-2018-1586.pdf 

- R. 24-1-2018.- R.P. Jaén Nº 1.- RECTIFICACIÓN DEL REGISTRO: CIRCUNSTANCIAS BASADAS EN
EL ESTADO CIVIL. Como recientemente ha recordado la Resolución de 15 de marzo de 2017: «Toda la doctrina
elaborada a través de los preceptos de la Ley y del Reglamento Hipotecarios y de las Resoluciones de este Centro
Directivo relativa a la rectificación del Registro parte del principio esencial que afirma que los asientos registrales
están bajo la salvaguardia de los tribunales y producen todos sus efectos en tanto no se declare su inexactitud
(artículo 1, párrafo tercero, de la Ley Hipotecaria). Por ello, como ha reiterado este Centro Directivo (cfr., por todas,
las Resoluciones de 2 de febrero de 2005, 19 de diciembre de 2006, 19 de junio de 2010, 23 de agosto de 2011, y 5 y
20 de febrero y 27 de marzo de 2015), la rectificación de los asientos exige, bien el consentimiento del titular
registral y de todos aquellos a los que el asiento atribuya algún derecho –lógicamente siempre que se trate de materia
no sustraída  al  ámbito de autonomía  de la  voluntad–,  bien la  oportuna resolución  judicial  recaída  en juicio
declarativo entablado contra todos aquellos a quienes el asiento que se trate de rectificar conceda algún derecho. La
rectificación registral se practica conforme indica el artículo 40 de la Ley Hipotecaria. Este Centro Directivo ha
entendido reiteradamente (cfr. Resoluciones de 20 de febrero de 1985, 16 de noviembre de 1994 y 7 de marzo de
2011), que respecto de esta materia, en caso de que el supuesto error afecte a las circunstancia del estado civil de la
persona y a los efectos del Registro de la Propiedad, debe establecerse una distinción neta entre los casos en los cuales
se trata tan sólo de completar la identificación de la persona que adquiere el bien de que se trate –cfr. artículos 9 de la
Ley Hipotecaria, 51.9.a a) del Reglamento Hipotecario y 159 del Reglamento Notarial–, de modo que el estado civil
se expresará por lo que resulte de las manifestaciones del otorgante, y aquellos otros casos en los que, por resultar
afectada la titularidad previamente inscrita, es necesario acreditar tal circunstancia. Así ocurre en el supuesto que da
lugar a la presente en el que se pretende la rectificación del contenido del Registro sin que las personas a quienes el
asiento atribuye una determinada posición jurídica (cónyuge del titular registral  sobre el  bien inscrito como
presuntivamente ganancial), hayan prestado el consentimiento o hayan disfrutado en un procedimiento judicial de la
posición  jurídica  prevista  en  el  ordenamiento.  Se  presume  en  consecuencia  que  el  bien  inscrito  como
presuntivamente ganancial pertenece a su titular bajo el régimen jurídico de la sociedad de gananciales. Cuando la
rectificación se refiere a hechos susceptibles de ser probados de un modo absoluto con documentos fehacientes y
auténticos, independientes por su naturaleza de la voluntad de los interesados, no es necesaria la aplicación del
artículo 40.d) de la Ley Hipotecaria, pues bastará para llevar a cabo la subsanación tabular la mera petición de la parte
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interesada acompañada de los documentos que aclaren y acrediten el error padecido. En aplicación de esta doctrina
este Centro Directivo ha aceptado la rectificación del contenido del Registro, y del carácter ganancial del bien,
cuando de la documentación aportada ha resultado, indubitadamente, que el bien carecía de la cualidad publicada
por el Registro de la Propiedad. A fin de justificar el supuesto error del Registro, tributario del padecido en el citado
título de adquisición, aporta y queda incorporada a la escritura calificada una certificación de fe de vida y estado
expedida el día 21 de octubre de 2014 por el Registro Civil de Jaén en el que consta su soltería. La prueba de la
soltería a los efectos de rectificar la inscripción del titular registral en el Registro de la Propiedad requeriría como
condición necesaria (sin que ahora se prejuzgue su suficiencia) certificación de nacimiento en que no se refleje nota
marginal alguna de referencia a otra de matrimonio de la persona. Las citadas certificaciones de fe de vida y estado
no constituyen medios de prueba absoluta, sino que gozan de un limitado valor de simple presunción, ni son
independientes de la voluntad del interesado, pues precisamente se apoyan en la nuda declaración del solicitante para
su obtención.
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/06/pdfs/BOE-A-2018-1587.pdf 

- R. 29-1-2018.- R.P. Cambados.- ANOTACIÓN PREVENTIVA DE EMBARGO: BIENES INSCRITOS A
NOMBRE  DE  PERSONA  DISTINTA  DE  AQUELLA  CONTRA  LA  QUE  SE  DIRIGE  EL
PROCEDIMIENTO. Conforme a la reiterada doctrina de este Centro Directivo (cfr. las Resoluciones citadas en
los «Vistos»), al tratarse de un mandamiento de embargo sobre finca que aparece inscrita a favor de una persona no
es la persona demandada como deudora procede, en consecuencia, la denegación de la anotación solicitada, por
aplicación de los principios de tracto sucesivo y legitimación (cfr. artículos 20 y 38 de la Ley Hipotecaria y 140.1.a
del Reglamento para su ejecución). El necesario cumplimiento del principio de tracto sucesivo debe ser calificado
por el registrador en su nota de calificación, incluso al tratarse de un documento judicial, al suponer –dicha falta de
tracto– un obstáculo que surge del registro y que impida la inscripción, tal y como se recoge en el artículo 100 del
Reglamento Hipotecario.  La posibilidad de embargar bienes de sociedades de capital  -por tanto no solo con
personalidad propia sino con limitación de responsabilidad a las aportaciones efectuadas- por deudas de los socios
que la integran, exige acudir a la doctrina del levantamiento del velo de la personalidad jurídica. En el presente
supuesto, por diligencia de ordenación de fecha 8 de junio de 2016 se acordó dar traslado a la mercantil titular
registral «Dikymojamin, S.L.» de la traba sobre la cuota de participación de que es titular haciéndole saber que si en
el plazo de cinco días no comparece o no da razones se mantendrá el embargo acordado, a no ser que las partes
dentro del mismo plazo hayan manifestado su conformidad en que no se realice el embargo. La sociedad titular
registral ha sido por tanto emplazada en la forma prevista en el apartado segundo del artículo 593 de la Ley de
Enjuiciamiento Civil sin haber manifestado oposición. Desde el punto de vista registral instado un procedimiento
civil de ejecución en la que ha sido demandada persona distinta del titular registral, no tratándose de un supuesto de
transmisión universal, y no habiendo pronunciamiento judicial previo de levantamiento del velo, lo adecuado es la
suspensión o denegación, por aplicación de los artículos 20 de la Ley Hipotecaria y 105 de su Reglamento, aunque
se haya producido la notificación al titular registral ex artículo 593 de la Ley de Enjuiciamiento Civil y no se haya
acompañado certificación registral, debiendo la propia nota de denegación servir a estos efectos.
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/13/pdfs/BOE-A-2018-1939.pdf 

-  R.  29-1-2018.-  R.P.  A  Coruña  Nº  3.- HERENCIA:  APLICABILIDAD  DEL  PROCEDIMIENTO
PREVISTO  EN  EL  ART.  1057.3  DEL  CC  A  LA  HERENCIAS  SUJETAS  AL  DERECHO  FORAL
GALLEGO. La modificación legal operada a través de la modificación del artículo 1057.2 del Código Civil obedece
a la voluntad de racionalizar nuestro sistema procesal, evitando la necesidad de iniciar un proceso judicial que iba a
materializarse en la designación de un contador-partidor dativo por el órgano jurisdiccional para que efectuara la
partición,  permitiendo  que  esta  solución  se  opere  en  la  vía  extrajudicial  con  la  intervención  notarial.  La
materialización a través de la modificación del Código Civil, no evita el carácter procesal del procedimiento, por lo
que no se debe impedir el acceso a esta posibilidad de aquellos cuya ley personal determina la sujeción a legislaciones
forales, que en ningún caso tienen competencias sobre cuestiones procesales. La Ley 2/2006 de derecho civil de
Galicia señala en su artículo 270.2.o que la partición de la herencia puede realizarse, entre otras formas, por el
contador-partidor, en cualquiera de los casos admitidos por la ley. La Ley de derecho civil de Galicia señala en su
artículo 1.3 que en defecto de ley y costumbres gallegas, será de aplicación con carácter supletorio el Derecho civil
general  del  Estado,  cuando  no  se  oponga  a  los  principios  del  ordenamiento  jurídico  gallego.  El  nuevo
procedimiento  del  artículo  1057.2  del  Código  Civil  en  modo  alguno  contraviene  principios  o  pautas  del
ordenamiento jurídico gallego, sino que es perfectamente congruente con él, y complementario como legislación
supletoria. Es clara la distinta naturaleza y alcance de las particiones por mayoría del Derecho civil gallego y la
partición por contador-partidor dativo del artículo 1057.2 del Código Civil. En consecuencia, la exclusión de esta
última norma en Galicia, privaría a los interesados de un mecanismo legalmente establecido para la defensa de sus
derechos, propios de la jurisdicción voluntaria como alternativa a la directa partición judicial de la jurisdicción
contenciosa, lo que es claramente contrario al espíritu de las recientes reformas.
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/13/pdfs/BOE-A-2018-1940.pdf 

-  R.  30-1-2018.-  R.P.  Sepúlveda-Riaza.- EXPEDIENTE  JUDICIAL  DE  DOMINIO  PARA  LA
REANUDACIÓN DEL TRACTO SUCESIVO: REQUISITOS. Debe partirse de la doctrina reiterada de este
Centro Directivo (cfr. Resoluciones citadas en los «Vistos») en virtud de la cual el auto recaído en expediente de
dominio para reanudar el tracto sucesivo interrumpido es un medio excepcional para lograr la inscripción de una
finca ya inmatriculada a favor del promotor. Esta excepcionalidad justifica una comprobación minuciosa por parte
del registrador del cumplimiento de los requisitos y exigencias legalmente prevenidas, a fin de evitar la utilización de
este cauce para la vulneración o indebida apropiación de derechos de terceros, o para la elusión de las obligaciones
fiscales (las inherentes a las transmisiones intermedias etc.). Se impone por tanto una interpretación restrictiva de las
normas relativas al expediente de reanudación del tracto y en especial de las que definen la propia hipótesis de
interrupción de tracto, de modo que sólo cuando efectivamente concurra esta hipótesis y así  resulte del auto
calificado, puede accederse a la inscripción. Como se ha reiterado por esta Dirección General, no hay verdadera
interrupción del tracto cuando los promotores adquirieron del titular registral o de sus herederos. Esta doctrina,
además, ha sido elevada a rango legal por la Ley 13/2015, de 24 de junio, que da nueva redacción al artículo 208 de
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la Ley Hipotecaria. Ahora bien, las Resoluciones de 14 de abril y 10 de noviembre de 2016, matizaron esta doctrina
para los casos en los que el promotor del expediente adquirió, no de todos, sino sólo de alguno o algunos de los
herederos del titular registral. Debe recordarse igualmente la doctrina de este Centro Directivo (cfr. Resoluciones de
19 de septiembre y 7 de diciembre de 2012 o 24 de marzo de 2015) que admite el expediente de dominio, incluso en
aquellos casos donde no hay verdadera ruptura de tracto, cuando la obtención de la titulación ordinaria revista una
extraordinaria dificultad, que daría lugar a formalismos inadecuados. La escritura pública no es el único título formal
en el que puede declararse la existencia de edificaciones para su constancia registral, sino que basta que se hagan
constar «en los títulos referentes al inmueble», y de entre tales títulos no cabe excluir al auto judicial recaído en un
expediente de dominio (...) Todo ello sin perjuicio de la exigencia de cumplimiento de los demás requisitos exigidos
en cada caso por la Ley de Suelo y en su caso, por la Ley de Ordenación de la Edificación.
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/13/pdfs/BOE-A-2018-1942.pdf 

- R. 30-1-2018.- R.P. Cangas.- DOCUMENTOS JUDICALES: DETERMINACIÓN DE LOS ASIENTOS
QUE HAN DE SER CANCELADOS. Si con la presentación del documento judicial se pretende la cancelación de
asientos  vigentes  en el  Registro  debe especificarse  en el  mismo qué  asiento o  asientos  han de  ser  objeto  de
cancelación. Estas afirmaciones se justifican porque, como repetidamente ha afirmado esta Dirección General, no
incumbe al registrador determinar cuál es el alcance de los efectos producidos por la sentencia presentada. Es cierto,
como ha señalado este Centro Directivo (vid. Resolución de 21 de noviembre de 2012), que no debe caerse en un
rigor formalista injustificado si  por estar  debidamente identificada en la  sentencia la  finca a que se refiere el
pronunciamiento,  el  documento que recoge el  negocio objeto de declaración de nulidad así  como las  partes
intervinientes,  de  modo coincidente  con el  contenido del  Registro,  no cabe albergar  duda sobre  su  alcance
cancelatorio. El hecho de que con posterioridad a la inscripción de la permuta, la mercantil «Choupana 2006, S.L.»
haya procedido a la agrupación de la indicada registral 26.858 con otras dos fincas de la misma entidad, pasando a
formar  la  finca  27.162,  no  es  obstáculo  para  proceder  a  inscribir  la  sentencia,  cancelándose  la  inscripción
correspondiente de la permuta, así como los asientos posteriores, por cuanto no consta en el presente expediente la
existencia de derechos inscritos o anotados con posterioridad a favor de terceros, que no hubieran sido emplazados
debidamente, siendo este supuesto diferente al contemplado por este Centro Directivo en Resolución de fecha 24 de
mayo de 2017, que cita la  registradora en su nota de calificación,  ya que en el  supuesto contemplado en esa
Resolución existían titulares de dominio y cargas posteriores que no fueron demandados y no se había tomado con
anterioridad anotación preventiva de demanda.
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/13/pdfs/BOE-A-2018-1944.pdf 

-  R.  31-1-2018.-  R.P.  Vélez-Málaga  Nº  1.- ACTO DE CONCILIACIÓN ANTE EL REGISTRADOR:
ALCANCE Y REQUISITOS DEL ART. 103 BIS LH. La regulación del  nuevo artículo 103 bis  de la  Ley
Hipotecaria no resulta tan detallada como la de la conciliación ante el letrado de la Administración de Justicia; por
ello se hace preciso acudir a la regulación de la Ley 15/2015, para integrar la laguna legal. La conciliación es, por
tanto, un medio de evitar un litigio, en el que, a diferencia de la mediación, el funcionario público que concilia
puede aproximar las posiciones de los interesados para conseguir que lleguen a un acuerdo, incluso formulando una
propuesta de resolución conforme con el ordenamiento jurídico, que podrá (o no) ser aceptada por los interesados.
No obstante, a diferencia del arbitraje o del proceso judicial, son éstos los que en definitiva ponen fin al conflicto,
cediendo  en  sus  respectivas  pretensiones,  sin  que  la  solución  a  dicho  conflicto  sea  impuesta  por  quien
concilia. Respecto a su naturaleza jurídica, la doctrina se ha dividido entre quienes estiman que la conciliación es un
auténtico proceso, los que lo encuadran en el ámbito de la jurisdicción voluntaria, o los que consideran que se trata
de un auténtico contrato. La regulación establecida por la Ley 15/2015 parece que también se inclina por esta tesis
contractualista. Así, por ejemplo, el artículo 147.1 afirma que «lo convenido tendrá el valor y la eficacia de un
convenio», y el artículo 148.1 dispone: «Contra lo convenido en el acto de conciliación sólo podrá ejercitarse la
acción de nulidad por las causas que invalidan los contratos». La referencia al registro que sea de su competencia
debe entenderse en el sentido de que deberá respetarse la competencia objetiva y territorial correspondiente al
registrador ante el que se solicita la conciliación. Por tanto, ésta sólo podrá versar sobre controversias que guarden
relación con la competencia funcional y territorial del registrador. En el caso de este recurso, nos encontramos ante
una controversia que afecta a dos fincas pertenecientes al distrito hipotecario del Registro de la Propiedad de Vélez-
Málaga número 1, identificadas en la solicitud, por lo que es indudable que se ha respetado la competencia territorial
del registrador ante el que se ha solicitado la conciliación. No es lo determinante para fijar la competencia del
registrador en la conciliación la circunstancia de que el acuerdo que se alcance pudiera derivar en una mutación
jurídico real en el Registro, pues no lo contempla así el precepto. Por lo que debe estimarse incorrecta la afirmación
de la nota de calificación de que «para que la conciliación pueda admitirse por el registrador debe de versar sobre
materia,  hechos o actos inscribibles».  Dado que la conciliación no tiene por qué  conllevar necesariamente la
inscripción de lo en ella acordado (según se ha expuesto en el fundamento anterior),  no serán exigibles tales
requisitos hasta tanto no se pretenda la inscripción del acuerdo que, en su caso, se alcance, momento en el que
deberán presentarse los documentos correspondientes iniciando un nuevo procedimiento registral en el que el
registrador calificará la documentación y practicará la inscripción que proceda en cada caso si se cumplen todos los
requisitos necesarios para inscribir. En definitiva, no cabe confundir el carácter inscribible del acto o negocio a que
se pudiera referirse la pretensión, con las formalidades necesarias para inscribir el acuerdo que eventualmente se
alcance que deberán ser necesariamente observadas (conforme a los preceptos citados, en especial el artículo 3 de la
Ley Hipotecaria), ya que la competencia para conocer del acto de conciliación no se extiende con carácter general a
la autorización de los documentos públicos inscribibles que fueran necesarios para la inscripción del acuerdo
alcanzado, salvo los excepcionales supuestos en que ello pudiera entrar en la competencia del registrador, como por
ejemplo, pudiera ocurrir en los supuestos de doble inmatriculación (cfr. artículo 209 de la Ley Hipotecaria). Por todo
ello, toda vez que no son exigibles los requisitos propios de la inscripción al tiempo de solicitar la conciliación, es
preciso acudir a los artículos 14 y 141 de la Ley 15/2015 para determinar las formalidades de dicha solicitud de
conciliación, a falta de una regulación específica del artículo 103 bis de la Ley Hipotecaria.
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/13/pdfs/BOE-A-2018-1945.pdf 

- R. 31-1-2018.- R.P. Cartagena Nº 3.- INMATRICULACIÓN POR TÍTULO PÚBLICO: DUDAS SOBRE
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LA IDENTIDAD DE LA FINCA. El artículo 205 de la Ley Hipotecaria establece que «el Registrador deberá
verificar la falta de previa inscripción de la finca a favor de persona alguna y no habrá de tener dudas fundadas sobre
la coincidencia total o parcial de la finca cuya inmatriculación se pretende con otra u otras que hubiesen sido
previamente inmatriculadas». Partiendo de la documentación aportada tanto notarial como catastral, y la situación
geográfica de las fincas en cuestión, en la que resulta objeto de inmatriculación concurren todos los requisitos
exigidos por la Ley: plena coincidencia de las descripciones de la finca en el título inmatriculador y en el previo al
mismo, así como en las certificaciones catastrales, descriptivas y gráficas incorporadas a las escrituras. Como ha
reiterado este Centro Directivo, siempre que se formule un juicio de identidad de la finca por parte del registrador,
no  puede  ser  arbitrario  ni  discrecional,  sino  que  ha  de  estar  motivado  y  fundado  en  criterios  objetivos  y
razonados. De lo expuesto, este Centro Directivo no puede sino concluir que las dudas de la registradora están
suficientemente fundadas en cuanto a la registral 37.422 de Fuente Álamo de Murcia, y que por tanto, el defecto ha
de ser confirmado. No sucede lo mismo con las restantes fincas enumeradas en la calificación. Debe recordarse que
este Centro Directivo, en su Resolución de 17 de noviembre de 2015, ya consideró que «cuando la disposición
derogatoria única de la Ley 13/2015, de 24 de junio, dispone que «quedan derogadas cuantas normas se opongan a
lo previsto en la presente Ley», ha de interpretarse que deben entenderse tácitamente derogados todos los artículos
del Título VI del Reglamento Hipotecario, los cuales fueron dictados en ejecución del anterior Título VI de la Ley
Hipotecaria,  pues  la  nueva redacción  legal  es  en sí  misma suficientemente  detallada,  y  basada en principios
inspiradores totalmente diferentes de los que dieron cobertura en su día a los artículos reglamentarios que, ahora, por
ello, han de entenderse íntegramente derogados a partir del 1 de noviembre de 2015». Ya no cabe, en modo alguno,
es la aplicación de lo dispuesto en los artículos 300 y 306 del Reglamento Hipotecario.
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/13/pdfs/BOE-A-2018-1946.pdf 

- R. 1-2-2018.- R.P. Getafe Nº 1.- HIPOTECA: CALIFICACIÓN DE CLÁUSULAS ABUSIVAS. PODER:
INTERPRETACIÓN DEL 1713 DEL CC. Respecto del pacto de un interés remuneratorio fijo del 12% nominal
anual,  que  el  registrador  considera  abusivo y  usurario  al  resultar  desequilibrante  en perjuicio  de  deudor  en
conjunción con los gastos y comisiones retenidas y notablemente superior al normal del mercado, debe señalarse,
como ya hizo esta Dirección General, entre otras, en la Resolución de 7 de abril de 2016 que, en principio, al
constituir el interés ordinario o remuneratorio un elemento esencial del contrato de préstamo hipotecario oneroso,
ya que determina la cuantía de la contraprestación del préstamo que es el objeto principal del contrato de préstamo
oneroso, queda al margen tanto de la calificación registral como de la ponderación judicial, por corresponder a la
iniciativa empresarial la fijación del interés al que presta el dinero y diseñar la oferta comercial dentro de los límites
fijados por el legislador. Tal cláusula se encuentra sujeta a un doble control, el control de incorporación o de
información previa ajustada a la normativa según el tenor del artículo 7.1 de la Ley sobre condiciones generales de la
contratación y la Orden EHA 2899/2011, y el control de transparencia –cognoscibilidad o comprensibilidad real–
que exige que la cláusula se encuentre redactada de manera clara y comprensible como exigen los artículos 4.2 de la
Directiva 93/13/CEE y 80.1 de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios. Respecto del
primero la respuesta debe ser afirmativa por cuanto se incorporan a la escritura de constitución de hipoteca tanto la
oferta vinculante como la ficha de información personalizada que son los requisitos que impone a estos efectos la
Orden EHA 2889/2011. Y en cuanto al segundo filtro, al tratarse de un interés fijo durante toda la duración del
préstamo, pocas dudas puede plantear su comprensibilidad. El control de los intereses ordinarios queda circunscrito,
en consecuencia, al ámbito de las normas de la Ley de Represión de la Usura de 23 de julio de 1908, que como tal
también  queda  al  margen  de  la  calificación  registral  al  exigir  su  apreciación  la  ponderación  de  todas  las
circunstancias concurrentes en el momento de su celebración, para poder determinar que el prestatario ha aceptado
el  tipo de interés  por las  circunstancias  de angustia  en que se encuentra,  lo que tampoco cabe extraer de las
afirmaciones del registrador calificante. Debe señalarse que no estamos ante un préstamo concedido por entidades de
crédito, que ofertan bonificaciones al tipo de interés remuneratorio pactado si el prestatario suscribe con la entidad
acreedora la prestación de una serie de servicios de fidelización; y obtienen el dinero, en la actual coyuntura
económica, del Banco Central Europeo a muy bajo coste. Por tanto, en todo caso, la comparativa debe hacerse
respecto del tipo de interés habitual en ese otro mercado de préstamos, al que las personas y las empresas tiene que
acudir cuando las entidades de crédito, una vez analizada su solvencia, de acuerdo con los parámetros fijados por la
normativa de la  Unión Europea,  rechazan su concesión por razón del  riesgo de la  operación. El  cobro de la
denominada  comisión  de  entrada  debe  admitirse  siempre  que  se  encuentre  determinada  en  la  escritura  de
constitución y/o en la información precontractual y no exista duplicidad con otra comisión; su legalidad ha sido
reconocida por la Orden MEHA 2899/2011 (artículo 3); su propia naturaleza implica el abono en el momento de la
formalización del préstamo hipotecario y, por último, su imputabilidad al consumidor en cuanto obligado legal al
pago de la misma. Ahora bien, no puede negarse que una cuantía del 14% del capital como comisión de apertura,
constituye una cifra  elevada y que podría  encubrir  un tipo de interés  remuneratorio superior del  que figura
explicitado, por lo que no sería aventurado considerarla abusiva. Toda comisión debería responder a la prestación de
un servicio específico distinto de la concesión o de la administración ordinaria de un préstamo y, a su vez, estos
servicios no se consideran remunerables con independencia del interés del préstamo. En cuanto a la retención del
5,5% del capital concedido en concepto de provisión de fondos, es práctica habitual en los contratos de préstamo
hipotecario que el acreedor retenga ciertas cantidades del préstamo para el pago precisamente de conceptos relativos
a los gastos, comisiones e impuestos que la propia operación genera; por lo que no se puede hacer tacha alguna a este
retención ni a la  cuantía  de la misma siempre que los conceptos a que se refiere se encuentren debidamente
identificados (como ocurre en este supuesto) y guarden relación con las operaciones asociadas al préstamo. A los
efectos que interesan en este recurso, debe distinguirse entre el concepto y alcance del apoderamiento o mandato
concebido en términos generales (que sólo autoriza para actos de administración), de aquel otro que abarca una
generalidad de negocios jurídicos expresamente enumerados y perfectamente determinados; que es lo que ocurre en
el poder objeto de este recurso (según se deduce de la reseña notarial): poder general con especificación de la
facultad para hipotecar y sin restricción a esta facultad, al menos de lo que resulta de la reseña notarial. Por otra
parte, también es reiterada la doctrina del Tribunal Supremo según la cual en el caso de realización de actos de
riguroso dominio no es necesario que el poder especifique los bienes sobre los que el apoderado puede realizar las
facultades conferidas, siendo suficiente que se refiera genéricamente a los bienes del poderdante (cfr. Sentencias de
20 de noviembre de 1989, 3 de noviembre de 1997, 6 de marzo de 2001, 10 de junio de 2010 y 15 de julio de 2013,
entre otras), y bastando que el poder autorice al mandatario, de un modo expreso, para realizar los negocios jurídicos

http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/13/pdfs/BOE-A-2018-1946.pdf


- 242 - Bol. Colegio Registradores, núm. 50

de que se trate.
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/14/pdfs/BOE-A-2018-1999.pdf

-  R.  1-2-2018.-  R.P.  Hoyos.- HERENCIA:  NECESIDAD  DE  PROTOCOLIZAR  LA  PARTICIÓN
JUDICIAL CONCLUIDA SIN OPOSICIÓN. Con carácter previo es preciso reiterar, una vez más,  que el
registrador,  al  llevar  a  cabo el  ejercicio  de  su  competencia  de  calificación  de  los  documentos  presentados  a
inscripción no está vinculado, por aplicación del principio de independencia en su ejercicio, por las calificaciones
llevadas a cabo por otros registradores o por las propias resultantes de la anterior presentación de otros títulos. El
procedimiento especial de división de herencia tiene por objeto llevar a cabo la partición cuando, a falta de la llevada
a cabo por el  testador o por el  contador- partidor designado testamentariamente, no existe acuerdo entre los
llamados a la sucesión sobre la forma de realizarla o sobre la solicitud de designación de un contador-partidor.  No
debe confundirse este supuesto con aquél otro en el que las partes, llegando a un acuerdo ajeno a la propuesta del
contador o anterior a que esta se produzca, ponen fin al procedimiento especial iniciado. Como ha tenido ocasión de
señalar este Centro Directivo, en los procesos judiciales de división de herencia que culminan de manera no
contenciosa se precisa escritura pública, por aplicación del artículo 787.2 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. La
protocolización notarial de la partición judicial, siempre y cuando haya concluido sin oposición, viene impuesta
como regla general por el artículo 787.2 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. Este criterio, además, es compartido
unánimemente por la doctrina, para quienes la referencia a la sentencia firme contenida en el artículo 14 de la Ley
Hipotecaria se limita a las particiones judiciales concluidas con oposición.
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/14/pdfs/BOE-A-2018-2000.pdf

-  R.  5-2-2017.-  R.P.  Navalcarnero  Nº  2.- PROPIEDAD  HORIZONTAL:  PLANTA  DE  GARAJE
DISTRIBUIDA EN CUOTAS CON ADSCRIPCIÓN DE USO. De manera muy somera, el local sobre el que
se produce la transmisión quedó configurado dentro de un edificio sometido a un régimen de propiedad horizontal
en el año 1995, estableciéndose un número de plazas y un croquis de distribución al tiempo del otorgamiento de la
escritura de obra nueva y división horizontal. En años sucesivos, se procedió a la enajenación de varias cuotas del
indicado garaje,  adscribiendo cada una de ellas  a  una plaza de aparcamiento concreta,  pero sin especificar la
superficie en que ello quedaba concretado. Teniendo en consideración el artículo 68 del Reglamento Hipotecario en
la redacción vigente en dicho momento temporal, la operación resultaba perfectamente ajustada a Derecho. No cabe
duda de que el paso de una régimen comunitario como el configurado en la propiedad horizontal que nos atañe
–con mera transmisión de cuotas y señalamiento de un número de plaza de garaje– a otro en el que se deben
especificar los metros ocupados por dicho espacio así como sus linderos y en su caso los de la zonas comunes implica
un cambio esencial  en la  naturaleza  de  la  comunidad entre  ellos  generada.  Este  cambio,  por  ende,  debe ser
autorizado por todos y cada uno de los partícipes integrantes de dicha comunidad, por lo que la exigencia de la
unanimidad que ampara el artículo 397 de nuestro Código Civil para una alteración jurídica y física de tal naturaleza
es adecuada y por ello el defecto debe ser confirmado. No obstante, la transmisión de la cuota y la concreción en un
plaza de aparcamiento puede acceder al Registro en los mismos términos y con las mismas consecuencias que
acaeció  con anterioridad para las plazas anteriores. En cuanto a la necesidad de aportar un plano debidamente
legitimado en lo relativo a su autoría, la finalidad de dicha representación gráfica, si bien resulta aconsejable por
facilitar la distribución del elemento destinado a garajes, su falta de incorporación tampoco impide el debido
despacho e inscripción del documento, puesto que tal y como ha quedado expresado, basta con la fijación de una
cuota y el señalamiento de un número de plaza de aparcamiento para su acceso al Registro, con los límites y efectos
antes señalados.
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/14/pdfs/BOE-A-2018-2002.pdf 

-  R.  5-2-2017.-  R.P.  Esplugues  de Llobregat.- ANOTACIÓN PREVENTIVA DE EMBARGO: BIENES
INSCRITOS A NOMBRE DE PERSONA DISTINTA DE AQUELLA CONTRA LA QUE SE DIRIGE EL
PROCEDIMIENTO. Se acompañan al  escrito de recurso diversos documentos que no fueron debidamente
presentados en el Registro en el momento de emitir el registrador su calificación por lo que de la misma forma que
éste no ha tenido tal información o documentación para analizar el caso, tampoco pueden ser tenidos en cuenta para
la resolución de este recurso conforme al artículo 326 de la Ley Hipotecaria, sin perjuicio de la posibilidad de su
posterior presentación, a fin de procederse a una nueva calificación. De los principios de legitimación regístral y de
tracto sucesivo resulta que para practicar cualquier asiento nuevo o para rectificar el vigente es indispensable que se
cuente bien con el consentimiento de su titular, bien con una resolución judicial dictada en un procedimiento en el
que éste haya sido parte, de lo contrario surge un obstáculo del mismo Registro que impide que se proceda como se
solicita. Conforme a la reiterada doctrina de este Centro Directivo (cfr. las Resoluciones citadas en los «Vistos»), al
tratarse de un mandamiento de embargo sobre finca que aparece inscrita a favor de una persona no es la persona
demandada como deudora procede, en consecuencia, la denegación de la anotación solicitada, por aplicación de los
principios de tracto sucesivo y legitimación (cfr. artículos 20 y 38 de la Ley Hipotecaria y 140.1.a del Reglamento
para su ejecución). La posibilidad de embargar bienes de sociedades de capital -por tanto no solo con personalidad
propia sino con limitación de responsabilidad a las aportaciones efectuadas- por deudas de los socios que la integran,
exige acudir a la doctrina del levantamiento del velo de la personalidad jurídica. En el presente supuesto, por
diligencia  de  ordenación  de  fecha  8  de  junio  de  2016  se  acordó  dar  traslado  a  la  mercantil  titular  registral
«Dikymojamin, S.L.» de la traba sobre la cuota de participación de que es titular haciéndole saber que si en el plazo
de cinco días no comparece o no da razones se mantendrá el embargo acordado, a no ser que las partes dentro del
mismo plazo hayan manifestado su conformidad en que no se realice el embargo. La sociedad titular registral ha sido
por tanto emplazada en la forma prevista en el apartado segundo del artículo 593 de la Ley de Enjuiciamiento Civil
sin haber manifestado oposición. Desde el punto de vista registral instado un procedimiento civil de ejecución en la
que ha sido demandada persona distinta del titular registral, no tratándose de un supuesto de transmisión universal, y
no habiendo pronunciamiento judicial previo de levantamiento del velo, lo adecuado es la suspensión o denegación,
por aplicación de los artículos 20 de la Ley Hipotecaria y 105 de su Reglamento, aunque se haya producido la
notificación  al  titular  registral  ex  artículo 593 de la  Ley de Enjuiciamiento Civil  y  no se  haya acompañado
certificación registral, debiendo la propia nota de denegación servir a estos efectos. En el presente caso y desde el
punto de vista registral instado un procedimiento civil de ejecución en la que ha sido demandada persona distinta del
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titular registral, no tratándose de un supuesto de transmisión universal, y no habiendo pronunciamiento judicial
previo de levantamiento del velo, lo adecuado es la denegación, por aplicación del artículo 20 de la Ley Hipotecaria,
ya que no existe un precepto similar al que en el ámbito penal sanciona el artículo 20, párrafo último, anteriormente
expuesto.
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/14/pdfs/BOE-A-2018-2003.pdf 

-  R.  6-2-2018.-  R.P.  Icod  de  los  Vinos.- EXPEDIENTE  DEL  ART.  199  LH:  DUDAS  SOBRE  LA
IDENTIDAD DE LA FINCA. El apartado 2 del artículo 199 remite, en caso de tratarse de una representación
gráfica alternativa a la catastral, a la misma tramitación de su apartado 1, con la particularidad de que han de ser
notificados los titulares catastrales colindantes afectados. La aportación de un informe de validación catastral es
suficiente para cumplir los requisitos técnicos que permiten la inscripción en el Registro de la representación gráfica
y la remisión de la información correspondiente para su incorporación al Catastro, y ello con independencia de que
el resultado de tal validación sea o no positivo. Por tanto, la consecuencia de que el resultado del informe de
validación sea negativo no debe conllevar, por este sólo hecho, la denegación de la inscripción de la representación
gráfica. En todo caso, será objeto de calificación por el registrador la existencia o no de dudas en la identidad de la
finca. L as dudas pueden referirse a que la representación gráfica de la finca coincida en todo o parte con otra base
gráfica inscrita o con el dominio público, a la posible invasión de fincas colindantes inmatriculadas o se encubriese
un  negocio  traslativo  u  operaciones  de  modificación  de  entidad  hipotecaria.  A  los  efectos  de  valorar  la
correspondencia de la representación gráfica aportada, el registrador podrá utilizar, con carácter meramente auxiliar,
otras representaciones gráficas disponibles. Según el artículo 199 de la Ley Hipotecaria, corresponde al registrador, a
la vista de las alegaciones efectuadas, decidir motivadamente según su prudente criterio. Ahora bien, como ha
reiterado este Centro Directivo, la dicción de esta norma no puede entenderse en el sentido de que no sean tenidas
en cuenta tales alegaciones para formar el juicio del registrador, más aún cuando tales alegaciones se fundamentan en
informe técnico, tal y como ocurre en el caso que nos ocupa. En cuanto a la alegación del recurrente relativa a la
falta de acreditación de la condición de heredero del titular catastral por quien se opone, corresponde al registrador
valorar la legitimación del mismo para intervenir en el procedimiento, sin que proceda en este trámite exigir los
requisitos que corresponderían en caso de pretenderse la inscripción la sucesión causada. Como ha reiterado este
Centro Directivo, siempre que se formule un juicio de identidad de la finca por parte del registrador, no puede ser
arbitrario ni discrecional, sino que ha de estar motivado y fundado en criterios objetivos y razonados. En el presente
caso resultan claramente identificadas y fundamentadas las dudas del registrador en la nota de calificación en cuanto
a la existencia de conflicto entre fincas colindantes, con posible invasión de las mismas.
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/14/pdfs/BOE-A-2018-2004.pdf

- R. 7-2-2018.- R.P. Manzanares.- EXPEDIENTE DEL ART. 199 LH: DUDAS SOBRE LA IDENTIDAD DE
LA FINCA. El artículo 9 de la Ley Hipotecaria contempla en su apartado b) la posibilidad de incorporar a la
inscripción, como operación específica, la representación gráfica georreferenciada de la finca que complete su
descripción literaria, expresándose, si constaren debidamente acreditadas, las coordenadas georreferenciadas de sus
vértices. Resulta improcedente la afirmación del recurrente relativa a que no se ha solicitado la rectificación de la
descripción literaria, ya que, toda vez que se ha solicitado expresamente la inscripción de la representación gráfica de
la  finca,  aquélla  es  consecuencia  directa  de  ésta.  También  debe afirmarse  que es  correcta  la  tramitación  del
procedimiento del artículo 199 de la Ley Hipotecaria, ya que se ha solicitado expresamente la inscripción de la
representación gráfica y es éste el procedimiento previsto en la Ley Hipotecaria con esta finalidad tal y como resulta
de los artículos 9.b), 198 y 199 de la Ley Hipotecaria. Sin embargo, carece de sentido generalizar tales trámites
cuando de la calificación registral de la representación gráfica no resulta afectado colindante alguno. De ahí que del
propio tenor del artículo 9 se deduce la posibilidad de inscripción de representación gráfica sin tramitación previa de
dicho procedimiento, en los supuestos en los que no existan diferencias superficiales o éstas no superen el límite
máximo del 10% de la cabida inscrita y no impidan la perfecta identificación de la finca inscrita ni su correcta
diferenciación  respecto de los  colindantes.  Por  todo ello,  existiendo una solicitud expresa  de inscripción  de
representación gráfica, está plenamente justificado el inicio de la tramitación del procedimiento del artículo 199 de
la Ley Hipotecaria, cualquiera que sea la diferencia de superficie, si a juicio del registrador existen colindantes
registrales que pudieran resultar afectados por la inscripción de dicha representación y que deben ser notificados
previamente a la práctica de la inscripción. En todo caso, será objeto de calificación por el registrador la existencia o
no de dudas en la identidad de la finca. L as dudas pueden referirse a que la representación gráfica de la finca
coincida en todo o parte con otra base gráfica inscrita o con el dominio público, a la posible invasión de fincas
colindantes  inmatriculadas  o  se  encubriese  un negocio  traslativo  u  operaciones  de  modificación  de  entidad
hipotecaria. A los efectos de valorar la correspondencia de la representación gráfica aportada, el registrador podrá
utilizar, con carácter meramente auxiliar, otras representaciones gráficas disponibles. Según el artículo 199 de la Ley
Hipotecaria, corresponde al registrador, a la vista de las alegaciones efectuadas, decidir motivadamente según su
prudente criterio.  Ahora bien,  como ha reiterado este  Centro Directivo,  la  dicción  de esta  norma no puede
entenderse en el sentido de que no sean tenidas en cuenta tales alegaciones para formar el juicio del registrador. En
cuanto a la alegación del recurrente relativa a la falta de acreditación de la condición de titular de quien se opone,
corresponde al registrador valorar la legitimación del mismo para intervenir en el procedimiento, sin que proceda en
este trámite exigir los requisitos que corresponderían en caso de pretenderse la inscripción la sucesión causada.
Como ha reiterado este Centro Directivo, siempre que se formule un juicio de identidad de la finca por parte del
registrador, no puede ser arbitrario ni discrecional, sino que ha de estar motivado y fundado en criterios objetivos y
razonados. En el presente caso resultan claramente identificadas y fundamentadas las dudas del registrador en la nota
de calificación en cuanto a la existencia de conflicto entre fincas colindantes, con posible invasión de las mismas.
https://www.boe.es/boe/dias/2018/02/22/pdfs/BOE-A-2018-2489.pdf     

-  R.  15-2-2018.-  R.P.  Esplugues  de  Llobregat.- PRINCIPIO  DE  TRACTO  SUCESIVO:  HERENCIA
YACENTE. Conforme doctrina reiterada de este Centro Directivo, apoyada en la de nuestro Tribunal Supremo en
la Sentencias relacionadas en «Vistos», que el registrador tiene, sobre las resoluciones judiciales, la obligación de
calificar determinados extremos, entre los cuales no está el fondo de la resolución, pero sí el de examinar si en el
procedimiento han sido emplazados aquellos a quienes el Registro concede algún derecho que podría ser afectado
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por la sentencia, con objeto de evitar su indefensión proscrita, como se ha dicho, por nuestra Constitución (cfr.
artículo 24 de la Constitución Española y 100 del RH). En los casos en que interviene la herencia yacente, la
doctrina de este Centro Directivo, impone que toda actuación que pretenda tener reflejo registral deba articularse
bien  mediante  el  nombramiento  de  un  administrador  judicial.  Esta  doctrina  se  ha  matizado  en  los  últimos
pronunciamientos en el sentido de considerar que la exigencia del nombramiento del defensor judicial debe limitarse
a los casos en que el llamamiento a los herederos desconocidos sea puramente genérico y no haya ningún interesado
en la herencia que se haya personado en el procedimiento considerando el juez suficiente la legitimación pasiva de la
herencia yacente. Por eso parece razonable restringir la exigencia de nombramiento de administrador judicial, al
efecto de calificación  registral  del  tracto sucesivo,  a  los  supuestos  de  demandas  a  ignorados  herederos;  pero
considerar suficiente el emplazamiento efectuado a personas determinadas como posibles llamados a la herencia. Por
otro lado las peculiaridades derivadas de la presentación de una demanda contra una herencia yacente no impide la
necesidad de procurar la localización de quien pueda ostentar su representación en juicio como paso previo a una
posterior declaración en rebeldía. En el supuesto de este expediente del mandamiento presentado y objeto de
calificación resulta que el llamamiento a los desconocidos herederos es genérico y no consta la forma en que se
hayan producido las notificaciones a esos herederos indeterminados, ni si se ha llevado a cabo una investigación
razonable.
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/27/pdfs/BOE-A-2018-2732.pdf 

- R. 15-2-2018.- R.P. Coria.- CONJUNTOS INMOBILIARIOS: DECLARACIÓN DE OBRA NUEVA Y
DIVISIÓN  HORIZONTAL  SOBRE  UN  SOLAR  QUE  ES  ELEMENTO  PRIVATIVO  DE  OTRA
PROPIEDAD HORIZONTAL. Comenzando por el primer defecto de la nota, el mismo se centra en que, para el
registrador, la construcción de un edificio plurifamiliar, compuesto por cuatro viviendas, en un solar que forma parte
de una finca constituida en régimen de propiedad horizontal, sin la previa desafectación del vuelo como elemento
común, y sin reserva alguna del derecho de vuelo a favor de dicho solar, no sería susceptible de inscripción, dado
que al constituirse la propiedad horizontal no se configuró el derecho de vuelo de otra forma, siendo evidentemente
elemento común. La realidad práctica nos muestra figuras muy diversas que se apartan de la propiedad horizontal
clásica (un solo edificio sobre un solo solar y con un solo portal), entre las que se comprenden supuestos tales como
las propiedades horizontales complejas (pluralidad de escaleras o portales sobre unos sótanos y bajos comunes), los
centros comerciales con o sin viviendas en sus plantas superiores, los edificios encabalgados, las urbanizaciones
privadas con viviendas unifamiliares, los conjuntos edificatorios en hilera, los conjuntos de viviendas pareadas,
etc. En  efecto,  el  artículo  24  de  la  Ley  sobre  propiedad  horizontal  al  describirlos  exige  tan  solo  dos  rasgos
definitorios: la existencia de pluralidad de edificaciones o de pluralidad de parcelas con destino a viviendas o locales e
independientes entre sí (elementos privativos) y la existencia de una copropiedad de esos elementos independientes
sobre otros elementos inmobiliarios, viales o servicios (elementos comunes). Y a estos dos rasgos de carácter material
se añade otro elemento inmaterial: la organización de la que se dota al complejo. La Sentencia de la Sala Primera del
Tribunal Supremo de 27 de octubre de 2008 define los complejos inmobiliarios, conforme a la llamada Carta de
Roma aprobada en el V Congreso Internacional de Derecho Registral del año 1982, según la cual se caracterizan los
complejos inmobiliarios «por la existencia de una pluralidad de inmuebles conectados entre sí, a través de elementos
o servicios comunes, o de un régimen de limitaciones y deberes entre los mismos, con vocación de pertenecer a una
multiplicidad  de  titulares  para  la  consecución  y  mantenimiento  de  intereses  generales  y  particulares  de  los
partícipes», añadiendo la propia Sentencia que «según la doctrina científica, la caracterización de los conjuntos
inmobiliarios a que se refiere la LPH, es, pues, la existencia de una pluralidad de fincas ligadas por un punto de
conexión cifrado en la titularidad compartida, inherente a los derechos privativos sobre cada una de ellas,  de
elementos inmobiliarios de utilidad común, viales, instalaciones o servicios». Más recientemente, en el último párrafo
del artículo 26.6 del texto refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana se fijan igualmente los parámetros a
qué atenerse para determinar cuándo una edificación ha de ser considerada como un conjunto inmobiliario, privado,
no exigiendo ya el destino a vivienda o local a que alude el artículo 24 de la Ley sobre propiedad horizontal. El
régimen de la propiedad horizontal que se configura en el artículo 396 del Código Civil parte de la comunidad de
los propietarios sobre el suelo y el vuelo como elementos esenciales para que el propio régimen exista, manteniendo
la unidad jurídica y funcional de la finca total sobre la que se asienta. Bajo el calificativo de «tumbada» que se aplica a
la propiedad horizontal suelen cobijarse (indebidamente), situaciones que responden a ambos tipos, el de complejo
inmobiliario con fincas o edificaciones jurídica y físicamente independientes, pero que participan en otros elementos
en comunidad, o bien auténticas propiedades horizontales en las que el suelo es elemento común y a las que se
atribuye dicho adjetivo tan sólo en razón de la distribución de los elementos que la integran que no se superponen
en planos horizontales sino que se sitúan en el mismo plano horizontal. La entidad número cinco –un solar, algo que
tiene relevancia,  como se indicará  más  adelante– se crea,  modificándose para ello el  título constitutivo de la
propiedad horizontal  por  el  único  propietario  en aquel  momento,  con un único  destino,  cual  es  la  ulterior
construcción sobre aquel de un edificio de cuatro viviendas unifamiliares, por lo que la problemática queda por
completo al margen de la existencia de una reserva de un derecho de vuelo sobre un elemento común, puesto que en
este caso se ejercitaría no sobre una edificación, sino sobre suelo propio y no ajeno (ello al margen de la ya antigua
discusión doctrinal acerca de la posibilidad de derechos reales limitados sobre cosa propia), de modo que lo que
vendría a implicar la ulterior edificación es un mero ejercicio de facultades inherentes al dominio. Se impone por
consiguiente, y a la vista de las razones expuestas, la revocación de este primer defecto indicado en la nota de
calificación. Según el segundo defecto expresado en su calificación el registrador considera que la justificación
formal del acuerdo adoptado por la comunidad de propietarios en relación con la operación documentada no es
completa, al no acreditarse debidamente las facultades del certificante. Hay que convenir que la justificación formal
del acuerdo que se reseña en la escritura es claramente incompleta, pues no se acreditan debidamente las facultades
del certificante, bien mediante testimonio notarial del contenido del libro de actas o certificación expedida en forma
por quien haya de hacerlo y tenga cargo vigente (Resoluciones de este Centro Directivo de 23 de junio de 2001, 25
de mayo de 2005, 20 de abril de 2006 y 5 de junio de 2015 entre otras). Se impone, pues, la confirmación de este
defecto. Según el último defecto recurrido (quinto de la nota), la declaración de obra nueva sobre un elemento
privativo,  construyéndose  cuatro  elementos  nuevos,  y  su  constitución  en  división  horizontal,  conlleva
necesariamente la modificación del título constitutivo del régimen de propiedad horizontal del que forma parte el
repetido elemento privativo. Es indudable que con la declaración de obra nueva y división horizontal formalizada
sobre la entidad cinco se ha originado una propiedad horizontal integrada dentro de otra (subcomunidad), y que no
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hubiera estado de más una mayor precisión al formalizarse la desafectación de ese inicial elemento común en un
elemento privativo al  que se  le  marca un destino claro y determinado,  obteniéndose después  las  preceptivas
autorizaciones administrativas –que no se han cuestionado en ningún momento– para proceder a la edificación. Lo
que ocurre es que negando la premisa de que lo que se vaya a edificar sobre la entidad cinco siga la pretendida
condición común de un vuelo que tampoco puede entenderse sea común, no se ve la razón de exigir una expresa
declaración de conformidad por parte de los titulares de la propiedad horizontal en su conjunto, toda vez que en las
documentos otorgados e inscritos –publicados– antes de 2017 se prefija claramente la posible actividad ulterior por
parte del propietario de la entidad cinco, de modo que la publicidad registral ha de desplegar sus efectos, al venir
proclamado registralmente esa modificación de la propiedad horizontal inicialmente constituida por quien en su día
pudo acordarla  per  se.  Por lo  demás,  esa  mayor precisión  documental  que hubiera  sido deseable  tanto en la
configuración como en la regulación del derecho y de la situación jurídico-real creada es una cuestión que escapa
del ámbito de esta Resolución, y que no puede alterar las conclusiones de la misma. Por todo lo expuesto, el defecto
ha de ser revocado.
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/27/pdfs/BOE-A-2018-2733.pdf 

-  R.  15-2-2018.-  R.P.  Oliva.- PROCEDIMIENTO DE EJECUCIÓN DE HIPOTECA:  DEMANDA Y
REQUERIMIENTO DE PAGO AL TERCER POSEEDOR. El artículo 326 de la Ley Hipotecaria, en su párrafo
segundo, prevé que el recurso ante este Centro Directivo tiene un plazo para la interposición de un mes, y que
dicho plazo se computará desde la fecha de la notificación de la calificación impugnada.  No obstante, dado el
contenido del recurso y por economía procesal, procede su resolución. Se trata de dilucidar si es inscribible un
decreto de adjudicación en procedimiento de ejecución directa sobre bienes hipotecados si en el procedimiento no
se ha demandado ni requerido de pago a quien, no siendo deudor del préstamo hipotecario ni hipotecante no
deudor, adquirió la finca ejecutada e inscribió su adquisición antes de iniciarse dicho procedimiento. Conforme a los
artículos 132 LH y 685 LEC es necesaria la demanda y requerimiento de pago al tercer poseedor de los bienes
hipotecados que haya acreditado al acreedor la adquisición de sus bienes, entendiendo la Ley Hipotecaria que lo han
acreditado quienes hayan inscrito su derecho con anterioridad a la nota marginal de expedición de certificación de
cargas. El principio constitucional de protección jurisdiccional de los derechos y de interdicción de la indefensión
procesal exige que el titular registral afectado por el acto inscribible, cuando no conste su consentimiento auténtico,
haya sido parte o haya tenido, al menos, la posibilidad de intervención, en el procedimiento determinante del
asiento. De conformidad, pues, con esta doctrina constitucional el tercer adquirente debe ser demandado en el
procedimiento  hipotecario  si  antes  de  la  interposición  de  la  demanda  tiene  su  título  inscrito  quedando
suficientemente acreditada frente al acreedor (artículo 685.1 de la Ley de Enjuiciamiento Civil) desde el momento
que éste conoce el contenido de la titularidad publicada. La adquisición por el nuevo titular se realizó con fecha
anterior a la presentación de la demanda interpuesta. Pero no solo la adquisición fue anterior a la demanda, también
y fundamentalmente, su inscripción registral se produjo con anterioridad a aquélla, por lo que no puede alegarse, en
los términos antes expuestos, el desconocimiento de la existencia del tercer poseedor y en todo caso, las anteriores
circunstancias se pusieron de manifiesto en la certificación expedida en sede del procedimiento de ejecución. La
posterior notificación que sobre la existencia de dicho procedimiento se haya podido realizar al actual titular no
puede suplir a la demanda ni al requerimiento de pago.
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/27/pdfs/BOE-A-2018-2734.pdf 

-  R.  16-2-2018.-  R.P.  Lorca  Nº  1.- PROCEDIMIENTO  DE  EJECUCIÓN  HIPOTECARIA:
INTERPRETACIÓN DEL ART. 671 LEC. RESOLUCIONES DE LA DGRN: IMPORTANCIA DE SU
DOCTRINA. En base a los principios generales de interpretación de normas jurídicas recogido en el artículo 3 del
Código Civil que señala que «las normas se interpretaran según el sentido propio de sus palabras, en relación con el
contexto, los antecedentes históricos y legislativos, y la realidad social del tiempo en que han de ser aplicadas,
atendiendo fundamentalmente al espíritu y finalidad de aquellas» parece, que la interpretación del artículo 671 no
puede ser la puramente literal, ya que puede producir un resultado distorsionado. Conforme al art. 670 existiendo
postores cabe la posibilidad de que el remate sea inferior al 50% del valor de tasación siempre que cubra al menos, la
cantidad por la que se haya despachado la ejecución, incluyendo la previsión para intereses y costas. Y en este caso,
como garantía complementaria la Ley atribuye al letrado de la Administración de Justicia la apreciación y valoración
de las circunstancias concurrentes, oídas las partes, y establece que, en caso de que se realice el remate en esos
términos, existirá  la posibilidad de presentar recurso de revisión frente al decreto de adjudicación. Esta norma
especial, prevista por el legislador para circunstancias extraordinarias y con una serie de garantías específicas, parece
que debe integrarse igualmente para el supuesto del artículo 671, por lo que en esta hipótesis será preciso que se dé
cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 670.4 (cfr. artículo. 4.1 del Código Civil). Como bien dice la registradora
en su informe, el propio Tribunal Supremo ha declarado en Sentencia de 29 de enero de 1996 que «habría que
dilucidar cuál es la autoridad que se ha de dar a las Resoluciones de la citada Dirección General y, en ese sentido, las
sentencia de 22 de abril de 1987 y 15 de marzo de 1991, establecieron que si bien la doctrina de las mismas no es
propiamente jurisprudencia dado el carácter administrativo del Centro, sin embargo es usual concederles una
reconocida autoridad y sobre todo en los casos en que ninguna otra doctrina o norma se aducen en contra de la
opinión fundada de dicho Centro».
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/27/pdfs/BOE-A-2018-2735.pdf 

- R. 16-2-2018.- R.P. Barcelona Nº 4.- HIPOTECA: CÓMPUTO DE LOS CINCO AÑOS DEL ART. 114
DE LA LH. Tal como ha sido formulado en la nota de calificación recurrida, lo que impide entrar a valorar en este
recurso otras posibles consideraciones, el defecto relativo a la extensión de la garantía hipotecaria respecto de los
intereses ordinarios y moratorios no puede ser confirmado porque, admitida por este Centro Directivo la cobertura
hipotecaria de los intereses, aun cuando estén sujetos a una cláusula de revisión, no hay ninguna razón para entender
que la cobertura hipotecaria de cada uno, al  tener distinta naturaleza jurídica (los ordinarios constituyen una
obligación de presente y los moratorios una obligación futura en el sentido que no se sabe si llegarán a devengarse) y
responder a distinta causa, no pueda exceder de la cantidad que resulte de aplicar al capital del préstamo los tres años
aplicables por defecto según el artículo 114 de la Ley Hipotecaria y el tipo máximo pactado para cada concepto de
intereses, alcanzado, en sus respectivos supuestos, el límite de cinco años de forma autónoma y no conjunta.
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http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/27/pdfs/BOE-A-2018-2736.pdf 

1.1. Propiedad. (Por Pedro Ávila Navarro)

-  R.  18-1-2018.-  R.P.  Getafe  Nº  1.- CONCURSO  DE  ACREEDORES:  REQUISITOS  DE  LA
ENAJENACIÓN DE BIENES HIPOTECADOS EN SUBASTA NOTARIAL. Se plantea el problema de si la
enajenación de la unidad productiva existente en la masa activa de la sociedad concursada podía llevarse a cabo
mediante subasta notarial electrónica y, en caso afirmativo, si, tras la aprobación del remate por el notario, puede
inscribirse  la  escritura  de compraventa  otorgada ante el  mismo notario por el  administrador concursal  y  los
apoderados de la acreedora concursal hipotecaria, que fue la única que pujó en la subasta, y que ofreció cantidad
ligeramente superior al 50% del precio de salida, que se compensó con parte del crédito, quedando el resto de ese
crédito reconocido en el concurso como crédito ordinario. –En primer lugar, analiza la Dirección si el registrador
debe calificar la congruencia del título con las reglas de enajenación contenidas en el plan, inicial o modificado por
el juez, o con las reglas legales supletorias. La respuesta es afirmativa (arts. 148 y 149 L. 22/09.07.2003, Concursal),
pero presenta la dificultad de que la Ley Concursal no prevé que el plan de liquidación se deposite o se inscriba; solo
se pone de manifiesto en la oficina judicial y en los lugares que a este efecto designe el letrado de la Administración
de Justicia (art. 138.1.2 L. 22/2003); por lo que, si el auto no reproduce el plan íntegramente o no se protocoliza con
la escritura, será necesario aportar al Registro el correspondiente testimonio. –A continuación, y dado que el juez
reconoció al administrador concursal la facultad de optar por la subasta judicial o por la subasta notarial (en ambos
casos confirme a la Ley de Enjuiciamiento Civil), surge el problema de qué normas de la Ley de Enjuiciamiento
Civil son de aplicación a esas subastas concursales –judiciales o notariales– y cuáles no, y especialmente en relación a
la tasación del bien, que es el punto central de la calificación registral y del recurso. Dice la Dirección que «el estudio
conjunto de las normas legales procesales y concursales pone de manifiesto que, en las subastas concursales, sean
judiciales o notariales, por regla general no es necesaria esa tasación específica; [...] el bien o el derecho que se
subasta ya ha sido valorado por la administración concursal en el inventario provisional (art. 75.2.1 L. 22/2003), con
posibilidad de modificar esa valoración si el juez del concurso llegara a estimar la impugnación que se hubiera
presentado, en tiempo y forma, por persona legitimada (art. 96.2 L. 22/2003)». En el caso concreto el administrador
concursal había fijado los precios para tres posibles subastas sucesivas y esos precios no fueron modificados por el
juez del concurso; si bien este permitió que, no obstante esos precios mínimos iniciales, cualquier interesado pudiera
a ofrecer un precio inferior si contaba con la conformidad de la acreedora hipotecaria (con mayor razón podrá esa
acreedora hipotecaria formular ella misma pujas por ese importe inferior); pero esa autorización judicial tiene un
límite infranqueable, por cuanto que (por aplicación supletoria del art. 670.4.2 LEC, en virtud de lo establecido en el
art. 72.2 LN y de la remisión contenida en las resoluciones judiciales) la cantidad ofrecida por el postor tiene
necesariamente que superar el 50% de ese precio mínimo inicial; requisitos que aparecían cumplidos. La resolución
es mucho más compleja de lo que puede aparecer en un apretado resumen (31 páginas del BOE); entre otras cosas,
porque trata temas que no eran objeto del recurso, como la ejecución hipotecaria fuera del convenio del art. 155.4 L.
22/2003 (y que la Dirección interpreta como «fuera del concurso», quizá para comprender los casos del art. 56 L.
22/2003 en que la ejecución se hace no «fuera del convenio», sino «sin» convenio ni apertura de liquidación). R.
18.01.2018 (Galvanización Madrileña, S.A., y Banco Santander, S.A., contra Registro de la Propiedad de Getafe-1)
(BOE 01.02.2018).
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/01/pdfs/BOE-A-2018-1389.pdf

-  R.  22-1-2018.-  R.P.  San  Javier  Nº  2.- OPCIÓN  DE  COMPRA:  CASOS  EN  QUE  NO  HAY  QUE
CONSIGNAR EL PRECIO PARA CANCELAR CARGAS POSTERIORES. Se vuelve a tratar una vez más «el
problema de la cancelación de las cargas inscritas con posterioridad a la constancia registral de un derecho de opción
de compra» (ver, por ejemplo, R. 18.05.2011): «En definitiva, cuando este derecho de adquisición preferente se
ejercita debidamente y su titular se convierte en propietario de la finca objeto del mismo, lo que procede es la
cancelación de los derechos que se resuelven, tal como exige el art. 79.2 LH; [...] para ello es necesario, como regla
general, el depósito del precio pagado a disposición de los titulares de las cargas posteriores (cfr. art. 175.6 RH)». El
problema en este caso era que «una parte del precio pactado se imputaba a las rentas satisfechas durante la vigencia
del  arrendamiento y la  restante  parte  se  abonaba mediante  un cheque bancario destinado a  la  satisfacción y
cancelación de un carga hipotecaria inscrita con anterioridad al derecho de opción» (otorgada la cancelación en la
escritura inmediatamente anterior). «Este Centro Directivo ha reconocido la posibilidad de cancelación de las cargas
posteriores sin la correspondiente consignación del precio cuando no proceda pago alguno en el momento de la
compraventa según lo convenido en la escritura de concesión del derecho de opción y reflejado en el asiento
registral; por tanto, es decisiva la configuración del derecho de opción en la escritura para que pueda ser transcrito
en el asiento registral». Como casos concretos, dice que «puede efectuarse la deducción del importe de la prima de la
opción, es decir, de aquella cantidad que se ha abonado al concederla, o del importe de cargas anteriores a la propia
opción que sean asumidas o satisfechas por el optante; igualmente, no procede exigir tal consignación cuando el
optante retiene la totalidad del precio pactado para hacer frente al pago del préstamo garantizado con la hipoteca que
grava la finca y que es de rango preferente al derecho de opción ejercitado; o cuando se haya pactado el pago por
compensación, siempre que no se encubra una opción en garantía; [...] en general, puede decirse que no habrá
obligación de consignar cuando la forma de pago que se hubiera pactado no permita la consignación por no haber
entrega alguna de cantidad. [...] Pero en todos estos casos es fundamental que todas estas circunstancias consten
pactadas en la escritura de opción y que consten debidamente inscritas» (ver art. 130 LH). En el caso concreto, la
deducción de la prima de la opción y de las cantidades pagadas como renta se deducía claramente de la escritura y de
la inscripción; no así la deducción de lo pagado para la cancelación de la hipoteca, pero la Dirección resalta la
circunstancia de que «con el número anterior de protocolo, se procede a la cancelación de la hipoteca que se había
constituido con anterioridad a la  inscripción de la  opción de compra,  habiéndose procedido igualmente a la
cancelación registral de dicha hipoteca». Sin embargo, no parece que la deducción de las cargas anteriores tenga que
resultar más o menos explícita de la escritura de opción o de las circunstancias del caso. En otro párrafo dice la
Dirección: «También se ha reconocido la posible deducción del importe de cargas anteriores a la propia opción, que
son asumidas o satisfechas por el optante permitiendo detraer de las cantidades que deben ser consignadas el importe
de aquellas cargas en las que se subrogue el adquirente, en los términos del art. 118 LH, puesto que lo contrario
supondría un enriquecimiento injusto a favor del titular de la carga posterior, y el correlativo perjuicio para el
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optante, todo ello sobre la base del precio inscrito para el ejercicio de la opción. Si bien esta posibilidad debe
considerarse limitada por el principio de que las cantidades satisfechas por estos conceptos no podrán ser superiores a
las correspondientes coberturas hipotecarias. Pero dentro de dichos límites, es posible deducir no sólo el importe del
principal, sino también de aquellos otros conceptos garantizados por la hipoteca que hayan podido devengarse,
como son los intereses de demora». R. 22.01.2018 (Particular contra Registro de la Propiedad de San Javier - 2)
(BOE 01.02.2018).
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/01/pdfs/BOE-A-2018-1390.pdf

- R. 23-1-2018.- R.P. Redondela-Ponte Caldelas.- RECTIFICACIÓN DEL REGISTRO: LA DE ERRORES
MATERIALES O DE CONCEPTO REQUIERE ACUERDO DEL REGISTRADOR. OBRA NUEVA: LA
INSCRIPCIÓN  SEGÚN  EL  ART.  28.4  RDLEG.  7/2015  REQUIERE  SOLICITUD  DEL
INTERESADO. Presentada a inscripción una obra nueva sin licencia de primera ocupación, libro del edificio y
certificado de eficiencia energética, la registradora optó por inscribir conforme al art. 28.2 RDLeg. 7/30.10.2015,
Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana, (inscripción sin licencia por transcurso de los plazos de prescripción de las
acciones de restablecimiento de la legalidad urbanística que impliquen su demolición) y en consecuencia notificó al
Ayuntamiento para que adoptara las medidas que considerase procedentes. Ahora se solicita en instancia privada la
rectificación de la inscripción en el sentido de que la obra posee licencia de obra, está libre de cargas (se considera
aquella mención del precepto como carga) y es improcedente cualquier actuación municipal.  La registradora
considera que no ha habido ningún error de concepto en la inscripción y deniega la rectificación. La Dirección
aplica el art. 217 LH, según el cual, los errores de concepto cometidos en inscripciones, anotaciones o cancelaciones, o en
otros asientos referentes a ellas, cuando no resulten claramente de las mismas, no se rectificarán sin el acuerdo unánime de
todos los interesados y del registrador, o una providencia judicial que lo ordene; por lo que debe debatirse la procedencia
de la rectificación, a falta de la conformidad del registrador para ello, en el juicio ordinario correspondiente. La
Dirección dice que no le corresponde pronunciarse sobre si el asiento fue o no correctamente practicado, de donde
se deduce que no puede suplirse el necesario consentimiento del registrador en recurso gubernativo. No obstante,
considera que «en el presente supuesto el error no resulta claramente de la inscripción, dado que la propia escritura
que causó la misma alude a la antigüedad de la edificación y a la prescripción de la posible infracción urbanística»;
pero añade que «para la aplicación del citado art. 28.4 RDLeg. 7/2015 «es en todo caso necesario que se haya
solicitado por el interesado, en el mismo título o al tiempo de su presentación, proceder conforme al mismo, pues,
como tiene declarado reiteradamente este Centro Directivo, no es en absoluto indiferente o irrelevante la elección
de esta vía jurídica para proceder a la inscripción». R. 23.01.2018 (Particular contra Registro de la Propiedad de
Redondela ‑ Ponte Caldelas) (BOE 06.02.2018).
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/06/pdfs/BOE-A-2018-1581.pdf 

-  R.  23-1-2018.-  R.P.  Falset.- ANOTACIÓN PREVENTIVA DE EMBARGO: LA ANOTACIÓN DE
EMBARGO CAUTELAR EN FAVOR DE LA HACIENDA DURA 4 AÑOS. Reitera en el sentido indicado la
doctrina de la R. 25.10.2011. Se solicitaba la cancelación de una anotación preventiva de prohibición de disponer,
ordenada como medida cautelar en un procedimiento de apremio seguido por la Agencia Estatal de Administración
Tributaria frente al socio mayoritario de la sociedad titular registral. Y la Dirección insiste en «la esencial diferencia
existente entre la duración de los derechos o gravámenes que acceden al Registro y la caducidad de los asientos que
los recogen, sin que puedan confundirse unos y otros (vid. R. 30.07.1990, R. 29.09.2009 y R. 22.01.2013, entre
otras)», y concluye que «el art. 81 LGT establece, respecto de la duración de las medidas cautelares –entre ellas la
prohibición de enajenar, gravar o disponer bienes o derechos–, un plazo de seis meses desde su adopción, pudiendo
prorrogarse por otros seis meses; ahora bien, estos plazos se refieren a la prohibición de disponer, que es la medida
cautelar, [...] no se señala un plazo de vigencia especial para la anotación de prohibición de enajenar, ni se establece
la caducidad de la misma, por lo cual se debe aplicar el plazo general de caducidad de las anotaciones establecido en
el art. 86 LH». R. 23.01.2018 (Inversiones Gómez Martín, S.A., contra Registro de la Propiedad de Falset) (BOE
06.02.2018).
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/06/pdfs/BOE-A-2018-1582.pdf 

-  R.  23-1-2018.-  R.P.  San  Javier  Nº  1.- PUBLICIDAD  REGISTRAL:  EL  REGISTRADOR  HA  DE
CALIFICAR  EL  INTERÉS  LEGÍTIMO  Y  QUÉ  DATOS  HA  DE  INCLUIR  O  EXCLUIR  DE  LA
INFORMACIÓN. PUBLICIDAD  REGISTRAL:  NO  ES  NECESARIO  JUSTIFICAR  LA
REPRESENTACIÓN  DEL  SOLICITANTE  CUANDO  SE  TRATA  DE  ACTUACIÓN
PROFESIONAL. PUBLICIDAD REGISTRAL: LA SOLICITUD DE CERTIFICACIÓN HA DE SER
MOTIVADA. PUBLICIDAD REGISTRAL: LA AUTENTICIDAD DE LA FIRMA DE LA SOLICITUD
PUEDE ACREDITARSE POR MEDIOS TELEMÁTICOS. Reitera la doctrina de otras resoluciones sobre los
requisitos de la solicitud de certificaciones (la última R. 09.01.2018), especialmente en cuanto que «el contenido del
Registro sólo se ha de poner de manifiesto a quienes tengan interés en conocer el estado de los bienes y derechos
inscritos y, por tanto, este interés se ha de justificar ante el registrador» (arts. 221 y 222 LH y 332 RH). Pero en este
caso el recurso gira sobre todo en torno al art. 332.3 RH, que presume la representación de los interesados en
determinados profesionales (como los abogados, que era el caso), siempre que expresen la causa de la consulta y ésta sea
acorde con la finalidad del Registro. Así pues, y en el caso concreto: –La exigencia de justificar la representación del
interesado queda dispensada por el ese precepto; lo que sí se podría exigir es la identificación de tal interesado, pero
eso resultaba de un oficio de la Dirección General de Sostenibilidad de la Costa y del Mar de citación en un
expediente administrativo, con requerimiento de la certificación registral, que se acompañaba a la solicitud. –Sobre
la motivación de la solicitud, se estima suficiente la alegación de ser necesaria para la aportación al expediente
administrativo citado. –Y «en cuanto a la exigencia de que la instancia ha de estar suscrita con firma legitimada
notarialmente o firmada en la propia oficina del Registro, resulta aplicable la doctrina de la R. 04.07.2013, conforme
a la cual ‘la exigencia de identificación del instante no puede limitarse a los medios expresados (comparecencia física
o legitimación notarial) sino que debe comprender cualquier otro que cumpla igualmente dicha finalidad ya sea
realizada por medios físicos o telemáticos’; entre estos ‘medios telemáticos’ que pueden utilizarse como medio de
identificación del firmante se incluye la firma electrónica (cfr. art. 3.1 L. 59/19.12.2003, de firma electrónica), que es
el que se empleó en este caso al remitirse la solicitud con firma digital del solicitante a la sede electrónica del Colegio

http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/01/pdfs/BOE-A-2018-1390.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/06/pdfs/BOE-A-2018-1581.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/06/pdfs/BOE-A-2018-1582.pdf


- 248 - Bol. Colegio Registradores, núm. 50

de Registradores». En la exégesis del art. 332.3 RH reitera la Dirección la doctrina de la R. 14.07.2016, en el sentido
de que «presume que aquellos profesionales ostentan la representación de las personas por cuyo encargo manifiestan
actuar, pero sin que ello signifique que no deban especificar el interés legítimo que justifica la solicitud, interés que
ha de ser calificado por el registrador; [...] sólo se presume el interés, conforme al art. 221 LH, respecto de toda
autoridad, empleado o funcionario público que actúe por razón de su oficio o cargo». R. 23.01.2018 (Particular contra
Registro de la Propiedad de San Javier - 1) (BOE 06.02.2018).
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/06/pdfs/BOE-A-2018-1583.pdf 

- R. 23-1-2018.- R.P. Badajoz Nº 1.- INMATRICULACIÓN: NO PUEDE HACERSE CON INDICIOS DE
QUE LA FINCA ESTÁ YA INMATRICULADA. «Se pretende la inmatriculación de una finca a favor de la
Confederación Hidrográfica del Guadiana, por certificación administrativa de dominio, conforme al art. 206 LH; ya
en 2011 se había denegado la inmatriculación por entender que la finca que se pretendía inmatricular era parte de
otra ya inscrita, «con un determinado titular registral de dominio y una hipoteca vigente»; ante aquella negativa, la
Confederación Hidrográfica del Guadiana inició «procedimiento de segregación del terreno expropiado», en el que
tanto los titulares de dominio como el de la hipoteca sobre las finca ya inscrita manifiestan su no oposición. El
registrador vuelve a denegar la inmatriculación por apreciar, de nuevo, que existen indicios fundados de que dicha
parcela forma parte de la finca ya inscrita. Dice la Dirección que, según el art. 206 LH, en todo caso, será preciso que el
Registrador compruebe la falta de previa inmatriculación de todo o parte del inmueble; y en este caso hay una serie de
indicios que induce razonablemente a pensar que la parcela que se pretende inmatricular es una porción expropiada
que se debió segregar, pero nunca se segregó formalmente, de la finca previamente inscrita: lindero fijo con un
canal, tres linderos con la «matriz», y la propia actuación de la Confederación y de los titulares de dominio y de
hipoteca, que hablan siempre de «segregación del terreno expropiado». R. 23.01.2018 (Confederación Hidrográfica
del Guadiana contra Registro de la Propiedad de Badajoz-1) (BOE 06.02.2018).
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/06/pdfs/BOE-A-2018-1584.pdf 

- R. 24-1-2018.- R.P. Madrid Nº 37.- PROHIBICIÓN DE DISPONER: EFECTOS DE LA PROHIBICIÓN
SEGÚN SUS DIVERSOS CASOS. Se trata de una escritura de aumento de capital mediante aportación de una
finca sobre la que existe una anotación preventiva de demanda y prohibición de disponer en procedimiento civil. La
Dirección reitera su doctrina sobre la distinción de dos grandes categorías de prohibición de disponer: –«Las
prohibiciones voluntarias y las que tienen su origen en un procedimiento civil: [...] en la medida en que el art. 145
RH impide el acceso registral de los actos dispositivos realizados posteriormente (salvo los que traen causa de asientos
vigentes anteriores al de dominio o derecho real objeto de la anotación), ello presupone, ‘a sensu contrario’, que no
impide los realizados con anterioridad –conclusión que resulta también de la aplicación de la regla general que para
las anotaciones dicta el art. 71 LH–; sin embargo, por otro lado, se estima que tal inscripción no ha de comportar la
cancelación de la propia anotación preventiva de prohibición, sino que ésta se arrastrará». –«Las adoptadas en los
procedimientos penales y administrativos lo que quieren garantizar es el cumplimiento de intereses públicos o evitar
la defraudación del resultado de la sentencia penal o las responsabilidades que de ella puedan derivar: debe, en
consecuencia, prevalecer el principio de prioridad establecido en el art. 17 LH frente a la interpretación más laxa del
art.  145  RH,  [...]  provocando  así  el  cierre  registral  incluso  cuando  se  trata  de  actos  anteriores  a  la
prohibición». –Como caso especial debe considerarse el de las medidas cautelares atípicas o innominadas adoptadas
por el órgano judicial para garantizar la efectividad de una eventual sentencia estimatoria (art. 735.2 LEC) o para el
buen fin de la ejecución (art. 727.6 LEC), casos en que el órgano judicial tiene amplia libertad para determinar el
alcance y contenido de las medidas, entre las que «pueden incluirse la de la prohibición de inscribir, pues no es lo
mismo prohibir disponer que prohibir inscribir, en cuyo último caso es claro que la consecuencia será el del cierre
del Registro también para los actos dispositivos anteriores a la anotación». Toda esta explicación tiene una intención
didáctica, porque lo cierto es que se trataba de un procedimiento civil y «la presentación en el Registro de la
Propiedad del mandamiento ordenando la prohibición de disponer es anterior no sólo a la posterior presentación de
la escritura de aportación por ampliación de capital, sino incluso a la propia escritura, por lo que el defecto debe ser
confirmado». R. 24.01.2018 (Carma Aplicaciones, S.L.», contra Registro de la Propiedad de Madrid-37) (BOE
06.02.2018).
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/06/pdfs/BOE-A-2018-1586.pdf 

- R. 24-1-2018.- R.P. Jaén Nº 1.- BIENES GANANCIALES: RECTIFICACIÓN DE INSCRIPCIÓN DE UN
BIEN PRESUNTIVAMENTE GANANCIAL EN FAVOR DE SOLTERO. Inscrita una finca con carácter
presuntivamente ganancial a nombre de un titular que manifestó estar casado, ahora la vende «manifestando estar
soltero y no casado, extremo que justifica en su propia declaración y en un certificado de fe de vida y estado que se
protocoliza en la escritura,  solicitando la rectificación de la inscripción registral  en cuanto a tal  extremo». El
registrador entiende que la venta «requiere el consentimiento de la esposa del titular registral, ya que consta inscrita
la finca con carácter presuntivamente ganancial;  y además, según resulta del Registro, en otra venta anterior
realizada por dicho titular  registral,  respecto de otra  finca inscrita  igualmente con carácter  presuntivamente
ganancial,  intervino  la  esposa  para  prestar  su  consentimiento».  Dice  la  Dirección que,  como se  dijo  en  «R.
20.02.1985, R. 16.11.1994 y R. 07.03.2011, «en caso de que el supuesto error afecte a las circunstancia del estado
civil de la persona y a los efectos del Registro de la Propiedad, debe establecerse una distinción neta entre los casos
en los cuales se trata tan sólo de completar la identificación de la persona que adquiere el bien de que se trate –cfr.
arts. 9 LH, 51.9 RH y 159 RN–, de modo que el estado civil se expresará por lo que resulte de las manifestaciones
del otorgante, y aquellos otros casos en los que, por resultar afectada la titularidad previamente inscrita, es necesario
acreditar tal circunstancia, toda vez que los asientos registrales están bajo la salvaguardia de los tribunales; [...] es
cierto que esta  Dirección General  ha declarado en diversas  ocasiones  (cfr.,  entre  otras,  las  R.  05.05.1978,  R.
06.11.1980,  R.  10.09.2004,  R.  13.09.2005,  R.  19.06.2010,  R.  07.03.2011,  R.  07.03.2011,  R.  24.06.2011,  R.
23.08.2011, R. 15.10.2011 y R. 29.02.2012) que cuando la rectificación se refiere a hechos susceptibles de ser
probados de un modo absoluto con documentos fehacientes y auténticos, independientes por su naturaleza de la
voluntad de los  interesados,  no es  necesaria  la  aplicación del  art.  40.d LH, pues  bastará  para llevar  a  cabo la
subsanación tabular la mera petición de la parte interesada acompañada de los documentos que aclaren y acrediten el
error padecido». Ahora bien, en el caso concreto entiende que «las citadas certificaciones de fe de vida y estado no
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constituyen  medios  de  prueba  absoluta,  sino  que  gozan  de  un  limitado  valor  de  simple  presunción,  ni  son
independientes de la voluntad del interesado, pues precisamente se apoyan en la nuda declaración del solicitante para
su obtención (sin perjuicio de los supuestos de expedición en virtud de previo expediente registral conforme al art.
364 RRC, los cuales en todo caso tienen igualmente un limitado valor meramente presuntivo)»; desestima y recurso
y, más bien a modo de orientación, concluye que «la prueba de la soltería a los efectos de rectificar la inscripción del
titular registral en el Registro de la Propiedad requeriría como condición necesaria (sin que ahora se prejuzgue su
suficiencia) certificación de nacimiento en que no se refleje nota marginal alguna de referencia a otra de matrimonio
de la persona (sin perjuicio de los supuestos de nulidad matrimonial)». R. 24.01.2018 (Particular contra Registro de la
Propiedad de Jaén-1) (BOE 06.02.2018).
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/06/pdfs/BOE-A-2018-1587.pdf 

- R. 29-1-2018.- R.P. Cambados.- ANOTACIÓN PREVENTIVA DE EMBARGO: DEBE DENEGARSE SI
LA FINCA ESTÁ INSCRITA A NOMBRE DE PERSONA DISTINTA DEL DEMANDADO. Reitera en el
sentido indicado la doctrina de las R. 18.11.2014, R. 19.11.2015 R. 10.10.2017, R. 05.02.2018 y otras muchas (ver
arts. 20 LH y 140.1 RH). En este caso, incluso cuando la titular registral «fue notificada sin que haya efectuado
alegación alguna». Ver resoluciones citadas y sus comentarios. R. 29.01.2018 (Particular contra Registro de la
Propiedad de Cambados) (BOE 13.02.2018).
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/13/pdfs/BOE-A-2018-1939.pdf

- R. 29-1-2018.- R.P. A Coruña Nº 3.- HERENCIA: CONCURRENCIA DE LOS TRÁMITES DEL ART.
1057 C.C. CON LOS DE LA LEY GALLEGA. Se trata de una escritura de adjudicación de herencia de causantes
con de vecindad civil  gallega,  realizada mediante expediente de nombramiento de contador‑partidor dativo
tramitado  conforme a  los  arts.  1057  C.c.  y  66  LN,  en  sus  redacciones  dadas  por  la  L.  15/02.07.2015,  de  la
Jurisdicción Voluntaria. «La registradora objeta que las disposiciones aplicables a la partición de esta herencia son las
de la legislación gallega, que contiene normas específicas sobre las particiones». Pero dice la Dirección que «la
partición por mayoría del Derecho gallego subsiste tras la Ley de la Jurisdicción Voluntaria con sus propios trámites
y naturaleza,  como particularidad foral,  de carácter sustantivo y no procesal  o procedimental,  pero de modo
concurrente con la partición por contador‑partidor dativo del art. 1057.2 C.c., que tiene la naturaleza procesal
referida de la Jurisdicción Voluntaria»; explica que «una y otra son particiones de distinta naturaleza, esto es, por un
lado, un acto de jurisdicción voluntaria realizado por el notario o letrado de la Administración de Justicia que
aprueban la partición del contador‑partidor, en el caso del art. 1057.2 C.c., y por otro, una partición contractual,
aunque no unánime, en el caso de los arts. 295 y ss. L. 2/14.06.2006, de Derecho Civil de Galicia». R. 29.01.2018
(Notario Andrés-Antonio Sexto Presas contra Registro de la Propiedad de A Coruña - 3) (BOE 13.02.2018).
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/13/pdfs/BOE-A-2018-1940.pdf 

-  R.  30-1-2018.-  R.P.  Sepúlveda-Riaza.- REANUDACIÓN  DEL  TRACTO:  NO  PROCEDE  EL
EXPEDIENTE CUANDO NO HAY RUPTURA DEL TRACTO Y SE TRAE CAUSA DEL TITULAR
REGISTRAL. REANUDACIÓN  DEL  TRACTO:  PROCEDE  EL  EXPEDIENTE  CUANDO  SE  HA
ADQUIRIDO DE HEREDERO NO ÚNICO DEL TITULAR REGISTRAL. OBRA NUEVA: PUEDE
CONSTAR EN EL AUTO JUDICIAL DE REANUDACIÓN DEL TRACTO, PERO CUMPLIENDO LOS
REQUISITOS URBANÍSTICOS. Reitera en el sentido indicado la doctrina de la R. 10.11.2016, en un caso en
que los promotores del expediente de dominio para reanudación del tracto habían adquirido no de todos, sino de
uno de los herederos del titular registral. Y reitera también la de R. 10.11.2016, R. 19.07.2017 y R. 29.11.2017, en el
sentido de  que «la  escritura  pública  no es  el  único título  formal  en el  que  puede declararse  la  existencia  de
edificaciones para su constancia registral, sino que basta que se hagan constar en los títulos referentes al inmueble [art.
202 LH], y de entre tales títulos no cabe excluir el auto judicial recaído en un expediente de dominio», si bien
cumpliendo los requisitos urbanísticos exigibles (en este caso se acreditaba la antigüedad de la construcción de
manera procedía la inscripción conforme al art. 28.4 RDLeg. 2/20.06.2008, texto refundido de la Ley de Suelo). La
Dirección, en lo que ha de ser una de las últimas resoluciones sobre el antiguo expediente judicial de dominio para
reanudación del tracto, aprovecha para hacer un repaso de su doctrina anterior; y así, hace afirmaciones como las
siguientes: –«No hay verdadera interrupción del tracto cuando los promotores adquirieron del titular registral o de
sus herederos (cfr. R. 18.03.2000, R. 17.02.2012, R. 02.10.2014 y R. 23.10.2014) [y ver actualmente el art. 208 LH];
[...] en tales casos no hay verdadero tracto interrumpido y lo procedente es documentar y aportar el título de
adquisición». –«Las R. 14.04.2016 y R. 10.11.2016 matizaron esta doctrina para los casos en los que el promotor del
expediente adquirió, no de todos, sino sólo de alguno o algunos de los herederos del titular registral» (lo que resulta
aplicable al actual expediente notarial del art. 208 LH). –«Debe recordarse la doctrina de este Centro Directivo (cfr.
R. 19.09.2012, R. 07.12.2012 o R. 24.03.2015), que admite el expediente de dominio, incluso en aquellos casos
donde no hay verdadera ruptura de tracto, cuando la obtención de la titulación ordinaria revista una extraordinaria
dificultad, que daría lugar a formalismos inadecuados; las R. 01.08.2012 y R. 24.03.2015 consideraron que en estos
casos debe ‘resolverse la cuestión conforme al art. 272 RH, que permite al propietario acudir al expediente de
dominio no sólo en el caso de carecer de título escrito de dominio, sino también en el caso de que, aun teniéndolo, no
pudiera inscribirse por cualquier causa’». R. 30.01.2018 (Particular contra Registro de la Propiedad de Sepúlveda‑Riaza)
(BOE 13.02.2018).
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/13/pdfs/BOE-A-2018-1942.pdf

- R. 30-1-2018.- R.P. Cangas.- PERMUTA: RESOLUCIÓN DE LA DE SUELO POR UNIDAD DE OBRA,
ASIENTOS  QUE  DEBEN  CANCELARSE. DOCUMENTO  JUDICIAL:  DEBE  INDICAR  LOS
ASIENTOS QUE TIENEN QUE CANCELARSE,  SALVO QUE RESULTE CLARAMENTE DE LA
RESOLUCIÓN. Inscrita una permuta de solar por unidad de obra futura y la agrupación de la finca con otras del
adquirente, se presenta ahora sentencia que declara resuelto el contrato de permuta. La registradora suspende la
inscripción por no concretarse qué operaciones registrales se deben realizar ni qué asientos deben ser cancelados,
máxime teniendo en cuenta la integración de la finca en una agrupación. La Dirección reconoce en principio que
«si con la presentación del documento judicial se pretende la cancelación de asientos vigentes en el Registro debe
especificarse en el mismo qué asiento o asientos han de ser objeto de cancelación» (ver art. 21 LH), ya que «no
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incumbe al  registrador  determinar  cuál  es  el  alcance de  los  efectos  producidos  por  la  sentencia  presentada»;
ciertamente,  según el  art.  521 LEC, no se  despachará ejecución de las  sentencias  meramente declarativas  ni  de las
constitutivas, [...] las sentencias constitutivas firmes no siempre tienen que ir acompañadas de un mandamiento de
ejecución de su contenido»; pero para eso «es preciso que la propia sentencia contenga todos los requisitos exigidos
por las normas registrales para producir la inscripción» y, en un caso como este, que hagan referencia al asiento
concreto a cancelar o que del conjunto del documento se infiera indubitadamente cual es el asiento a que se refiere;
porque «no debe caerse en ‘un rigor formalista injustificado’ si no cabe albergar duda sobre el alcance cancelatorio
del documento presentado (ver R. 21.11.2012); y es lo que ocurre en el caso concreto, en el que «resulta plenamente
identificada la finca registral y la inscripción a la que se refiere la sentencia»; y en cuanto a la agrupación de la finca,
tampoco hay obstáculo para cancelarla, por cuanto no constan derechos inscritos o anotados con posterioridad a
favor de terceros  que no hubieran sido emplazados  debidamente (a  diferencia  del  caso de la  R.  24.05.2017).
Claramente se adivina que la solución podría ser distinta si hubiera terceros con derechos sobre la finca resultante de
la agrupación; y así, un tercer adquirente de esa finca quedaría protegido por el art. 34 LH; en cambio, un acreedor
hipotecario quedaría en la situación del art. 123 LH y podría repetir contra cualquiera de las nuevas fincas resultantes
de la «desagrupación» o contra todas a la vez; el hecho de que la finca inicialmente hipotecada volviera a su primitivo
titular no afectaría al acreedor hipotecario (puede verse la doctrina de la Dirección sobre el principio de tracto
sucesivo en la cancelación del dominio, por ejemplo, en R. 31.01.2006 y su comentario, en R. 10.12.2015 y el suyo,
o en R. 18.10.2016). Aunque más oculto, aparece también el problema de que la «desagrupación» equivale a una
división o segregación y cabría plantear si para ella sería necesaria licencia municipal. R. 30.01.2018 (Particular
contra Registro de la Propiedad de Cangas) (BOE 13.02.2018).
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/13/pdfs/BOE-A-2018-1944.pdf 

- R. 31-1-2018.- R.P. Vélez Málaga Nº 1.- EXPEDIENTE DE CONCILIACIÓN: PROCEDE EN MATERIA
INMOBILIARIA AUNQUE NO SEA INSCRIBIBLE EL EVENTUAL ACUERDO. EXPEDIENTE DE
CONCILIACIÓN:  ES  INSCRIBIBLE  SIN  ESCRITURA  EL  DOCUMENTO  DE  CONCILIACIÓN
RESULTANTE. TRANSACCIÓN:  ES  INSCRIBIBLE  EL  DOCUMENTO  RESULTANTE  DE  LA
CONCILIACIÓN REGISTRAL.  1. Ámbito  del  expediente  registral  de  conciliación.–  Se  debate  si  puede
tramitarse un procedimiento de conciliación ante el registrador, conforme al art. 103 bis LH, para la restitución de
una porción de terreno que se reclama por el titular registral de una finca a los titulares de otra finca colindante y
pago de una indemnización por los perjuicios causados por la ocupación. El registrador deniega la tramitación del
expediente de conciliación por considerar que no se trata de materias inscribibles en el Registro. Señala la Dirección
que, según el precepto, ha de tratarse de cualquier controversia inmobiliaria, urbanística y mercantil o que verse sobre
hechos o actos inscribibles en el Registro de la Propiedad, Mercantil u otro registro público que sean de su competencia [o sea,
en el Registro del que sea titular el registrador], siempre que no recaiga sobre materia indisponible (ver sobre la exclusión
los  arts.  103  LH y  139  L.  15/2015);  y  que  en  este  caso  se  trata  de  una  controversia  inmobiliaria,  lo  que  es
«independiente de que el contenido de la pretensión sea inscribible en sí mismo o de que el eventual acuerdo que se
alcance sea o no un hecho o acto inscribible, pues, del tenor literal del artículo se distingue con la conjunción ‘o’, de
una parte,  cualquier  controversia  inmobiliaria,  urbanística  y  mercantil,  y  de  otra  ‘o’  que  verse  sobre  hechos  o  actos
inscribibles», aparte de que se plantean también cuestiones de inmatriculación y alteración de linderos. Por otra parte,
no pueden tampoco mantenerse objeciones sobre falta liquidación del impuesto, aportación de documentación
original y no fotocopias, y que estén completos los datos identificativos de las partes, ya que «tales cuestiones sólo
son exigibles como requisitos para practicar la inscripción» y no serán exigibles «hasta tanto no se pretenda la
inscripción del acuerdo que, en su caso, se alcance».  2.  Inscripción del expediente registral  de conciliación.–
Finalmente, en cuanto a la inscripción del documento de conciliación resultante, si bien la doctrina de la Dirección
ha sido que no es inscribible el acuerdo transaccional sin escritura pública (ver, por ejemplo, R. 31.10.2017), «esto se
entiende sin perjuicio de aquellas conciliaciones que puedan surgir en expedientes específicamente regulados en la
Legislación Hipotecaria,  como pueden ser,  a  título de ejemplo,  los  del  art  .199 LH, referente a completar  la
descripción literaria de la finca acreditando su ubicación y delimitación gráfica y, a través de ello, sus linderos y
superficie; el del art. 209 LH, referente a doble o múltiple inmatriculación; o del art. 210 LH, relativo al expediente
de liberación de cargas o gravámenes; o de rectificación de errores en los asientos en los términos del título VII de la
Ley Hipotecaria, que son plenamente inscribibles por disposición de la propia Ley exceptuando por tanto la norma
general de su art. 3 LH». Si bien el resumen anterior recoge el fondo de la resolución, conviene repasar otros
párrafos en los que la Dirección trata teóricamente la novedosa institución de la conciliación registral (lo mismo
podría decirse de la notarial y de la que se tramite ante letrado de la Administración de Justicia): «La regulación del
nuevo art. 103 bis LH no resulta tan detallada como la de la conciliación ante el letrado de la Administración de
Justicia; por ello se hace preciso acudir a la regulación de la L. 15/2015, para integrar la laguna legal. »En este
sentido, siguiendo el art. 139 L. 15/02.07.2015, de Jurisdicción Voluntaria, se puede afirmar que todo intento de
conciliación tiene por objeto alcanzar un acuerdo con el fin de evitar un pleito, debiendo inadmitirse de plano la
petición cuando suponga la  utilización de este  expediente  para  otras  finalidades  distintas  y  que suponga un
manifiesto  abuso de derecho o entrañe fraude de ley o procesal.  »La conciliación se  encuadra  dentro de los
procedimientos de resolución alternativa de conflictos, es decir, procedimientos que pretenden dar solución a una
controversia entre partes intentando lograr el acuerdo entre las mismas, y sin que tenga que ser un juez el que tome
la decisión. Por tanto, se diferencia del proceso judicial en que no interviene un juez, sino que se lleva a cabo ante
un letrado de la Administración de Justicia, un juez de paz, un notario o un registrador de la propiedad o mercantil,
pero debiendo destacarse que la resolución del conflicto se consigue por el acuerdo entre las partes enfrentadas. »La
conciliación es, por tanto, un medio de evitar un litigio, en el que, a diferencia de la mediación, el funcionario
público que concilia puede aproximar las posiciones de los interesados para conseguir que lleguen a un acuerdo,
incluso formulando una propuesta de resolución conforme con el ordenamiento jurídico, que podrá (o no) ser
aceptada por los interesados. No obstante, a diferencia del arbitraje o del proceso judicial, son éstos los que en
definitiva ponen fin al conflicto, cediendo en sus respectivas pretensiones, sin que la solución a dicho conflicto sea
impuesta por quien concilia. »En el caso de la conciliación notarial y registral, su finalidad puede ser, además de
evitar comenzar un pleito, poner fin a uno que se haya comenzado, ya que en el art. 81 LN y en el art. 103 bis LH se
refieren a la finalidad de alcanzar un acuerdo extrajudicial y no sólo a evitar un pleito como hace el art. 139 L. 15/2015.
»Respecto a su naturaleza jurídica, la doctrina se ha dividido entre quienes estiman que la conciliación es un
auténtico proceso, los que lo encuadran en el ámbito de la jurisdicción voluntaria, o los que consideran que se trata
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de un auténtico contrato. El Tribunal Supremo, en una S. 05.11.1976 (confirmada por otra S. 31.10.1989), ha
declarado que la conciliación se muestra ‘más que como un verdadero acto procesal, como un negocio jurídico
particular, semejante en todo a la transacción, cuya validez intrínseca deberá estar condicionada a la concurrencia de
los requisitos exigidos para todo contrato o convenio en el art. 1261 en relación con el art. 1300 C.c., pudiéndose en
caso contrario impugnar dicha validez mediante el ejercicio de la acción de nulidad’. De hecho, la regulación
establecida por la L. 15/2015 parece que también se inclina por esta tesis contractualista. Así, por ejemplo, el art.
147.1 L. 15/2015 afirma que lo convenido tendrá el valor y la eficacia de un convenio, y el art. 148.1 L. 15/2015 dispone:
Contra lo convenido en el acto de conciliación sólo podrá ejercitarse la acción de nulidad por las causas que invalidan los
contratos. »En el caso de la conciliación el letrado de la Administración de Justicia (o el juez de paz, según los casos),
el notario o el registrador de la propiedad o mercantil no han de limitarse a dar fe de que las partes han alcanzado o
no un acuerdo. Han de desarrollar una labor conciliadora que procure encontrar puntos de encuentro entre las
partes que faciliten el acuerdo. Por ello dice el art. 145.1 L. 15/2015: Si no hubiera avenencia entre los interesados, el
secretario judicial o el juez de paz procurará avenirlos, permitiéndoles replicar y contrarreplicar, si quisieren y ello pudiere
facilitar el acuerdo».R. 31.01.2018 (Particular contra Registro de la Propiedad de Vélez‑Málaga-1) (BOE 13.02.2018).
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/13/pdfs/BOE-A-2018-1945.pdf

- R. 31-1-2018.- R.P. Cartagena Nº 3.- INMATRICULACIÓN: NO PUEDE HACERSE CON DUDAS
MOTIVADAS DEL REGISTRADOR SOBRE LA IDENTIDAD DE LA FINCA. INMATRICULACIÓN:
LAS DUDAS SOBRE SI LA FINCA ESTÁ INSCRITA YA NO PUEDEN RESOLVERSE POR LOS ARTS.
300 Y 306 RH. Se pretende la inmatriculación de una finca por el sistema de doble título del art. 205 LH. La
registradora expresa dudas sobre la coincidencia de la finca con otras 13 ya inscritas. La Dirección reitera la doctrina
de otras resoluciones anteriores en cuanto a que «un juicio de identidad de la finca por parte del registrador no
puede ser arbitrario ni discrecional, sino que ha de estar motivado y fundado en criterios objetivos y razonados»; en
el caso concreto, «considerando la localización, linderos y titularidad resultan indicios fundados de que la finca que
se pretende inmatricular puede coincidir, siquiera parcialmente, con otra previamente inmatriculada» (una de las 13).
Y reitera también que esas dudas no se pueden solventar por el sistema de los arts. 300 y 306 RH, que hay que
considerar tácitamente derogados por la L. 13/2015 (ver R. 05.05.2016, R. 24.01.2017 y R. 29.09.2017); en lugar de
ello, cabe un proceso jurisdiccional sobre la cuestión, o el específico procedimiento notarial de inmatriculación
previsto en el art. 203 LH». R. 31.01.2018 (Notario Cesar-Carlos Pascual de la Parte contra Registro de la Propiedad
de Cartagena-3) (BOE 13.02.2018).
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/13/pdfs/BOE-A-2018-1946.pdf 

-  R.  1-2-2018.-  R.P.  Getafe  Nº  1.- HIPOTECA:  CONSTITUCIÓN:  APLICACIÓN  SEGÚN  LAS
CIRCUNSTANCIAS  DE  LAS  NORMAS  DE  DEFENSA  DE  CONSUMIDORES. HIPOTECA:
INTERESES:  NO  PUEDE  CALIFICARSE  EL  CARÁCTER  ABUSIVO  DE  LOS  INTERESES
REMUNERATORIOS. CALIFICACIÓN  REGISTRAL:  DE  CLÁUSULAS  ABUSIVAS  EN  LA
HIPOTECA. REPRESENTACIÓN: EL PODER GENERAL AUTORIZA PARA HIPOTECAR. Se trata de
un préstamo hipotecario al que el registrador de la propiedad señala dos defectos: El primero, de nulidad, por
aplicación de la L. 23.07.1908, de Usura (interés del 12% fijo y retención de gran parte del capital para su aplicación
a provisión de fondos para gastos de tasación, notaría, registro e impuesto, comisión de apertura, y amortización del
préstamo que grava la finca hipotecada). La Dirección reitera la doctrina de la R. 07.04.2016, en el sentido de que,
«al constituir el interés ordinario o remuneratorio un elemento esencial del contrato de préstamo hipotecario
oneroso, ya que determina la cuantía de la contraprestación del préstamo que es el objeto principal del contrato de
préstamo oneroso,  queda  al  margen  tanto  de  la  calificación  registral  como de  la  ponderación  judicial,  por
corresponder a la iniciativa empresarial la fijación del interés al que presta el dinero y diseñar la oferta comercial
dentro de los límites fijados por el  legislador» (aunque sí  debe calificarse el  cumplimiento del  doble filtro de
información y transparencia –ver resolución citada y remisiones que en ella se hacen). El segundo, que «no puede
tenerse por suficiente un poder que se describe como general, puesto que cuando se trata de constituir hipoteca se
exige mandato expreso. Dice la Dirección que la exigencia de mandato expreso del art. 1713 C.c. «no justifica la
exigencia de que tal poder sea específico respecto al concreto negocio que se instrumenta», solo que «comporta la
necesidad  de  que  la  posibilidad  de  realizar  los  distintos  y  concretos  negocios  de  riguroso  dominio  conste
inequívocamente»; el notario reseñaba el poder como «poder general», es decir, que abarca una generalidad de
negocios jurídicos, lo que es distinto del «mandato concebido en términos generales», que, según el mismo artículo.
no comprende  más  que  los  actos  de  administración. La Dirección  se  refiere  también  a  la  S.  06.11.2013,  que  pareció
conmocionar la doctrina de la representación y del art. 1713 C.c. al entender que «no es suficiente que se mencione en el poder
expresamente la facultad de donar (o cualquier otra), sino que es menester que en el poder se designen específicamente los
bienes sobre los cuales el apoderado puede actuar»; frente a esa visión aislada, «también es reiterada la doctrina del Tribunal
Supremo según la cual en el caso de realización de actos de riguroso dominio no es necesario que el poder especifique los
bienes sobre los que el apoderado puede realizar las facultades conferidas, siendo suficiente que se refiera genéricamente a los
bienes del poderdante (cfr. S. 20.11.1989, S. 03.11.1997, S. 06.03.2001, S. 10.06.2010 y S. 15.07.2013, entre otras), y
bastando que el poder autorice al mandatario, de un modo expreso, para realizar los negocios jurídicos de que se trate; es decir,
el poder para hipotecar puede ser general (no el conferido en términos generales), pero debe estar referido a este concreto
negocio jurídico por su género, sin que sea necesario que también se trate de un poder específico o referido a unas concretas
hipotecas por razón de la finca gravada o de las operaciones garantizadas». R. 01.02.2018 (Loan Capital Prime, S.L.,
contra Registro de la Propiedad de Getafe-1) (BOE 14.02.2018).
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/14/pdfs/BOE-A-2018-1999.pdf 

-  R.  1-2-2018.-  R.P.  Hoyos.- HERENCIA:  LA  PARTICIÓN  JUDICIAL  SIN  OPOSICIÓN  DEBE
PROTOCOLIZARSE. Reitera en el sentido indicado la doctrina de la R. 03.11.2017. 1. 01.02.2018 (Particular
contra Registro de la Propiedad de Hoyos) (BOE 14.02.2018). Ver resolución citada y su comentario.
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/14/pdfs/BOE-A-2018-2000.pdf

-  R.  5-2-2018-  R.P.  Navalcarnero  Nº  2.- PROPIEDAD  HORIZONTAL:  LA  ALTERACIÓN  DE  LA
COMUNIDAD SOBRE EL GARAJE REQUIERE ACUERDO DE TODOS SUS TITULARES. Constaba
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inscrito un local destinado a garaje como elemento de una propiedad horizontal; de él se habían ido vendiendo
distintas cuotas con asignación de sendos números de plaza, pero sin descripción de la porción física correspondiente
a cada una, según el régimen del art. 68 RH entonces vigente; ahora se vende otra cuota con asignación de plaza y
se  especifica  la  porción  de  suelo  correspondiente,  con  extensión  y  linderos,  conforme  al  art.  53.b  RD.
1093/04.07.1997. La Dirección confirma que el paso de un régimen a otro «debe ser autorizado por todos y cada
uno de los partícipes integrantes de dicha comunidad» (art. 397 C.c.); sin embargo, también entiende que, sin ese
acuerdo, «la transmisión de la cuota y la concreción en un plaza de aparcamiento puede acceder al Registro en los
mismos términos y con las mismas consecuencias que las plazas anteriores, [...] sin perjuicio de que la descripción
territorial de la plaza y sus linderos deban ser suspendidos». R. 05.02.2018 (Particular contra Registro de la Propiedad
de Navalcarnero-2) (BOE 14.02.2018).
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/14/pdfs/BOE-A-2018-2002.pdf 

-  R.  5-2-2018.-  R.P.  Esplugues  de  Llobregat.- ANOTACIÓN  PREVENTIVA  DE  EMBARGO:  DEBE
DENEGARSE  SI  LA  FINCA  ESTÁ  INSCRITA  A  NOMBRE  DE  PERSONA  DISTINTA  DEL
DEMANDADO. Reitera en el sentido indicado la doctrina de la R. 18.11.2014, R. 19.11.2015 R. 10.10.2017 y
otras  muchas  (ver  arts.  20 LH y 140.1 RH):  «Instado un procedimiento civil  de ejecución en la  que ha sido
demandada persona distinta del  titular registral,  no tratándose de un supuesto de transmisión universal,  y no
habiendo pronunciamiento judicial previo de levantamiento del velo, lo adecuado es la denegación, por aplicación
del art. 20 LH, ya que no existe un precepto similar al que en el ámbito penal sanciona el art. 20.último LH». R.
05.02.2018 (Particular contra Registro de la Propiedad de Esplugues de Llobregat) (BOE 14.02.2018).
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/14/pdfs/BOE-A-2018-2003.pdf 

- R. 6-2-2018.- R.P. Icod de los Vinos.- RECTIFICACIÓN DEL REGISTRO: LA OPOSICIÓN DE UN
TERCERO EN EL EXPEDIENTE DEL ART. 199 LH DEBE TENERSE EN CUENTA. RECTIFICACIÓN
DEL REGISTRO: DUDAS FUNDADAS EN LA TRAMITACIÓN DEL EXPEDIENTE DEL ART. 199
LH. EXCESO DE CABIDA: ES UNA RECTIFICACIÓN DE SUPERFICIE Y NO PERMITE ENCUBRIR
UNA ALTERACIÓN REGISTRAL. EXCESO DE CABIDA: DUDAS FUNDADAS DEL REGISTRADOR
EN EL PROCEDIMIENTO DEL ART. 199 LH. Reitera la doctrina de otras resoluciones sobre la inscripción de
una representación gráfica alternativa a la catastral, una vez tramitado el expediente previsto en el art. 199.2 LH; en
este caso considera «fundamentadas las dudas del registrador en la nota de calificación en cuanto a la existencia de
conflicto entre fincas colindantes, con posible invasión de las mismas; dudas que quedan corroboradas con los datos
y documentos que obran en el expediente, como la existencia de diferentes y contradictorios informes técnicos
justificativos tanto de la representación gráfica del promotor como de las alegaciones del colindante, que evidencian
que no es pacífica la delimitación gráfica de la finca propuesta por el recurrente; [...] resulta posible o, cuando
menos, no incontrovertido, que no nos encontramos ante la rectificación de un erróneo dato registral referido a la
descripción de finca inmatriculada, sino que con tal rectificación se altera la realidad física exterior que se acota con
la global descripción registral, pudiendo afectar a los derechos de terceros». R. 06.02.2018 (Particular contra Registro
de la Propiedad de Icod de los Vinos) (BOE 14.02.2018).
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/14/pdfs/BOE-A-2018-2004.pdf 

-  R. 7-2-2018.- R.P.  Manzanares.- DESCRIPCIÓN DE LA FINCA: SOLICITADA INSCRIPCIÓN DE
REPRESENTACIÓN  GRÁFICA,  ESTÁ  JUSTIFICADO  EL  EXPEDIENTE  DEL  ART.  199
LH. DESCRIPCIÓN  DE  LA  FINCA:  LA  LEGITIMACIÓN  DE  LOS  COLINDANTES  EN  EL
PROCEDIMIENTO DEL ART. 199 LH ES DE APRECIACIÓN POR EL REGISTRADOR. EXCESO DE
CABIDA: LA OPOSICIÓN DE UN TERCERO EN EL EXPEDIENTE DEL ART. 199 LH NO IMPIDE
LA INSCRIPCIÓN. RECTIFICACIÓN DEL REGISTRO: LA OPOSICIÓN DE UN TERCERO EN EL
EXPEDIENTE DEL ART. 199 LH DEBE TENERSE EN CUENTA. RECTIFICACIÓN DEL REGISTRO:
DUDAS FUNDADAS EN LA TRAMITACIÓN DEL EXPEDIENTE DEL ART. 199 LH. EXCESO DE
CABIDA:  NO  PUEDE  REGISTRARSE  CON  DUDAS  FUNDADAS  SOBRE  IDENTIDAD  DE  LA
FINCA. Reitera en el sentido indicado la doctrina de otras resoluciones sobre la inscripción de una representación
gráfica alternativa a la catastral, una vez tramitado el expediente previsto en el art. 199.2 LH; en este caso considera
«fundamentadas las dudas de la registradora en la nota de calificación en cuanto a la existencia de conflicto entre
fincas  colindantes,  con  posible  invasión  de  las  mismas,  dado  que  la  oposición  formulada  se  fundamenta  en
documentación fehaciente que pone de manifiesto la existencia de un litigio motivado por alteraciones en la
cartografía catastral; [...] resulta posible o, cuando menos, no incontrovertido, que no nos encontramos ante la
rectificación de  un erróneo dato  registral  referido a  la  descripción de  finca  inmatriculada,  sino que  con tal
rectificación se altera la realidad física exterior que se acota con la global descripción registral, pudiendo afectar a los
derechos de terceros». Frente a la alegación del recurrente de no haber solicitado la tramitación del expediente del
art. 199 LH, añade que, «existiendo una solicitud expresa de inscripción de representación gráfica, está plenamente
justificado el  inicio de la  tramitación del  procedimiento del  art.  199 LH, cualquiera que sea la  diferencia de
superficie, si a juicio del registrador existen colindantes registrales que pudieran resultar afectados por la inscripción
de dicha representación y que deben ser notificados previamente a la práctica de la inscripción». Y en cuanto a la
alegación de falta de acreditación ante la registradora de la condición de titular de quien se opone, «corresponde al
registrador valorar su legitimación para intervenir en el procedimiento, sin que el recurso pueda extenderse a esta
concreta cuestión, ya que se limita a la decisión de suspensión o denegación de la inscripción de la representación
gráfica (cfr. arts. 199 y 326 LH)». R. 07.02.2018 (Particular contra Registro de la Propiedad de Manzanares) (BOE
22.02.2018).
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/22/pdfs/BOE-A-2018-2489.pdf 

-  R.  15-2-2018.-  R.P.  Esplugues  de  Llobregat.- HERENCIA:  PROCEDIMIENTO  CONTRA
DESCONOCIDOS  HEREDEROS  DEL  TITULAR  REGISTRAL  Y  ADMINISTRACIÓN  DE  LA
HERENCIA. Reitera la doctrina de otras anteriores, en el sentido de que «en los casos en que interviene la herencia
yacente, la doctrina de este Centro Directivo impone que toda actuación que pretenda tener reflejo registral deba
articularse bien mediante el nombramiento de un administrador judicial, en los términos previstos en los arts. 790
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LEC, bien mediante la intervención en el procedimiento de alguno de los interesados en dicha herencia yacente»
(cita las R. 27.05.2013, R. 12.07.2013, R. 08.05.2014, R. 05.03.2015, y otras; ver R. 18.12.2017). En el caso concreto,
«el llamamiento a los desconocidos herederos es genérico y no consta la forma en que se hayan producido las
notificaciones a esos herederos indeterminados, ni si se ha llevado a cabo una investigación razonable, sobre la
existencia de herederos testamentarios o legales de don ..., por lo tanto no cabe sino la confirmación del defecto
observado; en nada altera lo anterior lo alegado por el recurrente en su escrito en referencia a la existencia de un hijo
del titular registral, don ..., que expuso que la heredera de su padre, según testamento, fue su madre y que ésta en su
día había realizado la aceptación de herencia del mismo, ya que estas circunstancias debieron acreditarse en sede
judicial o bien ante el registrador». R. 15.02.2018 (Particular contra Registro de la Propiedad de Esplugues de
Llobregat) (BOE 27.02.2018).
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/27/pdfs/BOE-A-2018-2732.pdf

-  R.  15-2-2018.-  R.P.  Coria.- PROPIEDAD  HORIZONTAL:  DECLARACIÓN  DE  OBRA  Y
SUBCOMUNIDAD SOBRE UN SOLAR QUE ES ELEMENTO PRIVATIVO DE OTRA PROPIEDAD
HORIZONTAL.  PROPIEDAD  HORIZONTAL:  ACUERDOS  Y  ACTOS  POSTERIORES:
DOCUMENTACIÓN Y REPRESENTACIÓN DE LA JUNTA POR EL LIBRO DE ACTAS. Consta inscrita
una obra nueva y propiedad horizontal con cinco elementos privativos: cuatro viviendas y un solar destinado a la
futura construcción de cuatro viviendas unifamiliares; este, con una cuota del 50% en la comunidad total; ahora se
presenta la declaración de obra nueva e integración en la propiedad horizontal de esas segundas cuatro viviendas,
entre las que se distribuye la cuota del 50%. La Dirección trata los defectos recurridos de la nota registral: –El
registrador considera necesaria la previa desafectación del vuelo como elemento común o la reserva del derecho de
vuelo a favor del solar elemento número 5. La Dirección hace un estudio sobre la naturaleza de los complejos
inmobiliarios  y  de  la  propiedad  horizontal  tumbada,  y  concluye  que  el  destino  del  elemento  a  la  ulterior
construcción sobre él de un edificio de cuatro viviendas hace que esa construcción sea mero ejercicio de facultades
inherentes al dominio y quede al margen de la reserva de un derecho de vuelo sobre un elemento común, ya que se
ejercita sobre suelo propio y no ajeno. «Cuestión distinta será la del régimen jurídico del vuelo y del subsuelo (claros
elementos comunes) con relación a las entidades que se construyan sobre la entidad cinco», pero, aunque no
corresponda resolverlo ahora, la Dirección se inclina a considerarlos también privativos, ya que siguen el régimen
del  suelo,  que  en  este  caso  no  es  común. –También  según  la  calificación,  la  declaración  de  obra  nueva  y
subcomunidad horizontal  sobre  un elemento privativo necesita  la  modificación del  título  constitutivo de  la
propiedad horizontal total, aprobado por la junta de esta. Pero dice la Dirección, con cita de la R. 07.05.2014, que
sería así «si se siguiera la tesis de que ese derecho de construir –de vuelo para el registrador– sobre la entidad cinco es
común», pero que en los documentos inscritos «se prefija claramente la posible actividad ulterior por parte del
propietario de la entidad cinco, de modo que la publicidad registral ha de desplegar sus efectos». –Se reitera la
doctrina  de  las  R.  26.06.1987,  R.  23.06.2001,  R.  23.05.2005,  R.  09.04.2014  y  R.  05.06.2015.  de  que  en  la
certificación de acuerdos de la junta de propietarios deben acreditarse las facultades del certificante, «bien mediante
testimonio notarial del contenido del libro de actas o certificación expedida en forma por quien haya de hacerlo y
tenga cargo vigente». R. 15.02.2018 (Notario Andrés Diego Pacheco contra Registro de la Propiedad de Coria)
(BOE 27.02.2018).
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/27/pdfs/BOE-A-2018-2733.pdf

- R. 15-2-2018.- R.P. Oliva.- HIPOTECA: EJECUCIÓN: ES NECESARIO DEMANDAR Y REQUERIR DE
PAGO  AL  TERCER  POSEEDOR  ANTERIOR  A  LA  CERTIFICACIÓN  DE  DOMINIO  Y
CARGAS. Reitera en el sentido indicado la doctrina de otras muchas (ver, por ejemplo, R. 27.06.2016). Añade que
«la posterior notificación que sobre la existencia de dicho procedimiento se haya podido realizar al actual titular no
puede suplir  a  la  demanda ni  al  requerimiento de pago».  R.  15.02.2018 (Bankia,  S.A.,  contra  Registro de la
Propiedad de Oliva) (BOE 27.02.2018).
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/27/pdfs/BOE-A-2018-2734.pdf

-  R.  16-2-2018.-  R.P.  Lorca  Nº  1.- ANOTACIÓN PREVENTIVA DE EMBARGO: EJECUCIÓN: EL
ACREEDOR  NO  PUEDE  ADJUDICARSE  LA  FINCA  EN  MENOS  DEL  50%  DEL  VALOR  DE
TASACIÓN. CALIFICACIÓN REGISTRAL: EL REGISTRADOR DEBE CALIFICAR EL PRECIO DE
ADJUDICACIÓN AL ACREEDOR EN PROCEDIMIENTO EJECUTIVO. Reitera en el sentido indicado la
doctrina de otras anteriores (ver la R. 20.09.2017), en interpretación conjunta de los arts.  671 y 651 LEC. Es
interesante señalar que, frente a la alegación del recurrente de que las resoluciones de la Dirección General no
constituyen fuente del Derecho, esta reconoce que «la jurisprudencia, con arreglo al Código Civil, sólo emana del
Tribunal Supremo; [...] [pero] el propio Tribunal Supremo ha declarado en S. 29.01.1996 que ‘habría que dilucidar
cuál es la autoridad que se ha de dar a las resoluciones de la citada Dirección General y, en ese sentido, las S.
22.04.1987 y R. 15.03.1991 establecieron que, si bien la doctrina de las mismas no es propiamente jurisprudencia
dado el carácter administrativo del Centro, sin embargo es usual concederles una reconocida autoridad y sobre todo
en los casos en que ninguna otra doctrina o norma se aducen en contra de la opinión fundada de dicho Centro’». R.
16.02.2018 (Sociedad Agraria de Transformación Cuervo 9839‑MU, contra Registro de la Propiedad de Lorca-1)
(BOE 27.02.2018).
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/27/pdfs/BOE-A-2018-2735.pdf

- R. 16-2-2018.- R.P. Barcelona Nº 4.- HIPOTECA: INTERESES: LOS PLAZOS DE GARANTÍA POR
INTERÉS ORDINARIO Y DE DEMORA SE COMPUTAN SEPARADAMENTE. Se trata de una escritura
de hipoteca a la que el registrador objeta que el plazo de intereses ordinarios garantizados y el de los intereses
moratorios suman más de los tres años que señalan los arts. 114 LH y 220 RH. Pero dice la Dirección que su
doctrina siempre ha sido que «unas mismas cantidades no pueden devengar simultáneamente intereses ordinarios y
de demora [...] [pero], respetada esta exigencia, ninguna dificultad hay para poder reclamar todos los intereses, sean
remuneratorios o moratorios, realmente devengados y cubiertos por las respectivas definiciones de su garantía
hipotecaria –dentro de los máximos legales–, aun cuando se reclamasen intereses remuneratorios de los últimos
cinco años e intereses moratorios, también, de los cinco últimos años, si  así procediera, por ser distintas y de

http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/27/pdfs/BOE-A-2018-2732.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/27/pdfs/BOE-A-2018-2733.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/27/pdfs/BOE-A-2018-2734.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/27/pdfs/BOE-A-2018-2735.pdf


- 254 - Bol. Colegio Registradores, núm. 50

vencimientos diferentes las cantidades que devengaron unos y otros y, por tanto, a ambos puede extenderse la
garantía hipotecaria dentro de los límites indicados». La Dirección cita como base de su doctrina anterior las R.
23.10.1987, R. 18.12.1999, R. 29.11.2002 R. 26.10.1987 y R. 21.03.2017. R. 16.02.2018 (Notario Tomás Giménez
Duart contra Registro de la Propiedad de Barcelona-4) (BOE 27.02.2018).
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/27/pdfs/BOE-A-2018-2736.pdf

1.2. Mercantil. (Por Ana del Valle Hernández)

-  R .  2 4 - 1 - 2 0 1 8 . -  R . M .  M a d r i d  N º  I I . -   P A R T I C I P A C I O N E S .   P R E S T A C I O N E S
ACCESORIAS. PARTICIPACIONES PRIVILEGIADAS. Se trata de un acuerdo de aumento por el que se
crean, con introducción de una nueva clausula estatutaria,  participaciones a cuyos titulares se les atribuye un
dividendo privilegiado debiendo cumplir una prestación accesoria consistente en una prohibición de competencia a
la sociedad. Un principio rector de la legislación sobre sociedades de capital es el de la tutela de los derechos
individuales  de los  socios.  Y esta modificación afecta a esos derechos,  pues atañe al  contenido del  derecho a
participar en el reparto de las ganancias sociales, aunque ese dividendo privilegiado sea el modo de retribuir las
prestaciones accesorias. El consentimiento individual es exigible no sólo cuando se trate de una modificación
estatutaria que afecte al contenido de derechos de participaciones privilegiadas preexistentes o que pretendan
alterarlo mediante la creación de nuevas participaciones privilegiadas que afecten a los privilegios de las anteriores,
sino, igualmente, cuando no exista previa desigualdad entre las posiciones jurídicas de los socios y la modificación
estatutaria implique la introducción de diferencias en el contenido de derechos, como ocurre en este caso. La
exigencia legal de que el anuncio de convocatoria de junta para adoptar acuerdos de modificación de estatutos
exprese con la debida claridad los extremos que hayan de modificarse, ha dado lugar a una gran casuística ajustada a
cada supuesto concreto,  estimándose,  de manera general  como suficiente,  que la  convocatoria contenga una
referencia  precisa  a  la  modificación  que  se  propone,   a  través  de  la  indicación  de  los  artículos  estatutarios
correspondientes, o por referencia a la materia concreta que se modifica, sin necesidad de extenderse sobre el
concreto alcance de dicha modificación, del que podrán los socios informarse a través de los procedimientos que
establece el art 287 LSC. Pero cuando como consecuencia del acuerdo por adoptar pueda verse comprometida la
posición jurídica del socio, es necesaria una mayor precisión. En este caso el anuncio carece de la debida claridad,
pues omite el  dato esencial  que afecta  a  la  posición jurídica del  socio al  crearse participaciones con derecho
privilegiado.  En cuanto  a  la  prestación  accesoria,  en  los  estatutos  debe  expresarse  su  contenido  concreto  y
determinado. Aunque es  admisible un contenido “determinable”,  deben establecerse las  bases  o criterios que
permitan hacerlo sin necesidad de acudir a un nuevo convenio entre las partes o que ello quede al arbitrio de una de
ellas. Debe regularse el procedimiento para la autorización de la sociedad para la transmisión de las participaciones o,
al menos, la remisión al régimen general, legal o estatutario, para la transmisión voluntaria. En cuanto al privilegio
del dividendo, debe determinarse la relación entre el dividendo de las participaciones con prestaciones accesorias y
las ordinarias (184.2RRM). En cuanto al derecho de asunción preferente reconocido en este caso a los socios, no
queda vulnerado por el  hecho de que alguno de ellos  no quiera o no pueda cumplir  con esa prohibición de
competencia.
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/06/pdfs/BOE-A-2018-1585.pdf 

-  R.  29-1-2018.-  R.M. Sevilla  Nº III.- ANOTACION DE DEMANDA. PRINCIPIO DE PRIORIDAD.
TRACTO SUCESIVO.  En el  supuesto  analizado,  se  encuentran  presentados  en  el  Registro  determinados
documentos cuya calificación fue suspendida por haber sido calificada negativamente una escritura anterior de
elevación a público de determinados acuerdos. Esta calificación fue confirmada por Resolución de la DGRN que, a
su vez ha sido impugnada mediante demanda en juicio verbal. Los recurrentes impugnaron dichos acuerdos y ahora
se presenta mandamiento ordenando, como medida cautelar, la anotación de la demanda. Mientras estén vigentes
asientos de presentación anteriores al del documento que se presenta a inscripción, lo procedente es aplazar o
suspender su calificación mientras no se despachen los títulos previamente presentados, pero siempre que sean
contradictorios o conexos. A diferencia de la anotación de suspensión de los acuerdos impugnados que cierra el
Registro a la inscripción de éstos y/o a los que de ellos traigan causa en el caso de que aquellos hubieran sido ya
inscritos, la anotación de demanda de impugnación de acuerdos no produce cierre registral. Tanto para anotar la
demanda como para inscribir sentencias relativas a hechos registrables, no es necesario que estén previamente
inscritos. Por ello no existe en este caso violación de los principios de prioridad ni de tracto sucesivo al no haber
conflicto alguno entre la documentación presentada.
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/13/pdfs/BOE-A-2018-1941.pdf

-  R.  31-1-2018.-  R.M.  Madrid  Nº VIII.- JUNTA. COMPLEMENTO. ACTA NOTARIAL DE JUNTA.
REQUERIMIENTO. JUNTA. ACTA NOTARIAL. REQUERIMIENTO. Convocada junta de una SA por
acuerdo del consejo de administración mediante los correspondientes anuncios, se publica con posterioridad un
complemento de convocatoria a solicitud de un socio, en el que además se manifiesta que intervendría notario por
solicitarlo el mismo socio. No consta la existencia de acuerdo previo del consejo en relación tanto al complemento
como a  la  intervención  del  notario.  La  falta  de  validez  o  ausencia  del  previo  acuerdo  del  consejo  sobre  la
convocatoria de la junta o su ausencia es causa de invalidez de la misma y de los acuerdos en ella adoptados, sin que
pueda suplirse por acuerdo del presidente u otro consejero. Esta competencia exclusiva del consejo se predica
igualmente del supuesto de que exista solicitud de complemento de convocatoria. La publicación del complemento,
aunque es un acto debido, no es automática. El órgano de administración debe verificar que el ejercicio del derecho
a solicitar ese complemento se lleva a cabo conforme a derecho, si existe causa excepcional que aconseje no incluir
algún punto en el orden del día, el porcentaje de capital que ostenta el solicitante, etc., aunque ello requiera un
comportamiento diligente debido a la perentoriedad de los plazos. No cabe que la valoración de la solicitud la realice
el presidente o el consejero delegado. Lo mismo cabe predicar del requerimiento al notario para que levante acta
notarial  de junta.  Corresponde al  Consejo evaluar  la  solicitud del  socio minoritario y tomar la  decisión que
corresponda, al ser una obligación vinculada a la convocatoria de la junta y por tanto indelegable.
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/13/pdfs/BOE-A-2018-1947.pdf
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- R. 5-2-2018.- R.M. Málaga Nº I.- SOCIEDAD PROFESIONAL. Identidad de los socios. Se trata de una
escritura elevando a público un acuerdo adoptado por la junta general universal de una sociedad de responsabilidad
limitada profesional. Como tiene reiteradamente declarado el Centro directivo, corresponde al presidente realizar la
declaración sobre la válida constitución de la junta, lo que implica que previamente ha adoptado una decisión
cuando existe reclamación de reconocimiento de la condición de socio. El Registrador está vinculado por esta
declaración salvo que de los hechos resulte una situación de conflicto tal que resulte patente la falta de legalidad y
acierto de su declaración, como cuando existen dos listas de asistentes diferentes o dos libros Registro de socios. Y
esto es aplicable también a las sociedades profesionales en las que el cambio de socios debe inscribirse en el Registro
Mercantil. Por lo tanto, se resuelve que no puede exigirse que se exprese la identidad de los socios, pues el Registro
Mercantil es un registro de personas en el que la aplicación de algunos principios registrales como el de tracto
sucesivo ha de ser objeto de interpretación restrictiva.
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/14/pdfs/BOE-A-2018-2001.pdf

- R. 12-2-2018.- R.M. Asturias Nº II.- ACUERDOS SOCIALES. MAYORÍAS. Se trata de un acuerdo adoptado
por dos de los tres socios que representan el 70% del capital social. Los estatutos, que constituyen la norma suprema
de la sociedad, establecen que este acuerdo (reducción y aumento) debe adoptarse por más del 70% del capital, por lo
que no es admisible su inscripción. Ello es independiente de la situación fáctica en que pueda encontrarse la sociedad
en cuanto a quienes sean sus socios en cada momento, que en este caso exigiría la unanimidad, lo cual puede
conducir a la imposibilidad de adoptar el acuerdo. Se encontraría la sociedad en causa de disolución por esa situación
de bloqueo.
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/22/pdfs/BOE-A-2018-2490.pdf

- R. 13-2-2018.- R.M. Alicante Nº II.- PODER. CONFERIDO A ADMINISTRADORES. Se trata de una
escritura por la que dos administradores mancomunados prestan su consentimiento recíproco para que cualquiera de
ellos pueda ejercitar una serie de facultades. En el Registro Mercantil sólo cabe la inscripción de poderes y la
delegación de facultades, pero no ese consentimiento recíproco. La operación indicada sólo puede plasmarse en el
otorgamiento de un poder con carácter solidario. La representación orgánica no es un supuesto de actuación “alieno
nomine” sino que es la propia sociedad la que ejecuta sus actos a través del sistema de administración que tenga
establecido. Por el contrario, la representación voluntaria posibilita la actuación de un sujeto distinto de la sociedad
pero con plenos efectos para ella. La diferente naturaleza y efectos de esta representaciones permiten su concurrencia
simultánea en una misma persona, si bien hay que atender a las circunstancias de cada caso concreto. Así, en la
representación voluntaria, no cabe el poder otorgado por el administrador único a sí mismo o a su favor y a favor de
otras personas indistintamente; ni el otorgado por dos administradores mancomunados a favor de ellos mismos
conjuntamente. Sí cabe el conferido por los mancomunados a favor de cada uno de ellos individualmente; o por uno
de los dos solidarios a favor de la persona física que ejerce el cargo del otro. En representación orgánica no caben
clausulas estatutarias que, tras establecer la administración por mancomunados, les permite realizar determinadas
operaciones por sí  solos.  La expresión “delegación de facultades” sólo cabe en el  ámbito de la representación
orgánica cuando ésta está conferida a un órgano colegiado.
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/22/pdfs/BOE-A-2018-2490.pdf 

- R. 14-2-2018.- R.M. Madrid Nº XII.- ACUERDOS SOCIALES. ELEVACIÓN A PÚBLICO. La elevación a
público de acuerdos sociales corresponde al órgano de administración, a los apoderados facultados para ello mediante
escritura de poder, a las personas que tengan facultad certificante y a cualquiera de los miembros del órgano de
administración con nombramiento vigente e inscrito cuando hayan sido facultados para ello en la reunión en que se
hayan adoptado. En el caso contemplado, la Dirección General también lo admite pues, aunque la elevación la
efectúa una administradora mancomunada facultada en el acuerdo de la junta que la nombra y que, por tanto no
tiene su cargo aún inscrito, la certificación está firmada por los dos administradores y por el saliente. Sostener el
criterio contrario conduciría a un formalismo que no añadiría garantía sustancial alguna.
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/22/pdfs/BOE-A-2018-2493.pdf 

1.2. Mercantil. (Por Pedro Ávila Navarro)

- R. 24-1-2018.- R.M. Madrid Nº II.- SOCIEDAD LIMITADA: PARTICIPACIONES: LA CREACIÓN DE
PARTICIPACIONES PRIVILEGIADAS PUEDE REQUERIR CONSENTIMIENTO DE TODOS LOS
SOCIOS. SOCIEDAD LIMITADA: JUNTA GENERAL: INSUFICIENCIA EL ORDEN DEL DÍA QUE
NO ESPECIFICA LA CREACIÓN DE PARTICIPACIONES PRIVILEGIADAS. SOCIEDAD LIMITADA:
PARTICIPACIONES:  ES NECESARIA LA DETERMINACIÓN O DETERMINABILIDAD DE LAS
PRESTACIONES ACCESORIAS. SOCIEDAD LIMITADA: AUMENTO DE CAPITAL: EL DERECHO
DE  PREFERENTE  ASUNCIÓN  NO  SE  VULNERA  PORQUE  LAS  PARTICIPACIONES  SEAN
PRIVILEGIADAS. Aprobado por  el  65% del  capital  social,  se  acuerda un aumento de capital  en el  que las
participaciones creadas, agrupadas en la «serie 2», tendrán derecho al 80% del beneficio contable, con la condición
de que sus titulares se abstengan de hacer competencia a la sociedad facturando a sus clientes, y de que en caso de
hacerla perderán cualquier aportación realizada a la sociedad. La Dirección trata los distintos defectos señalados en la
nota registral (se omiten algunos sin importancia): –Confirma que «lo que se aprueba es la creación de una serie de
participaciones privilegiadas (obtención de un 80% del beneficio), por lo que, al afectar a un derecho individual de
los socios (art. 93.a LSC), se requiere el consentimiento individual de los afectados, es decir de todos los socios, de
conformidad con el citado art. 292 LSC; [...] nada cambia por el hecho de que ese dividendo privilegiado sea, como
apunta el recurrente, el modo de retribuir las prestaciones accesorias». –También que «el orden del día vulnera los
arts. 174 y 287 LSC, al no especificarse con la claridad necesaria las condiciones del aumento de capital, [...] por
cuanto la omisión de un dato esencial, como es el hecho de que se crean participaciones con dividendo privilegiado,
afectaba ya decisivamente a la posición jurídica del socio y le privaba de la información necesaria para ejercer sus
derechos de forma adecuada». –Partiendo de que se establece una prestación accesoria, alega el registrador que «no se
expresa el contenido concreto y suficientemente determinado de tales prestaciones, toda vez que no resulta claro
cómo se calcularían los hipotéticos beneficios de los titulares de las prestaciones accesorias (facturación de clientes,
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consecución de clientes, etc.) y se deja su desarrollo al arbitrio de la junta cada año». La Dirección confirma que, «si
bien no debe excluirse la posibilidad de establecer una prestación de contenido determinable, será necesario que se
establezcan las bases o criterios que permitan hacerlo de suerte que otorguen la debida claridad y seguridad a las
relaciones entre los interesados» (art. 86 LSC y 1271 y ss., especialmente 1273, C.c.). –«Considera el registrador que,
al ser necesaria la asunción de la prestación accesoria para el ejercicio del derecho de asunción preferente, aquel socio
que no quiera o no pueda cumplir tal prestación se vería privado de dicho derecho y, como consecuencia de ello,
quedaría diluida su participación en la sociedad». Pero dice la Dirección que, «habiéndose reconocido a los socios la
posibilidad de ejercicio del derecho de asunción preferente, no puede concluirse que este quede vulnerado por el
hecho de que alguno de los socios no quiera o no pueda cumplir con esa prohibición de competencia». Siempre que
se habla de «serie» de participaciones, la Dirección añade un «[sic]», quizá para indicar que los estatutos deberían
hablar de «clase» y no de «serie», dado que, según el art. 94 LSC, las acciones que tengan el mismo contenido de derechos
constituyen una misma clase, de manera que la creación de participaciones privilegiadas obliga a incluirlas en una clase
nueva; en principio, esa distinción solo es pertinente para la sociedad anónima, pero la R. 13.12.2006 permitió que
en la sociedad limitada se distingan varias clases o series con numeración correlativa en cada una. R. 24.01.2018
(Taisa Syvalue, S.L., contra Registro Mercantil de Madrid) (BOE 06.02.2018).
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/06/pdfs/BOE-A-2018-1585.pdf

-  R.  29-1-2018.-  R.M.  Sevilla  Nº  III.- ANOTACIÓN  PREVENTIVA  DE  DEMANDA:  LA  DE
IMPUGNACIÓN DE ACUERDOS NO NECESITA PREVIA INSCRIPCIÓN DE ESTOS. ANOTACIÓN
PREVENTIVA DE DEMANDA: PROCEDE CUANDO NO ES CONTRADICTORIA CON ASIENTO
DE PRESENTACIÓN ANTERIOR. Presentado un mandamiento de anotación preventiva de demanda de
impugnación de acuerdos sociales, el registrador mercantil suspende la calificación por estar prorrogada la vigencia
de los asientos de presentación de documentos anteriores relativos a los mismos acuerdos, en virtud de recurso
gubernativo (que fue resuelto en la R. 19.07.2017, pero esta impugnada judicialmente) (arts. 111.3 y 432.2 RH). La
Dirección entiende,  por  una parte,  que no es  necesaria  la  previa  inscripción de  los  acuerdos  para  anotar  su
impugnación: «cfr. art. 208 LSC, que en sus dos párrafos se refiere a acuerdos inscribibles y acuerdos inscritos en su
caso, y art. 155 RRM, que se contenta con exigir que sean acordados; más claramente el art. 157 RRM, que se refiere
a la anotación de suspensión de acuerdos inscritos o inscribibles; para la publicidad de la resolución judicial que
adopta la medida cautelar y para asegurar que cumpla su función no es exigible queden cumplidos los habituales
requisitos de tracto sucesivo o prioridad respecto del acuerdo cuestionado pero adoptado y aún no inscrito». Y por
otra, que «los citados arts. 111.3 y 432.2 RH se refieren a títulos –anteriores o posteriores– que sean contradictorios o
conexos (vid. también el art. 10.1 RRM)». De manera que «no existe violación alguna del principio de prioridad, pues
no existe conflicto alguno de prioridad entre la documentación presentada, ni –por la naturaleza y finalidad del
asiento de anotación preventiva de demanda– violación del principio de tracto sucesivo». R. 29.01.2018 (Particular
contra Registro Mercantil Sevilla) (BOE 13.02.2018).
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/13/pdfs/BOE-A-2018-1941.pdf 

-  R.  31-1-2018.-  R.M.  Madrid  Nº  VIII.- SOCIEDAD  ANÓNIMA:  JUNTA  GENERAL:  LA
CONVOCATORIA  Y  SU  COMPLEMENTO  SON  COMPETENCIA  DEL  CONSEJO  DE
ADMINISTRACIÓN. SOCIEDAD ANÓNIMA: JUNTA: EL ACTA NOTARIAL DE JUNTA HA DE SER
REQUERIDA POR EL ÓRGANO DE ADMINISTRACIÓN. 1. Convocatoria de la  junta.– Confirma el
criterio registral de que, en el ámbito de una sociedad anónima con junta convocada, la solicitud de ampliación de
convocatoria  a  que se  refiere  el  art.  172 LSC (a  solicitud del  5% del  capital)  requiere,  cuando el  sistema de
organización es el de consejo de administración, de un previo acuerdo de éste (ver R. 28.06.2013 y R. 01.10.2013, y
art. 166 LSC): «Cuando la ley reconoce dicha competencia a los administradores lo hace en conjunto a todos los que
forman parte del órgano de administración, y no ‘uti singuli’ a cada uno de sus miembros, [...] de modo que si el
consejo no convoca, su voluntad no puede ser suplida por su presidente o uno de sus miembros, sino que ha de
interesarse  la  convocatoria  judicial  (hoy por  el  letrado de  la  Administración de  Justicia  o  por  el  registrador
mercantil); [...] este monopolio del órgano de administración se extiende al supuesto en que exista la solicitud de
complemento de  convocatoria  a  que se  refiere  el  art.  172 LSC [ver  R.  01.10.2013];  [...]  la  publicación [del
complemento solicitado], sin dejar de ser un acto debido, no es automática, toda vez que los administradores no solo
pueden sino  que  deben realizar  una  función de  filtro  de  la  solicitud  para  comprobar  si  queda  acreditada  la
legitimación del socio, si se cumplen los requisitos legales de tiempo y forma de la solicitud y, en fin, del contenido
mismo de la solicitud en lo que hace al orden del día complementado; puede también concederse lo solicitado pero
simultáneamente ‘modificando’ o ‘corrigiendo’ el orden del día propuesto, es decir, sustituyendo el propuesto por
otro ‘congruente’ con la solicitud y más conforme con la Ley o el interés social». 2. Acta notarial de la junta.– Sobre
el acta notarial, reitera en el sentido indicado la doctrina de la R. 19.09.2000: El requerimiento de la presencia de
notario para levantar acta de la junta general de accionistas constituye competencia reservada por la ley al órgano de
administración con carácter exclusivo, y en caso de existir un órgano de administración plural ha de ser atribuida a
sus miembros en idéntica forma a la correspondiente a su actuación (ver R. 28.06.2013). Por tanto, el requerimiento
hecho por el consejero delegado deriva en un acta notarial ordinaria, y, aunque quedan bajo la fe del notario los
hechos consignados, no tiene el valor de acta de la junta. Con relación a la facultad del órgano de administración de
«modificar» o «corregir» la solicitud de complemento de convocatoria, la Dirección cita la S. 21.05.1965 y «la
famosa» S. 13.06.2012: «Será innecesario transcribir los propios términos empleados en la solicitud y, cuando razones
de índole moral o de posible lesión al crédito social así lo aconsejen, deberá redactarse el orden del día de modo que,
sin hacerse eco de lo que, en su literal expresión, sea pertinente, se detalle la materia a tratar con el pormenor
suficiente». También, en refutación de uno de los argumentos del recurrente, dice la Dirección que «no es admisible
pretender que el régimen especial contemplado en la Ley de Sociedades de Capital para aquellas que sean cotizadas
sea objeto de extensión a aquellas que no lo son; la existencia de un régimen especial que se justifica por el tamaño,
estructura y control público que sobre las mismas contempla el ordenamiento excluye de principio toda pretensión
de aplicación analógica, a salvo aquellos supuestos que se puedan encontrar debidamente fundamentados, lo que, en
el presente caso, no ocurre a la vista de las consideraciones ya expuestas; esto hace innecesario entrar en un estudio
más detallado sobre el sentido y alcance del art. 529 ter LSC». Ese artículo comienza diciendo que el consejo de
administración de las sociedades cotizadas no podrá delegar las facultades de decisión a que se refiere el artículo 249 bis...,
(entre las que está la convocatoria de la junta general de accionistas y la elaboración del orden del día y la propuesta de

http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/06/pdfs/BOE-A-2018-1585.pdf
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acuerdos); pero en su párrafo 2 añade que, cuando concurran circunstancias de urgencia, debidamente justificadas, se podrán
adoptar las decisiones correspondientes a los asuntos anteriores por los órganos o personas delegadas,  que deberán ser
ratificadas en el primer consejo de administración que se celebre tras la adopción de la decisión; esa excepción es la que
pretendía el recurrente en aplicación analógica y deniega la Dirección. Pero debe observarse la paradoja (recuérdese
que solo en sociedades cotizadas) de que la ratificación por el consejo puede ser posterior a la junta general, con lo
que el consejo se queda con la potestad de ratificar (lo que daría validez a la junta) o no (lo que haría a la junta nula).
R. 31.01.2018 (Adiante, Tecnología, Ingeniería y Servicios, S.A., contra Registro Mercantil de Madrid) (BOE
13.02.2018).
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/13/pdfs/BOE-A-2018-1947.pdf

- R. 5-2-2018.- R.M. Málaga Nº I.- SOCIEDAD PROFESIONAL: LA CERTIFICACIÓN DE ACUERDOS
DE LA JUNTA NO REQUIERE EL NOMBRE DE LOS SOCIOS PROFESIONALES. Se trata  de  una
«escritura de elevación a público de acuerdos sociales de traslado del domicilio social adoptados por la junta general
universal de una sociedad de responsabilidad limitada profesional. La registradora entiende que no puede practicarse
la inscripción porque, a su juicio, al ser una sociedad profesional, hay que seguir el tracto de dichos socios y por ello
debe expresarse la identidad de todos los socios asistentes a la junta, necesario para calificar si los referidos socios son
los mismos que constan inscritos en el Registro (arts. 11 RRM y 8.3 L. 2/15.03.2007, de Sociedades Profesionales)».
Pero entiende la Dirección que, a falta de norma que lo imponga, no puede mantenerse esa exigencia: según el art.
112.3.2 RRM, en cuanto al contenido de la certificación, si la junta fuese universal sólo será necesario consignar tal
carácter y que en el acta figure el nombre y la firma de los asistentes que sean socios o representantes de estos; y «nada cambia
por el hecho de que se trate de una sociedad profesional; [...] no puede olvidarse que en un registro de personas
como es el Registro Mercantil, la aplicación de algunos principios registrales como el de tracto sucesivo ha de ser
objeto de interpretación restrictiva...».  R. 05.02.2018 (Carrera Abogados & Economistas MLG, S.L.P., contra
Registro Mercantil de Málaga) (BOE 14.02.2018).
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/14/pdfs/BOE-A-2018-2001.pdf 

-  R.  12-2-2018.-  R.M.  Asturias  Nº  II.- SOCIEDAD  LIMITADA:  ESTATUTOS:  CARÁCTER
IMPERATIVO. SOCIEDAD LIMITADA: JUNTA GENERAL: NO PUEDE ADOPTARSE EL ACUERDO
POR  UN  CUÓRUM  INFERIOR  AL  EXIGIDO  ESTATUTARIAMENTE. La  registradora  deniega  la
inscripción de un acuerdo adoptado por los socios que representan el 70% del capital, porque los estatutos exigen
para tal acuerdo «más del 70%». La recurrente aduce que el 30% que no ha votado el acuerdo pertenece a un solo
socio, por lo que exigir más del 70% supone exigir la unanimidad, en contra del art. 200 LSC, y con abuso de
derecho. Pero dice la Dirección que «los estatutos de una sociedad mercantil, adoptados con sujeción a las normas de
carácter imperativo, constituyen su norma suprema, debiendo ser respetados mientras no sean modificados y no
puede  entenderse  aprobado  un  acuerdo  cuando  no  cuenta  con  el  voto  favorable  de  la  mayoría  prevista
estatutariamente; esta conclusión no se ve afectada por la situación fáctica en que pueda encontrarse la sociedad por
el juego de las mayorías según los socios que en cada momento sean titulares de las participaciones en que se divide
el capital social, y que pueda conducir a la imposibilidad de adoptar acuerdos; sin perjuicio de que dicha situación de
bloqueo esté configurada legalmente como causa de disolución –art.  363.1.d LSC». Y, en cuanto al abuso de
derecho, que «no corresponde a la registradora mercantil ni a este Centro Directivo decidir si en el ejercicio de sus
derechos y facultades por parte de cualquier socio concurre o no abuso del derecho, pues tal apreciación exige el
correspondiente procedimiento contradictorio cuya tramitación corresponde a los tribunales».12.02.2018 (Acrux
Technologies XXI, S.L., contra Registro Mercantil de Asturias) (BOE 22.02.2018).
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/22/pdfs/BOE-A-2018-2490.pdf

-  R.  13-2-2018.-  R.M.  Alicante  Nº  II.- SOCIEDAD  LIMITADA:  ADMINISTRACIÓN:  NO  PUEDE
PREVERSE PARA NINGÚN CASO LA ACTUACIÓN INDIVIDUAL DE LOS ADMINISTRADORES
MANCOMUNADOS. Se trata  de  una escritura  de  constitución de sociedad en la  que dos  administradores
mancomunados se prestan consentimiento recíproco para que cualquiera de ellos pueda ejercitar determinadas
facultades  en nombre de la  sociedad.  «El  registrador considera que ese consentimiento recíproco sólo puede
inscribirse en el Registro si se plasma como otorgamiento de poder con carácter solidario». La Dirección, con cita de
la R. 23.07.2015 y del art. 210, aps. 1 y 2, LSC, dice que este «expresamente determina que si la administración se
confía de forma conjunta a dos administradores, éstos actuarán de forma mancomunada, sin que se posibilite el
establecer sistemas mixtos de administración de la sociedad, combinando la administración mancomunada con la
solidaria»; frente a la alegación del recurrente sobre la posible inscripción de delegaciones de facultades, la Dirección
se refiere al «numerus clausus» de la publicidad registral mercantil en los arts. 16 C. de c. y 94 RRM; este último
considera objeto de inscripción los poderes generales y las delegaciones de facultades, así como su modificación, revocación
y sustitución, «entre los cuales no puede entenderse incluido el consentimiento al que se refiere la escritura calificada».
La Dirección hace un interesante repaso de algunas de sus resoluciones sobre apoderamientos y delegaciones entre
administradores: «Esta Dirección General ha rechazado la inscripción de poderes otorgados por el administrador
único en su propio favor (R. 24.06.1993 y R. 27.02.2003), a su favor y en favor de otras personas indistintamente (R.
24.11.1998), o el otorgado por dos administradores mancomunados a favor de ellos mismos conjuntamente (R.
10.06.2016);  y  ha  aceptado  por  el  contrario  la  inscripción  de  un  poder  concedido  por  dos  administradores
mancomunados  a  favor  individualmente  de  cada  uno  de  ellos  (R.  12.09.1994);  también  ha  admitido,  en  R.
18.07.2012, la inscripción en el Registro Mercantil de un poder general otorgado por uno de los dos administradores
solidarios de una sociedad limitada a favor de la persona física que ejerce el otro cargo de administrador solidario». Y
está claro que si los administradores mancomunados pueden otorgar poder a favor de un tercero, también podrán
hacerlo en favor de uno solo de ellos; pero este actuará como apoderado, con la responsabilidad de tal y tendrá que
rendir cuentas al  órgano de administración; en el  caso objeto de la  resolución lo que se pretendía es  que un
administrador mancomunado pudiese actuar para determinados asuntos, él solo, como órgano de administración. R.
13.02.2018 (Notario Antonio Botía Valverde contra Registro Mercantil de Alicante) (BOE 22.02.2018).
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/22/pdfs/BOE-A-2018-2492.pdf 

- R. 14-2-2018.- R.M. Madrid Nº XII.- SOCIEDAD LIMITADA: ADMINISTRACIÓN: ELEVACIÓN A
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PÚBLICO DE UN ACUERDO POR ADMINISTRADOR MANCOMUNADO. «Mediante la escritura cuya
calificación es objeto del presente recurso una administradora mancomunada de una sociedad de responsabilidad
limitada eleva a público los acuerdos adoptados en la  junta general  por los que se acepta la  dimisión de otra
administradora  mancomunada,  se  nombra  a  dicha  otorgante  para  dicho  cargo  y  es  facultada  para  dicho
otorgamiento, según acredita con certificación expedida por dicha administradora y firmada también por el otro
administrador mancomunado y por la administradora saliente, cuyas firmas legitima el notario autorizante». La
Dirección reconoce que tal actuación no encaja en la enumeración de las personas que, según los arts. 108 y 109
RRM, pueden elevar a público los acuerdos sociales; el art. 108.2 RRM se refiere a cualquiera de los miembros del
órgano de administración con nombramiento vigente e inscrito en el Registro Mercantil, cuando hubieren sido expresamente
facultados para ello en la escritura social o en la reunión en que se hayan adoptado los acuerdos, inscripción que no
concurría en el caso debatido; pero concluye que «aunque no tiene su cargo todavía inscrito, los acuerdos de que se
trata  son objeto de certificación por ambos administradores  mancomunados y el  saliente,  cuya firma consta
autenticada por el notario, por lo que son inscribibles sin necesidad de acreditar la notificación prevenida en el art.
111 RRM; [...] el criterio contrario conduciría a formalismo que no añadiría garantía sustancial alguna a tales
acuerdos y a su reflejo tabular». R. 14.02.2018 (Exportadora de Ultramar, S.L., contra Registro Mercantil de Madrid)
(BOE 22.02.2018).
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/22/pdfs/BOE-A-2018-2493.pdf

1.3. Bienes muebles. (Por Ana del Valle Hernández)

-  R.  30-1-2018.-  R.B.M.  Badajoz.- RECTIFICACION. RECURSO. COMPETENCIA  PARA  SU
DECLARACIÓN. Cancelada la reserva de dominio a instancia de su titular y consolidado el dominio a favor del
adquirente no puede llevarse a cabo la rectificación solicitada por la financiadora sin el consentimiento del titular
registral  o  en  virtud  de  resolución  judicial  en  procedimiento  contra  él  entablado.  No  obstante,  cuando  la
rectificación se refiere a hechos susceptibles de ser probados de un modo absoluto con documentos fehacientes y
auténticos, independientes por su naturaleza de la voluntad de los interesados, basta la mera petición de la parte
interesada acompañada de dichos documentos. Ello ocurre en este caso en que de la documentación resulta que,  al
obtener la entidad de financiación la entrega del vehículo, adquirió su propiedad, por lo que al  inscribirse el
mandamiento que recoge testimonio del decreto de entrega, existió error patente de concepto al hacerse constar la
consolidación a favor del comprador, que había perdido la propiedad en el procedimiento, circunstancia que puede
rectificarse,  sin perjuicio de los  derechos adquiridos  en el  ínterin,  haciendo constar  la  reserva de dominio y
consolidación plena de éste en favor del vendedor financiador. El Registrador no puede desestimar el recurso 
interpuesto por extemporáneo al corresponder dicha competencia a la Dirección General de los Registros y del
Notariado.
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/13/pdfs/BOE-A-2018-1943.pdf 

1.3. Bienes muebles. (Por Pedro Ávila Navarro)

- R. 30-1-2018.- R.B.M. Badajoz.- RECTIFICACIÓN DEL REGISTRO: REQUIERE CONSENTIMIENTO
DE AQUELLOS A QUIENES EL ASIENTO CONCEDA ALGÚN DERECHO. RECTIFICACIÓN DEL
REGISTRO: RECTIFICACIÓN POR HECHOS SUSCEPTIBLES DE PRUEBA POR DOCUMENTOS
FEHACIENTES. «Inscrito en el Registro de Bienes Muebles un contrato de préstamo a comprador con reserva de
dominio a favor del financiador, se cancela, a instancia de este último, la reserva de dominio y se consolida el
dominio a favor de la adquirente. Ahora, la entidad financiadora insta la rectificación del Registro alegando haber
cometido un error en la práctica de la cancelación de la reserva de dominio al haberse ordenado judicialmente la
entrega del vehículo a su favor» (en decreto dictado en procedimiento judicial). La Dirección, en el sentido de la
nota registral, comienza reiterando que el art. 40.d LH exige para la rectificación del Registro el consentimiento del
titular o la resolución judicial en procedimiento seguido contra él; «por tanto, si la recurrente entiende que la
titularidad de dominio reflejado en el Registro de la Propiedad es inexacta, y que la rectificación no puede obtenerse
con el consentimiento unánime de todos los interesados, debe instar la correspondiente demanda judicial». Pero
también recuerda  que «ha  declarado en diversas  ocasiones  (entre  otras,  las  R.  05.05.1978,  R.  06.11.1980,  R.
10.09.2004,  R.  13.09.2005,  R.  19.06.2010  y  R.  29.02.2012)  que  cuando  la  rectificación  se  refiere  a  hechos
susceptibles de ser probados de un modo absoluto con documentos fehacientes y auténticos, independientes por su
naturaleza de la voluntad de los interesados, no es necesaria la aplicación del art. 40.d LH, pues bastará para llevar a
cabo la subsanación tabular la mera petición de la parte interesada acompañada de los documentos que aclaren y
acrediten el  error padecido».  En el  caso concreto «existió un error patente de concepto al  hacerse constar  la
consolidación en favor del comprador, que había perdido la propiedad en el procedimiento citado, circunstancia que
puede rectificarse,  sin perjuicio de los  derechos adquiridos en el  ínterin,  con la  documentación nuevamente
presentada, haciendo constar la cancelación de la reserva de dominio y consolidación plena de este en favor del
vendedor financiador». La Dirección argumenta la aplicación al Registro de Bienes Muebles del art. 40 LH y otras
normas de la misma: «Dice así el art. 15.2 L. 28/13.07.1998, de Venta a Plazos de Bienes Muebles: A todos los efectos
legales se presumirá que los derechos inscritos en el Registro existen y pertenecen a su titular en la forma determinada por el
asiento respectivo. Dicho precepto consagra en el ámbito del Registro de Bienes Muebles el principio de legitimación
propio de los registros jurídicos de modo similar al art. 1 LH y al art. 20 C. de c. En su virtud, practicado un asiento
en el Registro no puede ser objeto de cancelación sino con el consentimiento de su titular o, en su defecto, en virtud
de resolución judicial en procedimiento contra él entablado. De aquí que el propio art. 15 L. 28/1998 continúe (en
términos similares a lo dispuesto en el art. 38 LH): Como consecuencia de lo dispuesto anteriormente, no podrá ejercitarse
ninguna acción  contradictoria  del  dominio  de  bienes  muebles  o  de  derechos  inscritos  a  nombre  de  persona o  entidad
determinada sin que, previamente, o a la vez, se entable demanda de nulidad o cancelación de la inscripción correspondiente. Si
la demanda contradictoria del dominio inscrito va dirigida contra el titular registral, se entenderá implícita la demanda aludida
en el inciso anterior. En similares términos se pronuncian los arts. 22 y 24 O. 19.07.1999, Ordenanza para el Registro
de Venta a Plazos de Bienes Muebles». R. 30.01.2018 (Caixabank Consumer Finance EFC, S.A., contra Registro de
Bienes Muebles de Badajoz) (BOE 13.02.2018).
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/13/pdfs/BOE-A-2018-1943.pdf 
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2. Publicadas en el D.O.G.C

2.1. Propiedad. (Por María Tenza Llorente)

-  R.  24-1-2018.-  R.P.  Roses  Nº  2.-  En cuanto  a  supuestos  de  hecho en  que  existe  elemento  extranjero,  el
contendido de dicho Ordenamiento ha de acreditarse  por alguno de los medios admitidos por el artículo 36 del
Reglamento  Hipotecario,  esto  es,  mediante  aseveración  o  informe  de  un  Notario  o  Cónsul  español  o  de
Diplomático, Cónsul o funcionario competente del país de la legislación que sea aplicable (artículos 281.2 Ley
1/2000, 7 de enero, Resoluciones de 1 de marzo de 2005, 24 de octubre 2007). En materia de sucesiones, tanto el
Tribunal Supremo (Sentencia de 30 de abril de 2008), como el Centro Directivo tiene declarada la necesidad de su
acreditación (Resoluciones citadas y otras como las de 20 y 21  de enero de 2011, 28 de julio de 2011, 2 de marzo de
2012,  26  de  junio  de  2012,  Fundamento  de  Derecho  Quinto  Resolución   de  fecha  31  de  octubre  de  2013,
Fundamento de Derecho Tercero de Resolución de 23 de julio de 2015  y de 26 de julio de 2016). En este mismo
sentido se pronuncia la Dirección General de los Registros y del Notariado en Resolución de 15 de julio de 2011
que, para un supuesto de constitución de hipoteca  sobre vivienda que constaba en el registro inscrita a nombre de
unos cónyuges con sujeción al régimen económico matrimonial de su nacionalidad, la cual  reiteró (Fundamento de
Derecho Cuarto) incluso cuando se trate de un acto o negocio jurídico complejo. Además, puntualiza,  en cuanto al
modo de ser acreditado dicho Ordenamiento foráneo, que   no basta la cita aislada de textos legales extranjeros sino
que, por el contrario, debe probarse el sentido, alcance e interpretación actuales atribuidos por la jurisprudencia del
respectivo país. En esta argumentación profundiza el Centro Directivo en Resolución de 26 de enero de
2012 (Fundamento  de Derecho II)  en el sentido de que la simple afirmación del notario de conocer el derecho
extranjero pueda vincular al registrador y le obligue a pasar por ella, como pretende el notario autorizante, pues se trata de
dos funciones distintas que operan en momentos también diferentes. Los fuertes efectos que derivan de la inscripción registral,
artículos 1.3.º, 34, 38 y 40 de la Ley Hipotecaria exigen que el registrador realice su calificación teniendo en cuenta las normas
de Derecho Internacional Privado y que se pruebe el contenido del derecho extranjero. Pero en muchos casos puede no ser
suficiente la cita aislada de textos legales extranjeros sino que habrá de probarse el sentido, alcance e interpretación actuales
atribuidos por la jurisprudencia. La complejidad de los ordenamientos jurídicos, en especial cuando responden a tradiciones
jurídicas distintas requiere que esta prueba se realice con rigor. No obstante, esto deberá ser examinado en el caso concreto pues
hay casos que la prueba documental de un texto y su vigencia será suficiente mientras que en otros se exigirá una prueba más
extensa.  En idéntico sentido, Resolución de fecha 2 de marzo de 2012 (confirmada por Sentencia del
Tribunal de Primera Instancia número 41  de Barcelona de fecha 28 de mayo de 2013) de fecha 14 de
noviembre de 2012, Fundamento de Derecho Tercero, considerando dicha prueba como un elemento
necesario para poder calificar,  con arreglo al  artículo 18 de la  Ley Hipotecaria,  la  validez del  título
calificado (Fundamento de Derecho Cuarto, in fine). Así, también, para un caso de ejecución hipotecaria,
Resolución de 16 de junio de 2014, Fundamento de Derecho Segundo a Quinto. Sobre este punto-prueba de
Derecho  extranjero,  pero  en  ese  caso  relativo  a   una  sucesión  belga-   se  pronunció  también  la  Dirección
General de Derecho y Entidades Jurídicas de Cataluña de fecha 18 de septiembre de 2006  en cuanto a la
aplicabilidad del  artículo 9.8  del  Código Civil  y  111-3 párrafo primero   de  la  Ley 29/2002,  de  30  de
diciembre, la admisión del reenvío de retorno y la exigencia de prueba. En la actualidad,  la vigencia de los
artículos 81 y 84 Reglamento Europeo 650/2012, de 4 de julio, y el Capítulo VI de la Ley 29/2015, de 30 de julio, de
Cooperación Jurídica  Internacional  en materia  civil,  no modifica  el  régimen en el  Reglamento Hipotecario
(fundamento de Derecho tercero de la Resolución de 11 de mayo de 2016). Más concretamente, en cuanto a
Derecho de Familia (regímenes económico-matrimoniales), se pronunció la Resolución de 3 de diciembre de 2015,
fundamento de Derecho segundo y tercero en el sentido de que el sistema español de seguridad jurídica preventiva
tiene como uno de sus pilares básicos la publicidad de la titularidad del dominio y demás derechos reales sobre bienes
inmuebles. De aquí que la determinación de la titularidad deba quedar reflejada en los asientos del Registro de la
Propiedad. Tratándose de personas casadas, la titularidad queda afectada por la existencia convencional o legal de un
régimen económico-matrimonial que determina el ejercicio y extensión del derecho. Por ello el Registro, con
carácter general, debe expresar el régimen jurídico de lo que se adquiere, y, en este sentido,el artículo 51.9 del
Reglamento Hipotecario. Así,  aunque el notario desconozca el contenido de la ley material extranjera reflejará
debidamente en la  comparecencia  del  instrumento público cuál  ha de ser  la  norma aplicable a  las  relaciones
patrimoniales entre cónyuges. En definitiva, no debe confundirse la falta de obligatoriedad de conocer el Derecho
extranjero con el deber de determinar cuál es la legislación extranjera aplicable, necesita, en el caso de tratarse de dos
esposos de distinta nacionalidad, la determinación de cuál sea la ley aplicable a su régimen económico-matrimonial,
de acuerdo con los criterios de conexión que determinan las normas de conflicto de derecho internacional privado
español contenidas en el artículo 9.2 del Código Civil. Reitera esta  necesidad de acreditación la Resolución de 17 de
mayo de 2017, para un caso de confesión de privaticidad de cónyuges ucranianos. En este caso, comoquiera que no
queda acreditado el Derecho francés, en cauantoa los modos de extinción de la tontine[1], la Direcció aplica las reglas
generales de cancelación de asientos que exige el consentimiento del titular registral (artículos 20 y 82 de la Ley
Hipotecaria, Resolución de 23 de agosto de 2011). Un deber que hay que cumplir con especial cuidado cuando,
como es el caso de las declaraciones emitidas,  puedan resultar conculcados intereses de terceros, desconocidos o
ausentes o, en general, personas que no están en condiciones de defenderse (Resolución de 8 de marzo de 2012, 15
de marzo  y 11 de septiembre de 2017). En este caso al  devenir inaplicable el artículo 234-4.1 letra e) del Código, se
ha de excluir esta posibilidad de cancelación unilateral si no resulta admitida por el Derecho francés. En resumen, si
la ley que rige el contenido de un pacto es extranjera, cabe probar su contenido para admitir la cancelación  por uno
solo de los titulares registrales. 
[1] Que es un pacto que rige en Francia (además de otros países como Bélgica) por el  cual  el bien objeto de
adquisición por varias personas hace tránsito al supérstite excluido de la masa hereditaria del premuerto.  Definición
basada en un fundamento de Derecho de un arrêt de la Cour de cassation, civile, Chambre civile 3, 17 décembre
2013, 12-15.453 ('l’acquisition en commun d'un bien immobilier avec clause d'accroissement ne crée pas d'indivision ; que
tant que la condition de prédécès de l'un des acquéreurs ne s'est pas réalisée, ceux-ci ont sur le bien des droits concurrents dont
celui, pour chacun d'eux, d'en jouir indivisément….).
http://portaldogc.gencat.cat

http://portaldogc.gencat.cat/utilsEADOP/PDF/7553/1658221.pdf
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VI. SENTENCIAS Y OTRAS RESOLUCIONES DE LOS TRIBUNALES

1. Tribunal Constitucional

- PLENO. SENTENCIA 1/2018, de 11 de enero de 2018. Cuestión de inconstitucionalidad 2578-2015. Planteada
por la Sala de lo Civil y Penal del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña con respecto al artículo 76 e) de la Ley
50/1980, de 8 de octubre, de contrato de seguro. Principio de exclusividad jurisdiccional y derecho a la tutela
judicial efectiva: nulidad del precepto que prescinde de la voluntad de una de las partes en el sometimiento a
arbitraje cualquier controversia que pueda suscitarse en relación con el contrato de seguro. Votos particulares.
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/07/pdfs/BOE-A-2018-1677.pd

- CORRECCIÓN DE ERRORES en la STC 143/2017, de 14 de diciembre de 2017.
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/07/pdfs/BOE-A-2018-1679.pdf

- SALA SEGUNDA. SENTENCIA 3/2018, de 22 de enero de 2018. Recurso de amparo 2699-2016. Promovido
por don A.R.S. en relación con las resoluciones de la Comunidad de Madrid y de las salas de lo contencioso-
administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Madrid y del Tribunal Supremo que rechazaron su solicitud de
reconocimiento de la  situación de dependencia y determinación del  programa individual  de atención que le
correspondiera.  Vulneración  del  derecho  a  no  padecer  discriminación  por  razón  de  edad  y  discapacidad:
resoluciones administrativas y judiciales que, al examinar una solicitud de ayuda para situación de dependencia,
aplican indebidamente una regla de exclusión por edad.
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/21/pdfs/BOE-A-2018-2459.pdf

- SALA SEGUNDA. SENTENCIA 4/2018, de 22 de enero de 2018. Recurso de amparo 4931-2016. Promovido
por el Grupo Parlamentario Podemos en el Parlamento de Canarias en relación con los acuerdos de las mesas de la
Comisión de Política Territorial, Sostenibilidad y Seguridad y del Parlamento que inadmitieron sus enmiendas a la
iniciativa  legislativa  de  otro  grupo  parlamentario.  Vulneración  del  derecho  al  ejercicio  de  las  funciones
representativas, en relación con el derecho de los ciudadanos a participar en los asuntos públicos a través de sus
representantes: inadmisión de enmiendas resultante de un error de calificación como enmiendas a la totalidad
presentadas extemporáneamente. 
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/21/pdfs/BOE-A-2018-2460.pdf

- SALA SEGUNDA. SENTENCIA 5/2018, de 22 de enero de 2018. Recurso de amparo 5832-2016. Promovido
por doña María Rocío Alcaide Ruiz en relación con las resoluciones dictadas por un Juzgado de Primera Instancia e
Instrucción de Sanlúcar la Mayor en procedimiento de ejecución hipotecaria. Vulneración del derecho a la tutela
judicial sin indefensión: emplazamiento mediante edictos sin agotar los medios de comunicación personal (STC
122/2013). 
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/21/pdfs/BOE-A-2018-2461.pdf

- SALA SEGUNDA. SENTENCIA 6/2018, de 22 de enero de 2018. Recurso de amparo 880-2017. Promovido
por  la  mercantil  Locales  y  Oficinas  en  Renta,  S.L.,  respecto  de  la  Sentencia  de  la  Sala  de  lo  Contencioso-
Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, con sede en Málaga, que inadmitió su impugnación
sobre comprobación de valores y subsiguiente liquidación por el impuesto sobre transmisiones patrimoniales y actos
jurídicos documentados. Vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva (acceso a la justicia): resolución judicial
que inadmite un recurso contencioso-administrativo por incumplimiento de la carga de aportar los documentos
acreditativos de la satisfacción de los requisitos exigidos para entablar acciones las personas jurídicas, incurriendo en
error patente (STC 167/2014). 
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/21/pdfs/BOE-A-2018-2462.pdf

- PLENO. SENTENCIA 7/2018, de 25 de enero de 2018. Recurso de inconstitucionalidad 7611-2010. Interpuesto
por más de cincuenta diputados del Grupo Parlamentario Popular en el Congreso en relación con diversos preceptos
de la Ley del Parlamento de Cataluña 22/2010, de 20 de julio, del Código de consumo de Cataluña. Régimen
lingüístico y derechos de los consumidores, disponibilidad lingüística: interpretación conforme de los preceptos
legales autonómicos relativos al derecho de los consumidores a ser atendidos en la lengua oficial de su elección y a
recibir determinadas informaciones en catalán (STC 31/2010).
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/21/pdfs/BOE-A-2018-2463.pdf

- PLENO. SENTENCIA 8/2018, de 25 de enero de 2018. Recurso de inconstitucionalidad 1941-2016. Interpuesto
por el Presidente del Gobierno en relación con diversos preceptos de la Ley del Parlamento vasco 6/2015, de 30 de
junio, de medidas adicionales de protección medioambiental para la extracción de hidrocarburos no convencionales
y la fractura hidráulica. Competencias sobre ordenación general de la economía, medio ambiente y minas: nulidad
de los preceptos legales que extienden la competencia autonómica al mar territorial, y prohíben, de manera absoluta
e incondicionada, una técnica de investigación y explotación de hidrocarburos (STC 106/2014). Voto particular.
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/21/pdfs/BOE-A-2018-2464.pdf

- PLENO. AUTO 5/2018, de 27 de enero de 2018. Impugnación de disposiciones autonómicas 492-2018. Tiene
por promovida la impugnación de disposiciones autonómicas 492-2018, planteada por el Gobierno de la Nación
respecto de las resoluciones del Presidente del Parlamento de Cataluña en las que se propone la investidura de don
Carles Puigdemont i Casamajó como candidato a Presidente de la Generalitat de Cataluña, y adopta medidas
cautelares.
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/21/pdfs/BOE-A-2018-2467.pdf

http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/07/pdfs/BOE-A-2018-1677.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/07/pdfs/BOE-A-2018-1679.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/21/pdfs/BOE-A-2018-2459.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/21/pdfs/BOE-A-2018-2460.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/21/pdfs/BOE-A-2018-2461.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/21/pdfs/BOE-A-2018-2462.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/21/pdfs/BOE-A-2018-2463.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/21/pdfs/BOE-A-2018-2464.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/21/pdfs/BOE-A-2018-2467.pdf
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- SALA SEGUNDA. SENTENCIA 9/2018, de 5 de febrero de 2018. Recurso de amparo 3680-2016. Promovido
doña María Jesús Moya Martínez en relación con las resoluciones sancionadoras de la Fiscal General del Estado y de
la Secretaría de Estado de Justicia y con la posterior sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del
Tribunal Superior de Justicia de Madrid, desestimatoria de la impugnación de aquellas. Supuesta vulneración de los
derechos a la tutela judicial efectiva y a la legalidad sancionadora: alegaciones de defectos que se dicen padecidos en
la instrucción del expediente sancionador -intervención del Ministerio Fiscal, caducidad, confusión de las fases de
instrucción y resolución- cuya realidad no queda acreditada.
http://www.boe.es/boe/dias/2018/03/08/pdfs/BOE-A-2018-3299.pdf

- SALA SEGUNDA. SENTENCIA 10/2018, de 5 de febrero de 2018. Recurso de amparo 4304-2017. Promovido
por los diputados del Grupo Parlamentario Socialista del Parlamento de Cataluña en relación con los acuerdos de la
Mesa de la cámara parlamentaria que inadmitieron su solicitud de dictamen del Consejo de Garantías Estatutarias en
relación con la proposición de ley denominada del referéndum de autodeterminación. Vulneración del derecho al
ejercicio de las funciones representativas, en relación con el derecho de los ciudadanos a participar en los asuntos
públicos a través de sus representantes: inadmisión de solicitud de dictamen del órgano consultivo que constituye
una denegación de una facultad integrante del núcleo de la función representativa parlamentaria (STC 114/2017).
http://www.boe.es/boe/dias/2018/03/08/pdfs/BOE-A-2018-3300.pdf

-  PLENO.  SENTENCIA  11/2018,  de  8  de  febrero  de  2018.  Recurso  de  inconstitucionalidad  4460-2011.
Interpuesto por el Presidente del Gobierno en relación con diversos preceptos de la Ley del Parlamento de Cataluña
35/2010,  de 1  de octubre,  del  occitano,  aranés  en Arán.  Régimen de cooficialidad lingüística:  nulidad de la
atribución  de  carácter  preferente  a  una  lengua  cooficial  (STC  31/2010);  interpretación  conforme  con  la
Constitución del precepto legal autonómico que atribuye al aranés la condición de lengua de uso normal por las
administraciones públicas catalanas en sus relaciones con Arán.
http://www.boe.es/boe/dias/2018/03/08/pdfs/BOE-A-2018-3301.pdf

- PLENO. SENTENCIA 12/2018, de 8 de febrero de 2018. Recurso de amparo 4464-2014. Promovido por don
Ángel Renieblas Renieblas respecto de las resoluciones sancionadoras de la Consejería de Educación, Cultura y
Deportes  de  la  Junta  de  Comunidades  de  Castilla-La  Mancha,  así  como  la  sentencia  de  un  Juzgado  de  lo
contencioso-administrativo de Guadalajara, que desestimó la impugnación de aquellas. Vulneración del derecho a la
legalidad sancionadora: efecto desaliento y vulneración de la legalidad en la sanción disciplinaria impuesta a un
profesor de educación primaria que dirigió una nota comunicativa a los padres de sus alumnos explicándoles las
razones por las que se adhería a una huelga en la enseñanza, e hizo partícipes de estas razones a los propios alumnos.
http://www.boe.es/boe/dias/2018/03/08/pdfs/BOE-A-2018-3302.pdf

- PLENO. SENTENCIA 13/2018, de 8 de febrero de 2018. Cuestión prejudicial de validez 2633-2017. Planteada
por la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso-administrativo del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco
en relación con el artículo 4.2 de la Norma Foral de Gipuzkoa 13/2012, de 27 de diciembre, por la que se aprueban
determinadas modificaciones tributarias. Libertad religiosa: nulidad de la norma foral que suprime, en el impuesto
sobre transmisiones patrimoniales y actos jurídicos documentados, la exención aplicable a los bienes y derechos
destinados a actividades religiosas o asistenciales (STC 207/2013).
http://www.boe.es/boe/dias/2018/03/08/pdfs/BOE-A-2018-3303.pdf

- PLENO. AUTO 13/2018, de 7 de febrero de 2018. Cuestión de inconstitucionalidad 4476-2017. Inadmite a
trámite la cuestión de inconstitucionalidad 4476-2017, planteada por el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo
núm. 3 de Madrid en relación con el artículo 30 de la Ley 19/1998, de 25 de noviembre, de ordenación y atención
farmacéutica de la Comunidad de Madrid.
http://www.boe.es/boe/dias/2018/03/08/pdfs/BOE-A-2018-3304.pdf

2. Tribunal Supremo

2.1. Sentencias Sala de lo Civil. (Por Juan José Jurado Jurado)

- S.T.S. 47/2018.- 17-1-2018. SALA DE LO CIVIL. SECCIÓN 1ª.- REGISTRO CIVIL. Orden de los apellidos de
un menor, existiendo desacuerdo de los progenitores, habiéndose reconocido la paternidad  en procedimiento de
reclamación de paternidad no matrimonial. Inscrito el menor con el primer apellido materno, por ser la única
filiación reconocida en ese momento, y no habiéndose probado ninguna circunstancia que aconseje el cambio del
apellido por ser más beneficioso dicho cambio de manera que el paterno se anteponga al materno, no hay motivo
suficiente para tal alteración.
http://www.poderjudicial.es

-  S.T.S.  55/2018.-  17-1-2018.  SALA DE LO CIVIL.  SECCIÓN 1ª.- SOCIEDAD DE GANANCIALES.
COMUNIDAD  POSTGANANCIAL:  NATURALEZA  JURÍDICA.  Transmisión  de  un  bien  concreto:
Requiere el consentimiento de todos los partícipes. Actos de administración: Basta la mayoría de las cuotas de los
interesados  en la  comunidad postconsorcial,  debiendo tenerse  en cuenta  para  su  cómputo las  del  usufructo.
Arrendamiento de  larga  duración.  Naturaleza:  Es  un acto de  administración salvo cuando,  por  su  duración,
compromete el aprovechamiento de la cosa, en cuyo supuesto es un acto de disposición, como ocurre en el presente
caso. Legado: Validez del legado de una cuota y del legado de los derechos que le correspondan al testador sobre un
bien ganancial, dependiendo su eficacia de lo que resulte al liquidar la sociedad de gananciales.
http://www.poderjudicial.es

- SENTENCIA de 20 de diciembre de 2017, de la Sala Tercera del Tribunal Supremo, que estima en parte el

http://www.boe.es/boe/dias/2018/03/08/pdfs/BOE-A-2018-3299.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2018/03/08/pdfs/BOE-A-2018-3300.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2018/03/08/pdfs/BOE-A-2018-3301.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2018/03/08/pdfs/BOE-A-2018-3302.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2018/03/08/pdfs/BOE-A-2018-3303.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2018/03/08/pdfs/BOE-A-2018-3304.pdf
http://www.poderjudicial.es/search/contenidos.action?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=8269366&links=&optimize=20180126&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search/contenidos.action?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=8269373&links=&optimize=20180126&publicinterface=true
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recurso interpuesto contra el Real Decreto 413/2014, de 6 de junio, por el que se regula la actividad de producción
de  energía  eléctrica  a  partir  de  fuentes  de  energía  renovables,  cogeneración  y  residuos,  y  contra  la  Orden
IET/1045/2014, de 16 de junio, por la que se aprueban los parámetros retributivos de las instalaciones tipo aplicables
a  determinadas  instalaciones  de  producción  de  energía  eléctrica  a  partir  de  fuentes  de  energía  renovables,
cogeneración y residuos, anula las determinaciones relativas a la IT-01421 y reconoce el derecho de la recurrente a
ser indemnizada por los daños y perjuicios derivados de la aplicación de los parámetros retributivos derivados de la
Orden IET/1045/2014, declarados nulos.
http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/03/pdfs/BOE-A-2018-1488.pdf

-  S.T.S. 319/2018.-  6-2-2018.  SALA  DE  LO  CIVIL.  SECCIÓN  1ª.- DERECHO  DE  USO  SOBRE  LA
VIVIENDA FAMILIAR que, tras el cese de la convivencia de una pareja de hecho, se había atribuido en virtud de
convenio regulador aprobado judicialmente -o por sentencia- a la madre y al hijo menor de edad cuya custodia se le
había conferido. Asimilación a la situación de unión matrimonial. Naturaleza de ese derecho: no es un derecho real,
sino de carácter familiar atribuido a uno de los cónyuges o a uno de los integrantes de la pareja que no es titular del
bien y que no impone más restricciones que la limitación de disponer impuesta al otro, y que se centra en la
necesidad de prestación del consentimiento del titular del derecho de uso (o, en su defecto, autorización judicial)
para cualesquiera actos de disposición de la vivienda, limitación que es oponible a terceros e inscribible en el
Registro de la Propiedad. Desahucio por precario: enajenación de la vivienda en pública subasta, consecuencia del
ejercicio de la acción de división por el integrante de la pareja de hecho que no era titular del derecho de uso de la
vivienda frente a quien lo era, el cual había prestado en el convenio regulador su consentimiento al negocio que
posibilitaba la futura venta de ese bien con liberalización de tal derecho de uso, con lo que no podría oponer su
título al adjudicatario a consecuencia de la enajenación en subasta pública, fuese o no éste un tercero ajeno al núcleo
familiar o quien fuese su pareja de hecho y copropietario del bien, pero que pujó en la subasta, como hizo la titular
del derecho de uso respecto de otra finca - y no en relación a la vivienda misma que estaba gravada con carga
hipotecaria de cierta consideración-, y quien también era titular de otra vivienda. Referencia a la doctrina mantenida
por la DGRN en esta materia y su manifiesta aplicación en materia de derecho de atribución del derecho de uso de
la vivienda familiar.
http://www.poderjudicial.es

- S.T.S. 210/2018.- 31-1-2018. SALA DE LO CIVIL. SECCIÓN 1ª.- COMPRAVENTA. IMPUGNACIÓN DE
LA MISMA QUE PRETENDE SU RESOLUCIÓN POR INCUMPLIMIENTO O SU NULIDAD POR
FALTA DE OBJETO. Existencia de objeto al recaer el consentimiento de las partes sobre las fincas descritas en las
escrituras y en los planos a ellas incorporados con su superficie y linderos. Título  y modo: actos que implican
entrega de las  fincas,  tanto instrumental  como por actos de posesión del  comprador.  Inadmisión, pues,  de la
resolución por incumplimiento y de la nulidad pretendidos.
http://www.poderjudicial.es

-  S.T.S.  313/2018.-  5-2-2018.  SALA DE LO CIVIL.  SECCIÓN 1ª.- ENRIQUECIMIENTO INJUSTO.
REQUISITOS. Existe cuando vendido un inmueble en copropiedad alguno de los comuneros percibe más de lo
que le correspondía como precio.
http://www.poderjudicial.es 

4. Tribunal Superior de Justicia de la Unión Europea

4.1. Tribunal Superior de Justicia de la Unión Europea. Por la Oficina de Bruselas del Colegio
de Registradores

-S.T.J.U.E.  1-3-2018.-C-558/16 SENTENCIA DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA DE LA UE DE 1  DE
MARZO 2018 EN EL ASUNTO C‑558/16 (MAHNKOPF). Procedimiento prejudicial — Espacio de libertad,
seguridad y justicia — Reglamento (UE) n.º 650/2012 — Sucesiones y certificado sucesorio europeo — Ámbito de
aplicación — Posibilidad de hacer constar la  parte alícuota del  cónyuge supérstite en el  certificado sucesorio
europeo. El artículo 1, apartado 1, del Reglamento n.º 650/2012, de 4 de julio de 2012, relativo a la competencia, la
ley aplicable, el reconocimiento y la ejecución de las resoluciones, a la aceptación y la ejecución de los documentos
públicos en materia de sucesiones mortis causa y a la creación de un certificado sucesorio europeo, debe interpretarse
en el sentido de que está comprendido en el ámbito de aplicación de dicho Reglamento un precepto de Derecho
nacional, como el controvertido en el litigio principal, que establece, para el caso de fallecimiento de uno de los
cónyuges, el reparto a tanto alzado de las ganancias mediante un incremento de la parte alícuota de la herencia del
cónyuge supérstite.
http://curia.europa.eu

-S.T.J.U.E. 28-2-2018.-C-289/17 SENTENCIA DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA EU DE 28 DE FEBRERO
DE 2018,  EN EL ASUNTO C‑289/17 (COLLECT INKASSO Y OTROS):  Procedimiento prejudicial  —
Cooperación judicial en materia civil y mercantil — Reglamento (CE) n.º 805/2004 — Título ejecutivo europeo
para créditos no impugnados — Requisitos para la certificación — Normas mínimas aplicables a los procedimientos
relativos a los créditos no impugnados — Derechos del deudor — Falta de mención de la dirección de la institución a
la  que puede remitirse  una impugnación del  crédito o ante la  que se  puede interponer un recurso contra  la
resolución. Fallo del Tribunal: "El artículo 17, letra a), y el artículo 18, apartado 1, letra b), del Reglamento (CE)
n.º 805/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de abril de 2004, por el que se establece un título
ejecutivo europeo para créditos no impugnados, deben interpretarse en el sentido de que una resolución judicial
dictada sin que el deudor haya sido informado de la dirección del órgano jurisdiccional al que debe responder, ante
el que debe comparecer o, en su caso, ante el que hay que incoar el procedimiento de impugnación, no puede
certificarse como título ejecutivo europeo."

http://www.boe.es/boe/dias/2018/02/03/pdfs/BOE-A-2018-1488.pdf
http://www.poderjudicial.es/search/contenidos.action?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=8291476&links=&optimize=20180216&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search/contenidos.action?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=8283828&links=&optimize=20180209&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search/contenidos.action?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=8291474&links=&optimize=20180216&publicinterface=true
http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?docid=187260&mode=lst&pageIndex=1&dir=&occ=first&part=1&text=&doclang=ES&cid=816513
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http://curia.europa.eu

-S.T.J.U.E. 22-2-2018.-C-398/16 Y C-399/16 SENTENCIA DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA DE LA UE DE
22 DE FEBRERO DE 2018, EN LOS ASUNTOS ACUMULADOS C‑398/16 Y C‑399/16. Procedimiento
prejudicial — Artículos 49 TFUE y 54 TFUE — Libertad de establecimiento — Legislación tributaria — Impuesto
sobre sociedades — Ventajas vinculadas a la constitución de una unidad fiscal única — Exclusión de los grupos
transfronterizos. Fallo del Tribunal: 1) Los artículos 49 TFUE y 54 TFUE deben interpretarse en el sentido de que
se oponen a una normativa nacional, como la controvertida en el litigio principal, en virtud de la cual una sociedad
matriz establecida en un Estado miembro no está autorizada a deducir los intereses de un préstamo contraído con
una sociedad vinculada a fin de financiar una aportación de capital a una filial establecida en otro Estado miembro,
mientras que si la filial estuviera establecida en el mismo Estado miembro, la sociedad matriz podría disfrutar de
dicha deducción formando con ella una unidad de tributación conjunta. 2) Los artículos 49 TFUE y 54 TFUE
deben interpretarse en el sentido de que no se oponen a una normativa como la controvertida en el litigio principal,
en virtud de la cual una sociedad matriz establecida en un Estado miembro no está autorizada a deducir de sus
beneficios  las  minusvalías  derivadas  de  las  variaciones  en  el  tipo  de  cambio  relativas  a  los  importes  de  sus
participaciones en una filial  establecida en otro Estado miembro,  cuando esa misma normativa no somete al
impuesto, de manera simétrica, las plusvalías derivadas de dichas variaciones.
http://curia.europa.eu

VII. DERECHO DE LA UNIÓN EUROPEA

2. Noticias de la Unión Europea. Por la Oficina de Bruselas del Colegio de Registradores

1. INSTITUCIONAL:
- Entra en vigor el nuevo Código de Conducta que refuerza las normas deontológicas para los miembros de la
Comisión Europea.
2. AMPLIACIÓN:
- Estrategia para los Balcanes Occidentales: la UE plantea nuevas iniciativas emblemáticas y el apoyo a las reformas
en la región.
3. CADENA DE BLOQUES:
- La Comisión Europea pone en marcha el observatorio y foro de la cadena de bloques de la UE.
4. CONSUMIDORES:
- Las empresas de medios sociales deben esforzarse más por cumplir plenamente las normas de la UE en materia de
consumo.

Participación febrero 2018.pdf

VIII. INFORMACIÓN JURÍDICA Y ACTUALIDAD EDITORIAL. Por el Servicio de
Estudios del Colegio de Registradores

PRIMERA QUINCENA FEBRERO DE 2018

Crónica Tributaria.pdf

Revista Española de Derecho Administrativo.pdf

Revista de Derecho Mercantil.pdf

Anuario de Derecho Civil.pdf

Revista de Derecho Agrario y Alimentario.pdf

Revista General de Legislación y Jurisprudencia.pdf

SEGUNDA QUINCENA FEBRERO DE 2018

RCDI Nº 765 Enero-Febrero 2018.pdf

Revista Española de Derecho del Trabajo.pdf

http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=199768&pageIndex=0&doclang=es&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=601157
http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=199570&pageIndex=0&doclang=es&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=854932
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ANÁLISIS DE LA DOCTRINA DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE 
REGISTROS Y NOTARIADO SOBRE LA NO INSCRIPCIÓN DE LOS 
AUTOS DE HOMOLOGACIÓN DE ACUERDOS O TRANSACCIONES 
JUDICIALES Y OTRAS RESOLUCIONES PROCESALES. 
 

Por el Grupo de Trabajo conjunto de Letrados de la 
Administración de Justicia y Registradores de la Propiedad de 

la Comunidad Valenciana. 
 

Letrados de la Administración de 
Justicia: 

Jaime Font de Mora Rullán 
Pedro Moya Donate  

Vicente Miñana Llorens 

Registradores de la Propiedad: 
Alejandro Bañon González 

Alicia Mª De la Rúa Navarro 
Begoña Longas Pastor 

 
Abstract: en el presente artículo se analiza críticamente la reciente doctrina 
de la DGRN contraria a permitir la inscripción directa de los autos de 
homologación dictados al amparo del artículo 19 de la LEC así como 
respecto a otras resoluciones procesales adoptadas en sede de división de 
patrimonios y conciliación procesal, aportando argumentos para mantener 
la postura contraria. Concluyendo que urge rectificar dicha línea doctrinal 
para respetar las previsiones procesales.   
 
This article critically analyzes the recent doctrine of the DGRN that 
it does not allow  the direct registration of the judicial decisions 
approving private  agreements  under Article 19 of the LEC, as well 
as other procedural resolutions adopted in the field of division of 
property and conciliation procedures, providing arguments to 
maintain the opposite position and concluding that it is urgent to 
rectify this doctrinal line to respect the procedural legal provisions. 
  

Índice: I INTRODUCCIÓN. II EFECTOS DE LA TRANSACCIÓN JUDICIAL. 
ALCANCE Y CONTENIDO DE LA INTERVENCIÓN JUDICIAL. III EL AUTO 
COMO DOCUMENTO PÚBLICO. IV ANÁLISIS EL ALCANCE Y CONTENIDO DEL 
ACUERDO TRANSACCIONAL. V LA TRANSACCIÓN Y LA DIVISIÓN DE 
PATRIMONIOS.VI LA CONCILIACIÓN PROCESAL Y SU ACCESO AL REGISTRO 
DE LA PROPIEDAD. VII CONCLUSIONES. 

I INTRODUCCIÓN:  

Son muchas las cuestiones que surgen del análisis de la doctrina de la 
DGRN, para lo cual se procederá a estudiar pormenorizadamente cada uno 
de los problemas sustantivos y procesales que aparecen en el estudio de la 
referida doctrina, todo ello al objeto de conciliar en la medida de lo posible 
el criterio del referido Centro Directivo con el derecho procesal aplicable en 
cada caso. 
 
Establece la DGRN, en este momento 1, que los autos de homologación 
                                                 
1  Reconoce expresamente la propia DGRN, en muchas de las resoluciones en las que se define lo 
que se puede considerar su doctrina actual, que ha experimentado un cambio de criterio frente a su inicial 
postura favorable a la inscripción del tipo de documentos del que ahora se trata, y cita como ejemplo sus 
dos resoluciones de 5 de mayo de 2003 y 22 de febrero de 2012. 
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dictados al amparo del art. 19 LEC no son documentos públicos, y por tanto 
no tienen encaje en el art. 3 de la Ley Hipotecaria, no pudiendo, en 
consecuencia, inscribir directamente aquellos títulos. 
 
La problemática que surge en relación a esta doctrina, que entendemos 
contraria a la normativa procesal regulada en la LEC, provoca que se deban 
protocolizar notarialmente documentos ya aprobados en sede judicial, y que 
de conformidad con lo dispuesto en los arts. 517 y SS. LEC, son títulos 
ejecutivos judiciales.  
 
La doctrina a que se hace referencia aparece reflejada, entre otras, en 
resoluciones de la DGRN de 6 de septiembre de 2016, 11 de mayo de 2017, 
y más recientemente la resolución DGRN de 11 de octubre de 2017. 
 
En definitiva, todas las resoluciones expuestas, además de muchas otras2, 
contienen en su fundamentación los siguientes extremos: 
 
Este Centro Directivo ha fijado una doctrina ya reiterada sobre este 
supuesto, en las Resoluciones más recientes sobre la materia. En la 
Resolución de 6 de septiembre de 2016 señaló que: «‘‘(...) la transacción, 

                                                                                                                                               
 
 
 En la resolución de 5 de mayo de 2003 admitió como título inscribible el testimonio judicial del 
auto aprobatorio de un convenio transaccional privado de disolución de comunidad, y el del acta de sorteo, 
frente al criterio de la registradora. Para ésta, el convenio, aun homologado judicialmente, no dejaba de 
ser un documento privado y, como tal, no era inscribible; además, ni el auto aprobatorio del convenio ni 
el acta de sorteo servirían para la transmisión de los derechos reales, conforme a la teoría del título y el 
modo propia de nuestro Derecho. Tras reconocer la Dirección General, entre otros extremos, que los 
documentos privados no se convierten en públicos por el hecho de haber sido homologados judicialmente, 
afirmó que, en el caso debatido, el requisito exigido por el art. 3 LH quedaba plenamente cubierto con la 
documentación presentada toda vez que estaba expedida por la autoridad judicial, y ésta, para homologar 
el convenio, debió comprobar los requisitos de capacidad y poder de disposición de las partes, de suerte 
que (conforme a la LEC), el acuerdo homologado tendrá todos los efectos atribuidos por las leyes a la 
transacción y puede llevarse a efecto por los trámites previstos para la ejecución de las sentencias. 
Rechazó, igualmente, la DG, la invocación de la teoría del título y el modo para la transmisión de los 
derechos reales, al tratarse de un acto de división de la cosa común y (conforme al art. 1068 CC, por 
remisión del 406) la partición legalmente hecha confiere a cada condómino la propiedad exclusiva de los 
bienes que le hayan sido adjudicados. 
 Por su parte, la RDGRN de 22 de  febrero de 2012 (BOE 16-3), también consideró inscribible un 
mandamiento judicial por el que se ordenaba la inscripción de un decreto de secretario judicial por cuya 
virtud se homologaba una transacción judicial acordada entre demandante y demandado, en la que 
convinieron que las cantidades debidas por éste último a aquélla en concepto de pensión alimenticia se 
pagasen mediante la adjudicación de un nuevo porcentaje sobre determinada finca registral, que les 
pertenecía previamente en proindiviso ordinario. En relación con la exigencia de que tenía que 
documentarse en escritura pública aducida por la registradora, la Dirección General expresó que “la 
exigencia del artículo 3 de la Ley Hipotecaria queda plenamente satisfecha toda vez que el acto 
inscribible en cuestión –la dación de porcentaje sobre finca registral en pago de las cantidades debidas por 
impago de pensión alimenticia– aparece contenido en documento auténtico expedido por la autoridad 
judicial, cual es el testimonio del auto de homologación del acuerdo transaccional y el mandamiento por 
el que se ordena su inscripción”. 
2  Aunque pueden encontrarse otras resoluciones anteriores en las que ya se perfilaba (véase la 
RDGRN de 9 de diciembre de 2010), se define la actual línea de interpretación y argumentación a partir, 
sobre todo, de la RDGRN de 9 de julio de 2013 (BOE 24-9), en la que rechazó la inscripción de un 
acuerdo transaccional similar al que sí había admitido en la resolución de 22 de febrero de 2012; a partir 
de ahí, pueden leerse parecidos argumentos a los que se exponen en este trabajo como de la Dirección 
General en resoluciones como la R. 5-8-2013, (BOE 24-9), R. 25-2-2014 (BOE 2-4), R. 3-3-2015, (BOE 
21-3), R. 2-10-2015 (BOE 22-10); R. 4-5-2016 (BOE 6-6): R. 19-7-2016 ( BOE 19-9), R. 6-9-2016 (BOE 
30-9), R. 30-11-2016 (BOE 22-12), R. 21-12-2016 (BOE 10-1-2017) y R. 27-2-2017 (BOE 16-3), R. 6-4-
2017 (BOE 20-4), R. 19-6-2017 (BOE 21-7) y R. 20-6-2017 (BOE 21-7), R. 17-5-2017 , (BOE 9-6), R. 
30-5-2017 (BOE 22-6), R. 7-9-2017 (BOE 5-10), R. 11-10-2017 (BOE 6-11), R 2-11-17 (BOE 29-11), R 
8-11-2017 (BOE 1-12), y R. 18-10-2017 (BOE 11-11), ésta relativa a la inscribibilidad de acto de 
conciliación. 
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aun homologada judicialmente no es una sentencia y por ello carece 
de su contenido y efectos por cuanto, al carecer de un 
pronunciamiento judicial sobre el fondo del asunto, nada impide su 
impugnación judicial en los términos previstos en la Ley (artículo 
1817 del Código Civil). El auto de homologación tampoco es una sentencia 
pues el Juez se limita a comprobar la capacidad de los otorgantes 
para transigir y la inexistencia de prohibiciones o limitaciones 
derivadas de la Ley (artículo 19 de la Ley de Enjuiciamiento Civil), pero 
sin que lleve a cabo ni una valoración de las pruebas ni un 
pronunciamiento sobre las pretensiones de las partes (artículo 209 de 
la Ley de Enjuiciamiento Civil) (…) Esta Dirección General ha tenido ocasión 
de manifestar recientemente (cfr. Resolución de 9 de julio de 2013) que ‘la 
homologación judicial no altera el carácter privado del documento 
pues se limita a acreditar la existencia de dicho acuerdo. Las partes 
no podrán en ningún caso negar, en el plano obligacional, el pacto 
transaccional alcanzado y están obligados, por tanto, a darle cumplimiento’. 
Si bien es cierto que en virtud del principio de libertad contractual es posible 
alcanzar dicho acuerdo tanto dentro como fuera del procedimiento judicial, 
no es menos cierto que para que dicho acuerdo sea inscribible en el 
Registro de la Propiedad deberán cumplirse los requisitos exigidos por la 
legislación hipotecaria (...)’’. 
 
También ha tenido ocasión de señalar esta Dirección General que en los 
procesos judiciales de división de herencia que culminan de manera 
no contenciosa se precisa escritura pública, por aplicación del artículo 
787.2 de la Ley de Enjuiciamiento Civil (cfr. Resolución de 9 de diciembre 
de 2010). La protocolización notarial de la partición judicial, siempre 
y cuando haya concluido sin oposición, viene impuesta como regla 
general por el artículo 787.2 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. Este 
criterio, además, es compartido unánimemente por la doctrina, para 
quienes la referencia a la sentencia firme contenida en el artículo 14 de la 
Ley Hipotecaria se limita a las particiones judiciales concluidas con oposición. 
En efecto, el artículo 787.2 de la Ley de Enjuiciamiento Civil determina que 
la aprobación de las operaciones divisorias se realiza mediante 
decreto del secretario judicial, hoy letrado de la Administración de 
Justicia, pero en cualquier caso ordenando protocolizarlas» 
 
II EFECTOS DE LA TRANSACCIÓN JUDICIAL. ALCANCE Y CONTENIDO 
DE LA INTERVENCIÓN JUDICIAL.  
 
El primer elemento a estudiar es el referido a si la transacción 
judicial, tal y como aparece configurada en nuestro ordenamiento 
jurídico, tras una homologación judicial produce los mismos efectos 
que una Sentencia dictada en un procedimiento contencioso. 
 
No hay que olvidar, que a pesar de que la transacción aparezca regulada en 
el Código Civil en su ámbito o dimensión sustantiva, y se disponga en 
aquella esfera que los acuerdos o transacciones son particulares (privados), 
una vez iniciado el procedimiento judicial, todo lo que se resuelva en sede 
judicial, jurisdiccional o parajurisdiccional (dependiendo del operador 
jurídico que deba resolver en cada caso), finaliza a través de una 
“resolución procesal”, y por tanto adquiere la cualidad de judicial, con lo 
que ello implica (art. 317 LEC). 
 
Esta resolución procesal goza de una eficacia y unas cualidades que 
dependen de la forma de terminación del procedimiento, no de la tipología 
de la resolución procesal, la cual, dependiendo de la terminación del 
procedimiento elegida por las partes adquirirá la forma de sentencia, auto o 
decreto. 
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La eficacia y las cualidades de esas resoluciones aparecen no sólo cuando 
estamos en sede de un procedimiento contencioso, sino también cuando 
estemos ante formas de terminación del procedimiento que produzcan o 
tengan la misma eficacia que cualquier sentencia dictada en un 
procedimiento contencioso, y ello a pesar de dictarse en un procedimiento 
que “en atención al principio de libre disposición” que (salvo excepciones) 
poseen las partes, prevé una forma de terminación no contenciosa. 
 
Véase aquí la renuncia, homologación, satisfacción extraprocesal o carencia 
sobrevenida de objeto, instituciones jurídicas que, si bien acaban por 
sentencia, decreto o auto según los supuestos, poseen una eficacia procesal 
claramente diferenciada. 
 
La cuestión debe centrarse y circunscribirse por tanto al ámbito 
“estrictamente procesal”. El contenido y alcance de la resolución procesal 
debe estar íntimamente relacionado con lo dispuesto en la Ley de 
Enjuiciamiento Civil, y con la eficacia que va a tener cada resolución en 
atención al cauce seguido por las partes para la resolución del conflicto.  
 
Es decir, el “desistimiento”, que se aprobará por decreto o auto según los 
casos, no produce efectos de “cosa juzgada material”, eficacia ésta de la 
que sí goza el auto de homologación, la sentencia de allanamiento, la 
sentencia que acuerda renuncia, etc. 
 
Señala el art. 19 LEC, en sus tres primeros apartados: 
 
“Artículo 19. Derecho de disposición de los litigantes. Transacción y 
suspensión. 

1. Los litigantes están facultados para disponer del objeto del juicio y 
podrán renunciar, desistir del juicio, allanarse, someterse a mediación o a 
arbitraje y transigir sobre lo que sea objeto del mismo, excepto cuando la 
ley lo prohíba o establezca limitaciones por razones de interés general o en 
beneficio de tercero. 

2. Si las partes pretendieran una transacción judicial y el acuerdo o 
convenio que alcanzaren fuere conforme a lo previsto en el apartado 
anterior, será homologado por el tribunal que esté conociendo del litigio al 
que se pretenda poner fin. 

3. Los actos a que se refieren los apartados anteriores podrán realizarse, 
según su naturaleza, en cualquier momento de la primera instancia o de los 
recursos o de la ejecución de sentencia.” 

Debe analizarse, por tanto, al objeto de poder rebatir la doctrina de 
la DGRN, el alcance y contenido de la intervención judicial en la 
homologación. 
 
De conformidad con el criterio fijado por la DGRN, parece que el Juez o 
Magistrado al revisar el documento aportado por las partes, se limita a 
pasarlo al Letrado de la Administración de Justicia para su unión a autos, y 
que únicamente revisa el mismo al objeto de verificar o comprobar las 
cuestiones referentes a la capacidad de las partes, y las limitaciones 
referidas a prohibición legal, interés general o beneficio de tercero, 
concluyendo en ese caso que esta revisión no es suficiente para otorgar a 
aquel auto la misma calidad, o cualidad, que una Sentencia, resolución en la 
que sí se resuelve sobre el fondo del asunto, tras la oportuna revisión de las 
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pruebas3. 
 
La conclusión a que llega la DGRN puede resultar contraria a las previsiones 
contenidas en la Ley de Enjuiciamiento Civil. Por un lado resta valor, entre 
otras, a la verificación de que el acuerdo no incurre en prohibición legal, o 
es contrario al interés general (siendo que estas prevenciones obligan al 
juzgador a ser muy cuidadoso a la hora de comprobar la legalidad de la 
transacción); y por otro lado,  viene a calificar la homologación como una 
terminación del procedimiento carente de la garantía y eficacia que 
aportaría una sentencia dictada en vía contenciosa. 
 
La DGRN resta valor al acuerdo, centrando sus argumentos en la forma de 
terminación del procedimiento, contraponiendo en importancia aquellos 
finalizados por resolución que aprueba el acuerdo frente a los finalizados 
por sentencia contenciosa en la que el juzgador analiza la prueba practicada. 
 
¿Qué valor tienen por tanto los hechos aceptados por las partes en sede de 
un procedimiento contencioso?, aquellos hechos no son debatidos ni son 
objeto de prueba, ¿significa por tanto que la sentencia no produciría efectos 
de cosa juzgada material en relación a los mismos? 
 
El legislador, a la hora de disponer en el primer apartado del art. 19 LEC la 
precisión “excepto cuando la ley lo prohíba, o establezca limitaciones por 
razones de interés general o en beneficio de tercero”, está obligando al juez 
o magistrado a comprobar que el contenido del acuerdo no es contrario al 
ordenamiento jurídico, y que las partes en atención al principio de 
disposición (limitado en su caso) tienen capacidad para otorgar y disponer 
de aquello a que se hace referencia en el acuerdo. Por ello, quien debe 
homologar, como se ha expuesto, está obligado y es responsable de 
comprobar la extensión y límites del acuerdo o transacción judicial, pues no 
hay que olvidar, que desde que el documento de acuerdo o transacción se 
                                                 
3  Pone de  manifiesto el Tribunal Supremo, así en la STS 199/2010, de 5 de abril, recurso 
237/2005, en relación con la transacción judicial, que, a través de la aprobación judicial, sin perder su 
condición contractual, adquiere carácter procesal como acto que pone fin al proceso, con el efecto de 
hacer posible su ejecución como si se tratara de una sentencia (artículos 1816 CC y 517 LEC). Pero 
destaca, a continuación, que la homologación judicial, sin embargo, no modifica la naturaleza 
consensual de la transacción como negocio jurídico dirigido a la autorregulación de los intereses de las 
partes y, por tanto, aunque las transacciones judiciales puedan hacerse efectivas por la vía de apremio, 
el artículo 1817 CC no las elimina de la impugnación por vicios del consentimiento (STS de 26 de enero 
de 1993). De modo semejante, cabe ejercitar contra el acto de conciliación con avenencia, que es 
susceptible de ejecución, la acción de nulidad mediante el juicio declarativo que corresponda (artículos 
476 y 477 LEC 1881 y DD 2ª LEC). 
 A través de la lectura de estas palabras podría tenerse la tentación, desde el punto de vista del 
Registro de la Propiedad, de sostener la no susceptibilidad de inscripción directa de la resolución judicial 
que aprueba el acuerdo transaccional sobre la base de dos aspectos que le conferirían un menor valor 
frente a otras resoluciones judiciales que acceden al Registro: 
 Por un lado, la posibilidad de impugnación por vicios del consentimiento de la transacción 
judicial (artículo 1817 CC). Sin embargo, debe reconocerse, desde la misma perspectiva,  la del Registro, 
que idéntica impugnabilidad es posible y predicable de cualquier acuerdo traslativo formalizado en 
escritura, de los que pueden acceder o haber accedido ya al Registro de la Propiedad.  
 
 Y, por otra parte, esa idea de que el auto que homologa la transacción -frente a otras resoluciones 
que ponen fin al procedimiento- no impide que se entable posteriormente la acción de nulidad mediante 
el juicio declarativo que corresponda (para atacar los vicios del consentimiento). Pero tampoco tiene 
esto nada de particular: el auto, aprobando lo acordado por las partes, simplemente da por terminado el 
procedimiento pero sin resolver la confrontación de pretensiones que le dio lugar.  
 Incuso no existiría contradicción en el supuesto de una resolución procesal que acceda al 
Registro y que no produzca efectos de cosa juzgada, es algo que ha venido ocurriendo con normalidad, 
por ejemplo, con los autos por los que se han venido aprobando –antes de la Ley 13/2015- determinados 
expedientes resueltos sin oposición, en el ámbito de la jurisdicción voluntaria; estamos hablando de los de 
dominio destinados a la inmatriculación de fincas, reanudación de tracto o constatación de excesos de 
cabida.  
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incorpora al procedimiento, este pasa a ser documentado en el 
procedimiento, y por lo tanto adquiere el calificativo de “judicial”. 
 
No hay que olvidar que en este caso el acuerdo no es una transacción 
extrajudicial, la cual daría lugar a un decreto o auto (art. 22 LEC), 
resolución que acordará la terminación del procedimiento por satisfacción 
extraprocesal o carencia sobrevenida de objeto, pero en este supuesto, sin 
necesidad de analizar los extremos del acuerdo y el contenido del mismo, 
limitándose la resolución a acordar la terminación del procedimiento. 
 
En el supuesto del dictado de auto de homologación, como se expone, se 
trata de una transacción judicial, ya que revisa el acuerdo y lo aprueba 
dentro del procedimiento 
 
Aquel auto, sin perjuicio de las disposiciones del Código Civil en relación al 
alcance y validez de la transacción (art. 1817 CC), produce como ya se 
señaló efectos de “cosa juzgada material”, lo que impide volver a plantear 
cuestión alguna sobre ese supuesto, objeto, pretensión o proceso, ello sin 
perjuicio de que alguna parte instara su ejecución, en su caso. 
 
Otra cuestión de peso es la reflejada en el art. 415 LEC: 
 

“1. Comparecidas las partes, el tribunal declarará abierto el acto y 
comprobará si subsiste el litigio entre ellas. 

Si manifestasen haber llegado a un acuerdo o se mostrasen 
dispuestas a concluirlo de inmediato, podrán desistir del proceso o 
solicitar del tribunal que homologue lo acordado. 

Las partes de común acuerdo podrán también solicitar la suspensión del 
proceso de conformidad con lo previsto en el apartado 4 del artículo 19, 
para someterse a mediación. 

En este caso, el tribunal examinará previamente la concurrencia de los 
requisitos de capacidad jurídica y poder de disposición de las partes o de 
sus representantes debidamente acreditados, que asistan al acto. 

2. El acuerdo homologado judicialmente surtirá los efectos 
atribuidos por la ley a la transacción judicial y podrá llevarse a 
efecto por los trámites previstos para la ejecución de sentencias y 
convenios judicialmente aprobados. Dicho acuerdo podrá impugnarse 
por las causas y en la forma que se prevén para la transacción judicial.” 
 
El criterio mantenido por la DGRN tendría efectos en un principio básico en 
el procedimiento civil, el principio “dispositivo”, ya que, de atender a los 
argumentos de la DGRN, en el caso de que las partes hubieran dispuesto 
llegar a un acuerdo, la eficacia de éste sería inferior a la de la sentencia que 
se dictara de existir conflicto, cuestión ésta incoherente dentro del ámbito 
procesal. 
 
En apoyo a este criterio, debe citarse la sentencia de la Audiencia provincial 
de Murcia de 6 de marzo de 2017 (SAP MU 432/2017), que sin entrar 
directamente a resolver la cuestión aquí interesada, puesto que estima un 
recurso de apelación por otros motivos4, sí cita parte del contenido de la 

                                                 
4  Se confirmaba en la sentencia una nota de calificación (objeto de la RDGRN de 3 de 
marzo de 2015, citada antes en la nota al pie 2) en la que el registrador se negó a inscribir un 
auto de homologación de un acuerdo entre las partes relativo a un considerable exceso de 
cabida de una finca, que pasaba de 13227,87 a 39270,80 metros cuadrados. Para la Audiencia, 
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sentencia del juzgado “a quo” que resuelve afirmando la suficiencia del auto 
de homologación, y su valor análogo al de una sentencia: 
 
“Finalmente, destaca la juez a quo la suficiencia del auto de homologación a 
los efectos discutidos en este Juicio Verbal, con alusiones al texto del ya 
citado art. 1809 del CC y la doctrina jurisprudencial que lo interpreta y 
aplica y con igual llamada a los arts. 415 y 1.816 de la propia ley de 
enjuiciar, todo ello para alcanzar conclusión sobre su valor análogo al de 
una sentencia y sobre, sobre su ejecutoriedad y sobre valor a los efectos de 
inscripción registral solicitados, entendiendo no ajustado a Derecho el 
criterio de la DGRN.” 
 
Por tanto, la conclusión es que el auto que homologa una transacción 
judicial sí tiene plenos efectos y validez, y son los mismos que los de 
cualquier Sentencia dictada en un procedimiento contencioso (arts. 517 y 
SS. LEC), puesto que una vez que adquiere firmeza produce efecto de “cosa 
juzgada material”5. 
 
 
III EL AUTO COMO DOCUMENTO PÚBLICO. 
 
Otra de las cuestiones que se debe analizar, al hilo de la doctrina de 
la DGRN, es la referida a si debe o no considerarse la transacción 
judicial alcanzada en sede procesal, junto con el Auto de 

                                                                                                                                               
entrando en el fondo del acuerdo, “su inscripción efectivamente vulneraría las garantías 
jurídicas de los colindantes, aun por otro viento, no llamados al litigio declarativo”.  
 
5  En la regulación anterior a la vigente Ley de Enjuiciamiento Civil, al plantearse las 
posibilidades de extensión de la doctrina recogida en las resoluciones de 25 de febrero y de 9 y 10 de 
marzo de 1988, que admitieron la inscripción de los convenios reguladores en los casos de separación y 
divorcio, a los casos de transacción judicial, CABELLO DE LOS COBOS Y MANCHA (“Contrato de 
transacción: Título inscribible. Comentario a las Resoluciones de la Dirección General de los Registros y 
del Notariado de 25 de febrero, 9 y 10 de marzo de 1988”. En Revista Crítica de Derecho Inmobiliario. 
Año LXVII; número 603; marzo-abril 1991) escribió: “Nosotros entendemos que el testimonio del auto 
aprobatorio de la transacción judicial como la certificación o testimonio del acta que contiene la 
avenencia en conciliación no son directamente inscribibles, y por las mismas razones apuntadas para este 
último caso. Otra cosa distinta es que el Juez en ejecución de la transacción judicial "procesal" —1.816 
CC— dicte un nuevo auto —mejor que una providencia— acordando la virtualidad del efecto declarativo 
o constitutivo de la misma. Siendo inscribible éste por testimonio y no aquél, por contener una decisión 
judicial. La transacción judicial que consta en documento privado no es formalmente una sentencia (la de 
condena daría lugar en último término a la indemnización sustitutoria). La naturaleza jurídica de la 
aprobación judicial no reviste a la transacción del carácter de decisión judicial”. 
 Obsérvese la relación que puede tener esta referencia a la posibilidad de que el juez acuerde la 
virtualidad del efecto de la transacción con la RDGRN de 13 de abril de 2000, a la que nos referiremos 
también en este trabajo, firmada por el mismo autor en su condición ya entonces de Director General de 
los Registros y del Notariado, para un caso en el que se admitió la inscripción atendiendo al dato de que la 
propia magistrada-juez había dejado expresamente la protocolización del acuerdo a la voluntad de las 
partes. 
 Por su parte, bajo la vigencia ya de la Ley de Enjuiciamiento Civil de 2000, la RDGRN de 2 de 
octubre de 2015 (BOE 22-10), en un caso relativo a un acuerdo sobre extinción de condominio, declara 
que “debe afirmarse que dado que el acuerdo transaccional se equipara al documento privado aunque esté 
homologado judicialmente, especialmente cuando el Juez no lo considera directamente como título 
inscribible, y que el contenido de la transacción realizada se separa de la extinción de comunidad en 
sentido estricto y, por tanto, de la aplicación de las reglas de la partición de herencia; puede afirmarse que 
no tenemos ni título formal adecuado (cfr. Artículo 3 de la Ley Hipotecaria) ni modo o entrega posesoria 
de la cosa (cfr. Artículos 2 de la Ley Hipotecaria y 609 y 1462 del Código Civil) por lo que no puede 
procederse a la inscripción”. De nuevo se hace una referencia expresa a esa posibilidad, en el caso 
concreto, de que sea el juez el que “considere directamente inscribible” el documento privado 
homologado judicialmente. En esa dirección, cabría preguntarse si, tratándose de una resolución que 
expresamente valore la directa inscribibilidad del auto homologatorio, se está abriendo una vía por la que 
la Dirección General admitiría una suavización de su propia línea doctrinal.  
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homologación, así como el testimonio del mismo, documento 
público. 
 
La propia doctrina, ha considerado en contraposición a lo dispuesto por la 
DGRN que los documentos resultantes de la aprobación de una transacción 
por vía del art. 19.2 LEC son documentos públicos, (veáse el artículo 
publicado por Joaquín Delgado, Registrador de la Propiedad en la página 
web regispro.es, bajo el título “El auto de homologación de una transacción 
judicial sí es título formal inscibible. Crítica de la doctrina de la DGRN”6  
 
Joaquín Delgado, señala con acierto en sus conclusiones que: 
“Hemos de partir de que la Ley Hipotecaria, tras definir en su artículo 1 
cuál es el objeto del registro de la propiedad, y concretar en su artículo 2 
cuáles son los títulos inscribibles, añade en su artículo 3 que “Para que 
puedan ser inscritos los títulos expresados en el artículo anterior, deberán 
estar consignados en escritura pública, ejecutoria o documento auténtico 
expedido por Autoridad judicial o por el Gobierno o sus Agentes, en la forma 
que prescriban los reglamentos.” 

Por su parte, la Ley de Enjuiciamiento Civil establece en su artículo 
319 que “los documentos públicos comprendidos en los números 1.º 
a 6.º del artículo 317(entre los que se encuentran no sólo “los 
autorizados por notario con arreglo a derecho”, sino también, entre otros, 
“las resoluciones y diligencias de actuaciones judiciales de toda 
especie y los testimonios que de las mismas expidan los Secretarios 
Judiciales”), “harán prueba plena del hecho, acto o estado de cosas 
que documenten, de la fecha en que se produce esa documentación 
y de la identidad de los fedatarios y demás personas que, en su caso, 
intervengan en ella.” 

Por tanto, no cabe dudar de que el auto judicial, en tanto que 
resolución emanada de la autoridad judicial, es un documento 
público y auténtico. Como no cabe dudar de que el testimonio de dicho 
auto firme, expedido por el Letrado de la Administración de Justicia, 
también lo es. Si el registrador dudara de ello, probablemente hubiera 
denegado incluso la práctica del asiento de presentación, lo que no es el 
caso. 

Lo que el registrador afirmó en su calificación, apoyándose en la 
doctrina reciente de la DGRN, es que el acuerdo transaccional 
homologado por el referido auto judicial, sigue siendo un acuerdo 
privado, y que ni la aprobación judicial ni su constancia documental en el 
testimonio expedido por el Letrado de la Administración de Justicia 
confieren a dicho acuerdo el carácter de acuerdo formalizado en documento 
público, sino que sigue siendo un acuerdo privado que necesita ser elevado 
a escritura pública para poder ser inscrito en el registro de la propiedad.” 

Tras ello concluye que: 
 
“1.- Que el auto judicial por el que se aprueba y homologa un 
acuerdo transaccional con el que se pone fin al pleito es una de las 
                                                 
6  https://regispro.es/el-auto-de-homologacion-de-una-transaccion-judicial-si-es-titulo-formal-
inscribible-critica-de-la-doctrina-en-contra-de-la-dgrn/ 

https://regispro.es/el-auto-de-homologacion-de-una-transaccion-judicial-si-es-titulo-formal-inscribible-critica-de-la-doctrina-en-contra-de-la-dgrn/
https://regispro.es/el-auto-de-homologacion-de-una-transaccion-judicial-si-es-titulo-formal-inscribible-critica-de-la-doctrina-en-contra-de-la-dgrn/
https://regispro.es/el-auto-de-homologacion-de-una-transaccion-judicial-si-es-titulo-formal-inscribible-critica-de-la-doctrina-en-contra-de-la-dgrn/
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resoluciones que tiene consideración legal de documento público. 
(art 317.1 LEC) 

2.- Que los testimonios que de tales autos expidan los Secretarios 
Judiciales, también se considera documento público. (art 317.1). 
Además, conforme al artículo 281 de la LOPJ “El Secretario es el único 
funcionario competente para dar fe con plenitud de efectos de las 
actuaciones judiciales, correspondiéndole también la facultad de 
documentación en el ejercicio de sus funciones” (…) y “La plenitud de la fe 
pública en los actos en que la ejerza el Secretario no precisa la intervención 
adicional de testigos”.” 

Queda claro en el análisis realizado por Joaquín Delgado, que en todo caso, 
los documentos resultantes de la aprobación de un acuerdo o transacción 
judicial (auto de homologación, testimonio del auto y acuerdo) constituyen 
documentos públicos, y por tanto, de conformidad con lo dispuesto en el art. 
3 de la Ley Hipotecaria, éstos deben tener carta de naturaleza plena para 
tener acceso al Registro de la Propiedad, ello siempre que reúnan el resto 
de requisitos necesarios para su inscripción, cuestión esta última que sí 
debe ser aceptada en sede judicial o procesal. 
 
Un refuerzo a la cualidad y eficacia que tiene el auto de homologación es 
que éste es ejecutable por los trámites de la ejecución de título judicial, lo 
cual dota al documento de los privilegios propios de este tipo de 
resoluciones (arts. 517 y SS. LEC), como por ejemplo la posibilidad de 
acordar en el decreto el embargo de bienes sin necesidad de previo 
requerimiento de pago. 
 
De continuar la DGRN manteniendo este criterio, no sólo está descuidando 
el reconocimiento de las disposiciones de la Ley de Enjuiciamiento Civil, 
ordenamiento jurídico a cuyo amparo nacen los documentos objeto de 
controversia, sino que incurre en apreciables contradicciones doctrinales. 
 
En relación a lo anterior se analiza el art. 640 LEC, precepto que regula el 
convenio de realización aprobado por el Letrado de la Administración de 
Justicia en sede de ejecución: 
 
“1. El ejecutante, el ejecutado y quien acredite interés directo en la 
ejecución podrán pedir al Secretario judicial responsable de la misma que 
convoque una comparecencia con la finalidad de convenir el modo de 
realización más eficaz de los bienes hipotecados, pignorados o embargados, 
frente a los que se dirige la ejecución. 

2. Si el ejecutante se mostrare conforme con la comparecencia y el 
Secretario judicial no encontrare motivos razonables para denegarla, la 
acordará mediante diligencia de ordenación, sin suspensión de la ejecución, 
convocando a las partes y a quienes conste en el proceso que pudieren 
estar interesados. 

En la comparecencia, a la que podrán concurrir otras personas, por 
invitación de ejecutante o ejecutado, los asistentes podrán proponer 
cualquier forma de realización de los bienes sujetos a la ejecución y 
presentar a persona que, consignando o afianzando, se ofrezca a adquirir 
dichos bienes por un precio previsiblemente superior al que pudiera lograrse 
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mediante la subasta judicial. También cabrá proponer otras formas de 
satisfacción del derecho del ejecutante. 

3. Si se llegare a un acuerdo entre ejecutante y ejecutado, que no pueda 
causar perjuicio para tercero cuyos derechos proteja esta ley, lo aprobará el 
Secretario judicial mediante decreto y suspenderá la ejecución respecto del 
bien o bienes objeto del acuerdo. También aprobará el acuerdo, con el 
mismo efecto suspensivo, si incluyere la conformidad de los sujetos, 
distintos de ejecutante y ejecutado, a quienes afectare. 

Cuando el convenio se refiera a bienes susceptibles de inscripción registral 
será necesaria, para su aprobación, la conformidad de los acreedores y 
terceros poseedores que hubieran inscrito o anotado sus derechos en el 
Registro correspondiente con posterioridad al gravamen que se ejecuta. 

4. Cuando se acreditare el cumplimiento del acuerdo, el Secretario judicial 
sobreseerá la ejecución respecto del bien o bienes a que se refiriese. Si el 
acuerdo no se cumpliere dentro del plazo pactado o, por cualquier causa, no 
se lograse la satisfacción del ejecutante en los términos convenidos, podrá 
éste pedir que se alce la suspensión de la ejecución y se proceda a la 
subasta, en la forma prevista en esta ley. 

5. Si no se lograse el acuerdo a que se refiere el apartado tercero de este 
artículo, la comparecencia para intentarlo podrá repetirse, en las 
condiciones previstas en los dos primeros apartados de este artículo, 
cuando las circunstancias del caso lo aconsejen, a juicio del Secretario 
judicial, para la mejor realización de los bienes.” 

Fíjese que en definitiva, este precepto dispone que el acuerdo sea aprobado 
por el letrado de la Administración de Justicia en sede judicial, este 
precepto admite (en sede de ejecución) la libre disposición de las partes, 
incluso con intervención de terceros ajenos al procedimiento judicial, y 
termina señalando que si el acuerdo fuera susceptible de inscripción 
registral será necesaria para su aprobación la conformidad de los 
acreedores y terceros que hubieran inscrito sus derechos en el registro con 
posterioridad. 
 
Por otro lado, el art. 673 LEC dispone que: 
 
“Artículo 673. Inscripción de la adquisición: título. 

Será título bastante para la inscripción en el Registro de la 
Propiedad el testimonio, expedido por el Secretario judicial, del 
decreto de adjudicación, comprensivo de la resolución de aprobación del 
remate, de la adjudicación al acreedor o de la transmisión por convenio 
de realización o por persona o entidad especializada, y en el que se 
exprese, en su caso, que se ha consignado el precio, así como las demás 
circunstancias necesarias para la inscripción con arreglo a la legislación 
hipotecaria. 

El testimonio expresará, en su caso, que el rematante ha obtenido 
crédito para atender el pago del precio del remate y, en su caso, el depósito 
previo, indicando los importes financiados y la entidad que haya concedido 
el préstamo, a los efectos previstos en el artículo 134 de la Ley 
Hipotecaria.” 
 
Este precepto, garantiza la inscripción registral del título expedido a 
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consecuencia del acuerdo o transacción reflejada en el “convenio de 
realización”, siempre que se cumplan y respeten el resto de normas 
recogidas en la Ley Hipotecaria, como ya se expuso, pero no pudiendo 
inadmitir la inscripción alegando que el acuerdo es un documento privado, 
con independencia de su aprobación. 
 
Pues bien, el contenido, alcance y garantías que el art. 640 LEC otorga a la 
transacción judicial no puede entenderse más amplia que la que hace el 
legislador en el art. 19.1 LEC, ya que el art. 640 LEC matiza más si cabe los 
límites del control por parte del Letrado de la Administración de Justicia en 
el supuesto de que las partes acuerden la forma de realización del bien. 
 
Al margen, y para concluir, tanto el juez o magistrado como el letrado de la 
Administración de Justicia, en su labor diaria, están sometidos al principio 
de legalidad, y en todo caso, por nimia que sea la tarea que debe 
desempeñar en cada caso, deben asegurar y estar al cumplimiento efectivo 
y real del referido principio. 
 
Por tanto, en ningún caso podría defenderse que la actuación del juez o 
magistrado a la hora de revisar una transacción judicial es tan limitada que 
aquel documento no deba considerarse público, o como se expuso en el 
punto anterior, que aquella resolución tenga menor entidad que una 
sentencia dictada en un procedimiento contencioso. 
 
El criterio de la DGRN obliga a las partes a acudir a la notaría para la 
protocolización del documento judicial. 
 
En este caso la actuación del Notario, como bien señala Joaquín Delgado en 
su artículo, poca o ninguna garantía adicional va a añadir a la resolución o 
testimonio de la resolución que aprueba el convenio, ya que se eleva a 
público un documento que ya de por sí, procesalmente es considerado 
documento público, y por referencia al art. 3 de la Ley Hipotecaria también 
debe ser considerado público. 
 
El Juez ha tenido que verificar y comprobar todos los elementos referidos a 
la capacidad de las partes, y ha debido examinar el documento del acuerdo 
para determinar que no es contrario al orden público y que no se trata de 
una cuestión prohibida por la ley. 
 
El Notario, por tanto, se va a limitar a elevar a público un documento 
público, es decir a incorporarlo a su protocolo a través del otorgamiento de  
una escritura o de la simple autorización de un acta notarial cuyo objeto se 
limitará a la reproducción del acuerdo y su homologación judicial. 
 
En efecto, el documento notarial, ni siquiera va a poder modificar las 
cuestiones ya revisadas en sede judicial, más allá de verificar la capacidad 
de las partes que soliciten su elevación a público, puesto que no puede 
modificarse ni el alcance, ni el contenido del acuerdo, y menos aún la 
resolución que la aprueba, motivo por el que debe reiterarse que parece 
innecesario cargar a las partes con la obligación de acudir a sede notarial 
para obtener un documento público, elaborado sobre la base de otro 
documento público, y respecto al cual nada va a aportar. 
 
Surge aquí otra cuestión que quedaría en el aire, ¿qué ocurriría, en los 
casos en que proceda, si sólo una de las partes solicita el otorgamiento de 
escritura?, ¿qué validez tendría el documento obtenido? 
 
Finalmente destacar que también la jurisprudencia, aunque no ha abordado 
específicamente la problemática tratada, sí ha reconocido expresamente ese 
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valor de documento público a los autos de homologación de transacciones, 
y así ejemplo, la sentencia nº 377/2015 de 13-10-2015 de la sección 4ª de 
la Audiencia Provincial de las Palmas de Gran Canaria (Roj: SAP GC 
2172/2015 - ECLI: ES:APGC:2015:2172 Id Cendoj: 
35016370042015100364, Ponente: EMMA GALCERAN SOLSONA) cuando 
señala que:“… y ello resulta tanto de los dos documentos públicos no 
impugnados, aportados por la propia actora, a saber, el Auto judicial 
citado, aportado mediante testimonio con el valor legal de 
certificación fehaciente, conforme a lo establecido en el art. 145 LEC , 
puesto en relación con el art. 317-1º LEC y art. 318 LEC , con la 
consiguiente fuerza probatoria de dicho documento público ( art. 318), es 
decir, la establecida en el art. 319 LEC , al no haberse impugnado su 
autenticidad, e igualmente, la escritura pública de declaración de obra 
nueva citada, es un documento público, aportado mediante copia simple 
( art. 318 y 317-2º LEC ), cuya autenticidad no fue impugnada, de modo 
que ambos documentos públicos hacen prueba plena ( art. 319-1 LEC ), del 
hecho, acto o estado de cosas que documenten, de la fecha y de la 
identidad de los fedatarios y demás personas que intervengan.” 
 
Y el propio Tribunal Supremo (Roj: STS 3175/2014 - ECLI: 
ES:TS:2014:3175 Id Cendoj: 28079110012014100401 Órgano: Tribunal 
Supremo. Sala de lo Civil, Sección: 1 Fecha: 18/07/2014 Nº de Recurso: 
2037/2012 Nº de Resolución: 438/2014 Procedimiento: CIVIL Ponente: 
JOSE ANTONIO SEIJAS QUINTANA) ha señalado que: “La declaración del 
donante y del donatario, tratándose de inmuebles, cumplimenta lo 
dispuesto en el artículo 633 del Código Civil , respecto de la exigencia de 
escritura pública, mediante su inclusión en el citado convenio, que tiene 
valor de documento público, sin necesidad del otorgamiento ulterior 
escritura pública para su formalización al tratarse de una medida que 
afecta a la vivienda familiar tomada en el marco propio de la solución de la 
crisis familiar objeto del convenio, con acceso al Registro de la 
Propiedad para su inscripción.” 
 
 
IV ANÁLISIS EL ALCANCE Y CONTENIDO DEL ACUERDO 
TRANSACCIONAL. 
 
Es muy posible, que la cuestión aquí tratada sea consecuencia de una mala 
interpretación o plasmación del alcance y contenido de la “transacción” o 
“acuerdo”. Esto es así porque no en todo caso las partes y por ende el juez 
o magistrado, o el letrado de la Administración de Justicia, aprueban una 
transacción “completa”, es decir, no en todos los supuestos el acuerdo es 
susceptible de inscripción, ya que no aparecen determinados todos los 
elementos del negocio jurídico. 
 
Como se expone, la gran mayoría de transacciones únicamente fijan las 
bases de un posterior entendimiento o acuerdo definitivo, el cual, terminada 
la vía judicial sí deberá tener entrada en la notaría, ya que será en aquella 
sede en la que se le deba dar forma definitiva a los negocios jurídicos 
contenidos en las bases de la transacción aprobada judicialmente, es decir, 
será en la notaría donde se deba materializar el contenido del acuerdo 
definitivo, pero no a través de una mera protocolización7. 

                                                 
7  Sería deseable, en estos casos de contenido insuficiente, una intervención activa por parte del 
juzgado, en la línea de impedir la aprobación de acuerdos cuyo contenido sea incompleto. O, al menos, de 
que la aprobación se complete con la advertencia expresa de la no susceptibilidad de inscripción del 
acuerdo homologado sin la escritura subsiguiente. Se trataría de casos, desde el punto de vista del 
contenido, en los que lo acordado se ha quedado en meros compromisos de alcance obligacional, en los 
que nadie discute que no accederá al registro la resolución judicial, pero por razones relacionadas con la 
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En este caso queda claro que sí es necesario acudir a la vía notarial, pero no 
se entiende que existiendo una transacción en la que consten todos los 
elementos del negocio jurídico que se pretenda inscribir, y todos ellos, como 
se ha venido exponiendo, han sido revisados extensamente en sede judicial, 
se daba sancionar a las partes con la necesidad de acudir al Notario a 
protocolizar un documento público y completo, con la garantía que la 
procedencia judicial debe aportar, y con la seguridad jurídica dada por el 
ordenamiento jurídico procesal, que es a todas luces más garantista que 
cualquier otra norma procedimental. 
 
Desde otro punto de vista, y aun en los casos en los que aparezca resuelta 
la cuestión relativa al contenido concreto del acuerdo, otro interrogante que 
se plantea, al ponerlo en relación con el Registro de la Propiedad, es el 
siguiente: ¿tiene el testimonio del auto de homologación el mismo valor que 
una escritura para considerarlo propiamente como modo de adquirir o 
tradición? 
 
El acuerdo transaccional traslativo requiere, para producir el efecto que nos 
interesa en este trabajo, esto es, para acceder al Registro de la Propiedad, 
no sólo título, es decir, el contrato a que se refiere el artículo 1809 del 
Código Civil debidamente homologado, con un contenido completo y un 
consentimiento claro dirigido a producir un efecto de trascendencia real 
inmobiliaria, sino también un modo de adquirir o tradición (artículo 609 del 
Código Civil) porque sin tradición no se produce la transmisión del derecho 
real que el Registro habrá de publicar, esto es, no tenemos título inscribible 
en sentido material (artículo 1 de la Ley Hipotecaria).  
 
En relación con el requisito de la traditio, para defender la posición actual 
de la DGRN se parte de la idea de que para aceptar un medio distinto de la 
escritura (artículo 1462.2 del Código Civil) como modo de adquirir o 
tradición, en este caso, para darle esa condición al testimonio comprensivo 
del auto de homologación de la transacción judicial, debería existir una 
norma con rango de ley (pues en esta materia existe reserva de ley) que le 
conceda  ese carácter. Pero no existe esa norma en este caso.  
 
La norma legal que se reclama para la transacción judicial sí existe, se nos 
quiere hacer notar como contraste desde esta opinión, en otros casos. Se 
cita, en concreto, el artículo 674 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, relativo a 
la subasta judicial de inmuebles. Y, en relación con este artículo, se trae a 
colación la doctrina del Tribunal Supremo recogida en sentencias como la de 
10 de diciembre de 1991 (antes de la actual Ley de Enjuiciamiento Civil) y 
la de 14 de julio de 2015 (bajo su vigencia) con arreglo a la cual si, con 
anterioridad, se hacía coincidir la consumación de la venta de bienes 
inmuebles, en los casos subasta, con el otorgamiento de la escritura pública 
(pues éste equivale a la entrega de la cosa, en virtud de la tradición 
instrumental a que se refiere el artículo 1462 del Código Civil), en la 
actualidad, al haberse sustituido la necesidad de otorgar escritura pública 
por el auto de adjudicación, y ahora por el testimonio del decreto de 
adjudicación en el que se comprende la resolución aprobatoria del remate 
                                                                                                                                               
falta de título en sentido material, esto es, porque no tenemos un acto que produzca efectos de 
trascendencia real. Y son, por otra parte, los casos en los que lo que faltan son otros requisitos de alcance 
registral, porque siendo claro el consentimiento actual de eficacia real inmobiliaria, la inscripción no se 
pueda practicar por diversas razones (descripción de los inmuebles, datos catastrales, requisitos 
urbanísticos o administrativos de diversa índole, declaraciones especiales de vivienda, arrendamientos, 
etc..., circunstancias personales, datos de entidades...). En estos casos, sería bueno tratar de filtrar el 
contenido de los acuerdos, familiarizarse con formularios contrastados en función de cada tipo de actos y, 
si no influir directamente en el contenido del acuerdo, sí, al menos, anticipar a las partes del carácter 
limitado, frente al registro, de la titulación que se les va a entregar. 
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(artículo 674 de la Ley de Enjuiciamiento Civil), será este último el 
momento en que debe entenderse producida la transmisión del bien de 
acuerdo con lo dispuesto en la legislación civil. 
 
En realidad, a la pregunta de si cabe reconocer efecto traditorio al 
documento judicial en el que se formaliza el acuerdo transaccional, y así, 
considerar posible su inscripción, se puede responder de tres formas: 
 
1º) Seguir la postura actual de la DGRN. El documento judicial aprobatorio 
y comprensivo de la transacción no implica tradición. Falta norma legal que 
le dé ese carácter y no cabe la analogía con el artículo 674 citado, ni por 
tanto la extensión a ese caso de la doctrina jurisprudencial sobre el valor 
traditorio del testimonio del decreto de adjudicación. En consecuencia, la 
adquisición del derecho real no se entenderá producida sin el otorgamiento 
de la escritura pública o la protocolización del acuerdo y, por esa razón, no 
cabrá la inscripción.  
 
2º) Seguir una postura intermedia según la cual cabrá la inscripción directa 
del auto aprobatorio de la transacción completado, no con la escritura o 
acta de protocolización correspondiente, sino con el título que documente la 
consiguiente entrega material del bien. Esto es, en el caso de que hubiera 
habido entrega voluntaria, con el título que está previsto legalmente para 
tal fin: el acta notarial del artículo 179 del Reglamento Notarial. Y en el caso 
de que no se produjera voluntariamente dicha entrega material, con la 
resolución en que desemboque la solicitud judicial de ejecución del  acuerdo 
transaccional homologado. Por uno u otro camino, la adquisición real 
quedaría consumada al unirse al título judicial la entrega material.  
 
3º) Seguir la postura de que el auto de homologación judicial de la 
transacción produce por sí los mismos efectos que la tradición producida a 
través de la escritura. No se necesita, pues, ni el otorgamiento de una 
escritura ni la autorización de un acta de protocolización, tampoco la 
acreditación documental de la entrega de la posesión. Desde esta postura 
se contestaría: 
 
A los que consideran que el testimonio del auto aprobatorio no es la 
escritura pública que implique tradición, y que no existe norma legal que le 
otorgue esa condición, que, en realidad, no es necesaria la existencia de 
norma legal expresa cuando tenemos ya esa línea jurisprudencial que 
declara que el decreto de adjudicación es igual a tradición, sin que exista 
razón alguna que impida aplicar idéntica interpretación para el testimonio 
del auto que homologa la transacción. Por otra parte, ya hemos visto lo que 
resulta de los artículos 640 y 673 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, relativos 
a los casos de convenio de realización, preceptos con los que parece todavía 
más sencillo apreciar la identidad de razón para sostener que el testimonio 
implica tradición y facilita directamente la inscripción. 
 
Y a los que llaman la atención sobre los casos de entrega diferida de la 
efectiva posesión, que de la misma forma que se acepta que el decreto de 
adjudicación en un procedimiento de ejecución produce el efecto traditorio 
aun cuando pueda haberse producido el lanzamiento del deudor mucho 
tiempo después, no existe razón que impida aplicar idéntico esquema 
mental para los casos de homologación de la transacción judicial. De esta 
forma, se reconoce al testimonio del auto de homologación del acuerdo 
transaccional también el efecto traditorio que completa la transmisión del 
derecho real, sin que el lanzamiento que prevé el artículo 703 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil, y la consiguiente entrega del inmueble a quien solicita 
la ejecución del acuerdo transaccional, suponga nada más que una puesta 
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en posesión a favor de quien ya es propietario o titular, como ocurre con los 
casos de subasta judicial. 
 
 
V LA TRANSACCIÓN Y LA DIVISIÓN DE PATRIMONIOS 
 
Otro gran debate que se ha creado a nivel doctrinal es la cuestión referente 
a la necesidad o no de protocolizar los documentos obtenidos en sede de los 
procedimientos de división de patrimonios regulados en los arts. 782 y SS, 
referidos a la división judicial de la herencia y sobre todo a la liquidación del 
régimen económico matrimonial. 
 
Es en este último supuesto donde más doctrina de la DGRN encontramos, y 
donde más problema está surgiendo en la práctica. 
 
Previo a analizar las resoluciones que en este extremo ha dictado la DGRN 
se pasará a fijar el supuesto de hecho. 
 
Ocurre con demasiada frecuencia, que las partes, una vez finalizado el 
procedimiento de separación, nulidad o divorcio, y acabada por tanto el 
contencioso en este sentido, solicitan de común acuerdo la liquidación de la 
sociedad de gananciales, interponiendo una demanda de liquidación, al 
amparo de los arts. 806 y SS LEC, pero haciendo al mismo tiempo 
referencia al art. 777 LEC, es decir, solicitando que aquel acuerdo se 
tramite de la misma forma que un divorcio o separación de mutuo acuerdo, 
con la subsiguiente ratificación y aprobación, generalmente por decreto del 
letrado de la Administración de Justicia, que sería el órgano competente 
para aprobar los acuerdos de conformidad con lo dispuesto en los arts. 809 
y SS. LEC. 
 
Un segundo supuesto aparece en sede de la comparecencia regulada en el 
art. 809 LEC, es decir, en el momento fijado por la ley para proceder a 
determinar el inventario. 
 
Es común que en la referida comparecencia las partes aporten un acuerdo 
para la aprobación del mismo, un acuerdo que integre no sólo el inventario 
de la sociedad de gananciales, o en su caso del régimen de participación, 
sino que las partes lleguen a un acuerdo global sobre el inventario, avalúo y 
adjudicación de los bienes, acuerdo que por otro lado les ahorra una 
penitencia a nivel económico y judicial, ya que con esta alternativa ahorran 
dos juicios contenciosos, con la posibilidad de apelación, y el pago de los 
emolumentos de peritos y contador partidor. 
 
Pues bien, ¿qué valor tiene el acuerdo alcanzado por las partes?, la propia 
Ley de Enjuiciamiento Civil, en su art. 810 LEC, en relación con el art. 788 
LEC dispone: 

“Artículo 810. Liquidación del régimen económico matrimonial. 

1. Concluido el inventario y una vez firme la resolución que declare 
disuelto el régimen económico matrimonial, cualquiera de los cónyuges 
podrá solicitar la liquidación de éste. 

2. La solicitud deberá acompañarse de una propuesta de liquidación que 
incluya el pago de las indemnizaciones y reintegros debidos a cada cónyuge 
y la división del remanente en la proporción que corresponda, teniendo en 
cuenta, en la formación de los lotes, las preferencias que establezcan las 
normas civiles aplicables. 
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3. Admitida a trámite la solicitud de liquidación, el Secretario judicial 
señalará, dentro del plazo máximo de diez días, el día y hora en que los 
cónyuges deberán comparecer ante el mismo al objeto de alcanzar un 
acuerdo y, en su defecto, designar contador y, en su caso, peritos, para la 
práctica de las operaciones divisorias. 

4. Cuando, sin mediar causa justificada, alguno de los cónyuges no 
comparezca en el día señalado, se le tendrá por conforme con la propuesta 
de liquidación que efectúe el cónyuge que haya comparecido. En este caso, 
así como cuando, habiendo comparecido ambos cónyuges, lleguen a un 
acuerdo, se consignará éste en el acta y se dará por concluido el acto, 
llevándose a efecto lo acordado conforme a lo previsto en los dos 
primeros apartados del artículo 788 de esta Ley. 

5. De no lograrse acuerdo entre los cónyuges sobre la liquidación de su 
régimen económico-matrimonial, se procederá, mediante diligencia, al 
nombramiento de contador y, en su caso, peritos, conforme a lo establecido 
en el artículo 784 de esta ley, continuando la tramitación con arreglo a lo 
dispuesto en los artículos 785 y siguientes.” 

“Artículo 788. Entrega de los bienes adjudicados a cada heredero. 

1. Aprobadas definitivamente las particiones, el Secretario 
judicial procederá a entregar a cada uno de los interesados lo que 
en ellas le haya sido adjudicado y los títulos de propiedad, 
poniéndose previamente en éstos por el actuario notas expresivas 
de la adjudicación. 

2. Luego que sean protocolizadas, el Secretario judicial dará a los 
partícipes que lo pidieren testimonio de su haber y adjudicación 
respectivos. 

3. No obstante lo dispuesto en los apartados anteriores, cuando se haya 
formulado por algún acreedor de la herencia la petición a que se refiere el 
apartado 4 del artículo 782, no se hará la entrega de los bienes a ninguno 
de los herederos ni legatarios sin estar aquéllos completamente pagados o 
garantizados a su satisfacción.” 

El art. 810 LEC, precepto que resuelve el proceder en la liquidación del 
régimen de gananciales, remite directamente al art. 788 LEC, el cual hay 
que revisar detenidamente para comprobar los extremos del mismo. 

Sin perjuicio del análisis que se realizará una vez se proceda al estudio de la 
doctrina de la DGRN, hay que apuntar varias cuestiones relevantes.  

La primera es la mención a que el Letrado de la Administración de Justicia 
procederá a entregar a cada uno de los interesados lo que en ellas le haya 
sido adjudicado y los títulos de propiedad, poniéndose previamente en éstos 
por el actuario notas expresivas de la adjudicación. 

Comentando primero esto último, hay que apuntar que en muy pocos 
casos, o en ninguno, se aportan directamente los títulos de propiedad por 
las partes, bien por no disponer de ellos o bien por entender que no es 
necesario, ya que una mera nota simple expedida por el Registro puede ser 
suficiente para justificar no sólo la existencia y titularidad del bien sino, 
además, su actualización al momento que interesa, en el que la situación 
registral de la finca puede haber experimentado cambios esenciales 
posteriores a su adquisición. No parece preceptivo, pues, que tenga que ser 
precisamente la misma copia autorizada entregada al propietario cuando 
adquirió la que se aporte al procedimiento cuando cualquier otra copia o, 
mejor, una información registral, será suficiente. 
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Lo que interesa destacar, al respecto, es cómo el legislador da al letrado de 
la Administración de Justicia, una posición claramente asimilable a la del 
notario autorizante de una escritura, acercando ésta formalmente al 
documento que el letrado judicial emite. Al obligarle, se entiende que en el 
caso de que se le aporte el título de adquisición, a poner sobre él las “notas 
expresivas de la adjudicación”, está enlazando con lo que establece el 
artículo 174.2 del Reglamento Notarial. Al referirse, si se presentan, a la 
aportación por parte de los otorgantes de su título de adquisición, se 
establece en dicho artículo: En los títulos o documentos presentados o 
exhibidos al Notario con aquel objeto, y al margen de la descripción de la 
finca, o fincas o derechos objeto del contrato, se pondrá nota expresiva de 
la transmisión o acto realizado, con la fecha y firma del Notario autorizante. 
Cuando fueren varios los bienes o derechos, se pondrá una sola nota al pie 
del documento. 
 
Se trata de una nota, generalmente manuscrita, que se pone al margen de 
la descripción de la finca en la copia que se aporta y que indica que esa 
finca en concreto ya ha sido objeto de transmisión o adjudicación, evitando 
que sea utilizada como título de propiedad por el dueño que dejó de serlo. 
 
Luego está la confusa mención a la “entrega” por parte del letrado de la 
Administración de Justicia, que si tuviera que tomarse en sus términos 
literales, habría de interpretarse como relacionada con la entrega de los 
bienes muebles, pero que también podría ponerse en relación con el 
requisito de la “traditio” en relación a los bienes inmuebles. 
 
A la vista de todo ello, parece defendible pensar que un título que incorpora 
la aprobación judicial del acuerdo y que ha sido expedido por un fedatario 
que, además de estar investido de facultades legales incontestables, ha 
adoptado las mismas cautelas que tomaría el notario en la autorización de 
la escritura y que completa su intervención incluso con la entrega efectiva, 
material o ficta, de la posesión, lo que permite llegar a pensar que se trata 
de un acto completo a efectos de inscripción, ¿por qué no puede 
presentarse con ese fin directamente en el registro?.  

Y por último, la cuestión de enviar a protocolizar, ¿es necesario enviar a 
protocolizar un acuerdo alcanzado en sede judicial y aprobado por el letrado 
de la Administración de Justicia, funcionario que ejerce sus funciones con 
carácter de Autoridad, y que además de ostentar la atribución para aprobar 
los acuerdos en los referidos casos, ostenta con exclusividad e 
independencia la fe pública judicial?, ¿acaso el protocolo notarial va a dotar 
de más garantías al documento?, y como se expuso anteriormente, ¿al 
proceder a esta protocolización, podrá el notario analizar los extremos 
contenidos en el acuerdo ya aprobado por el letrado de la Administración de 
Justicia?, puesto que el decreto únicamente es modificable por aquel que 
dictó su resolución en atención a lo dispuesto en los arts. 214 y SS. LEC. 

No puede obviarse que el legislador no ha afinado en demasía en las 
sucesivas reformas procesales publicadas desde la entrada en vigor en 2001 
de la Ley de Enjuiciamiento Civil, los preceptos que regulan la división de 
patrimonios, como le ha sido solicitado por la doctrina, debiendo advertir 
que el legislador parte de una conciencia y una configuración de estos 
procedimientos más propia de otras épocas, es suficiente una rápida lectura 
del articulado para comprobar que la mayoría de los preceptos, como por 
ejemplo los referidos a la intervención del caudal hereditario no tienen 
aplicación en nuestra realidad social. 

Esta falta de adecuación de la regulación debe unirse a otra cuestión como 
es la de que el legislador no ha podido ni debe matizar en exceso la 



.

- 281 - Bol. Colegio Registradores, núm. 50

casuística que vaya a surgir de los acuerdos alcanzados en sede judicial, 
esto es, como ya se expuso en los análisis anteriores, que abundan los 
acuerdos entre las partes en los que únicamente se fijan unas bases de 
negociación, o una liquidación genérica que posteriormente deben matizar 
en sede notarial. 

Pero también cabe la posibilidad de que las partes acuerden o transijan en 
sede judicial todos y cada uno de los detalles que deberían, sin necesidad 
de ulterior protocolización, tener entrada directa en el Registro de la 
Propiedad. 

A continuación, y con la finalidad de dar respuesta a las preguntas surgidas 
al contraponer la regulación procesal a los criterios mantenidos por la DGRN 
se procederá a analizar una de las últimas resoluciones dictadas por la 
DGRN, de fecha 11 de octubre de 2017 y publicada en el BOE el pasado 6 
de noviembre de 2017. 

En este primer caso el Registrador suspende la inscripción de un auto 
aprobatorio de transacción judicial relativa a la liquidación de una sociedad 
conyugal, señala la RDGRN: 

 “Mediante testimonio judicial, expedido por el Juzgado de Primera 
Instancia e Instrucción número 1 de Cistierna el día 24 de mayo de 2017, 
del auto correspondiente al procedimiento número 259/2016, se llevó a 
cabo la aprobación de la transacción judicial relativa al objeto inicial del 
proceso, consistente en la liquidación de la sociedad conyugal existente 
entre las partes. 
 
Presentado dicho testimonio judicial en el Registro de la Propiedad de La 
Vecilla, fue objeto de la siguiente nota de calificación: «La registradora de la 
Propiedad que suscribe, previo examen y calificación, conforme a los 
artículos 18 de la Ley hipotecaria y 98, 99 y 100 del Reglamento Hipotecario, 
del Testimonio del Auto firme de 08/05/2017, expedido el 24/05/2017, por 
el Juzgado de Primera Instancia e Instrucción Número 1 de Cistierna en el 
procedimiento de Liquidación de Gananciales 259/2016, presentado el 
05/06/2017 bajo el asiento 36 del Tomo del Diario 53 y con el número de 
entrada 1116/2017, ha resuelto no practicar los asientos solicitados en base 
a los siguientes hechos y fundamentos de Derecho: Hechos: – Primero: Lo 
que se presenta a inscribir es un Testimonio de un Auto firme en el que en 
virtud del artículo 19.1 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, se aprueba el 
acuerdo al que han llegado las partes y por el que se reparten una serie de 
bienes gananciales. – Segundo: Conforme al documento presentado se 
solicita la inscripción de la finca descrita en el número 1.2.a), que es la 
registral 5143 de Cistierna. Fundamentos de Derecho: – Único: El 
documento no es título inscribible en el Registro de la Propiedad. En 
cuanto a las características y los efectos del título objeto de 
presentación, no es más que un certificado comprensivo de un auto 
en el que se aprueba un acuerdo alcanzado por las partes y 
ratificado a presencia judicial, sin que resulte relación alguna de 
este proceso con el previo de nulidad, separación o divorcio, lo que 
hace que no pueda ser considerado como parte del convenio regulador de 
los efectos de la separación o divorcio. El hecho de que un acuerdo 
transaccional esté homologado judicialmente no altera el carácter 
privado del documento, pues la homologación, se limita a acreditar la 
existencia de un acuerdo entre las partes, el cual, para que sea inscribible 
en el Registro de la Propiedad ha de cumplir con el requisito de titulación 
pública y por tanto ser elevado a Escritura pública. (Véanse las resoluciones 
de la DGRN de 06/09/2016, 06/04/2017 y 05/04/2017) Como consecuencia 
de lo expuesto he decido suspender la inscripción de la finca descrita. La 
presente nota de calificación podrá (…) En Cistierna, a veintitrés de junio de 
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dos mil diecisiete La Registradora de la Propiedad (firma ilegible).Fdo. 
Triana García Miranda Fernández de Cañete». 
 
Como puede observarse, se utiliza la misma argumentación esgrimida en 
los análisis anteriores y referida a que tanto el testimonio, como el Auto que 
aprueba una transacción judicial, no es título inscribible. Alega la 
Registradora, además, que no existe conexión entre el procedimiento 
matrimonial y la transacción homologada, cuestión esta que sí es aceptada 
por la DGRN por referencia al convenio regulador del art. 777 LEC. 

“Contra la anterior nota de calificación, doña M. R. C. S. interpuso 
recurso el día 18 de julio de 2017 en virtud de escrito y en base a los 
siguientes argumentos: «Único.–Se limita la decisión de no inscribir la 
propiedad a favor de doña M. R. C. S., al único motivo de que el título 
objeto de presentación no es más que un certificado comprensivo de un 
auto que aprueba un acuerdo alcanzado por las partes ratificado a presencia 
judicial sin que resulte relación alguna de este proceso con el previo de 
divorcio, y que el mismo no altera el carácter privado del documento. 
Frente a esta decisión procedemos a recurrir, basando ésta en que se trata 
del Auto Judicial, resolución del Juez-Magistrado del Juzgado de Primera 
Instancia Único de Cistierna, don Fernando Moreno Seco, que pone fin al 
procedimiento contencioso Liquidación de la Sociedad de Gananciales n.° 
259/2.016, seguido ante el Juzgado de Primera Instancia de Cistierna, como 
consecuencia del procedimiento contencioso Divorcio Contencioso n.º 
85/2016, del Juzgado de Primera Instancia Único de Cistierna, que finalizó 
mediante Sentencia de 27 de marzo de 2.017, dictada por la Sección 
Segunda de la Audiencia Provincial de León, todo ello documentación que se 
aportó ante la Oficina del Registro de la Propiedad de Cistierna, y que citado 
Auto Judicial, como acabo de indicar, se encuentra, y tiene su causa 
inmediata, lógicamente en relación directa, con el divorcio que puso 
fin al matrimonio con mi exmarido, arriba referenciado, que motivó el 
reparto de los bienes adquiridos constante este matrimonio, uno de 
los cuales, la vivienda habitual que constituye mi domicilio habitual, 
se me adjudicó, y que, por motivos obvios, necesito y solicito inscribir a 
mi favor en el Registro de la Propiedad de Cistierna. Es decir, que 
entendemos que se cumplen todos los requisitos para que el título 
judicial que aportamos conteniendo la propiedad que se me 
adjudicó en el mismo, con relación directa a la liquidación de la 
sociedad de gananciales dimanante del divorcio, sea inscribible…”. 
 
Expone la DGRN su fundamentación en los siguientes términos: 

“1. Es objeto de este recurso resolver sobre la posibilidad de 
inscribir un auto de aprobación de una transacción judicial, en la 
que se lleva a cabo una liquidación de sociedad conyugal. 

Considera la registradora que el título presentado, configurado como un 
auto aprobatorio de una transacción, no puede acceder directamente al 
Registro, al tratarse de un documento privado que recibe una aprobación u 
homologación judicial y que no puede considerase –en todo o en parte– 
como un auténtico convenio regulador de los efectos de la nulidad, 
separación o el divorcio. 

En contraposición, la parte recurrente estima que nos encontramos ante 
un auténtico convenio regulador de los efectos indicados, puesto que la 
crisis matrimonial entre los interesados –instrumentalizada por medio del 
proceso contencioso número 85/2016– había sido aportado al Registro, 
aunque no con ocasión de la presentación del título que es ahora objeto de 
controversia. 

En relación a este último extremo, debemos resaltar que del historial 
registral de la finca –aportado por la registradora en el trámite de recurso– 
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no resulta ninguna circunstancia que pudiera evidenciar la existencia del 
procedimiento de divorcio entre los interesados, o de sus vicisitudes en 
relación a la disolución de su sociedad conyugal. 

2. En primer lugar, debe recordarse que el recurso como tal sólo puede 
referirse al título objeto de presentación –es decir, el auto dictado en el 
procedimiento número 259/2016 por el Juzgado de primera Instancia e 
Instrucción número de 1 de Cistierna– y la nota de calificación expedida por 
la registradora de la Propiedad en relación al mismo, siendo los únicos 
medios para elaborar ésta dicha documentación presentada y los asientos 
del Registro, no pudiendo tener en consideración otra titulación que no 
hubiese sido incorporada a dicha presentación y cuya extensión y contenido 
no conste ya en los libros del Registro (cfr. artículo 326 de la Ley 
Hipotecaria). 

3. Es objeto de este recurso resolver acerca de la posibilidad de la 
inscripción del título de liquidación de la sociedad conyugal objeto de 
presentación, esto es testimonio del auto dictado el día 8 de mayo de 2017 
por el Juzgado de Primera Instancia e Instrucción número 1 de Cistierna en 
el procedimiento número 259/2016 de liquidación de sociedad de 
gananciales, en el que se homologa el acuerdo alcanzado por las partes. 

4. Este recurso recae sobre el estudio de la naturaleza del 
documento objeto de presentación, a los efectos de poder 
considerarlo como parte del convenio regulador de los efectos de la 
nulidad, separación o divorcio, o bien encuadrarlo como un acto de 
liquidación del haber conyugal ajeno al mismo, debiendo someterse 
a las reglas generales de titulación formal plasmadas en nuestra 
legislación. 

El convenio regulador aprobado en un proceso de separación, nulidad y 
divorcio se encuentra regulado en los artículos 769 y siguientes de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil, mientras que el procedimiento para la liquidación del 
régimen económico-matrimonial está regulado en los artículos 806 y 
siguientes de la Ley de Enjuiciamiento Civil. 
 

Como es sabido, y así ha tenido consideración de pronunciarse al 
respecto este Centro Directivo, el convenio regulador como negocio 
jurídico –tanto en su vertiente material como formal– propio y 
específico, goza de una aptitud privilegiada a los efectos de permitir 
su acceso a los libros del Registro. Si bien no deja de ser un acuerdo 
privado, la preceptiva aprobación judicial del mismo y el 
reconocimiento que se le confiere en los artículos 90 y siguientes 
del Código Civil, establecen un marco válido para producir asientos 
registrales definitivos, siempre que las cláusulas del mismo no 
excedan de su contenido típico y normal, como pudiera predicarse 
de la liquidación del régimen económico matrimonial. 
 
Por el contrario, la mera homologación judicial de un acuerdo 
privado relativo a un proceso, que iniciado por demanda, acaba en 
acuerdo transaccional no puede ni debe tener acceso al Registro, tal 
y como ha consolidado este Centro Directivo en su doctrina más 
reciente y reiterada, debiendo ser objeto de elevación a escritura 
pública notarial si se pretende su incorporación a los libros del 
Registro.” 
 
Sin perjuicio de lo aquí expuesto, no existe ni puede existir ninguna 
diferencia entre ambas resoluciones, ya que el estatus o configuración 
procesal del convenio o transacción que se va a aprobar, no olvidemos que 
en algunas regulaciones forales se le llama “pacto de convivencia”, contiene 
los mismos extremos que un acuerdo, convenio o transacción y respeta las 



.

- 284 - Bol. Colegio Registradores, núm. 50

disposiciones de los arts. 90 y SS del CC en lo referente a la liquidación del 
patrimonio que es la cuestión que aquí interesa. 

Continúa señalando la DGRN que “en el supuesto de hecho planteado en 
este recurso, de los antecedentes de hecho que sirven de base a la 
sentencia no resulta en ningún caso la relación de este proceso con el 
previo de nulidad, separación o divorcio. 

Debe recordarse que el inicio de los trámites procesales de las acciones 
aparejadas a la nulidad, separación o divorcio, se produce, a tenor de lo 
preceptuado en el artículo 777 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, para los 
casos de inicio por mutuo acuerdo o con consentimiento de la otra parte, 
por medio de un escrito privado, que, analizado por la autoridad judicial 
competente, recibe su debida aprobación tras ser ratificado por las partes 
en presencia de dicha autoridad, siempre que dicha pretensión obedezca a 
la causa matrimonial alegada, permitiendo convertir el acuerdo en el 
convenio regulador de dicha situación de crisis y habilita a su inscripción en 
el Registro de manera directa sin necesidad de escritura pública notarial, 
dentro de los límites y con las condiciones señaladas por la doctrina de este 
Centro Directivo. 

Sin embargo, la falta de conexión entre la acción entablada que conlleva 
a la liquidación de la sociedad conyugal con una situación de crisis 
matrimonial despojan a este documento de su excepcional habilitación para 
el acceso al Registro del mismo, al no poder ser considerado como parte del 
convenio inicialmente propuesto pero no realizado.” 
 
Hay que realizar dos precisiones en orden a lo expuesto por la DGRN, la 
primera es la referida al marco procesal aplicable a la resolución de un 
procedimiento de liquidación de régimen económico matrimonial, ya que sin 
perjuicio de la regulación expresa contenida en los arts. 809 y SS. LEC, no 
son pocos los casos en los que las partes instan la liquidación de la sociedad 
de gananciales por los trámites del art. 777 LEC, es decir, por los trámites 
del mutuo acuerdo; pretensión esta que por analogía y economía procesal 
está siendo admitida por los Juzgados. 
 
Cualquier otra interpretación, en el caso de que exista acuerdo entre las 
partes, obligaría a éstas a acudir a un procedimiento “en principio 
contencioso”, con los gastos y contratiempos que ello conlleva. 
 
Intentar ligar la “habilitación para acceder al registro” de un convenio o 
acuerdo aprobado por auto o por decreto a que el mismo haya sido resuelto 
en un procedimiento de separación o divorcio de mutuo acuerdo, 
entendemos que no tiene ningún sentido, ya que como se señala, hay que 
estar no sólo a la norma expresa que regula cada acto procesal, sino a la 
posibilidad de aplicar analógicamente los preceptos, siempre y cuando 
estemos en sede de procedimientos, en este caso, de familia. 
 
Por otro lado, y respecto a la naturaleza pública o privada del convenio 
regulador aportado en un procedimiento de separación o divorcio de mutuo 
acuerdo (aun no siendo objeto de estudio en este trabajo), debemos 
apuntar que la DGRN ha venido a señalar que el “convenio regulador es un 
documento privado, y que  la preceptiva aprobación judicial del mismo y el 
reconocimiento que se le confiere en los artículos 90 y siguientes del Código 
Civil, establecen un marco válido para producir asientos registrales 
definitivos”. 
 
En atención a la anterior afirmación de la DGRN, la sentencia de la 
Audiencia Provincial de Barcelona de 11 de julio de 2017  (SAP B 
6127/2017), además de señalar que la denominación que las partes 
otorgantes de la propuesta de convenio regulador hubieran dado al título 
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transmisivo del dominio no determina su auténtica naturaleza jurídica, 
acuerda expresamente que el documento sometido a calificación es un 
documento “auténtico”: 
 
“...consideramos que el documento sometido a calificación contiene un 
título traslativo del dominio -adjudicación del 50% de un bien raíz a favor 
de la actora - que reúne todos los requisitos necesarios para acceder al 
Registro inmobiliario en contra de la opinión del interpelado: - fue 
homologado por la Sentencia de separación, por lo que reviste la forma 
pública legalmente exigida ( arts. 3 Lhip. y 317.1 LECivil ) y - al ser 
consecuencia de la división de los bienes comunes de un matrimonio 
celebrado bajo el régimen legal supletorio de separación bienes, constituye 
uno de los objetos genuinos de este tipo de procedimiento en Catalunya; es 
una especie de documento auténtico que resulta congruente con la 
naturaleza del acto inscribible”. 
 
Esta afirmación viene a señalar claramente que el convenio regulador 
aprobado por resolución procesal constituye un documento público. 

 
Continúa señalando la DGRN en la resolución que se analiza que “El 
principio de titulación formal en nuestro Derecho viene instaurado en el 
artículo 3 de la Ley Hipotecaria, exigiéndose en su virtud titulación pública 
(ya sea notarial, judicial o administrativa, atendiendo a la naturaleza de los 
casos y supuestos del negocio en ellos contenido) siendo muy excepcional 
los supuestos en los que se permite la mutación jurídico real en documento 
o instancia privada con plena relevancia registral, sin que el caso aquí 
planteado pueda encajarse en alguna de estas excepciones (cfr. Resolución 
27 de febrero de 2017). 
      La transacción, se encuentra definida en nuestro Código Civil como el 
contrato por el que las partes, dando, prometiendo o reteniendo alguna 
evitan la provocación de un pleito o ponen término al que hubiesen iniciado. 
En este mismo sentido, la propia ley jurisdiccional civil, reconoce la 
transacción como un modo de terminación del proceso, que implica la 
facultad de disposición del objeto del proceso quedando desde entonces el 
mismo fuera del ámbito de actuación jurisdiccional y sometida a la exclusiva 
voluntad de los interesados, y estando reservada la intervención del juez a 
la valoración de dicha disponibilidad del objeto del proceso y no al fondo del 
mismo. 

Este Centro Directivo ha fijado una doctrina ya reiterada sobre este 
supuesto, en las Resoluciones más recientes sobre la materia. En la 
Resolución de 6 de septiembre de 2016 señaló que: «‘‘(...) la transacción, 
aun homologada judicialmente no es una sentencia y por ello carece de su 
contenido y efectos por cuanto, al carecer de un pronunciamiento judicial 
sobre el fondo del asunto, nada impide su impugnación judicial en los 
términos previstos en la Ley (artículo 1817 del Código Civil). El auto de 
homologación tampoco es una sentencia pues el Juez se limita a comprobar 
la capacidad de los otorgantes para transigir y la inexistencia de 
prohibiciones o limitaciones derivadas de la Ley (artículo 19 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil), pero sin que lleve a cabo ni una valoración de las 
pruebas ni un pronunciamiento sobre las pretensiones de las partes 
(artículo 209 de la Ley de Enjuiciamiento Civil) (…) Esta Dirección General 
ha tenido ocasión de manifestar recientemente (cfr. Resolución de 9 de julio 
de 2013) que ‘la homologación judicial no altera el carácter privado del 
documento pues se limita a acreditar la existencia de dicho acuerdo. Las 
partes no podrán en ningún caso negar, en el plano obligacional, el pacto 
transaccional alcanzado y están obligados, por tanto, a darle cumplimiento’. 
Si bien es cierto que en virtud del principio de libertad contractual es posible 
alcanzar dicho acuerdo tanto dentro como fuera del procedimiento judicial, 
no es menos cierto que para que dicho acuerdo sea inscribible en el 
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Registro de la Propiedad deberán cumplirse los requisitos exigidos por la 
legislación hipotecaria (...)’’. También ha tenido ocasión de señalar esta 
Dirección General que en los procesos judiciales de división de herencia que 
culminan de manera no contenciosa se precisa escritura pública, por 
aplicación del artículo 787.2 de la Ley de Enjuiciamiento Civil (cfr. 
Resolución de 9 de diciembre de 2010). La protocolización notarial de la 
partición judicial, siempre y cuando haya concluido sin oposición, viene 
impuesta como regla general por el artículo 787.2 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil. Este criterio, además, es compartido unánimemente 
por la doctrina, para quienes la referencia a la sentencia firme contenida en 
el artículo 14 de la Ley Hipotecaria se limita a las particiones judiciales 
concluidas con oposición. En efecto, el artículo 787.2 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil determina que la aprobación de las operaciones 
divisorias se realiza mediante decreto del secretario judicial, hoy letrado de 
la Administración de Justicia, pero en cualquier caso ordenando 
protocolizarlas». 

En el presente expediente no hay ningún dato que conste en el título 
presentado a calificación que permita deducir que el procedimiento de 
liquidación de la sociedad de gananciales provenga de un proceso de 
nulidad, separación o divorcio, sin perjuicio de que pueda presentarse 
nuevamente la documentación y obtener una nueva calificación (cfr. artículo 
326 de la Ley Hipotecaria).” 
 
En atención a lo manifestado por la DGRN, debemos dirigirnos a lo ya 
expuesto en relación a la consideración del decreto aprobatorio del acuerdo, 
o del auto de homologación como documentos públicos, y por tanto 
incluidos en el art. 3 de la Ley Hipotecaria, reiterando la cualidad de público 
de la resolución procesal que apruebe el convenio, o transacción aportada 
por las partes. 
 
En cuanto a la segunda cuestión planteada, la necesidad de que el Letrado 
de la Administración de Justicia remita el acuerdo aprobado al notario para 
su correspondiente otorgamiento o protocolización, también podemos 
remitirnos a lo antes manifestado en este artículo. Obvia aquí la DGRN 
varias cuestiones: 
 
El art. 788.1 LEC dispone, como se ha visto: “Aprobadas definitivamente las 
particiones, el Secretario judicial procederá a entregar a cada uno de 
los interesados lo que en ellas le haya sido adjudicado y los títulos de 
propiedad, poniéndose previamente en éstos por el actuario notas 
expresivas de la adjudicación”. 
 
De conformidad con lo dispuesto en este precepto, ¿cómo se puede acordar 
la entrega de lo “adjudicado”, antes de protocolizar y/o dar forma al 
acuerdo en sede notarial?, es decir, si el legislador hubiera pretendido que 
en todo caso la operación acordada y resuelta en sede judicial hubiera 
debido ser protocolizada, o en su caso revisada por el notario (y no sólo 
protocolizada), para que éste le diera la oportuna forma sustantiva, ¿cómo 
va a disponer el legislador la entrega previa de los bienes?, ¿qué ocurriría si 
después de entregados las partes se niegan a suscribir el acta notarial?, 
esta misma cuestión se plantearía si el legislador hubiera pretendido 
eliminar el carácter público del decreto o auto de homologación que 
aprobarían en su caso los acuerdos o transacciones, de haber optado las 
partes por este supuesto, ya que el procedimiento puede acabar por los 
trámites de los arts. 777 LEC y 810 LEC, pero también atendiendo a lo 
dispuesto en el art. 19.2 LEC. 
 
Por otro lado, desde los órganos judiciales, de oficio o a instancia de parte, 
está convirtiéndose en una actuación cada vez más generalizada el dictado 
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de decretos que aprueban el acuerdo y al mismo tiempo dictan la 
adjudicación. 
 
El precepto señala que el letrado de la Administración de Justicia entregará 
los bienes adjudicados, ¿quiere eso decir que si el contenido del convenio, 
acuerdo o transacción es claro, preciso, y contiene todos los elementos 
necesarios para aprobar una operación particional con todos sus extremos y 
matices, al igual que ocurre en sede de apremio (convenio de realización y 
subasta), el decreto que apruebe la operación particional procederá a 
adjudicar a cada una de las partes el haber que le haya correspondido 
según el acuerdo alcanzado en sede del art. 810 LEC?, ¿podrá en este caso 
el registrador negarse a su inscripción, si ésta se solicita al amparo de lo 
dispuesto, entre otros, en el art. 673 LEC? 

Volviendo a la resolución comentada, señalar que en el supuesto estudiado, 
la Dirección General acordó desestimar el recurso y confirmar la nota de 
calificación de la registradora. Para terminar con su análisis, parece 
conveniente destacar dos aspectos de su contenido: 
 
Por un lado, aprovecha la Dirección General, como se ha podido comprobar, 
para reiterar todos los argumentos que viene empleando para rechazar la 
inscripción directa de la transacción judicial.  
  
Son muchas las cuestiones que surgen a raíz de la doctrina reiterada de la 
DGRN, ya que este Centro Directivo obvia el contenido del acuerdo 
alcanzado por las partes, no atendiendo como sería lógico, a lo dispuesto en 
el mismo. 
 
Si el acuerdo alcanzado, en relación a la adjudicación de bienes inmuebles o 
muebles inscribibles, reúne todos los requisitos necesarios para la 
adjudicación, ningún sentido tiene, como se viene reiterando, tener que 
protocolizar el acuerdo alcanzado, es más, y como también se expuso, este 
actuar por parte de los registros, está provocando que desde el propio 
Juzgado, una vez se aprueban los acuerdos, convenios, pactos de 
convivencia, o transacciones judiciales, se acuerde no sólo la aprobación del 
acuerdo, sino la adjudicación de bienes. 
 
No se entiende por qué existe desde la DGRN ese afán de diferenciar y dar 
diferente carta de naturaleza a un documento público judicial, del 
proveniente de las notarías, cuestión ésta que está gravando 
económicamente a los interesados, que para evitar pleitos costosos, están 
aceptando las resoluciones de la DGRN para dar término a las transacciones, 
liquidaciones, etc. 
 
Y, en segundo lugar, ha de enmarcarse esta resolución entre otras de la 
DGRN de contenido similar. Por su relación con ella, puede destacarse cómo 
en resoluciones como las de 18 de mayo (BOE 9-6), 26 de julio (BOE 14-08) 
y 18 de septiembre de 2017 (BOE 13-10), ha admitido también, la primera 
sensu contrario, “la viabilidad como título inscribible de un acuerdo 
transaccional homologado por el juez, siempre que su objeto sea el propio 
de un convenio regulador (art. 90 C.c.) y resulte de la documentación 
presentada la conexión de dicho acuerdo con una situación de crisis 
matrimonial”. Es decir, no obstante no ser, propia y directamente, un 
convenio regulador, por el sólo dato de que resulte acreditada “una relación 
con un proceso de crisis matrimonial”, se admite su inscripción directa8, y 

                                                 
8  Nótese cómo, en la resolución de 11 de octubre de 2017 que comentamos, la registradora habría 
accedido a inscribir si se hubiera podido probar que existía conexión entre el procedimiento matrimonial 
de los mismos interesados y la transacción homologada; pero como la prueba documental de esa conexión, 
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ello a pesar de tratarse, como en el caso -por ejemplo- de la resolución de 
26 de julio de 2017, de “un acuerdo privado de extinción de comunidad por 
transacción entre los interesados, que tras su presentación al organismo 
judicial, y habiendo concurrido el acuerdo de las partes en cuanto a su 
contenido, es objeto de homologación o aprobación judicial”.  
 
Terminar señalando, que la mayor parte de los fundamentos y explicaciones 
aquí aportadas serían aplicables a los acuerdos aprobados en sede de 
liquidación judicial de herencia, ya que la fundamentación que aporta la 
DGRN es similar a la aportada en materia de liquidación de gananciales, con 
la exclusión de la conexidad que se plantea en este último tipo de división 
de patrimonio con la separación, nulidad o divorcio.  
 
En este sentido puede citarse la Resolución de 9 de diciembre de 2010 de la 
DGRN, B.O.E de 26 de enero de 2011, en el recurso interpuesto contra la 
nota de calificación de la registradora de la propiedad de Madrid nº 31, por 
la que suspende la inscripción del testimonio de un auto judicial de división 
de herencia. 
 
Antes de situarse en la posición en la que se mueve ahora (a partir de la 
resolución citada, de 9 de diciembre de 2010), la cuestión relativa a la 
necesidad de protocolizar notarialmente los autos de aprobación de 
cuadernos particionales, en procedimientos concluidos sin oposición, fue 
tratada de una forma distinta en otra resolución de 13 de abril de 2000, 
(BOE 15-5) en la que admitió, atendidas las circunstancias (en concreto, la 
magistrada juez dejó expresamente la protocolización a la voluntad de las 
partes) que el testimonio del auto fuera suficiente título para inscribir las 
adjudicaciones practicadas. Los argumentos de la resolución de 13 de abril 
de 2000 eran, más allá de la circunstancia apuntada, los siguientes: 
 
En primer lugar se apoyaba en los artículos 3 y 14 de la Ley Hipotecaria y 
80 del Reglamento Hipotecario, para considerar que es apto el título 
invocado para la inscripción de las particiones como “resolución judicial 
firme en que se determinan las adjudicaciones efectuadas a cada 
interesado”.  
 
En segundo lugar, declaraba que sin prejuzgar la específica naturaleza de 
las operaciones particionales realizadas a través del cauce procedimental 
del juicio voluntario de testamentaría cuando media la conformidad —o no 
hay oposición— de los interesados al proyecto elaborado por los contadores 
nombrados al efecto, es lo cierto que se trata de actuaciones estrictamente 
judiciales (cfr. artículos 1.054 y siguientes de la Ley de Enjuiciamiento Civil, 
especialmente, los artículos 1.080 y 1.084), correspondiendo por tanto al 
Secretario judicial en exclusiva dar fe de las mismas «con plenitud de 
efectos» (cfr. artículos 249 y 1.080 de la Ley de Enjuiciamiento Civil y 281 
de la Ley Orgánica del Poder Judicial), de modo que el testimonio del auto 
aprobatorio de dicha partición expedido por el Secretario judicial es 

                                                                                                                                               
que sí se daba, no se llegó a aportar con ocasión de la presentación del título, sino después, la Dirección 
General no pudo tomarla en consideración por impedírselo la normativa reguladora del recurso contra la 
calificación. Añádase a ello el dato de que tampoco podía deducirse esa conexión del historial registral de 
la finca, lo que también habría permitido, da a entender la DG, la inscripción. Y repárese, por último, 
cómo la propia DG recuerda que podía “presentarse nuevamente la documentación y obtener una nueva 
calificación”, dando a entender que si toda la documentación aportada se acompañase a la nueva 
presentación de la transacción homologada, se obtendría la inscripción. Todas estas circunstancias 
permiten clarificar el modo en el que, independientemente de la oposición a la postura de la DG, podría 
obtenerse la inscripción del acuerdo transaccional de forma inmediata. Bastaría con que el documento 
judicial aportado o el acuerdo homologado hicieran una remisión expresa al procedimiento matrimonial, o 
con invocar otras inscripciones en la misma finca relativas al procedimiento matrimonial ya constatado 
registralmente entre los mismos interesados. 
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documento público (artículos 1.216 del Código Civil, 281 de la Ley Orgánica 
del Poder Judicial y 646-3.° y 1.° de la Ley de Enjuiciamiento Civil) que 
acredita plenamente no sólo la realidad del acto particional, sino además, su 
eficacia en tanto que, aprobado judicialmente, puede exigirse su 
cumplimiento (cfr. artículo 1092-1 de la Ley de Enjuiciamiento Civil);  
 
Y, en tercer lugar, que sin prejuzgar ahora sobre la vigencia de esa 
necesidad de protocolización notarial de las actuaciones judiciales seguidas, 
a la vista del nuevo artículo 287 de la Ley Orgánica del Poder Judicial que 
encomienda al Secretario judicial el deber de custodiar los autos el acta 
notarial respectiva se limitará a incorporar al protocolo del Notario 
autorizante en cumplimiento del mandato judicial respectivo, los autos 
seguidos, pero no tiene por objeto documentar una nueva prestación del 
consentimiento por los coherederos e interesados en la partición realizada 
(cfr. artículos 211 y 213 del Reglamento Notarial), de modo que no añadiría 
al testimonio judicial del auto aprobatorio de la partición incluido en la 
documentación protocolizada, un efecto probatorio del que no gozase ya por 
sí mismo. Esta argumentación se hacía tras reconocer que los artículos 
1081 y 1092.2 establecían lo contrario.  
 
Por el contrario, en la RDGRN de 9 de diciembre de 2010, se sostiene la 
necesidad de la protocolización notarial de la partición judicial para que 
acceda al Registro de la Propiedad con base en el doble argumento de que 
se trata de una exigencia formal impuesta “como regla general por el 
artículo 787.2 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil…”; y 
de que “este criterio, además, es compartido unánimemente por la doctrina, 
para quienes la referencia a la sentencia firme contenida en el artículo 14 
de la Ley Hipotecaria se limita a las particiones judiciales concluidas con 
oposición”. La resolución, sin embargo no ilustra esa doctrina con ninguna 
sentencia ni con resoluciones de la DG, ni ahí, ni en el párrafo introductorio 
de los fundamentos de derecho. Tan sólo añade que “el artículo 787.2 de la 
Ley de Enjuiciamiento Civil determina que la aprobación de las operaciones 
divisorias se realiza mediante Auto y con la entrada en vigor de la Ley 
13/2009, de 3 de noviembre, mediante decreto del secretario judicial, pero 
en cualquier caso ordenando protocolizarlas”. 
 
Precisaba la resolución de 9 de diciembre de 2010 que la de 13 de abril de 
2000 trataba de un supuesto distinto, pues en ella –como se ha dicho- la 
juez que aprobó las operaciones dispuso en el auto dictado la inscribibilidad 
directa del testimonio del mismo, subordinando tan sólo la protocolización 
notarial a la previa petición del interesado; mientras que en el supuesto de 
la resolución de 2010 la magistrado juez ordenaba oficiar al Decano del 
Colegio Notarial para que participara al Notario a quien por turno 
correspondiera la protocolización, “por lo que debe reconducirse la solución 
a la regla general de necesidad de protocolización notarial de la partición 
realizada”.  Parecía querer dejar claro la DG su cambio de criterio y que la 
“regla general” pasaba a ser la de la necesidad de protocolización, 
desechando la conclusión a que quería llegar la resolución de 13 de abril de 
2000, y ello sobre una misma base legal, pues si se comparan los artículos 
1081 y 1092.2 de la antigua LEC, con los actuales 787.2 y  789.2 de la LEC, 
puede observarse que su texto es prácticamente el mismo.  
 
En cuanto a la respuesta por parte de los registradores, puede comprobarse 
el trato reservado con el que se recibió este cambio de orientación de la 
Dirección General en el Seminario de los Registradores de la Propiedad de 
Madrid (Número 32 de los Cuadernos del Seminario Carlos Hernández 
Crespo, de octubre-diciembre de 20119), en el que se razonaba lo siguiente: 
                                                 
9  http://www.registradoresdemadrid.org/revista/32/Casos-Propiedad/HERENCIAS.aspx 

http://www.registradoresdemadrid.org/revista/32/Casos-Propiedad/HERENCIAS.aspx
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“respecto de la partición hereditaria en concreto, se indica que el proyecto 
elaborado por los contadores nombrados al efecto, es lo cierto que se trata 
de actuaciones estrictamente judiciales, que corresponde por tanto al 
Secretario judicial en exclusiva dar fe de las mismas "con plenitud de 
efectos", de modo que el testimonio del auto aprobatorio de dicha partición 
expedido por el Secretario judicial es documento público (artículos 1.216 del 
Código Civil) que acredita plenamente no sólo la realidad del acto 
particional, sino además, su eficacia en tanto que, aprobado judicialmente, 
puede exigirse su cumplimiento. Además, la protocolización notarial no 
tiene por objeto documentar una nueva prestación del consentimiento por 
los coherederos e interesados en la partición realizada, por lo que no 
añadiría al testimonio judicial del auto aprobatorio de la partición incluido en 
la documentación protocolizada, un efecto probatorio del que no gozase ya 
por sí mismo. Ahora bien, otra cosa es que, aún no siendo necesario, el fallo 
judicial ordene la protocolización notarial, en cuyo caso a ello debe estarse.”  
 
En el mismo sentido, favorable a la inscripción directa de los autos de 
homologación, se habían venido manifestando algunos de los restantes 
seminarios de derecho registral que trataron la cuestión. Así pudo 
apreciarse: 
 
En el Seminario del Decanato de la Comunitat Valenciana, sesión del 4 de 
noviembre de 2002 (publicado en la revista Lunes Cuatro Treinta, nº 333, 
pág. 810). Ya entonces se sostenía la inscripción directa del testimonio de un 
auto dictado en un procedimiento de liquidación de gananciales en el que se 
aprobaba la transacción extrajudicial hecha entre los cónyuges sobre 
disolución y liquidación de la sociedad de gananciales sin necesidad de que 
los cónyuges otorgaran escritura pública o de que el Juez dictara otra 
resolución ordenando la inscripción de la transacción aprobada.  
 
En el Seminario de Derecho Registral de Bilbao, sesión de 21 de marzo de 
2006 11 . Se defendió la inscribibilidad directa de un documento de 
adjudicación de bienes por herencia tras la aprobación del inventario y 
liquidación del régimen económico matrimonial, fruto de una transacción 
judicial en un procedimiento de división judicial de la herencia al amparo de 
los arts. 782 y ss. L.E.C. instado por la viuda contra su hija y única 
heredera. Se llamaba la atención, eso sí, sobre la necesidad de completar el 
título inscribible con los documentos relativos a la sucesión del causante y 
de acreditar el pago del Impuesto de Transmisiones Patrimoniales respecto 
de la transacción (con el alcance del artículo 25.5 del Reglamento del I.T.P. 
de Vizcaya) 
 
Y en el Seminario de Derecho Registral Bilbao, sesión de 9 de febrero de 
201012. Se consideró también inscribible y sin necesidad de escritura, en un 
procedimiento de ejecución ordinario sobre división de cosa común, en el 
que una de las partes reclamaba a la otra una cantidad de dinero, el auto 
de homologación de una transacción, suscrita en un documento privado, en 
el que, entre otras cosas se decía: “Las partes ponen fin al proindiviso 
existente sobre la FINCA NÚMERO CUATRO, (...) adjudicándose la propiedad 
del mismo a D.ª ***, quien abonará a D. *** y D. *** como compensación 
por su participación en el inmueble la cantidad de 13.500 euros importe que 
será abonado en el momento de suscribir el presente documento privado 
(...) Todos los integrantes del proindiviso se comprometen a otorgar la 

                                                 
10  https://registradorescomunidadvalenciana.org/wp-content/uploads/2014/04/Revista-no-333.pdf 
11  https://www.notariosyregistradores.com/casos-practicos/2006-03-21.htm 
12  https://www.notariosyregistradores.com/casos-practicos/2010-02-09.htm 
 
 

https://registradorescomunidadvalenciana.org/wp-content/uploads/2014/04/Revista-no-333.pdf
https://www.notariosyregistradores.com/casos-practicos/2006-03-21.htm
https://www.notariosyregistradores.com/casos-practicos/2010-02-09.htm
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correspondiente escritura a fin de elevar a público el presente acuerdo, 
bastando el requerimiento de cualquiera de ellos para la comparecencia de 
todos los integrantes del hasta ahora condominio de la finca descrita en la 
Notaría que al efecto se designe por el requirente”. Se citaba la RDGRN. de 
13 de abril de 2000. 
  
Cabría preguntarse, no obstante las orientaciones publicadas de los citados 
seminarios, si esta forma de calificar los autos de homologación se 
mantiene en la actualidad; prueba de que muchos registradores atienden 
ahora a la doctrina reciente de la Dirección General, contraria a su 
inscripción, son todas las notas de calificación que han dado lugar a las 
numerosas resoluciones que se citan en este trabajo13.  
 
VI LA CONCILIACIÓN PROCESAL Y SU ACCESO AL REGISTRO DE LA 
PROPIEDAD. 

Otra de las cuestiones a tratar en el presente es la referida a la eficacia y 
validez que se le atribuye tanto al decreto que aprueba el acuerdo 
alcanzado en sede de conciliación como al auto dictado por el Juez de Paz, 
todo ello en atención a lo dispuesto en la Ley 15/2015 de Jurisdicción 
Voluntaria. 

                                                 
13  No tanto como razón principal para oponerse a la inscripción del auto aprobatorio del acuerdo 
transaccional, pero sí como un argumento más a añadir a los que se dan para oponerse a tal inscripción 
directa, se ha aducido una razón de tipo fiscal: al eludir la escritura pública o la protocolización del 
acuerdo particional, en su caso, se está evitando la sujeción al Impuesto de Actos Jurídicos Documentados 
a que se somete al otorgamiento de aquéllas o la autorización de éstas, cuando tienen por objeto –como es 
el caso- un contenido valuable. Eso sin contar con otros efectos colaterales de la misma trascendencia, 
relacionados con la falta de conocimiento por parte de la Agencia Tributaria o la Administración Local de 
posibles incrementos de valor que se pudieran producir en relación con el  IRPF o con el IIVTNU, 
respectivamente. 
 Pero la lucha contra el fraude, si fuera el caso, no debería librarse a través de interpretaciones 
contrarias a lo que, según defendemos en este artículo, podría considerarse como una consecuencia de la 
simple aplicación de las normas civiles, procesales y registrales vigentes. Esa lucha contra el fraude 
habría de afrontarse en tres planos distintos: 
 El del legislador, al que corresponde la ampliación de los supuestos de sujeción por Actos 
Jurídicos Documentados a otros casos de documentación pública o auténtica. En concreto, reformar la 
norma legal aplicable, el artículo 31.2 del Real Decreto Legislativo 1/1993, de 24 de septiembre, por el 
que se aprueba el Texto refundido de la Ley del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos 
Jurídicos Documentados,, que sigue refiriéndose sólo a “las primeras copias de escrituras y actas 
notariales” como objeto de la sujeción. 
 El del Juez o del Letrado de la Administración de Justicia, a los que les corresponde evitar que la 
elección de la vía judicial pueda realizarse sin que exista controversia alguna necesitada de solución 
jurisdiccional (véase, en relación con esto, el art 139 Ley 15/2015) o que se persigan fines claros o 
exclusivos de defraudación, lo que incluye también la defraudación fiscal. Debe, por otra parte, ir 
superándose la percepción de que nuestros juzgados no reaccionan ante los casos de fraude fiscal y 
recordar que también son sus funcionarios destinatarios de las normas de la Ley General Tributaria que 
regulan el deber de colaboración con la autoridad fiscal. 
 Y el del liquidador del impuesto de transmisiones (ITPAJD o ISD), que no debe dejarse llevar 
por un único tratamiento, el de no sujeción, para todos los actos comprendidos en el acuerdo transaccional. 
La modalidad de Actos Jurídicos Documentados es sólo un punto de vista de la tributación, pero ello no 
puede conllevar que se dejen de calificar ya fiscalmente todos los actos comprendidos en el mismo 
acuerdo transaccional. Es relativamente frecuente apreciar, por ejemplo, que la exención en la modalidad 
AJD de los convenios reguladores de separación, nulidad o divorcio, se eleve a definitiva a pesar de 
ponerse de manifiesto en el mismo acuerdo daciones de bienes privativos en pago de deudas comunes o 
del otro cónyuge, o adjudicaciones de bienes privativos para capitalización de pensión compensatoria 
etc…que son auténticas transmisiones susceptibles de ser gravadas por la modalidad de Transmisiones 
Patrimoniales Onerosas. 
 Por lo demás, sigue siendo esencial el cierre registral que, por razones fiscales, prevé el artículo 
254 de la Ley Hipotecaria a todos aquellos documentos, cualquiera que sea su naturaleza, que accedan al 
Registro sin aportar el presentante, en todo caso, la autoliquidación correspondiente y el justificante de 
presentación en la oficina liquidadora competente para que, por parte de ésta, se efectúe una completa 
calificación fiscal del contenido, tanto jurídico como económico, del documento presentado. 
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Dispone el Artículo 147 de la Ley de Jurisdicción Voluntaria: 

“1. A los efectos previstos en el artículo 517.2.9.º de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil, el testimonio del acta junto con el del decreto del 
Secretario judicial o del auto del Juez de Paz haciendo constar la 
avenencia de las partes en el acto de conciliación, llevará aparejada 
ejecución. 

A otros efectos, lo convenido tendrá el valor y eficacia de un 
convenio consignado en documento público y solemne. 

2. Será competente para la ejecución el mismo Juzgado que tramitó la 
conciliación cuando se trate de asuntos de la competencia del propio 
Juzgado. En los demás casos será competente para la ejecución el Juzgado 
de Primera Instancia a quien hubiere correspondido conocer de la demanda. 

3. La ejecución se llevará a cabo conforme a lo establecido en la Ley de 
Enjuiciamiento Civil para la ejecución de sentencias y convenios 
judicialmente aprobados.” 

 
Fijémonos en el contenido del segundo párrafo de este precepto, cuando 
señala expresamente que a otros efectos (entiéndase en cualquier otro no 
consistente en interesar la ejecución) lo convenido tendrá el valor y la 
eficacia de un convenio consignado en documento público y solemne. 

Pues bien, sentado lo anterior, se va a proceder a analizar una de las 
últimas resoluciones de la DGRN, la RDGRN dictada en fecha 18 de octubre 
de 2017 y publicada el pasado día 11 de noviembre de 2017. 

En los antecedentes de hecho, señala la DGRN que “por el letrado de la 
Administración de Justicia del Juzgado de Primera Instancia e Instrucción 
número 1 y de lo Mercantil de Toledo, don A. J. M. M., se dirigió 
mandamiento al Registro Mercantil de Toledo del que resulta que ante dicho 
Juzgado se sigue el procedimiento de ejecución de títulos judiciales número 
107/2016, en el que recayó auto, de fecha 5 de mayo de 2017, de la 
magistrada-juez doña María Nuria Pina Barrajón. De dicho auto resulta que, 
en fecha 12 de enero de 2017, se despachó ejecución del siguiente título 
judicial: auto, de fecha de 26 de octubre de 2016, del Juzgado de Paz de 
Recas recaído en acto de conciliación conforme a la Ley de la Jurisdicción 
Voluntaria y del que resultaba la obligación de disolver y liquidar la sociedad 
«Taller Mecánico Recas, S.L.», así como de repartir el haber social entre los 
cuatro socios; que, ante la inactividad de dos de los cuatro socios que 
firmaron el acto, se solicitó la ejecución judicial, y que se ordenaba la 
inscripción en el Registro Mercantil de la disolución y liquidación de la 
sociedad, el cese de los administradores, nombramiento de liquidadores 
mancomunados y adjudicación a los cuatro socios, ante la ausencia de 
acreedores, del único bien que constituye el activo social. 

Presentado el referido mandamiento judicial en el Registro Mercantil de 
Toledo, fue objeto de la siguiente nota de calificación: «Notificación de 
calificación La registradora Mercantil que suscribe, previo el consiguiente 
examen y calificación, de conformidad con los artículos 18 del Código de 
Comercio y 6 del Reglamento del Registro Mercantil, ha resuelto no 
practicar conforme a los siguientes hechos y fundamentos de Derecho: 
(apuntar que únicamente se hace constar el hecho que nos interesa y que 
afecta al carácter y eficacia del documento) 

En la escritura tiene que manifestarse que no se ha promovido ninguna 
edificación de las que deban prestarse las garantías en los términos exigido 
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por la Ley de Ordenación de la Edificación o bien que se han constituido las 
garantías establecidas por dicha Ley. En este sentido, la Dirección 
General de los Registros y del Notariado ha consolidado la doctrina 
de que la homologación judicial de un acuerdo privado relativo a un 
proceso que, iniciado por la demandada, acabe en acuerdo 
transaccional, no puede ni debe tener acceso al Registro, debiendo 
ser objeto de elevación a escritura pública. (Resoluciones de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado de fechas 16 de 
febrero de 2017 y 5 de abril de 2017, entre otras). En relación con la 
presente calificación: (…) Toledo, a 9 de Junio de 2017 (firma ilegible y sello 
del Registro con el nombre y apellidos de la registradora) La registradora». 

Solicitada calificación sustitutoria, la misma correspondió al registrador de 
la Propiedad de Escalona, don Rafael Burgos Velasco, quien, en fecha 10 de 
julio de 2017, confirmó la calificación de la registradora Mercantil de Toledo. 

Contra la nota de calificación sustituida, doña T. D. R., procuradora de los 
tribunales, en nombre y representación de doña M. H. H. y don C. F. S., 
interpuso recurso.” 

Se analizará la fundamentación que interesa al objeto de determinar el 
motivo por el cual la DGRN entiende que el Decreto o el Auto dictados en el 
procedimiento de Conciliación no son documentos públicos. 

“La registradora Mercantil de Toledo acuerda no proceder a la inscripción 
por los motivos que resultan de su nota de defectos si bien en suma, el 
motivo de rechazo es tanto la falta de escritura pública de la que 
resulten los requisitos establecidos en el Registro Mercantil para 
practicar la inscripción, como la imposibilidad de que el auto de 
conciliación acceda por sí mismo al Registro de conformidad con la 
doctrina de este Centro Directivo. La recurrente basa sus motivos de 
recurso exclusivamente en esta última circunstancia, así como en la 
suficiencia del auto por el que se lleva a cabo la ejecución.” 

Señala la DGRN que “las cuestiones que se plantean en este 
expediente deben resolverse de acuerdo a la reiterada doctrina de 
esta Dirección General en materia de inscripción de resoluciones 
judiciales dictadas en sede de ejecución de títulos que la lleven 
aparejada. 

Conforme a dicha doctrina (vid. «Vistos»), el principio de titulación 
formal en nuestro Derecho viene instaurado en el artículo 3 de la 
Ley Hipotecaria, exigiéndose en su virtud titulación pública (ya sea 
notarial, judicial o administrativa, atendiendo a la naturaleza de los casos y 
supuestos del negocio en ellos contenido), siendo muy excepcional los 
supuestos en los que se permite la mutación jurídico real en 
documento o instancia privada con plena relevancia registral, sin 
que el caso aquí planteado pueda encajarse en alguna de estas 
excepciones (cfr. Resolución 27 de febrero de 2017). 

En relación con el alcance del acuerdo transaccional alcanzado en sede 
procedimental, así como la eficacia formal que le confiere la homologación 
judicial recaída y, en su caso, su ejecución judicial por la vía de apremio la 
doctrina de este Centro Directivo ha señalado lo siguiente: 

a) En cuanto a la naturaleza del acuerdo transaccional: la 
transacción, se encuentra definida en nuestro Código Civil como el 
contrato por el que las partes, dando, prometiendo o reteniendo alguna 



.

- 294 - Bol. Colegio Registradores, núm. 50

evitan la provocación de un pleito o ponen término al que hubiesen iniciado. 
En este mismo sentido, la propia ley jurisdiccional civil, reconoce la 
transacción como un modo de terminación del proceso, que implica la 
facultad de disposición de su objeto, quedando desde entonces el mismo 
fuera del ámbito de actuación jurisdiccional y sometido a la exclusiva 
voluntad de los interesados, estando reservada la intervención del juez 
a la valoración de dicha disponibilidad del objeto del proceso y no, y 
esta cuestión es fundamental, al fondo del mismo. 

Participando por tanto de una naturaleza contractual, la transacción 
debe estar sometida a las reglas de los contratos en todos sus 
aspectos relativos a capacidad objeto y formalidades necesarias 
para, en este caso, obtener su acceso al Registro. 

b) En cuanto al alcance de la homologación judicial: la homologación 
judicial no tiene otro alcance que poner fin al procedimiento judicial 
existente, y, precisamente por ello, porque el juez ve finalizada su labor, 
no contiene una declaración judicial sobre las peticiones de las partes ni una 
resolución por la que se declare, modifique, constituya o extinga una 
relación jurídica determinada; y así, son las propias partes las que, 
mediante la prestación de su consentimiento y el cumplimiento del resto de 
requisitos exigidos por el ordenamiento, declaran, constituyen, modifican o 
extinguen una relación jurídica preexistente, lo que hace innecesaria la 
continuidad del proceso, que ha quedado sin objeto. 

El auto judicial de homologación de un convenio transaccional no 
puede, por lo tanto, ser equiparado a una resolución judicial recaída 
en procedimiento ordinario, pues en dicho auto el juez se limita a 
sancionar el acuerdo alcanzado por las partes, previa comprobación de la 
capacidad de éstas para transigir y de la inexistencia de prohibiciones o 
limitaciones legales (artículo 19 de la Ley de Enjuiciamiento Civil), pero sin 
hacer una valoración de las pruebas practicadas ni pronunciarse sobre el 
fondo de las pretensiones de las partes (artículo 209 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil). No cabe en consecuencia equiparar el auto de 
homologación de una transacción al auto recaído en un procedimiento 
ordinario. Lógicamente a la resolución que homologa el acuerdo 
deberá acompañarse éste, pero eso no significa que dicho acuerdo 
alcance, por ese hecho la condición de ejecutoria inscribible en el 
Registro de la Propiedad ex artículo 3 de la Ley Hipotecaria. 

En consecuencia, la homologación judicial no altera el carácter 
del documento pues se limita a acreditar la existencia de dicho 
acuerdo. Si bien las partes no podrán en ningún caso negar, en el 
plano obligacional, el pacto transaccional alcanzado y están 
obligados, por tanto, a darle cumplimiento. 

c) En cuanto a los requisitos para la inscripción en el Registro de la 
Propiedad: sin perjuicio de la libertad de pactos que subyace en el fondo del 
acuerdo que pone fin al procedimiento iniciado, material y formalmente este 
acuerdo deberá ajustarse a los requisitos exigidos por el ordenamiento para 
poder ser inscrito en el Registro de la Propiedad. 

Alcanzada la transacción y homologada judicialmente, las partes 
pueden llevar a cabo la ejecución del negocio jurídico realizado por 
vía extrajudicial en cuyo caso, y en cumplimiento de la exigencia del 
artículo 3 de la Ley Hipotecaria, deben proceder al otorgamiento de 
la oportuna escritura pública con el fin de procurar la inscripción en 
el Registro de la Propiedad y así concordar la realidad registral a la 
extrarregistral (artículo 40 de la Ley Hipotecaria). 
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Si la ejecución extrajudicial no resulta posible por negarse 
alguna de las partes al otorgamiento señalado, la transacción 
homologada por el juez constituye un título que lleva aparejada 
ejecución (artículos 1816 del Código Civil y 415.2 y 517.1.3ª de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil), por lo que la parte interesada puede solicitar del 
órgano jurisdiccional competente que se lleve a cabo por la vía de apremio. 
El artículo 415 de la Ley de Enjuiciamiento Civil establece que: «2. El 
acuerdo homologado judicialmente surtirá los efectos atribuidos por la ley a 
la transacción judicial y podrá llevarse a efecto por los trámites previstos 
para la ejecución de sentencias y convenios judicialmente aprobados. Dicho 
acuerdo podrá impugnarse por las causas y en la forma que se prevén para 
la transacción judicial». 

Pero aun en este supuesto es preceptivo el cumplimiento de las 
normas civiles sobre documentación de los negocios jurídicos y, en 
consecuencia, del requisito de escritura pública previsto en el 
artículo 3 de la Ley Hipotecaria. 

Y, a este respecto, dispone el artículo 708 de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil que: «1. Cuando una resolución judicial o arbitral firme condene a 
emitir una declaración de voluntad, transcurrido el plazo de veinte días que 
establece el artículo 548 sin que haya sido emitida por el ejecutado, el 
tribunal, por medio de auto, resolverá tener por emitida la declaración de 
voluntad, si estuviesen predeterminados los elementos esenciales del 
negocio. Emitida la declaración, el ejecutante podrá pedir que se libre, con 
testimonio del auto, mandamiento de anotación o inscripción en el Registro 
o Registros que correspondan, según el contenido y objeto de la declaración 
de voluntad. Lo anterior se entenderá sin perjuicio de la observancia de las 
normas civiles y mercantiles sobre forma y documentación de actos y 
negocios jurídicos». 

En consecuencia, serán inscribibles en el Registro de la Propiedad 
las declaraciones de voluntad dictadas por el juez en sustitución 
forzosa del obligado, cuando estén predeterminados los elementos 
esenciales del negocio; pero en nada suplen a la declaración de voluntad del 
demandante, que deberá someterse a las reglas generales de formalización 
en escritura pública (cfr. artículos 1217, 1218, 1279 y 1280 del Código Civil, 
3 de la Ley Hipotecaria y 143 y 144 del Reglamento Notarial). 

Por todo ello, lo procedente es entender que la Ley de 
Enjuiciamiento Civil no dispone la inscripción directa de los 
documentos presentados, sino que la nueva forma de ejecución 
procesal permite al demandante otorgar la escritura de elevación a 
público del documento privado compareciendo ante el notario por sí 
solo, apoyándose en los testimonios de la sentencia y del auto que 
suple la voluntad del demandado…” 

Debemos, previamente a continuar con el análisis que la RDGRN realiza, 
poner en conexión lo expuesto por el centro directivo en su fundamentación 
con lo ya expuesto y analizado sobre la entidad del auto de homologación y 
su carácter de documento público, no sin hacer alguna reflexión sobre el 
art. 708 LEC, aquí incluido por el Centro Directivo para explicar su doctrina. 

Señalar que este precepto tiene como objeto facilitar la ejecución de una 
obligación de hacer, consistente en la emisión de una declaración de 
voluntad, pero no puede servir para poner en duda la ejecutabilidad de todo 
acuerdo transaccional aprobado en sede judicial. 

La cuestión de la “suplencia por el juez de la declaración de voluntad de una 
de las partes” está prevista para procedimientos en los que se ejecute una 
sentencia que acuerde expresamente la validez de un precontrato o 
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promesa de un negocio jurídico, un contrato de promesa de venta, por 
ejemplo, o bien la elevación a público de un contrato verbal o recogido en 
documento privado.  

Ahí es claro el alcance y contenido de la sentencia de condena, que una vez 
que declara válido aquella promesa de venta, obliga a los contratantes a 
ejecutar la misma, evidentemente a través de una compraventa que debe 
otorgarse en sede judicial. 

Los pasos posteriores a la sentencia dependerán del buen hacer y de la 
voluntad de las partes, obligando a una de ellas, en caso de que la otra 
parte no emita en tiempo y forma esa declaración de voluntad a instar la 
ejecución, amparándose en aquel precepto, pero no pudiendo confundir 
este supuesto concreto y muy excepcional, con la ejecución de 
prácticamente cualquier auto de homologación, o resolución procesal que 
apruebe un acuerdo o transacción judicial. 

En cuando a la conciliación, señala la DGRN que “Sentado lo anterior no 
debe confundirse la transacción sea judicial o extrajudicial con un acto de 
conciliación llevado a efecto ante el Juzgado de Paz, puesto que mientras la 
primera tiene por objeto evitar la provocación de un pleito o poner término 
al que había comenzado (cfr. artículo 1809 del Código Civil), el segundo se 
encuadra dentro de los procedimientos de resolución alternativa de 
conflictos, es decir, procedimientos que pretenden dar solución a una 
controversia entre partes intentando lograr el acuerdo entre las mismas, y 
sin que tenga que ser un juez el que tome la decisión. Por tanto, se 
diferencia del proceso judicial en que no interviene un juez, sino que se 
lleva a cabo ante un letrado de la Administración de Justicia, un juez de 
Paz, un notario o un registrador de la Propiedad o Mercantil, pero debiendo 
destacarse que la resolución del conflicto se consigue por el acuerdo entre 
las partes enfrentadas. 

La Ley 15/2015, de 2 de julio, de la Jurisdicción Voluntaria, ha llevado a 
cabo una nueva y más completa regulación del acto de conciliación. La 
principal novedad que aporta la reforma consiste en permitir que la 
conciliación pueda realizarse, no sólo en el ámbito procesal, sino también 
ante otros funcionarios públicos distintos: los notarios y los registradores de 
la Propiedad y Mercantil. Así, junto a la regulación recogida en el Título IX 
de la citada Ley (artículos 139 a 148) de la conciliación procesal, que se 
materializa con la intervención de jueces de paz o de letrados de la 
Administración de Justicia de los Juzgados de Primera Instancia y de los 
Juzgados Mercantiles, se ha introducido el artículo 103 bis en la Ley 
Hipotecaria y un nuevo Capítulo VII (artículos 81 a 83) en la Ley del 
Notariado, que prevén, respectivamente, la conciliación ante el registrador y 
ante el notario. Se enmarca sin duda alguna esta opción en la intención 
manifiesta de la Ley de la Jurisdicción Voluntaria de desjudicializar todos los 
procedimientos y actuaciones que en la misma se regulan”. 

En cuanto a la naturaleza jurídica de la conciliación, señala la DGRN 
que “la doctrina se ha dividido entre quienes estiman que la conciliación es 
un auténtico proceso, los que lo encuadran en el ámbito de la jurisdicción 
voluntaria, o los que consideran que se trata de un auténtico contrato. El 
Tribunal Supremo, en una Sentencia de su Sala Primera de 5 de 
noviembre de 1976 (confirmada por otra de esa misma Sala de 31 
de octubre de 1989), ha declarado que la conciliación se muestra 
«más que como un verdadero acto procesal, como un negocio 
jurídico particular, semejante en todo a la transacción, cuya validez 
intrínseca deberá estar condicionada a la concurrencia de los requisitos 
exigidos para todo contrato o convenio en el artículo 1261 en relación con el 



.

- 297 - Bol. Colegio Registradores, núm. 50

artículo 1300 del Cc, pudiéndose en caso contrario impugnar dicha validez 
mediante el ejercicio de la acción de nulidad(…)». De hecho, la regulación 
establecida por la Ley 15/2015 parece que también se inclina por esta tesis 
contractualista. Así, por ejemplo, el artículo 147.1 afirma que «lo convenido 
tendrá el valor y la eficacia de un convenio», y el artículo 148.1 dispone: 
«Contra lo convenido en el acto de conciliación sólo podrá ejercitarse la 
acción de nulidad por las causas que invalidan los contratos». 

En el caso de la conciliación el letrado de la Administración de Justicia (o 
el juez de Paz, según los casos), el notario o el registrador de la Propiedad o 
Mercantil no han de limitarse a dar fe de que las partes han alcanzado o no 
un acuerdo. Han de desarrollar una labor conciliadora que procure encontrar 
puntos de encuentro entre las partes que faciliten el acuerdo. Por ello dice 
el artículo 145.1 de la Ley de la Jurisdicción Voluntaria: «Si no hubiera 
avenencia entre los interesados, el secretario judicial o el juez de paz 
procurará avenirlos, permitiéndoles replicar y contrarreplicar, si quisieren y 
ello pudiere facilitar el acuerdo». 

Consecuencia de la intervención de los citados fedatarios y dado 
que el acuerdo final de las partes se va a recoger en un acta 
intervenida por el funcionario correspondiente, a la misma se le va a 
reconocer el carácter de documento público y con plena fuerza 
ejecutiva. Así resulta con claridad de lo dispuesto en el artículo 147.1 de la 
Ley de la Jurisdicción Voluntaria: «A los efectos previstos en el artículo 
517.2.9.º de la Ley de Enjuiciamiento Civil, el testimonio del acta junto con 
el del decreto del Secretario judicial o del auto del Juez de Paz haciendo 
constar la avenencia de las partes en el acto de conciliación, llevará 
aparejada ejecución. A otros efectos, lo convenido tendrá el valor y eficacia 
de un convenio consignado en documento público y solemne». En este 
sentido, existiendo norma específica de ejecución, no es aplicable la norma 
general del artículo 22 de la Ley de la Jurisdicción Voluntaria. 

Ahora bien, el hecho de que el acta de conciliación que recoja el 
acuerdo alcanzado tenga la condición de documento público, tal y 
como sucede en el caso del auto que homologa la transacción, no 
significa que el acta o certificación expedida sean títulos inscribibles 
de los previstos en el artículo 3 de la Ley Hipotecaria, por cuanto no 
todo documento público de manera indiscriminada e intercambiable es título 
formal inscribible en los términos exigidos en el citado artículo 3 de la Ley 
Hipotecaria y 33 de su Reglamento, debiendo cumplirse los requisitos 
sustantivos y formales del título inscribible, así como los exigidos para la 
inscripción en los artículos 9 de la Ley Hipotecaria y 51 de su Reglamento, o 
los referentes, en su caso, a los medios de pago (cfr. artículo 11 de la Ley 
Hipotecaria).” 

Aquí la DGRN sorprende dando “una de cal y otra de arena”, ya que por un 
lado, y como no puede ser de otra forma, de conformidad con lo dispuesto 
en el art. 147 de la Ley 15/2015 de Jurisdicción Voluntaria, califica el 
acuerdo junto con la resolución que lo aprueba como documento público, 
pero continúa el Centro Directivo señalando que eso no quiere decir que ese 
documento público reúna los requisitos de documento público requerido por 
el art. 3 de la Ley Hipotecaria, o los exigidos para su inscripción por los arts. 
9 de la Ley Hipotecaria y 51 del Reglamento, así como 11 de la Ley 
Hipotecaria. 

Nada se va a apuntar en relación a estos últimos preceptos, que analizan 
otros aspectos del título a inscribir y no desarrollados por la DGRN en su 
fundamentación, pero sí se debe hacer una breve reflexión en relación a la 
afirmación de “que un documento público no es público a los efectos del art. 
3 de la Ley Hipotecaria”. 
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Dicho precepto no establece ni fija la existencia de documentos públicos 
privilegiados, ni tampoco señala o dispone qué requisitos o garantías 
diferenciarían unos documentos públicos de otros, y ello con carácter 
general, ya que el Centro Directivo sí ha venido a reconocer la cualidad de 
inscribible de resoluciones y acuerdos de conciliación en materia de 
jurisdicción voluntaria, pero sólo en expedientes que califica de 
excepcionales. (Véase como ejemplo lo dispuesto en el apartado anterior se 
entiende sin perjuicio de aquellas conciliaciones que puedan surgir en 
expedientes específicamente regulados en la Legislación Hipotecaria, como 
pueden ser, a título de ejemplo, los del artículo 199 referente a completar la 
descripción literaria de la misma acreditando su ubicación y delimitación 
gráfica y, a través de ello, sus linderos y superficie)14. 

Hacer referencia al mismo tiempo a que la STS que se cita y que termina 
señalando que el acuerdo de conciliación tiene naturaleza privada de 
negocio jurídico particular, es muy anterior a la nueva Ley de Jurisdicción 
Voluntaria, que sin ánimo de constituir una regulación mejorable, sí dispone 
de una extensa exposición de motivos en los que fundamenta el objeto y 
finalidad de la misma, y que por tanto, y con pleno respeto a una STS del 
año 2005, ésta no incluye o ha podido incluir la casuística y demás detalles 
de la Ley 15/2015 en toda su extensión. 

Señalar, por último, que la DGRN termina desestimando el recurso por los 
motivos expuestos, y que como aquí se señala, no parecen ajustados a 
derecho. Al juzgarlo así, tan sólo queremos destacar que por derecho 
aplicable ha de entenderse no sólo el articulo 3 de la Ley Hipotecaria, leído 
en sus términos literales, en los que la Dirección General toma en el sentido 
más restringido posible la expresión “ejecutoria” como única vía por la que 
entrarían en el registro las resoluciones judiciales en sus diversas 
configuraciones; sino “todo” el derecho, sustantivo, procesal y registral, 
aplicable al título inscribible en sentido formal, y que no puede aislar dicho 
precepto de la Ley Hipotecaria de un conjunto de normas muy diversas, 
anteriores y posteriores a aquél, que desembocan en una interpretación 
favorable a la inscripción.    

VII CONCLUSIONES. 

De la aproximación a la doctrina de la DGRN que se ha llevado a cabo para 
la confección del presente trabajo, tan destacable como la conclusión final a 
que se llega para rechazar la inscripción de las resoluciones judiciales 
examinadas, son los matices con los que, en ocasiones, se ha desenvuelto 
esa doctrina. No puede desconocerse que, sobre una normativa procesal 
intacta o muy similar, la Dirección General había llegado a sostener con 
anterioridad la conclusión contraria, sin que se encuentre una razón de peso 
que explique el cambio de orientación. Tampoco puede obviarse que, en 
alguna ocasión, antes y ahora, haya planteado que la solución hubiera sido 
                                                 
14  ¿Qué sitio ocupan en la interpretación que hace la Dirección General del alcance del artículo 3 
de la Ley Hipotecaria tantos otros supuestos en los que se regula y se admite el acceso al Registro de la 
Propiedad de acuerdos privados sin necesidad de que sean  incorporados a escritura pública? Por ejemplo: 
los documentos que, con arreglo al Reglamento Hipotecario permiten inscribir la rectificación de errores 
de concepto en las inscripciones, y que desembocan en un acta de acta autorizada por el registrador; la 
certificación administrativa que sirve de vehículo, en diversas legislaciones autonómicas para la 
inscripción de convenios urbanísticos; la certificación firmada por el registrador que ha intervenido en 
una conciliación de las previstas en el 103 bis de la Ley Hipotecaria; el documento administrativo por el 
que puede ser aceptada la hipoteca unilateral (instrumentada ésta en escritura e inscrita previamente) en 
los casos de aplazamiento o fraccionamiento, a que se refiere el artículo 48.8 del Reglamento General de 
Recaudación; o, por citar ejemplos de la normativa más reciente, el laudo que declara la nulidad de un 
acuerdo inscribible, el cual, con arreglo al artículo 11 ter de la Ley de Arbitraje, tras su modificación por 
la Ley 11/2011, habrá de inscribirse en el Registro Mercantil y, en extracto, publicarse en el Boletín 
Oficial del Registro Mercantil, pero habiéndose suprimido por el artículo 37 de aquella ley la necesidad 
de escritura pública, que ha pasado a ser potestativa. 
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otra de haberse definido claramente la autoridad judicial, al aprobar el 
acuerdo, sobre la aptitud para su inscripción directa. Ni los casos en los que 
ha modalizado todo el argumentario relativo a la naturaleza documental 
insuficiente para la inscripción del acuerdo transaccional atendiendo sólo al 
dato externo de la relación, más o menos acreditada, con un procedimiento 
matrimonial. 

Y luego están las leyes actualmente vigentes y un contexto normativo 
nuevo que tiende a la agilización y simplificación de trámites y a una 
progresiva desjudicialización de controversias, sin merma de garantías. En 
ese contexto no se entiende que documentos que las tienen casi todas –
porque, desde el punto de vista de la autenticidad y adecuación a la 
legalidad del contenido de las declaraciones de voluntad que incorporan, el 
juez ha comprobado la capacidad de las partes y la inexistencia de 
prohibiciones o limitaciones legales; y desde el punto de vista del carácter 
público del documento en el que se envasan, éste se ha confeccionado y 
expedido por el funcionario, dotado de autoridad, encargado de la fe pública 
judicial- siga recibiendo, frente al Registro de la Propiedad, un trato 
desfavorable, que lo deja más bien junto al que recibiría un documento 
privado cuyas firmas simplemente han sido legitimadas. 

De todo lo expuesto hasta aquí puede concluirse que sería deseable que la 
DGRN rectificase el criterio que viene manteniendo respecto a la inscripción 
de las resoluciones judiciales y procesales comentadas, sobre todo porque 
se trata de documentos públicos que reúnen todos los requisitos necesarios 
para su inscripción.  

La negativa a inscribir dichas resoluciones sin el previo requisito de su 
elevación a escritura pública o protocolización tiene efectos perturbadores 
para las partes, incrementando innecesariamente los costes de los 
procedimientos y dilatando el cumplimiento de las resoluciones emanadas 
de los Tribunales.  
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RESUMEN: en este artículo se analiza de forma crítica e intención constructiva la 
reciente doctrina que la DGRN ha venido sentando en materia de adjudicación de 
bienes inmuebles para reforzar la protección del deudor, en la línea que abrió en 
nuestro ordenamiento jurídico la Ley 1/2013 en plena crisis económica. Se examinan 
los principales pronunciamientos recaídos en ese sentido, poniéndolos en relación con 
las resoluciones de los tribunales que han abordado supuestos similares y con algunas 
otras de la propia Dirección General en las que ha podido apreciarse una 
interpretación diferente, contraria a los intereses del deudor, y cuyo replanteamiento se 
valora. Se concluye proponiendo una reforma legal que acoja definitivamente esa 
doctrina progresiva y que solucione la inseguridad jurídica que ya se está percibiendo, 
ante la existencia de pronunciamientos contrarios a esa doctrina por parte de los 
tribunales.  

Abstract: This article discusses critically, with a constructive intent, the recent doctrine 
settled down by the DGRN on the award of property to strengthen the protection of the 
debtor,  that was newly opened in our legal system by Law 1 / 2013 during the economic 
crisis. The main pronouncements backsliding in this regard are examined, relating them 
to the decisions ruled by the courts that have addressed similar assumptions and some 
other of the DGRN itself, in which it has been seen a different, interpretation, contrary 
to the interests of the debtor, and whose reframing is assessed. We conclude by 
proposing a legal reform that definitely avails this progressive doctrine and solve the 
legal uncertainty that is already perceived, given  the case law contrary to this doctrine 

ÍNDICE: I INTRODUCCIÓN: REFLEXIÓN SOBRE EL ORIGEN DE LA 
DOCTRINA DE LA DGRN Y SU IMPACTO. II ANÁLISIS DETALLADO DE LOS 
PRINCIPALES EJEMPLOS DE DICHA DOCTRINA PROGRESIVA Y SU 
EVENTUAL COLISIÓN CON LA JURISPRUDENCIA. III DIFICULTADES DE 
APLICACIÓN DE LA DOCTRINA PROGRESIVA EN LOS CASOS DE 
ADJUDICACIÓN DE VARIAS FINCAS, UNAS POR TODOS LOS CONCEPTOS Y 
OTRAS POR UN PORCENTAJE CONCRETO, Y NECESIDAD DE 
REPLANTEAMIENTO DE LA DOCTRINA DE LA DGRN PARA TALES CASOS. 
IV CONCLUSIÓN: NECESIDAD DE UNA REFORMA LEGAL PARA 
CONSOLIDAR LA PROTECCIÓN DEL DEUDOR ANTE LA ADJUDICACIÓN DE 
SUS BIENES.  

I INTRODUCCIÓN: REFLEXIÓN SOBRE EL ORIGEN DE LA DOCTRINA DE 
LA DGRN Y SU IMPACTO. 

De un tiempo a esta parte la DGRN ha venido sorprendiendo a los operadores jurídicos 
con varias resoluciones que se pueden calificar de “rompedoras” y novedosas al realizar  
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una interpretación progresiva de la normativa legal con la clara finalidad de reforzar la 
protección brindada al deudor en el trance de perder la propiedad, particularmente 
cuando se trata de su vivienda, por la adjudicación en un procedimiento de ejecución 
judicial de cualquier tipo, tanto hipotecaria como de título judicial o no judicial u 
ordinaria.  

El origen de este marcado y evidente posicionamiento “pro deudor” de la DGRN se 
puede situar claramente en la importantísima reforma de nuestro ordenamiento jurídico 
que acometió el legislador en los años 2012 y 2013 con la promulgación tanto del Real 
Decreto-ley 27/2012 de 15 de noviembre, de medidas urgentes para reforzar la 
protección a los deudores hipotecarios, como de la Ley 1/2013 de 14 de mayo, de 
medidas para reforzar la protección a los deudores hipotecarios, reestructuración de 
deuda y alquiler social, normas impulsadas en el contexto de la crisis económica más 
grave que ha padecido nuestro país desde el advenimiento de la democracia.  

Cabe recordar en este sentido que, en su preámbulo, la Ley 1/2013 señalaba lo 
siguiente, en relación con el contexto histórico-social de dicha normativa:  

La atención a las circunstancias excepcionales que atraviesa nuestro país, motivadas 
por la crisis económica y financiera, en las que numerosas personas que contrataron un 
préstamo hipotecario para la adquisición de su vivienda habitual se encuentran en 
dificultades para hacer frente a sus obligaciones, exige la adopción de medidas que, en 
diferentes formas, contribuyan a aliviar la situación de los deudores hipotecarios. 

Si bien la tasa de morosidad en nuestro país es baja, hay que tener muy presente el 
drama social que supone, para cada una de las personas o familias que se encuentran 
en dificultades para atender sus pagos, la posibilidad de que, debido a esta situación, 
puedan ver incrementarse sus deudas o llegar a perder su vivienda habitual. 

El esfuerzo colectivo que están llevando a cabo los ciudadanos de nuestro país con el 
fin de superar de manera conjunta la situación de dificultad que atravesamos, requiere 
que, del mismo modo y desde todos los sectores, se continúen adoptando medidas para 
garantizar que ningún ciudadano es conducido a una situación de exclusión social. 

Con este fin, es necesario profundizar en las líneas que se han ido desarrollando en los 
últimos tiempos, para perfeccionar y reforzar el marco de protección a los deudores 
que, a causa de tales circunstancias excepcionales, han visto alterada su situación 
económica o patrimonial y se han encontrado en una situación merecedora de 
protección. 

Las resoluciones a las que nos referimos puede ser calificadas de “progresivas” porque 
lo que ha pretendido el Centro Directivo, conscientemente, ha sido ir más allá de la 
dicción o tenor de la norma para adoptar una interpretación más favorable al deudor, 
aunque con ello haya tenido que forzar la interpretación literal del texto legal hasta unos 
extremos que posiblemente escaparan de la intención del propio legislador o que, al 
menos, éste no supo plasmar en la redacción legal con la claridad y precisión 
requeridos.  

En este artículo se analizan exhaustivamente los principales ejemplos de esa novedosa 
doctrina registral, pero haciendo hincapié también en el riesgo evidente de que ante los 
mismos supuestos se obtenga una respuesta divergente por parte de los tribunales, a 
quienes corresponde dar la última palabra sobre la cuestión, bien sea al resolver 
directamente sobre la propia adjudicación del inmueble en cualquiera de las instancias,  
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bien en vía de los recursos jurisdiccionales que cabe interponer frente a las propias 
resoluciones de la DGRN. De hecho, como se verá a continuación, ya han recaído 
resoluciones judiciales contrarias a algunas de esas interpretaciones remarcando que la 
doctrina registral no resulta vinculante.  

Y, por otro lado, también se ponen de manifiesto algunos pronunciamientos del Centro 
Directivo, claramente perjudiciales para los deudores, que tras la consolidación de esa 
línea interpretativa progresiva habrían quedado en una difícil posición, lo que hace 
aconsejable su rectificación.  

Por ello se llega a la conclusión, sobre la que luego se incidirá, de que es conveniente, si 
no imprescindible, que el legislador acometa una nueva reforma legal que introduzca en 
los propios textos normativos la esencia de la doctrina progresiva de la DGRN, para 
consolidar así definitivamente la protección que merece el deudor, con un sentido y 
alcance que hasta hace unos años era difícil de imaginar y concebir pero que, 
afortunadamente, ya no tiene marcha atrás.  

II ANÁLISIS DETALLADO DE LOS PRINCIPALES EJEMPLOS DE DICHA 
DOCTRINA PROGRESIVA Y SU EVENTUAL COLISIÓN CON LA 
JURISPRUDENCIA. 

Los principales supuestos de la doctrina progresiva “pro deudor” a la que aludimos 
serían los siguientes:  

A) LA ADJUDICACIÓN DE LA VIVIENDA HABITUAL ENTRE LA 
HORQUILLA DEL 70 Y EL 60 POR CIEN DEL VALOR DE TASACIÓN EN LOS 
CASOS DE SUBASTAS SIN NINGÚN POSTOR.  

DOCTRINA RECIENTE DE LA DIRECCIÓN GENERAL  

Se trata de uno de los primeros supuestos en que destacó la nueva línea interpretativa 
que ahora se glosa. Resulta que la Ley 1/2013 vino a dar una nueva redacción al artículo 
671 de la LEC, que es el que establece las cantidades por las que el acreedor ejecutante 
puede adjudicarse los bienes inmuebles tras la celebración de la subasta sin la 
intervención o participación de ningún postor. La función de esta previsión legal es la de 
actuar como última ratio o cláusula de cierre del sistema, de manera que cuando el bien 
trabado o hipotecado no se ha podido enajenar en pública subasta con concurrencia de 
terceros interesados por falta de interés económico en el mismo, se concede al 
ejecutante la facultad de adquirir el bien en pago de su deuda, es decir, por la cantidad 
debida por todos los conceptos, o por un determinado importe que se fija atendiendo a 
un concreto porcentaje sobre el valor de tasación otorgado en su momento al inmueble, 
bien en sede judicial mediante el juego de los artículos 637 y 666 de la LEC o en la 
propia escritura de constitución de hipoteca conforme establece el artículo 682.2.1º de la 
LEC. 

En la actualidad1 dicho precepto establece lo siguiente: Si en la subasta no hubiere  

                                                           
1 En realidad, este precepto fue reformado por primera vez en virtud del Real Decreto-Ley 8/2011, de 

1 de julio, que vino a razonar la necesidad de la nueva redacción por los siguientes motivos según expresa 
su exposición de motivos: “En segundo lugar, se modifica la Ley de Enjuiciamiento Civil para garantizar 
que en caso de producirse una ejecución hipotecaria por impago, los deudores recibirán una 
contraprestación adecuada por el inmueble, que les permita anular o reducir al máximo la deuda 
remanente. Para ello, se prevé que la adjudicación al acreedor en subasta de un inmueble hipotecado 
como consecuencia de una ejecución, se realizará por un precio nunca inferior al 60% del valor de 
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ningún postor, podrá el acreedor, en el plazo de los veinte días siguientes al del cierre 
de la subasta, pedir la adjudicación del bien. Si no se tratare de la vivienda habitual del 
deudor, el acreedor podrá pedir la adjudicación por el 50 por cien del valor por el que 
el bien hubiera salido a subasta o por la cantidad que se le deba por todos los 
conceptos. Si se tratare de la vivienda habitual del deudor, la adjudicación se hará por 
importe igual al 70 por cien del valor por el que el bien hubiese salido a subasta o si la 
cantidad que se le deba por todos los conceptos es inferior a ese porcentaje, por el 60 
por cien. Se aplicará en todo caso la regla de imputación de pagos contenida en el 
artículo 654.3. 

Pues bien, tras la reforma legal, la interpretación que se venía realizando respecto a 
cómo aplicar este precepto era que si la cantidad debida por todos los conceptos era 
inferior al 70% la adjudicación debía hacerse por el 60%. Es decir, que en la práctica se 
producía un “salto” de un porcentaje a otro sin atender a la deuda real debida. Por 
ejemplo, si la deuda debida por todos los conceptos representaba el 68% del valor de 
tasación, pese a ello, se pasaba automáticamente a adjudicar por el 60% de dicho valor, 
lo que evidentemente suponía un perjuicio para el deudor al reducirse la deuda en una 
cantidad inferior. 

Así las cosas, sobre esta cuestión se pronunció la pionera Resolución de la DGRN de 12 
de mayo de 2016 (B.O.E 6 de junio) en la que se destacaba que la interpretación 
ponderada y razonable del artículo 671 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, para evitar 
un resultado literal contrario al espíritu y finalidad de la ley, habrá de ser la de que “si 
se tratara de vivienda habitual del deudor, la adjudicación se hará por un importe igual 
al 70 por cien del valor por el que el bien hubiese salido a subasta o si la cantidad por 
la que se le deba por todos los conceptos es inferior a ese porcentaje, por la que 
cantidad que se le deba al ejecutante por todos los conceptos, con el límite mínimo del 
60 por cien del valor de subasta”. 

El criterio seguido en esta resolución ha sido ratificado en otras posteriores de la 
DGRN, como la de 21 de septiembre de 2016 (B.O.E. 14 de octubre) y la de 21 de 
octubre de 2016 (B.O.E 18 de noviembre). Y más recientemente por la de 5 de julio de 
2017 (BOE 01.08.2017) que analiza el supuesto de que, tratándose de vivienda habitual 
del deudor, tras quedar la subasta desierta, se adjudicaba la finca al acreedor por el 60% 
del valor de tasación, ya que lo adeudado era inferior al 70% (concretamente el 68,9%), 
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 671 de la LEC. Destacando esta 
resolución que:  

1º En cuanto a la posibilidad de valorar el registrador el porcentaje aplicado: Debe 
tenerse en cuenta, por último, que los mandatos legales sobre interpretación y 
aplicación de las normas jurídicas no sólo están dirigidos a los jueces y tribunales, sino 
también a todas las autoridades públicas que tengan atribuidas funciones y 
responsabilidades en su aplicación, como sin duda ocurre, con los registradores de la 
Propiedad a través de su calificación conforme al artículo 18 de la Ley Hipotecaria, y 
con las atribuciones de este Centro Directivo al revisar por vía de recurso, tales 
calificaciones, y todo ello sin perjuicio del siempre superior criterio que adopte el 
órgano jurisdiccional. 
                                                                                                                                                                          
tasación. Se establece, por tanto, un límite equilibrado, impidiéndose cualquier adjudicación al acreedor 
inferior al 60% del valor de tasación, independientemente de la cuantía de la deuda total, y ello con el fin 
de evitar el despojo del deudor.” 

 



.

- 304 - Bol. Colegio Registradores, núm. 50

 
 

 

 

 

2º Y en cuanto a la solución a seguir: En base a todo lo expuesto, y a los concretos 
efectos que la ley confiere a las Resoluciones de este Centro Directivo, se estima que la 
interpretación ponderada y razonable del artículo 671 de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil, para evitar un resultado literal contrario al espíritu y finalidad de la ley, habrá de 
ser la de que «si se tratare de la vivienda habitual del deudor, la adjudicación se hará 
por importe igual al 70 por cien del valor por el que el bien hubiese salido a subasta o 
si la cantidad que se le deba por todos los conceptos es inferior a ese porcentaje, por la 
cantidad que se le deba al ejecutante por todos los conceptos, con el límite mínimo del 
60 por cien del valor de subasta». 

TRATAMIENTO DEL MISMO SUPUESTO POR PARTE DE LOS 
TRIBUNALES 

Cuando hemos aplicado el calificativo de “pionera” al referirnos a la primera de las 
resoluciones de la Dirección General que acogió la doctrina expuesta queremos 
significar que, con su interpretación, se adelantó a toda doctrina judicial, pues no consta 
que en ese momento se hubieran pronunciado todavía los tribunales sobre la misma 
cuestión en esa novedosa dirección. Quedaba, pues, pendiente de saber si esa tesis de la 
DGRN, que parecía absolutamente razonable, sería refrendada por los tribunales. Y lo 
cierto es que, ahora, cuando ya se pueden encontrar respuestas en la denominada 
jurisprudencia “menor” de las audiencias provinciales, éstas han emitido 
pronunciamientos en una y otra dirección, esto es, tanto a favor como en contra de esa 
interpretación. Veámoslo:  

1º) EN SENTIDO CONTRARIO: 

Destaca el AUTO DE 5 DE DICIEMBRE DE 2016 DE LA AUDIENCIA 
PROVINCIAL DE GUADALAJARA, sección 1ª; recurso: 322/2016; nº de resolución: 
209/2016; ponente: Isabel Serrano Frías. Cendoj: 19130370012016200060.  

En esta resolución, en cuanto al supuesto de hecho, para un caso en el que concurría la 
expresada circunstancia, se había dictado decreto por el que se aprobaba la adquisición 
por la entidad ejecutante de los inmuebles por la cantidad que se le debía por todos los 
conceptos, y no por el 60% del valor de tasación que es lo que se derivaba de una 
interpretación literal, para el caso concreto, del artículo 671 de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil. 

Contra dicho auto se interpuso recurso por la propia entidad ejecutante, que discrepaba 
de la interpretación del artículo 671 de la LEC que se llevaba a cabo en el Decreto, 
alegando la ejecutante que “…rechaza el carácter vinculante de la resolución de 12 de 
mayo de 2016 de la DGRN, BOE 6/06/16 y entiende que la interpretación literal del 
artículo 671 de la ley procesal no deja margen de duda en cuanto a que la adjudicación 
tratándose de vivienda habitual del deudor se hará por importe igual al 70% del valor 
por el que el bien hubiese salido a subasta o si la cantidad que se le deba por todos los 
conceptos es inferior a ese porcentaje por el 60%, no pudiendo entenderse que el 
legislador pretendiera decir, pues lo hubiera dicho, que la adjudicación se hará por la 
cantidad que se deba al ejecutante por todos los conceptos con el límite del 60% del 
valor de subasta.” 
 
En el auto de la Audiencia Provincial, la sala declaró que “no se cuestiona que la 
adjudicación del inmueble hipotecado a la entidad bancaria acreedora se ajustó a la 
regulación contenida en la ley procesal, una vez se constató la falta de postores en la  
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subasta señalada por el órgano ejecutor (artículos 671 y 691.4 LEC). Son extremos 
destacables de la resolución los siguientes: 
 
1º) Se alude por una parte a la posición del Tribunal Supremo: “…el Tribunal Supremo 
ha corregido su doctrina tradicional conforme a la cual las adjudicaciones de bienes 
ajustadas a las normas procesales no son en ningún caso motivo de enriquecimiento 
injusto por más que el precio de la adjudicación fuese notoriamente inferior al de 
tasación o incluso irrisorio (SSTS 8 de julio de 2003, 29 de octubre de 2007 y 25 de 
septiembre de 2008). …la STS Pleno de 13 de enero de 2015 mantiene que, en 
principio, la adjudicación de un bien al acreedor llevada a cabo en el marco de una 
ejecución judicial al amparo del artículo 671 LEC (la STJUE de 30 de abril de 2014 
descartó la incompatibilidad de esa norma con la Directiva 93/13) no produce por sí 
sola un enriquecimiento injusto, con lo que reafirma la preeminencia de la 
responsabilidad patrimonial universal sancionada en los artículos 1911 CC y 105 y 140 
LH. No obstante, matiza el tribunal de casación, si una ulterior transmisión del bien 
llevada a cabo en un lapso relativamente próximo por un precio muy superior al de la 
adjudicación judicial, hiciese aflorar una importante plusvalía en favor del acreedor 
adjudicatario, cabría reconsiderar la subsistencia del crédito frente al deudor 
ejecutado desde la óptica de la buena fe y del principio general del Derecho que veda 
todo enriquecimiento injusto, en la línea de lo previsto actualmente en el artículo 579.2, 
b/ LEC. Y, refiriéndose al caso concreto, precias: No estamos todavía en esa fase en el 
supuesto de autos pues nada apunta aun a posible plusvalía a favor de Banco.” 
 
2º) Se remarca, a continuación, la idea de que ha de atenderse en primer lugar a la 
interpretación literal, y si ésta es clara, no se requerirá la referencia a otros criterios. 
Cita, a título de ejemplo, la Sentencia del Tribunal Supremo de 15 de enero de 2009, 
que declaró: “c) La interpretación de las normas conforme a la realidad social del 
tiempo en que deben ser aplicadas, como ha reiterado la jurisprudencia,  no  puede  
conducir  a  su  inaplicación,  pues  es  al  legislador  a  quien  incumbe  innovar  el 
ordenamiento jurídico introduciendo las políticas de vivienda que estime oportunas 
dentro de su libertad de configuración, en la que caben estrategias de oportunidad 
vedadas a los tribunales."  
 
3º) Se añade el argumento de que el legislador no ha querido sin más establecer con 
carácter general esa consecuencia que equivaldría a una dación en pago, “pudiendo 
citarse las últimas modificaciones y así la Ley 1/2013, de 14 de mayo (LA LEY 
7255/2013), no ha introducido más modificación relevante en el proceso de ejecución 
hipotecaria, en lo que aquí interesa, que la exigencia de que el valor que haya de servir 
de tipo en la subasta no podrá ser inferior al 75% del valor señalado en la tasación 
practicada con arreglo a la Ley 2/1981, de regulación del mercado hipotecario, y que 
la adjudicación al acreedor de la vivienda habitual del deudor (SIC) ha de hacerse por 
un importe igual al 70% del valor por el que el bien salió a subasta.” 
 
4º) Cita, para un caso similar al de autos, el Auto de 28 Sep. 2015 de la Audiencia 
Provincial de Castellón, Sección 3ª, Rec. 350/2015, del que transcribe, entre otras 
palabras, estas: “Recordemos que el precepto transcrito es claro en sus términos y ni 
contempla que el valor deba ser del 70% en los supuestos en que la deuda pendiente se 
aproxime a este porcentaje, puesto que exige que lo iguale por lo menos, ni tampoco 
establece graduación alguna cuando la cantidad adeudada sea superior al 60% e 
inferior al 70% del valor por el que el bien salió a subasta.” 
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Y tras citar y transcribir parcialmente la resolución de la DGRN de 12 de mayo de 2016, 
termina acogiendo el recurso interpuesto “en el sentido de revocar la resolución 
recurrida y acordar que la adjudicación de la finca se lleve a cabo por el 60% del valor 
de la subasta como interesa la ejecutante recurrente, … sin que la interpretación que 
acoge la resolución de instancia siguiendo la pauta de la DGRN tenga amparo legal 
siendo una interpretación contraria al claro tenor de la norma.” 
  
2º) EN SENTIDO FAVORABLE:  
 
Puede citarse en primer lugar el AUTO DE 7 DE MARZO DE 2017, DE LA 
AUDIENCIA PROVINCIAL DE TOLEDO, Sección 2ª; Nº de Resolución: 150/2017, 
Ponente: RAFAEL CANCER LOMA. Cendoj: 45168370022017200055. 
Prácticamente se limita a transcribir la RDGRN de 12 de mayo de 2016, lo que hace 
dándole entrada con las siguientes palabras:  
 
El supuesto planteado en esta alzada guarda esencial identidad con el que fue objeto de 
análisis por la Resolución de 12 de mayo de 2016, de la Dirección General de los 
Registros y del Notariado (BOE de 6 de junio de 2016), recogiendo una exegesis 
minuciosa de la interpretación del artículo 671 de la LEC que debe prevalecer en 
atención al espíritu y finalidad de la norma más allá de la mera literalidad del 
precepto, siendo coincidente con la solución ofrecida por el Señor Secretario Judicial 
en su Decreto de 21 de julio de 2014, corroborada por la resolución dictada por el 
Magistrado-Juez con ocasión de resolver el recurso de revisión interpuesto por la 
representación del Banco de Castilla La Mancha SA. 
 
Por su interés, reseñamos acto seguido, los fundamentos de derecho tercero y cuarto de 
la citada Resolución de 12 de mayo de 2016, los cuales juzgamos suficientemente 
persuasivos para llevar a cabo una interpretación de la norma contenida en el artículo 
671 LEC que va más allá de su mera literalidad para evitar "un resultado literal 
contrario al espíritu y finalidad de la Ley" que esta Sala comparte y asume en su 
integridad… 
 
Mayor interés presenta el AUTO DE 26 DE JUNIO DE 2017 DE LA AUDIENCIA 
PROVINCIAL VALENCIA, Sección 9ª (Nº de Recurso: 542/2017, Nº de Resolución: 
824/2017, Ponente: PURIFICACION MARTORELL ZULUETA. Id Cendoj: 
46250370092017200814). 
 
Se interpone recurso de apelación por la parte ejecutada contra un auto del juzgado por 
el que se desestimó el recurso de revisión de un decreto de adjudicación dictado a favor 
de Banco Popular por la cantidad de 165.720,68 euros (el 60% del valor de tasación) 
respecto de la vivienda habitual objeto de la garantía. 
 
El recurrente sostiene que se ha hecho una interpretación errónea del artículo 671 de la 
Ley de Enjuiciamiento, citando el Preámbulo de la Ley 1/2013 y la Resolución de la 
DGRN de 12 de mayo de 2016. Y termina por suplicar la revocación de la resolución 
apelada interesando que como el valor de adjudicación no supera el 70% y siendo 
vivienda habitual, la adjudicación sea por la cantidad que se deba por todos los 
conceptos conforme al artículo 670.4.2 de la LEC , o subsidiariamente por un  
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porcentaje entre el 60% y el 70% que cubra la total cantidad de principal, intereses y 
costas. 
 
La entidad ejecutante se opuso al recurso de apelación con ocasión del traslado que le 
fue conferido… argumenta la corrección de la resolución apelada, con invocación del 
Auto de la Audiencia provincial de Barcelona de 3 de abril de 2014, cuyo tenor 
transcribe. 
 
Y la sala concluye declarando: Expuesto cuanto antecede, para resolución estimatoria 
de la controversia convocada a la alzada, la Sala hace propia la interpretación que del 
precepto transcrito efectúa la DGRN en resolución de fecha 12 de mayo de 2016… 
Dicho cuanto antecede y siguiendo los criterios expresados en la resolución reseñada 
seguidamente debe atenderse a las circunstancias concretas que concurren en la 
ejecución, partiendo de los siguientes hechos no controvertidos:  a) la celebración de la 
subasta sin postores (folio 57 de las actuaciones), b) el carácter de vivienda habitual de 
la garantía ejecutada, y c) que la cantidad debida por todos los conceptos es inferior al 
70% del valor de tasación del inmueble (165.720,68 euros) tal y como se reconoce en 
escrito presentado por la entidad ejecutante el 27 de abril de 2016 (folio 94 del 
proceso).  
 
Dicho esto: 1) La cantidad adeudada por principal asciende a 162.351,34 euros. Se 
han liquidado intereses por importe de 8.423,91 euros y tasado costas por importe de 
10.552,81 euros. Todo ello suma la cantidad total de 181.328,06 euros. 2) El valor de 
tasación de la finca hipotecada - según obra al folio 17 vuelto de la escritura - era de 
276.201,14 euros, cuyo 60% asciende a 165.720,68 euros y el 70% a 193.340,79 euros. 
3) La cantidad adeudada por todos los conceptos se encuentra en la horquilla entre el 
60% y el 70% del valor de tasación, más próxima al segundo que al primero de los 
porcentajes. Así, la cantidad adeudada sobrepasa en 15.607,38 euros al porcentaje del 
60%, mientras que asciende a 12.012,73 euros la diferencia respecto al 70%.  
 
Consideramos que en tales circunstancias es de aplicación al caso el criterio expresado 
en nuestro Auto del pasado 8 de mayo pasado, por lo que estimamos el recurso de 
apelación articulado por la representación del demandado Don Bernardino, debiendo 
adjudicarse la vivienda hipotecada por el importe debido por éste por todos los 
conceptos, esto es, por la cantidad de 181.328,06 euros. 
 
Por último, puede citarse el AUTO DE 11 DE DICIEMBRE DE 2017 DE LA 
AUDIENCIA PROVINCIAL DE CASTELLÓN, Sección 3ª (Nº de Recurso: 47/2017, 
Nº de Resolución: 302/2017), también para un caso de adjudicación de un inmueble que 
no constituía la vivienda familiar, en el que la deuda pendiente de pago se situaba por 
debajo del 70% del valor de tasación, pero por encima del 60% del mismo, solicitando 
los apelantes que se tuviera por cedida la adjudicación por la totalidad de la deuda 
pendiente de pago. 
 
Tras citar, a título de ejemplo, el Auto núm. 243 de 5 de octubre de 2017 de la misma 
sala, en el que estuvimos al contenido del precepto, en su estricta literalidad, por 
entender que así debía el tribunal aplicar la ley, sin perjuicio de que pudiera ser 
deseable una norma con otro contenido, añade luego que la lectura de las Resoluciones 
de la DGRN a que en seguida haremos referencia, nos conduce a cambiar el criterio 
que hemos mantenido anteriormente en el sentido indicado y a hacerlo razonadamente,  
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lo que explicamos a continuación. La doctrina contenida en dichas resoluciones es 
defendible en derecho y da lugar a una solución que este tribunal encuentra más justa. 
El criterio mantenido por la Dirección General de los Registros y del Notariado, en 
sendas resoluciones de 12 de mayo y 21 de octubre de 2016 (BOE 279 de 18 de 
noviembre de 2016) es proclive a la postura de la parte apelante, que las invoca. 
  
Por otra parte, se argumenta lo siguiente: 
  
Véase que mientras el art. 670.4 dispone que, habiendo postores y no llegando al 70% 
del valor de tasación la mejor postura ofrecida, el ejecutante puede pedir la 
adjudicación del inmueble por dicho 70%, o por la cantidad que se le deba por todos 
los conceptos, siempre que esta cantidad sea superior al sesenta por ciento de su valor 
de tasación y a la mejor postura, el art. 671 LEC de cuya aplicación se trata permite 
que si la cantidad debida es inferior al 70%, la adjudicación se haga por el 60%, en 
lugar de por la cantidad debida. 
Creemos que el hecho de que haya postores (art. 670.4) o no (art. 671) no basta para 
justificar tan diferente trato. Siendo como es legalmente inevitable la pérdida de la 
vivienda habitual, no lo es que en el primer caso quede zanjada la deuda, mientras que 
en el segundo -que es el de los apelantes- tras la pérdida de la vivienda seguirán 
debiendo la diferencia entre el 60% del valor de tasación y la cantidad adeudada antes 
de la adjudicación, quedando por ello expuestos a un segundo proceso de ejecución, 
como es el regulado en el art. 579 LEC. 
 
Y tras transcribir parcialmente la resolución de 21 de octubre de 2016, añade: 
Concluimos por ello, como hace la Dirección General de los Registros y del Notariado, 
que la redacción literal del artículo 671 ha de ser interpretada en el mismo sentido que 
la del artículo 670.4, es decir, que el ejecutante tiene derecho a pedir la adjudicación 
del inmueble por el 70% del valor de subasta, o si la cantidad que se le deba por todos 
los conceptos es inferior a ese porcentaje, por dicha cantidad, siempre que sea superior 
al sesenta por ciento de su valor de subasta. 
  
Aparte de la cita que se hace del Auto de la Audiencia Provincial de Toledo de 7 de 
marzo de 2017 (que también se reseña en este trabajo), llama la atención que, a mayor 
abundamiento, se aluda a la Resolución DGRN de 20 de septiembre de 2017, que se va 
a examinar más adelante en este artículo, y que es la relativa a la interpretación del 
artículo 651 LEC en relación con el art. 671 LEC. Se transcriben de ella, en el auto, las 
palabras relativas al necesario equilibrio entre los intereses del ejecutante (obtener la 
satisfacción de su crédito) y del ejecutado (no sufrir un perjuicio patrimonial mucho 
mayor que el valor de lo adeudado al acreedor), y a que la interpretación de una norma 
no puede amparar el empobrecimiento desmesurado y sin fundamento de una parte, y el 
enriquecimiento injusto de la otra. La cita y transcripción que se hace de la citada 
resolución parece traslucir una disposición favorable, por parte de la sala, hacia dicha 
resolución, lo que podría interpretarse como una muestra de la influencia que sí puede 
llegar a tener, frente a las dudas en este momento suscitadas, la doctrina concreta 
recogida en dicha resolución entre los tribunales.  
 
En definitiva, se puede concluir afirmando que en este punto la DGRN tan sólo ha 
abierto el debate, pero no que el mismo haya quedado zanjado a nivel jurisprudencial, 
como puede comprobarse al examinar las distintas soluciones adoptadas, con todos los 
riesgos que esa indefinición conlleva para la seguridad jurídica.  
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En definitiva, se puede concluir afirmando que en este punto la DGRN tan sólo ha 
abierto el debate, pero no que el mismo haya quedado zanjado a nivel jurisprudencial, 
como puede comprobarse al examinar las distintas soluciones adoptadas, con todos los 
riesgos que esa indefinición conlleva para la seguridad jurídica.  
 
B) ADJUDICACIÓN DE TODO TIPO DE BIENES COMO MÍNIMO POR EL 
50% DEL VALOR DE TASACIÓN.  

Esta es sin duda la aportación más novedosa y rompedora de la DGRN en los últimos 
tiempos. En síntesis, puede afirmarse que supone una interpretación integradora de los 
artículos 651 y 671 de la LEC para llegar a la conclusión de que no será posible 
adjudicar ningún bien, se trate o no de vivienda habitual del demandado, por una 
cantidad inferior al 50% de su valor de tasación. 

Resulta evidente que con ello se busca poner fin a supuestos sangrantes en que se 
adjudicaban bienes por deudas irrisorias o cantidades muy inferiores a su valor. El 
problema está en que sin esa interpretación “progresiva” que ahora ha hecho el Centro 
Directivo se podía adjudicar el bien al acreedor “por la cantidad debida por todos los 
conceptos” a pesar de que ésta no guardara proporción con el valor del bien, sin 
limitación alguna, lo que en la práctica daba lugar a situaciones cuando menos 
llamativas.  

RESOLUCIÓN DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE LOS REGISTROS Y DEL 
NOTARIADO DE 20 DE SEPTIEMBRE DE 2017 

Concretamente esta interpretación se ha perfilado en la Resolución DGRN de 20 de 
septiembre de 2017, BOE de 16 de octubre de 20172. En cuanto al contenido de esta 
importantísima resolución, se trata de un decreto de adjudicación dictado en un 
procedimiento de ejecución de títulos judiciales. La finca objeto de adjudicación fue 
tasada en la cantidad de 189.600 euros. La subasta quedó desierta, solicitando el 
ejecutante la adjudicación de la finca (que no constituía vivienda habitual) por la 
cantidad que se le debía por todos los conceptos, que ascendía a 2.713,06 euros. 

La registradora se opone a la inscripción al entender que la interpretación del artículo  
                                                           
2Las normas que trae a colación la registradora son: El artículo 655, con arreglo al cual en las 
subastas inmuebles o de bienes muebles sujetos a un régimen de publicidad registral similar al 
de aquéllos, serán aplicables las normas de la subasta de bienes muebles, salvo las 
especialidades que se establecen en los artículos siguientes (651-2.º). Artículo 671 antes citado. 
Y el artículo 651, “Adjudicación de bienes al ejecutante”, en la Sección 5.ª “De la subasta de 
bienes muebles”, con arreglo al cual: Si en el acto de la subasta no hubiere ningún postor, podrá 
el acreedor pedir la adjudicación de los bienes por el 30 por 100 del valor de tasación, o por la 
cantidad que se le deba por todos los conceptos. En ningún caso, ni aun cuando actúe como 
postor rematante, podrá el acreedor ejecutante adjudicarse los bienes, ni ceder el remate o 
adjudicación a tercero, por cantidad inferior al 30 por 100 del valor de tasación.”. 
Concluyendo la registradora: “Por último señalar que si bien en este supuesto no se trata de 
proteger la vivienda habitual (como ocurría en la RDGRyN de 12/05/2016 para un supuesto de 
ejecución hipotecaria, y su interpretación de los artículos 671 y 670), si entiendo que la 
interpretación ponderada y razonable debe prevalecer en todo caso, conjugando 1o protección 
de lodos los intereses en juego al aplicar las normas.” 
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671 LEC ha de hacerse de forma conjunta con el artículo 651 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil; ello significa que, no tratándose de una vivienda habitual, aunque 
el ejecutante solicite la adjudicación por la cantidad que se le deba por todos los 
conceptos, dicha adjudicación nunca podrá realizarse por una cifra inferior al 50% del 
valor de tasación de la finca. 

En su escrito de recurso, el recurrente considera que la norma aplicable es el art. 671 
LEC”… (norma especial en la subasta de bienes inmuebles, respecto a las reglas que 
contiene el art. 651 LEC)… las circunstancias que concurren en el presente supuesto de 
hecho -ejecución ordinaria y carácter no habitual de la vivienda del deudor- no ofrecen 
lugar a dudas, ni interpretaciones, ni analogías…la Resolución invocada por la Sra. 
registradora (RDGRN 12-05-16) analiza un supuesto de hecho radicalmente distinto al 
que es objeto de calificación; en aquel caso, se trataba de una ejecución hipotecaria de 
la vivienda habitual de deudor. 

En esta resolución, se sostiene que los porcentajes que sirvan de base para adjudicar la 
finca en un ejecutivo entran en la calificación del registrador. Se insiste en la idea de 
que los porcentajes aplicables entran en el concepto de extremos calificables por el 
registrador del artículo 100 del Reglamento Hipotecario, dentro del concepto de la 
“congruencia del mandato con el procedimiento o juicio en que se hubiere dictado” a 
que alude dicho artículo. Para la Dirección General: Si dichos límites no se respetan, no 
puede sostenerse que se ha seguido un procedimiento adecuado para provocar el 
sacrificio patrimonial del ejecutado, debiendo el registrador rechazar el acceso al 
Registro de la adjudicación. 

En cuanto al fondo del asunto, la Dirección General confirma la nota de calificación de 
la registradora. Tras recordar los principios generales de interpretación de normas 
jurídicas recogido en el artículo 3 del Código Civil”, concluye en el sentido de que “la 
interpretación del artículo 671 no puede ser la puramente literal, ya que puede producir 
un resultado distorsionado.”  Y declara: “En efecto, admitir que el acreedor pueda 
solicitar la adjudicación de la finca por una cantidad que represente menos del 50% del 
valor de tasación de la finca, supone romper el equilibrio que el legislador ha querido 
que el procedimiento de apremio garantice entre los intereses del ejecutante (obtener la 
satisfacción de su crédito) y del ejecutado (no sufrir un perjuicio patrimonial mucho 
mayor que el valor de lo adeudado al acreedor). La interpretación de una norma no 
puede amparar el empobrecimiento desmesurado y sin fundamento de una parte, y el 
enriquecimiento injusto de la otra. 

Para la Dirección General el legislador no ha tenido la precisión y el acierto de prever 
en el caso de los bienes inmuebles (artículo 671) una norma similar a la que sí se 
establece para los muebles (artículo 651 de la Ley de Enjuiciamiento Civil)”. Sin 
embargo, añade, “el contenido del artículo 651 permite entender cuál es el verdadero 
espíritu y finalidad de las normas que regulan la adjudicación de una finca en el 
procedimiento de apremio cuando la subasta ha quedado desierta. 

En el camino de sostener el resultado práctico que defiende, examina la resolución el 
régimen del artículo 670 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. Para el caso de que 
existieran postores que concurran a la subasta, regula en su apartado cuarto el supuesto 
de que las posturas presentadas fueran inferiores al 70% del valor de subasta. Tras 
ofrecer al ejecutado la posibilidad de presentar un tercero que ofrezca una postura 
superior a ese límite, para el caso de que no lo haga, atribuye al ejecutante la opción de 
solicitar la adjudicación por el setenta por ciento, o por la cantidad que se le deba por  
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todos los conceptos, siempre que esta cantidad sea superior al sesenta por ciento de su 
valor de tasación y a la mejor postura. Y, prosigue la resolución, el último párrafo del 
citado artículo 670.4 prevé la posibilidad de aprobar el remate por una cantidad 
inferior, al disponer: «Cuando el ejecutante no haga uso de esta facultad, se aprobará 
el remate en favor del mejor postor, siempre que la cantidad que haya ofrecido supere el 
50 por ciento del valor de tasación o, siendo inferior, cubra, al menos, la cantidad por 
la que se haya despachado la ejecución, incluyendo la previsión para intereses y costas. 
Si la mejor postura no cumpliera estos requisitos, el Secretario judicial responsable de 
la ejecución, oídas las partes, resolverá sobre la aprobación del remate a la vista de las 
circunstancias del caso… 

Para la Dirección General: Por lo tanto, existiendo postores cabe la posibilidad de que 
el remate sea inferior al 50% del valor de tasación siempre que cubra al menos, la 
cantidad por la que se haya despachado la ejecución, incluyendo la previsión para 
intereses y costas. Y en este caso, como garantía complementaria la Ley atribuye al 
letrado de la Administración de Justicia la apreciación y valoración de las 
circunstancias concurrentes, oídas las partes, y establece que, en caso de que se realice 
el remate en esos términos, existirá la posibilidad de presentar recurso de revisión 
frente al decreto de adjudicación. Esta norma especial, prevista por el legislador para 
circunstancias extraordinarias y con una serie de garantías específicas, parece que 
debe integrarse igualmente para el supuesto del artículo 671, por lo que en esta 
hipótesis será preciso que se dé cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 670.4 (cfr. 
artículo. 4.1 del Código Civil). 

En relación con esta alusión a la intervención decisiva del Letrado de la Administración 
de Justicia, en esta resolución se remarca especialmente el hecho de que la Letrada 
Judicial del caso hubiera defendido expresamente las tesis de la registradora, si bien en 
el informe evacuado en el propio recurso, tras ponerse la nota de calificación del 
defecto: En este sentido, es muy significativo que la propia letrada de la Administración 
de Justicia que había dictado el decreto de adjudicación, señale en el informe emitido 
para incorporarse a este expediente, su total conformidad con la interpretación y 
calificación realizada por la registradora. 

Y termina citando las resoluciones de 12 de mayo de 2016 (que nombraba también la 
registradora) y de 21 de octubre de 2016, que también aludieron a la necesidad de hacer 
una interpretación no literal del artículo 671 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, si se 
tratare de la vivienda habitual del deudor. 

Las dudas que plantea esta resolución son diversas: 

1º) Por un lado porque se dicta en un caso de ejecución de títulos judiciales, 
planteándose si es aplicable a la ejecución hipotecaria. Si atendemos sólo a los 
argumentos dados, la interpretación del artículo 671 no puede ser la puramente literal, 
ya que puede producir un resultado distorsionado, no hay razón para no trasladar los 
mismos argumentos al procedimiento especial de ejecución hipotecaria.  

2º) La forma en que se expone el régimen del artículo 670.4 LEC parece alterar un poco 
el sentido de su último párrafo. La norma se plantea que puede el Letrado Judicial 
resolver atendidas las circunstancias del caso, oyendo a las partes, sólo para un caso en 
el que la adjudicación finalmente aprobada no cumpla ninguno de los dos supuestos 
posibles: o la adjudicación aprobada cubre el 50% del valor de tasación o, siendo 
menor, no es inferior a lo que se le deba por todos los conceptos. Sin embargo, la  
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Dirección General dice: existiendo postores cabe la posibilidad de que el remate sea 
inferior al 50% del valor de tasación siempre que cubra al menos, la cantidad por la 
que se haya despachado la ejecución, incluyendo la previsión para intereses y costas. Y 
en este caso, como garantía complementaria la Ley atribuye al letrado de la 
Administración de Justicia la apreciación y valoración de las circunstancias 
concurrentes… Es decir, la ley no exige esa garantía complementaria, como dice la 
resolución, para el caso de que la adjudicación lo sea por menos del 50% del valor de 
tasación si esa cantidad cubre aquella por la que se haya despachado la ejecución (y su 
previsión para intereses y costas). La prevé, esa garantía complementaria, para cuando 
la adjudicación ni siquiera se alcanzara el límite inferior legal, porque no se alcanza el 
50% del valor de tasación o porque, quedándose por debajo, no se cubra la cantidad por 
la que se hubiera despachado ejecución. Es en esos supuestos excepcionales en los que 
cabría valorar el desequilibrio, el abuso o el enriquecimiento injusto con el que el 
Letrado Judicial resuelve obviar los límites mínimos legales. Por encima de éstos, la 
elección del ejecutante es en todo caso legal.  

3º) Relacionado con esa garantía adicional a que se refiere la resolución, se suscita la 
duda de si otra hubiera sido la posición de la Dirección General si el informe de la 
letrado judicial en el recurso hubiera sido contrario a lo mantenido por la registradora; 
o, para otros casos, si, siguiendo la explicación que hace la DG, no se hubiera dado 
trámite a esa garantía complementaria” que “atribuye al letrado de la Administración 
de Justicia la apreciación y valoración de las circunstancias concurrentes, a través de 
un trámite como el previsto en la parte final del artículo 670.4.  

4º) Y, ante todo, la gran cuestión que suscita esta resolución es la de su posible colisión -
o intento de superación- en relación con cierta jurisprudencia, que podría calificarse de 
consolidada, según la cual si la adjudicación se realiza conforme a las previsiones 
legales no genera un enriquecimiento injusto. Al examen de esa jurisprudencia pasamos 
a continuación. 

TRATAMIENTO DEL SUPUESTO POR PARTE DE LOS TRIBUNALES. 

En efecto, frente a la afirmación del Centro Directivo, hecha al hilo de la postergación 
que realiza del artículo 671 a favor del artículo 651 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, 
de que la interpretación de una norma no puede amparar el empobrecimiento 
desmesurado y sin fundamento de una parte, y el enriquecimiento injusto de la otra, se 
destaca cierta jurisprudencia que ha venido a indicar que la aplicación del 671 citado no 
implica en ningún caso enriquecimiento injusto. Podemos citar, al respecto, las 
siguientes resoluciones: 

1º.- El AUTO DE 22 DE DICIEMBRE DE 2014 DE LA SECCIÓN 3 DE LA 
AUDIENCIA PROVINCIAL DE CASTELLÓN. ECLI:ES: APCS:2014:154ª, Nº de 
Recurso: 469/2014, Nº de Resolución: 273/2014. 

Para una ejecución hipotecaria, se planteó otro caso, distinto pero relacionado: el de 
adjudicación por el 50% del valor de tasación, dándose la circunstancia de que, con él, 
no se cubría el importe adeudado, que podría seguir siendo perseguido. Este hecho, para 
la parte ejecutada, la recurrente, supondría un abuso de derecho y un uso antisocial de 
las normas jurídicas.  

Para la Audiencia, en cambio: …consideramos que no podemos otorgar la razón a la 
parte apelante, habida cuenta que el resultado alcanzado en la instancia del que se 
discrepa no es otro que el que se deriva directamente de la regulación legal en relación  
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con las incidencias habidas en el desarrollo del proceso ejecutivo, no pudiéndose por 
ello ver ni la infracción legal denunciada (no se plantean propiamente cuestiones 
relacionadas con la realidad social a la hora de aplicar el art. 671 de la LEC dados sus 
términos) ni un supuesto de abuso de derecho al recurrirse a una facultad reconocida 
legalmente en atención a las circunstancias concurrentes, pretendiendo propiamente la 
parte apelante, con olvido notorio del principio de seguridad jurídica, una 
consecuencia que no deriva de la regulación legal existente y cuya pertinencia no puede 
venir más que dada por la consiguiente reforma legislativa, obviada en este punto 
concreto... 

Cita esta sentencia la doctrina contenida en la Sentencia del Tribunal Supremo de 25 de 
septiembre de 2008 que viene a excluir un comportamiento reprochable en el acreedor 
ejecutante por haber obrado como en este procedimiento y por el hecho de que no se 
haya cubierto de ese modo toda la deuda en función de su importe y valor por el que se 
ha verificado la adjudicación, doctrina de invocación común en nuestros tribunales en 
supuestos en que ha venido a plantearse la solución alternativa propuesta por la parte 
apelante. Pueden consultarse al respecto la Sentencia de la Audiencia Provincial de 
Córdoba, S.1, de 15 de enero de 2013 y la Sentencia de la Audiencia Provincial de 
Barcelona, S.1, de 7 de enero de 2014. 

Destaca la sentencia, citando otros autos de la misma sala, de 26 y 27 de enero, 17 y 20 
de febrero de 2012,) la idea de que la ley, dada su generalidad, se aplica a todos los 
casos y quienes ejercen las funciones jurisdiccionales están sometidos a las leyes 
aprobadas por los órganos legislativos. Y, en relación con los artículos 1911 CC, art. 
579 LEC, 105 Ley Hipotecaria, 671, 654.1 y 672.1 LEC, sostiene: El contenido de estos 
preceptos es tan claro y categórico que impiden al juez eludir la aplicación de la 
normativa mencionada, no pudiendo asumir funciones reservadas al legislador, sino 
aplicar la ley al caso concreto en aras del principio de seguridad jurídica. 

Y abundando en la misma dirección, añade: Dejando al margen por su singularidad el 
Auto nº 111/2010 de la Audiencia de Navarra, Sección Segunda de 17 de diciembre de 
2010, en el que se basa la Juez de instancia para fundamentar su decisión, la propia 
Audiencia de Navarra en autos posteriores se ratifica en los argumentos que con 
anterioridad se han expuesto. Así su Sección 3ª en el Auto nº 4/2011 de 28 de enero 
señala: "es de tal evidencia el contenido normativo de los preceptos mencionados que no 
alcanzan a comprenderse las razones por las cuales la Juez "a quo" eludió la aplicación 
al caso de la preceptiva mencionada, pues con independencia de las opiniones 
personales que los preceptos mencionados puedan merecer, cuestión ajena al contenido 
de esta resolución, lo cierto es que el supuesto planteado en este caso tenía perfecto 
encaje en el supuesto de hecho contenido en la norma procesal en coherencia con el 
principio aludido que establece el Código Civil; sin que corresponda al juez asumir 
funciones reservadas al legislador, sino aplicar la ley al caso concreto. Máxime cuando 
actuaciones como la llevada a cabo por la juez "a quo" en su resolución afectan al 
principio de seguridad jurídica en cuanto alteran el marco normativo existente cuando 
la operación se realizó y las bases sobre las que se asienta en España el sistema de 
garantía hipotecaria, con importantes repercusiones de orden práctico que, como 
decimos, son ajenas a las previsiones legales." En el mismo sentido que el auto anterior 
también se ha pronunciado la  sección Primera de la Audiencia Provincial de Navarra, 
mediante Auto 16/2011 de 11 de abril de 2011 , en el que se hacen referencia a otros   
autos dictados en el mismo sentido por la misma Sala de fechas 10 de febrero  y  29 de 
marzo de 2011. 
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En relación con la aplicación de la doctrina del abuso del derecho, cita la sentencia otra 
del Tribunal Supremo, la nº 128/2006 (Sala de lo Civil) de 16 de febrero, que transcribe 
parcialmente: No puede afirmarse que actúa el acreedor con manifiesto abuso de 
derecho si exige al deudor el importe que resta del crédito que ejecutó, cuando en el 
proceso de ejecución no ha conseguido la cantidad suficiente para la satisfacción total 
de aquel. "En efecto resulta incompatible - sigue diciendo la mencionada sentencia- con 
la apreciación de abuso de derecho la constancia de que el derecho de adjudicación ha 
sido ejercitado por quien, pese a ser acreedor, está legitimado expresamente para ello, 
y lo ha hecho con sujeción a lo exigido de suerte que el provecho que pueda haber 
obtenido resulta de lo dispuesto en el ordenamiento jurídico con el fin de facilitar la 
realización de las garantías hipotecarias, ante la falta de uso por el deudor de sus 
facultades para elevar el precio del remate, y por consiguiente, no puede estimarse que 
el deudor sobrepase los límites normales del ejercicio del derecho, desde el punto de 
vista de su función económico-social, por el hecho de que no renuncie a resarcirse del 
total del crédito y, al propio tiempo, trate de obtener del bien adjudicado ventajas 
económicas admisibles en el tráfico negocial.". Y en el mismo sentido se pronunció la   
Audiencia Provincial de Castellón (sección 3ª), en Auto nº 361/2005 de 5 de julio. 

Y de forma terminante, se concluye: La dicción literal del art. 671 de la LEC  hace que 
resulte que la decisión adoptada por el Auto impugnado al estimar que el   art. 579 de 
la LEC   no puede aplicarse "en este caso" no tendría como base el ordenamiento 
jurídico, sino una valoración moral subjetiva que lleva a la inaplicación del 
ordenamiento por razones de oportunidad, olvidando la sujeción de los Juzgados y 
Tribunales a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico, que es la clave sobre 
la que descansa el Estado de Derecho. Ello sin perjuicio de posibles y tal vez deseables 
modificaciones por parte del legislador de nuestro sistema de garantías hipotecarias, 
que siendo sensibles con la delicada situación de muchas familias españolas, 
permitieran limitar la responsabilidad del deudor al valor del inmueble ejecutado.  

2º.- El AUTO DE 14 DE FEBRERO DE 2017 DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL DE 
ALMERÍA (Civil Sección 1) (ROJ: AAP AL 229/2017 - ECLI:ES: APAL: 2017:229ª, 
Sentencia 56/2017 

Entra de lleno este auto en la cuestión, poniéndola en relación también con el artículo 
670 LEC, pero para llegar a la conclusión contraria: “el legislador ha querido que sea 
posible esa adjudicación por ese menor valor”, sin que ello suponga enriquecimiento 
injusto: 

La única interpretación posible, en el presente caso, partiría de matizar o modular lo 
dispuesto en la citada adicional sexta, entendiendo entonces que para el caso de las 
adjudicaciones solicitadas por el acreedor ejecutante en estos supuestos y siempre que 
las subastas en las que no hubiere ningún postor se realicen sobre bienes inmuebles 
diferentes de la vivienda habitual del deudor, el acreedor podrá pedir la adjudicación 
de los bienes por cantidad igual o superior al cincuenta por ciento de su valor de 
tasación o por la cantidad que se le deba por todos los conceptos "siempre que fuera 
superior a dicho porcentaje". Esto nos llevaría a entender que el 50% sería el límite 
mínimo a pagar. No obstante el siguiente apartado recoge que en los términos previstos 
en la mencionada sección y para los citados bienes inmuebles diferentes de la vivienda 
habitual del deudor, cuando la mejor postura ofrecida sea inferior al 70 por ciento del 
valor por el que el bien hubiere salido a subasta y el ejecutado no hubiere presentado 
postor, podrá el acreedor pedir la adjudicación del inmueble por el 70 por ciento o por  
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la cantidad que se le deba por todos los conceptos, siempre que esta cantidad sea 
superior a la mejor postura. Esto nos llevaría a la posibilidad de posturas inferiores 
incluso a ese 50% cuando exista una postura que también lo sea y siempre que aquella 
sea superior. Por lo tanto el legislador ha querido que sea posible esa adjudicación por 
ese menor valor, partiendo de dos principios esenciales: por un lado la necesidad de 
buscar una solución a la deuda impagada y garantizada y ante la pasividad en ello del 
deudor; por otro en la consideración de que el ofrecimiento respecto del pago de la 
deuda, cuando sea inferior a dichos porcentajes, conlleva una adjudicación no injusta 
o, al menos, con la inexistencia de enriquecimiento injusto. Situación esta última que la 
sentencia señalada del Tribunal Supremo considera se debe analizar conforme a lo 
siguiente: "El enriquecimiento injusto sólo podría advertirse cuando, tras la 
adjudicación, y en un lapso de tiempo relativamente próximo, el acreedor hubiera 
obtenido una plusvalía muy relevante, pues este hecho mostraría que el crédito debía 
haberse tenido por satisfecho en una proporción mayor, y al no serlo, el acreedor 
obtiene un enriquecimiento injusto con la plusvalía, o por lo menos con una parte de la 
misma. En este hipotético caso, que no es el que nos corresponde juzgar, la aplicación 
del enriquecimiento injusto se fundaría en su configuración como principio general de 
Derecho y en su proyección técnica respecto del necesario control causal de las 
atribuciones y desplazamientos patrimoniales en el curso de las relaciones jurídicas. 
Estas matizaciones están en la línea de la reciente jurisprudencia [contenida, entre 
otras, en la Sentencia 8 de septiembre de 2014 (núm. 464/2014 )], que pretende reforzar 
la justicia contractual que deriva de los principios de buena fe y de conmutabilidad del 
comercio jurídico, para superar una concepción meramente formalista y rigorista de 
los esquemas de aplicación del derecho de crédito y la responsabilidad patrimonial 
derivada ." Cuestión, por otra parte, no controlable por la vía de la Directiva 93/13 
conforme a la STJUE de 30 de abril de 2014 en el asunto C-280/13. 

3º.- El AUTO DE 11 DE NOVIEMBRE DE 2016 DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL 
DE VALENCIA, Sección 7ª. Nº de Recurso: 459/2016. Nº de Resolución: 539/2016. 
Procedimiento: CIVIL. Roj: AAP V 1668/2016.  
 
Refleja las dos posturas posibles: Por un lado, la sala considera admisible que la 
adjudicación que se haga lo sea por todo lo debido, aunque esa cantidad no alcance al 
50% del valor de tasación, por tratarse de una posibilidad legal; y, por otro lado, en el 
voto particular emitido se defiende que, atendidas las circunstancias del caso, dicha 
adjudicación puede constituir, como en el caso concreto enjuiciado, un abuso de 
derecho, acercándose, en el efecto práctico al menos, a la posición asumida por la 
RDGRN de 29 de septiembre de 2017. 
 
Por decreto de adjudicación en ejecución hipotecaria de un local comercial que había 
sido hipotecado para garantía de una deuda de una entidad mercantil, se acordó 
adjudicar la finca hipotecada al ejecutante por todo lo debido. Se había celebrado la 
subasta sin postores y había optado la parte ejecutante por pedir la adjudicación del 
inmueble por el importe que se le adeudaba, con arreglo al artículo 671 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil.  
 
Posteriormente, por auto de revisión se dejó sin efecto la adjudicación, acordándose que 
ésta tuviera lugar por el 50% del valor de tasación. Contra dicho auto se interpuso el 
recurso objeto del auto comentado, solicitándose por la adjudicataria que se confirmara  
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la adjudicación inicialmente aprobada, esto es, por lo debido por todos los conceptos, a 
lo que se accede por el tribunal, si bien con un voto particular discordante. 
 
Se declara: “El recurso debe ser estimado, puesto que consideramos que no cabe 
apreciar abuso de derecho ni enriquecimiento injusto. Hemos de partir de que nos 
hallamos ante un préstamo de carácter mercantil, por tanto, queda al margen de la 
protección especial que confiere la Ley para la defensa de los Consumidores y 
Usuarios y la normativa sobre cláusulas abusivas. En segundo lugar, porque la 
aplicación del artículo 671 de la LEC ha sido analizado por esta Sala en varias 
resoluciones, en las que si bien la cuestión debatida no era la misma sí que 
concluíamos que había que aplicarse el citado precepto en sus propios términos y que 
su aplicación no constituía un abuso de derecho ni provocaba un enriquecimiento 
injusto.” 
 
Y se cita a continuación la siguiente jurisprudencia: 
De esa misma sección 7ª, el Auto de la Sección 7 de la Audiencia Provincial de 
Valencia, del 13 de noviembre de 2015, Roj: AAP V425/2015, Nº de Recurso: 
434/2015 , Nº de Resolución: 252/2015, Ponente: MARIA DEL CARMEN 
ESCRIGORENGA; o, abundando en la idea de que no existe enriquecimiento injusto ni 
abuso de derecho, el Auto de la Sección 7 de la Audiencia Provincial de Valencia del 10 
de noviembre de 2014, Roj: AAP V 243/2014, Nº de Recurso: 385/2014 , Nº de 
Resolución: 197/2014, Ponente: MARÍA PILAR EUGENIA CERDÁN VILLALBA. 
 
Igualmente ha analizado estas cuestiones, se añade, la Sección 6 de la Audiencia 
Provincial de Pontevedra, en el Auto del 5 de septiembre de 2016, SAP PO 1686/2016, 
Nº de Recurso: 120/2016, Nº de Resolución: 442/2016, Ponente: EUGENIO 
FRANCISCO MIGUEZ TABARES. O la Audiencia Provincial de Barcelona, en el 
Auto del 13 de septiembre de 2016,Roj: AAP B 1191/2016, Nº de Recurso: 681/2015 , 
Nº de Resolución: 323/2016, Ponente: JOSÉ LUIS VALDIVIESO POLAINO. 
 
Se cita, en fin, y se transcriben varios de sus fundamentos de derecho, la Sentencia del 
Tribunal Supremo del 13 de enero de 2015, Roj: STS 261/2015, Nº de Recurso: 
1147/2013, Fecha de Resolución: 13/01/2015, Ponente: IGNACIO SANCHO 
GARGALLO, Tipo de Resolución: Sentencia. En ella, se aludía además a cómo para un 
supuesto muy similar, el Juzgado de Primera Instancia núm. 4 de Palma de Mallorca 
formuló la cuestión prejudicial ante el Tribunal de Justicia de la Unión Europea, en la 
que preguntaba si la reseñada normativa española podía considerarse contraria a la 
Directiva 93/13. La cuestión fue resuelta por Sentencia de 30 de abril de 2014, que 
recordó que las disposiciones legales y reglamentarias de un Estado miembro, como las 
controvertidas en ese litigio (art. 671 LEC), quedaban fuera del ámbito de protección 
de la Directiva cuando no existe una cláusula contractual que modifique el alcance o el 
ámbito de aplicación de tales disposiciones. 
 
En cuanto al voto particular que dejó planteado la Magistrada D. MARÍA IBÁÑEZ 
SOLAZ considera que la situación acontecida en el presente caso sí puede constituir y 
constituye un abuso de derecho, apreciando una situación de enriquecimiento injusto, 
pues al adjudicarse la entidad ejecutante el bien subastado por la cuantía de la deuda, 
notablemente inferior al 50% del valor de tasación del inmueble y del tipo de la subasta, 
se producía un beneficio inmediato para la ejecutante con un radical empobrecimiento 
de los ejecutados.  
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Del voto particular, interesa destacar: 
 
1º) Su resistencia a aceptar como aplicable al caso la jurisprudencia citada por la sala: 
Ciertamente que ninguna de las sentencias citadas en el Auto que ahora se dicta por 
esta Sección por voto mayoritario, abordan de manera directa el mismo caso concreto 
que nos ocupa , pues todas ellas se refieren al supuesto en que si tras la adjudicación 
no se saldaba la deuda con el valor de la adjudicación, pudiese seguirse adelante por 
la ejecutante para tratar de cobrar la parte de su crédito que no se había cubierto con 
el valor de la adjudicación, refiriéndose a supuestos en que la adjudicación se había 
efectuado por el 50% del valor de tasación o tipo de subasta, y ello no era suficiente 
para saldar la deuda. 
 
2º) Su defensa de la posibilidad, no tanto de no aplicar la norma que se discuta, como de 
interpretarla atendiendo a las circunstancias de cada caso, con el fin de evitar que con su 
aplicación se quiebre el equilibrio patrimonial. Sin desconocer el principio de seguridad 
jurídica que debe eludir cualquier situación de arbitrio judicial, lo que sí considero es 
la posibilidad de interpretación de la norma, tal como ha hecho la juzgadora (para 
concluir el enriquecimiento injusto), permitiéndose que en su aplicación a concretos 
casos pueda apreciarse el abuso de derecho y ejercicio antisocial, sobre todo cuando 
de manera directa e inmediata se quiebra el equilibrio patrimonial que en principio 
debe existir, obteniendo directamente el acreedor una plusvalía desorbitada… Esta 
posible interpretación, sin desconocer la libertad de contratación (arts. 1254 y 1255 del 
CC ), en base a la que se ha suscrito el préstamo cuya garantía hipotecaria se ejecuta, 
puede también apoyarse en otros preceptos como son:Art.7CC… Art. 33.1 CE… Art. 
53.3 CE…Art.11.2 LOPJ… 
 
3º) El análisis concreto que se hace de los antecedentes de hecho como razón para 
sostener, in fine la existencia de abuso de derecho. Alude a que la actuación de la Caja 
que en un mismo día pacta una reestructuración de la deuda que gravaba la vivienda 
ampliando su responsabilidad, en lugar de ofrecer ampliar la hipoteca sobre el local 
que el mismo día ve ampliado su plazo de carencia, cuando el valor del local superaba 
en creces el del total de la deuda.” Por las circunstancias que particularmente 
concurrían, concluye que “aunque la acreedora ejecutante haya actuado en el ejercicio 
de un derecho, resulta evidente que la forma de ejercicio sobrepasa unos límites de 
orden moral, teleológico y social, pues sin desconocer su legítima finalidad de 
resarcirse de su deuda con los ejecutados, vulnera la equidad, extralimitándose en una 
situación que carece de protección. 
 
Con la excepción de los argumentos dados en el voto particular que se acaba de 
examinar -los cuales, ha de reconocerse, no admiten una fácil categorización por 
obedecer la solución propuesta a las circunstancias concretas del caso resuelto-, de todo 
lo expuesto puede deducirse que la nueva doctrina de la DGRN no tendrá, 
posiblemente, una recepción positiva en los tribunales, al menos, a la vista de la 
interpretación que hace la jurisprudencia del artículo 671 de la LEC. Lo que no es óbice 
para destacar, como se indicaba, que se trata de una tesis que contribuye a evitar 
verdaderos “latrocinios” legales, pues exige que el acreedor ejecutante se quede con el 
bien a un precio razonable y justo, esto es, la mitad del valor en que ha sido tasado, 
aunque ello obligue a consignar el sobrante.  
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Es posible que el tiempo contribuya a aclarar esta diferencia de interpretaciones. Puede 
ocurrir –aunque no es lo que parece- que, definitivamente, la línea interpretativa de la 
Dirección General se abra paso en los tribunales. O puede ocurrir, por el contrario, que 
sean los tribunales los que provoquen en el Centro Directivo un cambio de dirección, 
quedando la resolución comentada como una mera excepción o un brindis al sol, de 
efecto temporalmente limitado. En cualquier caso, sea porque persistan sin solución 
tales divergencias entre la doctrina registral y la judicial, sea porque debe reconocerse 
en esa nueva doctrina de la Dirección General un valor social y de justicia indiscutible, 
parece razonable reclamar una reforma legal que sea clarificadora y, si es posible, que, 
plasmando normativamente la posición de máximo órgano registral, se incline por 
proteger al deudor en los términos que han quedado expuestos, equiparando la 
redacción del artículo 671 a la del artículo 651 ambos de la LEC. 
 
III.- DIFICULTADES DE APLICACIÓN DE LA DOCTRINA PROGRESIVA EN 
LOS CASOS DE ADJUDICACIÓN DE VARIAS FINCAS, UNAS POR TODOS 
LOS CONCEPTOS Y OTRAS POR UN PORCENTAJE CONCRETO, Y 
NECESIDAD DE REPLANTEAMIENTO DE LA DOCTRINA DE LA DGRN 
PARA TALES CASOS.  

Si las resoluciones examinadas nos han servido para poner de manifiesto una decidida 
inclinación de la Dirección General en favor del deudor, parece conveniente preguntarse 
a continuación qué encaje tienen, en la actualidad, aquellos otros pronunciamientos en 
los que la propia Dirección General, también tras la promulgación de la Ley 1/2013, ha 
adoptado una posición contraria a esa línea de proteger al deudor en los supuestos de 
adjudicación de sus bienes.  

Estamos hablando, en concreto, de los casos de adjudicación de varias fincas de un 
mismo deudor cuando el acreedor solicita al amparo del artículo 671 de la LEC que 
alguna de ellas se le adjudique por la cantidad debida por todos los conceptos y otra por 
un porcentaje concreto de adjudicación.  

1.- TRATAMIENTO EN LA OBRA “LA ADJUDICACIÓN HIPOTECARIA Y SU 
INSCRIPCIÓN REGISTRAL”. 

Este tema lo abordamos en nuestra obra “La adjudicación hipotecaria y su inscripción 
registral: deconstruyendo el decreto de adjudicación y el mandamiento para la 
expedición de certificado”, publicado por la editorial Tirant Lo Blanch en 2017, páginas 
97 y siguientes. Se desarrollaba, en la denominada Ficha Número 5, la materia relativa a 
la subasta de varios bienes inmuebles. En ella se abordaban los problemas suscitados 
por el hecho de ser el  objeto  del  decreto de adjudicación, no una, sino varias las fincas 
subastadas.  

Siendo el objeto de la obra, esencialmente práctica, el de hacer recomendaciones claras 
para la redacción del documento inscribible y para su calificación registral, no pudo 
hacerse, para la cuestión que ahora tomamos, una recomendación concreta en la que 
confluyeran las visiones que de la materia tienen letrados judiciales y registradores. Las 
dificultades para hallar esa solución unitaria tenían su origen en la influencia que, para 
los segundos, tiene el claro posicionamiento que la Dirección General adoptó en dos 
resoluciones, las de 17 de junio de 2016 y 1 de julio de 2016. Se extractaban ambas, en 
el libro, del modo que sigue: 

La Resolución de la DGRN de 17 de junio de 2016. 
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En relación con los casos de ejecución hipotecaria de varias fincas y adjudicación al 
acreedor por lo que se le deba por todos los conceptos, la Resolución de la DGRN de 17 
de junio de 2016 se enfrentó al siguiente supuesto de hecho: Se ejecutan dos fincas 
hipotecadas en garantía del mismo crédito, a cada una de las cuales se les asignó en su 
día sus respectivas cifras de responsabilidad hipotecaria. Se decreta la adjudicación de 
una de ellas, vivienda habitual del deudor, por el 70% del tipo de subasta, y de la otra, 
un garaje, por la cantidad “que se le adeuda por todos los conceptos”. Sin embargo, en 
cuanto a esta última finca sólo se le imputa una parte de la liquidación final de la deuda 
y en el citado decreto de adjudicación se dice que el importe de la adjudicación resulta 
insuficiente para cubrir la totalidad de la deuda.  

Se cuestiona si la adjudicación que se hace de una de las fincas declarando que es por 
todos los conceptos que se le adeudan comprende la totalidad de la deuda garantizada 
con todas las fincas hipotecadas (de forma que, como sostenía el registrador, que la ley 
permita al ejecutante adjudicarse la finca “por lo que se le deba por todos los conceptos” 
no puede significar que pueda hacerlo por “una parte de lo que se le deba por todos los 
conceptos”) o, por el contrario, se limita a la parte de deuda garantizada con la 
responsabilidad hipotecaria de esa finca en concreto. La DGRN opta por esta segunda 
solución, lo que permite, en consecuencia, que a pesar de verificarse la adjudicación 
“por lo que se deba por todos los conceptos” pueda quedar deuda pendiente referida a 
otra u otras fincas adjudicadas.  

Para la DGRN: Tras recordar la prohibición en nuestro derecho de las denominadas 
hipotecas solidarias, de las que resultaría que cada una de las fincas afectadas 
respondería en su integridad y por la totalidad de la deuda garantizada (prohibición que 
sólo admite excepciones expresamente previstas, sin que pueda asumirse su 
presunción), y recordar, igualmente, la idea de que el procedimiento de ejecución 
directa contra los bienes hipotecados sólo puede ejercitarse como realización de una 
hipoteca inscrita y, en todo caso, sobre las condiciones y cuantías consignadas en el 
propio título, sobre la base de aquellos extremos que se hayan recogido en el asiento 
respectivo (artículo 130 Ley Hipotecaria), declara:  

No obstante el reforzamiento de un crédito con la garantía hipotecaria de varias fincas 
y la consiguiente determinación de la parte del gravamen de que cada una de estas 
debe responder (por exigirlo así el citado artículo 119 Ley Hipotecaria), no implica, en 
tanto no haya terceros, la división del crédito asegurado en tantos créditos como fincas 
se dan en garantía; el crédito conserva su unidad originaria y con ella la facultad del 
acreedor de excluir pagos parciales (cfr. artículo 1169 Código Civil) y la facultad de 
exigir el todo al deudor (cfr. artículo 1157 Código Civil).  

Ante la ausencia de criterio legal en el artículo 671 sobre el modo de proceder para fijar 
el valor de adjudicación de dos o más fincas hipotecadas, señala que no hay objeción 
legal para que, si se ejecuta una hipoteca distribuida entre varias fincas, pueda pedirse 
la adjudicación por valores fijados siguiendo métodos diferentes, siempre que se 
cumplan, claro está, los mínimos legales.  

Y en cuanto a la referencia legal a la “cantidad adeudada por todos los conceptos”, para 
la Dirección General, una vez que se ha procedido a tasar costas y liquidar intereses 
(tarea, dice la resolución, que por otra parte se efectúa en el seno del procedimiento y 
no queda al arbitrio del acreedor), con ese valor habrá de procederse al pago de lo que 
se le debe al ejecutante, de forma que:  
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Si no hay acreedores posteriores no habrá sobrante respecto a esa finca, quedando 
saldada la parte del crédito garantizado con la hipoteca conforme al artículo 1860 del 
Código Civil, pero la fijación de dicho precio no implica la extinción de la deuda total 
adeudada, sino únicamente en lo referente a esta finca. 

…Si hubiese acreedores posteriores, como parece ser el caso, según la nota de 
advertencia que figura en la nota de calificación, si los valores de adjudicación 
excediesen de las cantidades garantizadas con la hipoteca, que actúan como límite 
conforme al artículo 692 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, deberán ponerse a su 
disposición, porque el hecho de que el acreedor, en el ejercicio del derecho de opción 
que la ley le concede, elija uno u otro valor para que sirva como precio de remate de la 
subasta no impide que existiendo acreedores posteriores inscritos o anotados puedan 
estos ejercer sus derechos, siempre que se cumplan los requisitos exigidos por ese 
Centro Directivo. 

La resolución de la DGRN de 1 de julio de 2016. 

La resolución de 1 de julio de 2016 viene a ser una continuación de la anterior de 17 de 
junio de 2016, sólo que, frente a ésta, sólo se adjudica una de las dos fincas objeto de 
ejecución.  

Resulta en dicha resolución que, ejecutándose simultáneamente, en el mismo 
procedimiento y por un mismo crédito, dos fincas hipotecadas, sale a subasta 
únicamente una de ellas. En el decreto de adjudicación consta que se adjudica la finca 
registral por una cantidad “que se corresponde con la debida a la parte ejecutante por 
todos los conceptos con respecto a esta finca”; y que el valor de lo adjudicado ha 
resultado coincidir con lo que se debe por todos los conceptos con respecto a esa finca, 
pero que al ser inferior a la cantidad debida en la ejecución, queda deuda pendiente.  

De nuevo se plantea si ejecutándose un crédito en cuya garantía se constituyó hipoteca 
sobre dos fincas registrales y adjudicándose una de ellas conforme al artículo 671 de la 
Ley de Enjuiciamiento Civil, por la cantidad «que se le adeuda por todos los conceptos» 
ha de entenderse referida dicha cantidad a la total que se le adeude en ese procedimiento 
de ejecución, con lo cual habría de dar carta de pago total, o si, por el contrario, cabe 
considerar dicha cantidad como la referida a la diferente responsabilidad hipotecaria 
atribuida a cada finca de modo que tras dicha adjudicación pueda todavía quedar un 
remanente que se le siga adeudando al ejecutante. De nuevo, la Dirección General opta 
por la segunda solución sobre la base de los mismos argumentos que la resolución de 17 
de junio de 2016, añadiéndose:  

Para fijar esta cantidad, el acreedor señala un porcentaje de atribución de la deuda 
referida exclusivamente a la finca subastada, hay que tener en cuenta que cuando el 
acreedor persigue la satisfacción del crédito frente a las varias fincas que lo garantizan 
nada le obliga a señalar en su demanda inicial la cantidad que reclama sobre cada 
finca; antes al contrario, se le exige únicamente la especificación de la cantidad que 
por todos los conceptos es objeto de reclamación única, indicando las razones 
determinantes de la certeza, subsistencia y exigibilidad de ese crédito, y acompañando 
el título del que deriva y que ha de tener fuerza ejecutiva, pero nada impide que del 
mismo modo, en el caso de solicitar que solo una finca sea subastada y admitida tal 
petición, decisión que cae dentro de la potestad judicial sobre el devenir del 
procedimiento y sustraída por tanto a la calificación del Registrador, determine la 
deuda correspondiente a cada finca. En caso del error a que se refiere el artículo 695.2 
de la Ley de Enjuiciamiento Civil podrá oponerse el ejecutado y cualquier reclamación  
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que el deudor, el tercer poseedor y cualquier interesado efectúe y que verse sobre la 
certeza, extinción o cuantía de la deuda, se ventilará en el juicio que corresponda, sin 
producir nunca el efecto de suspender ni entorpecer el procedimiento conforme al 
artículo 698 de la misma ley. En este caso no hay constancia de que en el procedimiento 
se haya producido reclamación alguna sobre la fijación de la cuantía de la deuda.  

Posteriormente, se ha procedido a tasar costas y liquidar intereses (tarea que por otra 
parte se efectúa en el seno del procedimiento y no queda al arbitrio del acreedor), dada 
la necesaria determinación de la cantidad cierta que sirva de precio de la adjudicación.  

Con ese valor habrá de procederse al pago de lo que se le debe al ejecutante, de forma 
que si no hay acreedores posteriores no habrá sobrante respecto a esa finca, quedando 
saldada la parte del crédito garantizado con la hipoteca conforme al artículo 1860 del 
Código Civil, pero la fijación de dicho precio no implica la extinción de la deuda total 
adeudada, sino únicamente en lo referente a esta finca.  

Por último, debe tenerse en cuenta que si hubiese acreedores posteriores, si el valor de 
adjudicación excediese de las cantidades garantizadas con la hipoteca, que actúan 
como límite conforme al artículo 692 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, deberá ponerse 
a su disposición dicho exceso, porque el hecho de que el acreedor, en el ejercicio del 
derecho de opción que la ley le concede, elija uno u otro valor para que sirva como 
precio de remate de la subasta no impide que existiendo acreedores posteriores 
inscritos o anotados puedan estos ejercer sus derechos, siempre que se cumplan los 
requisitos exigidos por ese Centro Directivo. 

Recomendaciones finales. 

Ante la existencia de las dos resoluciones extractadas, se optó por hacer dos 
recomendaciones distintas para los casos de adjudicación al acreedor “por la cantidad 
que se le deba por todos los conceptos”, con arreglo al artículo 671 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil, en un procedimiento seguido sobre varias fincas hipotecadas en 
garantía de la misma obligación, cuando además se solicite al letrado de la 
Administración de Justicia la adjudicación de otra u otras fincas por un porcentaje. Una 
de las recomendaciones, la dirigida al registrador, enlazaría con las dos resoluciones 
reseñadas, y le permitiría calificar con arreglo a ellas. Pero la otra, dirigida al letrado 
judicial, trataría de evitar que el supuesto pudiera llegar a darse, de modo que debería 
impedir, ya en el procedimiento, que se lleguen a adjudicar una o varias fincas por un 
porcentaje, y otra u otras por la cantidad que se deba por todos los conceptos. El texto 
de ambas recomendaciones era el siguiente:  

1.º) Desde el punto de vista del registrador, éste deberá calificar positivamente la 
adjudicación de una finca “por todos los conceptos”, y otra u otras por un porcentaje, 
siempre que en el desglose de pagos realizados al acreedor ejecutante se respeten los 
límites de responsabilidad hipotecaria de cada una de las fincas, debiendo tener en 
cuenta a estos efectos las resoluciones de la DGRN de 17 de junio de 2016 y 1 de julio 
de 2016, que se expondrán a continuación.  

2.º) Desde el punto de vista del letrado de la Administración de Justicia, hay que 
señalar que, sin perjuicio de que se trata de una práctica admitida en el seno de 
nuestros tribunales, y refrendada por la DGRN en resoluciones de 17 de junio de 2016 y 
1 de julio de 2016, el principio de legalidad, la evitación del fraude de ley, y la labor 
calificadora del letrado de la Administración de Justicia, además de la obligación 
procesal que tiene éste de evitar los perjuicios que se pudieran causar al patrimonio del  
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deudor hipotecario, se recomienda que no se admita el criterio de adjudicar una o 
varias fincas por un porcentaje, y otra u otras por la cantidad que se deba por todos los 
conceptos, en los supuestos en que se pretenda interpretar esta expresión como “todos 
los conceptos de los que la finca responde en atención a la responsabilidad hipotecaria 
individualizada de la misma”. 

Valoración de las consecuencias prácticas de ambas resoluciones desde el punto de 
vista del letrado de la administración de justicia. 

Del contenido del citado libro “La adjudicación hipotecaria y su inscripción registral: 
deconstruyendo el decreto de adjudicación y el mandamiento para la expedición de 
certificado”, tiene especial interés el análisis que se hace de las derivaciones prácticas 
que produciría llevar hasta sus últimas consecuencias las dos resoluciones extractadas. 
Como se hacen patentes los perjudiciales efectos que se ocasionarían para el deudor, 
tiene especial interés traer aquí, en su término literales, todo lo que entonces se dijo: 

Sin perjuicio de lo resuelto por la Dirección General de Registros y Notariado en las 
resoluciones de 17 de junio y 1 de julio de 2016, no es menos cierto que la misma no ha 
venido a explicar o a zanjar en su fundamentación la cuestión de fondo que se presenta 
en los supuestos tratados, que no es otra que la cuestión de estar ante un crédito único, y 
no dividido, supuesto regulado en el artículo 122 de la Ley Hipotecaria.  

Doctrinalmente se ha considerado muy acertada la calificación del registrador de Santa 
Fe, que ha dado lugar a la primera de las resoluciones (DGRN de 17 de junio de 2016), 
en la misma se expone expresamente:  

En el presente caso, el ejecutante lo que hace, con el referendo del decreto de 
adjudicación, es desglosar y dividir a su criterio <<lo que se le deba por todos los 
conceptos>> entre las dos fincas ejecutadas, cuando tal desglose o división de su 
crédito, a estos efectos, no está permitido por la ley, ya que el crédito es único, y así 
como el valor de subasta sí es una magnitud que se predica respecto de cada finca de 
modo separado, en cambio, el crédito reclamado es único entre ejecutante y ejecutado, 
y se predica respecto de todo el procedimiento ejecutivo interpuesto, sin admitir un 
ficticio desglose entre fincas que no tiene amparo legal y sólo busca favorecer al 
ejecutante vulnerando la posición jurídica que la ley concede al ejecutado.  

La calificación no sólo se refiere a la unidad de crédito, y por tanto a la imposibilidad de 
realizar esa división “ficticia” del propio crédito, sino que expone acertadamente, que 
con esa actuación se vulnera la posición jurídica que la ley concede al ejecutado.  

Estos argumentos deberían ser suficientes para que el letrado de la Administración de 
Justicia, en el seno del procedimiento judicial, desestimara la pretensión de la parte 
cuando pretenda, ante la existencia de un crédito único (artículo 122 de la Ley 
Hipotecaria) y ante un crédito hipotecario garantizado con varias fincas, la adjudicación 
de alguna o algunas por “todos los conceptos”, referida ésta última expresión a la 
responsabilidad hipotecaria máxima de dicha finca (y no a todos los conceptos por los 
que se haya despachado ejecución), y el resto o alguna otra finca por un porcentaje, 
dentro de los límites del artículo 671 de la Ley de Enjuiciamiento Civil.  

Todas las reformas procesales debatidas y publicadas desde la entrada en vigor de la ley 
13/2009, que han afectado en mayor o menor medida al procedimiento de ejecución 
hipotecaria, han tenido como único objetivo defender y proteger los derechos de los 
ejecutados frente a la situación de superioridad que tenía o ha podido tener el acreedor 
ejecutante, por ello, aceptar la posibilidad de adjudicar un bien por todos los conceptos  
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(con las discreccionalidades que ello implica), y otro por un porcentaje, en la mayoría 
de los casos va a suponer un perjuicio patrimonial del ejecutado en beneficio del 
acreedor, con la consecuente desprotección patrimonial del ejecutado, al adjudicarse las 
fincas el acreedor ejecutante por cuantías muy inferiores a su valor de tasación. 

Por lo tanto, y sin perjuicio de que la referida práctica haya sido amparada por la 
DGRN, y debemos decir que reiterada en algunos tribunales, entendemos que el letrado 
de la Administración de Justicia, en atención al principio de legalidad, no sólo desde el 
punto de vista hipotecario sino también procesal, y en aras a proteger los derechos del 
ejecutado en el procedimiento, debería proscribir este tipo de actuación.  

El artículo 671 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, al referirse a la posibilidad que tiene 
el ejecutante de adjudicarse una vivienda en el supuesto de hecho regulado en tal 
precepto señala “que podrá adjudicarse la vivienda no habitual por la cantidad que se le 
deba por todos los conceptos”, este precepto viene referido a todos los conceptos por los 
que se despacha ejecución, y no a todos los conceptos (límite máximo) por los que 
responde la finca en atención a la responsabilidad hipotecaria individualizada del 
inmueble fijado en la escritura de hipoteca.  

Interpretar en este último sentido la disposición regulada en el artículo 671 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil, no deja de ser una interpretación exagerada de las facultades que 
pudiera tener el acreedor ejecutante. La admisión de esta postura, supondría que en el 
seno del procedimiento judicial se dividiera el crédito, convirtiendo una hipoteca 
constituida al amparo del artículo 122 de la Ley Hipotecaria, en un crédito hipotecario 
regulado en el artículo 124 de la Ley Hipotecaria, con todas las consecuencias jurídicas 
que esta cuestión pudiera acarrear.  

El letrado de la Administración de Justicia está obligado por la Ley de Enjuiciamiento 
Civil a evitar o paliar en la medida de lo posible el perjuicio patrimonial causado al 
ejecutado a la hora de embargar y enajenar los bienes que garantizarán el pago de la 
deuda. El artículo 592 de la Ley de Enjuiciamiento Civil dispone que el letrado de la 
Administración de Justicia responsable de la ejecución embargará los bienes del 
ejecutado procurando tener en cuenta la mayor facilidad de su enajenación y la menor 
onerosidad de ésta para el ejecutado.  

Ese criterio de causar el menor perjuicio posible ha de estar presente en todo el 
desarrollo de la ejecución, ya sea ordinaria o hipotecaria, y ese mismo criterio debe ser 
utilizado para evitar que se “cause un perjuicio excesivamente oneroso” en el 
patrimonio del deudor.  

En este sentido, la parte ejecutante, en algunos casos, tal y como se ha expuesto, suele 
pretender interpretar en su beneficio la posibilidad de adjudicarse alguno de los bienes 
subastados por el 50% del valor de subasta y algún lote “por la cantidad que se le deba 
por todos los conceptos”, entendiendo que esa expresión es equivalente a la cantidad 
que expresaría los límites de responsabilidad hipotecaria individualizada de esa finca.  

El letrado de la Administración de Justicia, para el caso de que el acreedor solicite la 
adjudicación de una de las fincas por “todos los conceptos”, deberíaadvertir al mismo 
que esta pretensión, en atención a la unidad de crédito, implicaría la adjudicación 
únicamente de la referida finca por “todos los conceptos por los que se despacha 
ejecución”, y no por la cuantía máxima de responsabilidad hipotecaria, lo que supondría 
la cancelación de la hipoteca y la liberación del resto de bienes hipotecados en garantía 
del crédito, pues cualquier interpretación en contrario, como se expuso al principio,  
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supondría la ruptura del principio de “unidad de crédito” del artículo 122 de la Ley 
Hipotecaria, e infringiría al mismo tiempo la disposición contenida en el artículo 592 de 
la Ley de Enjuiciamiento Civil, al crearse una situación excesivamente gravosa para el 
ejecutado.  

A continuación, se estudiará otro supuesto habitual en la Ejecución Hipotecaria con 
varias fincas, en el que tras la adjudicaciones de una o varias por un porcentaje, la parte 
ejecutante solicita la adjudicación de la última por el “resto de lo que se deba por todos 
los conceptos”, situación ésta que nuevamente parece dejar al ejecutado en una 
situación de indefensión.  

La mecánica utilizada por los ejecutantes en el referido caso suele ser la siguiente. 
Pongamos el siguiente supuesto:  

Bienes subastados:  

Piso 1 valorado en 100.000 euros.  

Piso 2 valorado en 100.000 euros.  

Piso 3 valorado en 200.000 euros.  

Cantidad total reclamada: 160.000 euros.  

La subasta de los lotes finaliza sin postores. El acreedor podría pedir la adjudicación del 
siguiente modo:  

El piso 1, por el 50% del valor de subasta: 50.000 euros.  

El piso 2, por el 50% del valor de subasta: 50.000 euros.  

El piso 3, por el resto de deuda pendiente de pago: 60.000 euros.  

Si admitimos una interpretación en virtud de la cual se entiende que la cantidad total 
reclamada por todos los conceptos es lo mismo que el resto de deuda pendiente de pago, 
una vez adjudicadas otras dos fincas, resultaría que una finca valorada en 200.000 euros 
la estaríamos adjudicando por debajo del mínimo legal del 50% del valor de subasta sin 
que esa venta suponga el pago íntegro de la deuda reclamada (única excepción legal 
admitida). En este caso, se adjudicaría el tercer piso por 40.000 euros menos de ese 
mínimo con clarísimo perjuicio para el deudor.  

Podría entenderse como adecuada, la práctica referida a que el letrado de la 
Administración de Justicia, con independencia de otros criterios registrales y con 
preferencia a ellos, comprobara que esa interpretación en ningún caso puede perjudicar 
los derechos del deudor.  

También en este caso, si el ejecutante pretendiera adjudicarse una finca por la cantidad 
reclamada por todos los conceptos, debería entenderse en todo caso que aquella no es 
otra que la cantidad reclamada en la demanda, y que, por tanto, al pagarse ésta con la 
adjudicación de ese lote, los demás bienes han de quedar liberados.  

Habría que informar al ejecutante que, en este caso, tiene que optar entre adjudicarse 
una sola finca por toda la cantidad reclamada o adjudicarse las tres por el 50% del valor 
de subasta.  
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Con esa interpretación se podría obligar al ejecutante a que se adjudique por el 50% los 
tres pisos, con la particularidad de que, además, habría sobrante que debería pagar el 
propio ejecutante.  

Así quedaría la adjudicación:  

El piso 1, se adjudica por el 50% del valor de subasta: 50.000 euros.  

El piso 2, se adjudica por el 50% del valor de subasta: 50.000 euros.  

El piso 3, se adjudica por el 50% del valor de subasta: 100.000 euros.  

Total valor adjudicación: 200.000 euros.  

Deuda reclamada: 160.000 euros.  

Sobrante: 40.000 euros.  

Si el ejecutante no quiere pagar ese sobrante, tendría que renunciar a la parte de la 
cantidad reclamada que exceda del precio de adjudicación de los otros dos lotes. Uno de 
los pisos no tendría que venderse.  

Con la venta de los tres pisos, no sólo se pagaría toda la deuda, sino que el deudor 
tendría derecho a un sobrante de 40.000 euros.  

Sin perjuicio de lo expuesto, e incluso teniendo en cuenta que la gran mayoría de los 
juzgados pueden considerar un abuso de derecho la práctica expuesta, lo cierto es que 
esta práctica no sería muy distinta de la facultad legal contenida en el artículo 671 de la 
Ley de Enjuiciamiento Civil de posibilitar la adjudicación de todas las fincas por todos 
los conceptos por los que se haya despachado ejecución, obteniendo en este caso un 
resultado muy similar sino idéntico al expuesto arriba.  

Al mismo tiempo, hay que hacer referencia a la jurisprudencia menor de las Audiencias 
Provinciales que han venido a reconocer la facultad de la parte ejecutante de adjudicarse 
todas las fincas por todos los conceptos, jurisprudencia que vendría a contrariar la 
posibilidad de que el letrado de la Administración de Justicia pudiera moderar la 
actuación procesal del ejecutante en el supuesto anterior. 

A este respecto debe citarse el auto 15/2016 de la Audiencia Provincial de Santander de 
20 de enero de 2016, ROJ AAP S 22/16. La misma señala:  

El Juzgado, mediante resoluciones de la Sra. Secretario y del Juez, en definitiva, 
sostiene que, con la adjudicación de una de las fincas hipotecadas se abona la deuda, 
por lo que no es posible la adjudicación de las cuatro fincas.  

SEGUNDO. La Sala entiende que asiste la razón a la apelante. Desde luego se ha de 
partir de un título ejecutivo y la ejecución o los actos de ejecución no pueden contrariar 
el propio título. Por tanto, en principio, el préstamo es uno y la hipoteca también es 
una. La indivisibilidad de la hipoteca se sustenta en los artículos 1860 del Código Civil 
y 119 y 122 de la Ley Hipotecaria. De suerte que todos los bienes hipotecados 
garantizan el cumplimiento del préstamo, sin perjuicio de que, al estar distribuida la 
garantía entre cuatro fincas, la normativa sustantiva, hipotecaria y procesal se tengan 
que proyectar sobre cada uno de los bienes, su valoración para subasta(que ya consta 
en la Escritura), la parte de responsabilidad que cubren, la propia subasta sobre cada 
una de las fincas, posturas del 70% superior, igual o inferior, superior al 50% sobre 
cada una y sin que cada bien responda por más de lo que se haya fijado en la escritura.  
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Esta Sala, por otra parte, comparte la postura de la sección segunda de esta Audiencia 
en su auto de 10 de septiembre de 2014. El referido auto de la sección segunda subraya 
que “todas las fincas hipotecadas son la garantía de la deuda” en las relaciones 
prestamista-prestatario y es frente a terceros cuando opera como efecto limitador del 
cuantum de responsabilidad hipotecaria.  

Las partes acordaron una hipoteca pero distribuirla entre las cuatro fincas. De suerte 
que, en consecuencia una de las fincas respondiera del 79,51%, otra del 14,03%, otra 
del 3,12% y la cuarta del 3,34%. La deuda (capital debido más intereses 
remuneratorios y moratorios, más costas) es de 723.887,14 euros. Esta deuda se 
distribuye por cada finca en los citados tantos por ciento.  

El Juzgado viene a sostener que como la primera responde de 575.588,46 euros, con la 
adjudicación ya se extingue la totalidad de la deuda. Primero, no es cierto, pues, la 
deuda total, por todos los conceptos, es de 723.887,14 euros.  

Pero si lo que pretende es vincular la adjudicación al 50% del valor de tasación (fijado 
en la escritura a efectos de subasta), en verdad es que el acreedor no ha elegido esta 
posibilidad sino la otra (art 671 de la Ley de Enjuiciamiento Civil). Ha optado porque 
se le adjudiquen por la “cantidad que se le deba por todos los conceptos”. Es decir, el 
legislador, ante el fracaso de la subasta, por desprecio de los bienes subastados 
sometidos a unos tantos por ciento en relación con el valor para subasta, prescinde ya 
de esta referencia- valor de tasación- o a cualquier otro condicionante. 

Por tanto dicho precepto ampara la pretensión de la ejecutante, que ha pedido se le 
adjudiquen las cuatro fincas, por el importe total de la deuda, a la vez, que fija el 
importe parcial de la deuda, a partir de la proporción de que cada finca responde 
(véanse ff 214 y 221 vuelto)  

TERCERO. Obsérvese que el legislador, en un difícil equilibrio entre los derechos del 
acreedor y del deudor o hipotecante, pretende la solución menos mala. 

En nuestro caso, parece subyacer la idea de que se puede producir un abuso por parte 
del acreedor ejecutante al pretender la adjudicación de los cuatro inmuebles, pues el 
Juzgado entiende que con la adjudicación de uno se cubre la deuda por todos los 
conceptos. Pero, amén de que no es cierto que con tal adjudicación se cubra-salvo que 
se pretenda referenciar a un valor de tasación que ha fracasado al tiempo de la 
subasta-, se ha de considerar que los bienes objeto de subasta han sido “despreciados”, 
pues no hubo postores ni siquiera al 50% o incluso inferior al 50% del valoración a 
efectos de subasta (art 670.4 de la Ley de Enjuiciamiento Civil). Y por ello que en el 
último de los intentos el legislador ofrece una solución desvinculada de cualquier valor 
de tasación.  

Por tanto la facultad que el art 671 de la Ley de Enjuiciamiento Civil concede al 
acreedor ejecutante, en principio generosa, no es tal si partimos de que nadie ha 
ofrecido ni siquiera el 50% de tal valor”.  

Queda clara con la exposición de la presente resolución que nuestra jurisprudencia 
menor admite la adjudicación de todas las fincas por todos los conceptos, en el mismo 
sentido se pronuncia la Audiencia Provincial de Cádiz con sede en Jerez en Resolución 
320/2015 de 15 de diciembre de 2015 y la Audiencia Provincial de Santander en 
resolución 118/2014 de 10 de septiembre de 2014.  
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No hay que olvidar, por otro lado, que el Tribunal Supremo ha matizado su doctrina 
clásica conforme a la cual las adjudicaciones de bienes ajustadas a las normas 
procesales no son en ningún caso motivo de enriquecimiento injusto, por más que el 
precio de la adjudicación y/o remate fuese notoriamente inferior al de tasación 
(Sentencia del Tribunal Supremo 8 de julio de 2003 y 29 de octubre de 2007, que 
enjuician supuestos de adjudicaciones por precios irrisorios factibles al amparo de los 
ya derogados artículos 1506 de la Ley de Enjuiciamiento Civil de 1881 y 131, regla 
12.ª, de la Ley Hipotecaria, que consentían terceras subastas “sin sujeción a tipo”). 

Hasta aquí, la transcripción parcial del citado libro, a cuyo contenido, por la variedad de 
las cuestiones tratadas en él, hemos de remitirnos.  

2.- RESOLUCIONES JUDICIALES EN CONTRA DE LA POSIBILIDAD DE LA 
DOBLE OPCIÓN. 

Con posterioridad a la publicación de las resoluciones de 17 de junio y 1 de julio de 
2016 ya ha recaído alguna resolución judicial favorable a la tesis valorada en la obra de 
que no es posible mezclar esas dos formas de adjudicación (una o varias fincas por un 
porcentaje, y otra u otras por la cantidad que se deba por todos los conceptos) en un 
mismo procedimiento, sino que el acreedor ejecutante debe optar necesariamente entre 
una u otra.  

El AUTO  DE  22  DE  DICIEMBRE  DE  2016,  DE  LA  AUDIENCIA  
PROVINCIAL  DE TOLEDO,  SECCIÓN  2ª,  Nº  de  Recurso:  83/2015,  Nº  de  
Resolución:  716/2016,  Ponente: JUAN MANUEL DE LA CRUZ MORA; Id Cendoj: 
45168370022016200025 rechazó que  se  puedan  adjudicar  todas  las  fincas  (previa  
determinación  de  la  parte  de reclamación  asignada  individualmente  a  cada  una  de  
ellas,  y  siempre  respetando  el límite  de  la  respectiva  responsabilidad  hipotecaria),  
entendiendo  que,  una  vez  que  se cubre el importe de lo debido con el remate de una 
o algunas fincas, no se sigue ya con la adjudicación de las restantes,  alzándose las 
cargas de las que resten. 

En  cuanto  al supuesto  de  hecho: En  la  presente  ejecución  hipotecaria,  la cantidad  
reclamada  por  todos  los  conceptos es de 61.444,15 € y la cantidad obtenida en 
subasta ofrecida por el ejecutante es de 94.357,05 €, a razón de 6.290,47 € por cada 
una  de  las  fincas  (15)  hipotecadas,  que  era  la  cantidad  de  la  que  respondían 
individualmente. La ejecutante solicitó la adjudicación de las quince fincas hipotecadas 
por  la  cantidad  debida  por  todos  los  conceptos,  de  norma  global,  esto  es,  
principal, intereses y costas; sin perjuicio de entregar el sobrante al ejecutado 
(31.912,9 €). Por decreto de adjudicación (confirmado por posterior decreto 
desestimatorio del recurso de reposición), tras aprobar el remate de las 10 primeras 
fincas que se describen, se alzan las cargas sobre las cinco fincas restantes al haberse  
liquidado con lo obtenido por las 10 primeras fincas el total de lo reclamado por 
principal, intereses y costas.  

El ejecutante recurrió, alegando violación de los artículos 681 y 671 LEC y 119 y 120 
LH.  

Para la sala, la respuesta ha de ser la misma que se ofrece  en  la  resolución recurrida,  
en  cuanto  ha  de  partirse  de  que  la  hipoteca  lo  es  individua!,  de  finca  en finca,  
con  su  respectivo  importe  de  tasación,  para  responder  de  la  futura  e  hipotética 
deuda que pudiera generarse. Ejecutada la hipoteca por incumplimiento del obligado, y 
hechos efectivos los trámites necesarios para la posible adjudicación del bien a tercero,  



.

- 328 - Bol. Colegio Registradores, núm. 50

 
 

 

 

si  concurriere  a  la  subasta,  o  presentado  por  el  ejecutado  ese  tercero  que  cubra  
el importe, sin llevarlo a cabo, puede el ejecutante solicitar la adjudicación en el modo 
y forma prevenidos en el art. 670.4, pero en la misma forma en que se ha llevado a cabo 
la  subasta,  finca  a  finca, eso  sí,  sin  necesidad  de  que  lo  sean  por  el  mismo  
orden  que consta en el título y por su valor de tasación al 50%,y adjudicada cada una 
de ellas, cuando se cubra el importe por lo adeudado y lo calculado para intereses y 
costas, se entenderá que se ha satisfecho la totalidad del crédito, y con ello carecerá de 
sentido el seguir con sucesivas adjudicaciones de las fincas restantes, como autoriza el 
art. 570, cuando asevera que la posibilidad de lograr la satisfacción del acreedor puede 
llevarse a  cabo  mediante  la  realización  de  otros  bienes,  y  ello  en  atención  al  
"sacrificio patrimonial que la aprobación del remate suponga para el deudor y el 
beneficio que de ella  obtenga  el  acreedor";  e  interpretación  acorde  con  la  dicción  
del  art.  571,  LEC  , cuando asevera que "... si no se tratare de la vivienda habitual del 
deudor, el acreedor podrá  pedir  la  adjudicación  por  el  50  por  cien  del valor  por  
el  que  el  bien  hubiera salido a subasta o por la cantidad que se le deba por todos los 
conceptos", de lo que se infiere  que  ha  de  precederse  bien  a  bien  y  no  globalmente 
-aquí  no  se  procedió mediante  el  sistema  de  lotes;  así  como  acorde  con  los  
dictados  del  art.  654.3, cuando trata de la  imputación  de  pagos;  y  lo  que,  
finalmente,  supone  recta  interpretación  de los  arts. 119  ,  120  y  121,  LH  .,  donde  
tras  ordenarse  la  que  "... si  la  hipoteca  no alcanzare a cubrir la totalidad del 
crédito, pueda el acreedor repetir por la diferencia contra las demás fincas hipotecadas 
que conserve el deudor en su poder". El recurso se rechaza. 

 

Por su parte, el AUTO DE 31 DE ENERO DE 2017 DE LA AUDIENCIA 
PROVINCIAL DE MURCIA, SEDE DE CARTAGENA, SECCIÓN: 5º. Nº de Recurso: 
405/2016, Nº de Resolución: 12/2017, Ponente: JOSE FRANCISCO LOPEZ 
PUJANTE. Cendoj: 30016370052017200005, frente a lo que admitió la Resolución de 
la DGRN de 17 de junio de 2017, rechazó la posibilidad de adjudicar una finca, junto 
con la otra finca (que se adjudicaba por el 50% del valor de tasación), por lo que se 
debía por todos los conceptos, pero limitándolo a la parte de reclamación de que 
responda individualmente dicha finca, quedando subsistente, no obstante, la deuda por 
encima de dicha responsabilidad. 

 
En cuanto al supuesto de hecho, se trataba de dos las fincas objeto de ejecución. En 
cuanto a una, no había discusión dado que la ejecutante pidió que se le adjudicara por 
40.000 euros (el 50% del valor por el que salió a subasta, al no ser vivienda habitual). 
En cuanto a la otra, la ejecutante solicitaba la adjudicación por una cantidad que se 
correspondía con el total de lo debido en la proporción atribuible a dicha finca, es decir, 
por la cuota de responsabilidad hipotecaria que tiene dicha finca en relación con el total 
de la deuda. A ello se opuso el juzgado, primero denegando la aprobación del remate y, 
luego, desestimando el recurso de revisión a través del auto ahora examinado. 
 
Recurrió la parte ejecutante el auto del Juzgado. En dicho auto se argumentaba no 
ajustarse la solicitud de adjudicación formulada por la parte ejecutante a lo previsto en 
el art. 671 de la Ley de Enjuiciamiento Civil.  
 
En la resolución del recurso de revisión, declaró la sala: …el recurso no puede ser 
estimado, pues como señala en sus acertados razonamientos el Auto y el Decreto 
recurridos, el art. 671 LEC no prevé la opción elegida por la parte ejecutante, al  
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referirse únicamente al 50% del valor por el que salió a subasta o la cantidad se le 
deba por todos los conceptos, debiendo entenderse que esta última referencia se hace al 
objeto de evitar que si no se elige la primera opción, la deuda quede subsistente, en 
claro perjuicio para el deudor, resultando que de aceptarse el planteamiento del 
acreedor apelante, se le adjudicaría una de las fincas por importe inferior a ese 50% y, 
además, la deuda (que es única, aunque garantizada con dos fincas) quedaría 
subsistente. 
 
3. PLANTEAMIENTO FINAL. 
 
Las resoluciones de 17 de junio de 2016 y 1 de julio de 2016 se dictaron en un momento 
en el que la Dirección General de los Registros y del Notariado ya había dado muestras 
de la doctrina progresiva antes analizada. Ya se había publicado la resolución de 12 de 
mayo de 2016, la primera de las relativas al tratamiento que habían de recibir los casos 
de vivienda habitual en los que la cantidad debida por todos los conceptos se situaba 
entre el 60% y el 70% del valor de tasación de la finca. El Centro Directivo, como se ha 
visto, optó por la protección del deudor pese al tenor de la norma. Pudo ya entonces 
plantearse la contradicción que suponía aplicar en unos casos y desconocer en otros el 
argumento de que es necesario evitar un resultado literal contrario al espíritu y 
finalidad de la ley, 
Pero si ya antes de dictarse la resolución de 20 de septiembre de 2017, comentada 
ampliamente en este artículo, pudo advertirse la dificultad de ubicación, entre otras 
resoluciones de la misma Dirección General, de las de 17 de junio y 1 de julio de 2016, 
es a partir de aquella resolución, formulada en términos de mayor generalidad, cuando 
habrá de replantearse el alcance de ambas. Y es que si la opción de la Dirección General 
va a ser la de insistir en la conclusión a que llega en la resolución de 20 de septiembre 
de 2017, tendrá, a su vez, que reconsiderar su doctrina para los casos de adjudicación de 
varias fincas y posicionarse claramente en el sentido de evitar que, en ningún caso, 
puedan llegar a adjudicarse fincas, cualquiera que sea el concepto de la adjudicación, 
por valores que resulten inferiores al 50% del valor de tasación, una posibilidad que, 
como resulta de los supuestos prácticos antes propuestos, podría darse como 
consecuencia de la aplicación, en sus propios términos, de las dos resoluciones citadas.   
 
IV CONCLUSIÓN: NECESIDAD DE UNA REFORMA LEGAL PARA 
CONSOLIDAR LA PROTECCIÓN DEL DEUDOR ANTE LA ADJUDICACIÓN 
DE SUS BIENES.  

De todo lo expuesto hasta ahora se infiere que la reforma operada en nuestro 
ordenamiento jurídico por la Ley 1/2013 ha dejado muchos puntos e interrogantes 
abiertos. Ante tal circunstancia, la DGRN ha decidido en muchas ocasiones ponerse al 
lado del deudor, dando preferencia al espíritu y finalidad de la ley cuando el contenido 
literal de las normas, por indeterminado o discutible, puede conducir a resultados 
contrarios a ambos. 

La sensibilidad de la Dirección General con el espíritu y finalidad de la ley y con las 
especiales circunstancias sociales en las que vio la luz puede percibirse en muchas de 
sus resoluciones, y desde el momento mismo de la entrada en vigor de la Ley 1/20133.  

                                                           
3 Desde tal perspectiva puede examinarse, a modo de ejemplo, la exigencia del documento manuscrito 
para poder inscribir la escritura de préstamo hipotecario (en los casos, entre otros, de cláusula suelo), que 
se impone por la Dirección General no sólo al prestatario persona física –que es al que se refiere 
exclusivamente la norma aplicable-, sino también al hipotecante no deudor persona física, aduciéndose 
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No ha sido diferente el espíritu con el que ha abordado los dos casos desarrollados en 
este trabajo, ni el de que la adjudicación de la vivienda habitual lo sea por un valor que 
se queda entre el 70 y el 60 por cien del valor de tasación, en las subastas sin ningún 
postor; ni aquellos en los que la adjudicación del inmueble se queda en un valor inferior 
al 50% del valor de tasación. Pero, como se ha expuesto, puede que en ambos 
supuestos, en aras –eso sí- a proteger al deudor ante la adjudicación forzosa de sus 
bienes, se esté intentando colmar con interpretaciones audaces, un tanto forzadas, el 
tenor de las normas. Y prueba de que estamos lejos de la solución del problema es que 
la doctrina registral, que en ningún caso es vinculante para los tribunales, a los que 
corresponde dar la última palabra, puede ocasionar pronunciamientos distintos para 
supuestos idénticos.  

Y ocurre que ello es especialmente grave, no sólo por el daño que se genera al principio 
esencial de seguridad jurídica que postula el artículo 9.3 de nuestra Constitución, sino 
por la propia materia de la que estamos hablando, ya que se trata de uno de los 
supuestos de mayor impacto en el ordenamiento jurídico civil como es la privación 
forzosa de sus bienes a un determinado deudor y la repercusión que ello puede tener 
para su futuro en función de la deuda que le quede por pagar tras dicha pérdida. Son 
palabras mayores que exigen una respuesta clara y rotunda por parte del legislador que 
no dé pie a esas interpretaciones encontradas que se pueden enquistar en caso de que no 
se adopten medidas efectivas para evitarlo4.  

                                                                                                                                                                          
que, sobre la interpretación literal de la norma, debe prevalecer una interpretación extensiva pro-
consumidor (RDGRN de 29 de septiembre de 2014, BOE 27-10); la exigencia del certificado de saldo del 
artículo 654.3 de la Ley de Enjuiciamiento Civil como requisito de inscripción de los decretos de 
adjudicación de vivienda habitual, cuando no se cubra la deuda, a pesar de las dificultades que suscita 
determinar qué alcance registral tienen las normas legales aplicables (RDGRN de 28 de julio de 2015, 
BOE 30-9); o, por poner otro ejemplo entre los más recientes, la inscripción de las cesiones de remate en 
las que el precio sea inferior al de la adjudicación, en la que la Dirección General condiciona la 
calificación positiva a que sea el precio de la adjudicación y no el de la cesión de remate el que se valore 
a efectos de liquidación de la deuda pendiente, y todo ello, ante la falta de toda regulación legal al 
respecto (RDGRN de 19 de octubre de 2017, BOE 11-11). 
4 Otra reforma de interés que podría plantearse el legislador en protección del deudor es la que aborda 
el Auto de 19-7-2005, de la sección 3ª de la Audiencia Provincial de Baleares (Roj: AAP IB 294/2005 - 
ECLI: ES:APIB:2005:294A Id Cendoj: 07040370032005200097 Nº de Recurso: 328/2005 Nº de Resolución: 
118/2005, Ponente: GUILLERMO ROSELLO LLANERAS) cuando destaca la conveniencia de reformar el 
artículo 671 de la LEC para conceder al deudor un plazo que le permita presentar a un tercero que 
mejore la petición de adjudicación que corresponde al ejecutante, tal y como sí permite hacer el artículo 
670 de la LEC cuando en la subasta han intervenido postores. Concretamente señala dicha resolución lo 
siguiente: SEGUNDO.- Aparentemente le asiste la razón a la parte recurrente cuando denuncia la 
contradicción que supone facultar al ejecutado para presentar tercero que mejore la postura ofreciendo 
cantidad superior al 70 por 100 del valor de tasación y, sin embargo, se la deniega cuando no hubiere 
ningún postor y el ejecutante opta por adjudicarse el bien por el 50 por 100 del valor de tasación. Sin 
embargo, no puede olvidarse que la propia Exposición de Motivos de la nueva Ley de Enjuiciamiento Civil 
advierte que los cambios introducidos en el procedimiento de apremio se encaminan a lograr, dentro de 
lo posible según las reglas del mercado, un resultado más satisfactorio para el ejecutante, y, por otra 
parte, que con la introducción de la subasta única se pretende reducir el coste económico de la 
enajenación forzosa, y, finalmente, que en cualquier momento anterior a la aprobación del remate o de 
la adjudicación al acreedor, puede el deudor liberar sus bienes pagando íntegramente lo que se deba al 
ejecutado por todos los conceptos. De donde se sigue, que la previsión de presentar tercero que mejore la 
postura que regula el artículo 760.4 de la LEC , sólo sea de aplicación cuando existan postores 
interesados en la adquisición del bien objeto de la subasta, y, precisamente en beneficio del ejecutante a 
cuyo derecho pretende dar satisfacción al autorizar que el tercero ofrezca cantidad inferior al 70 por 100 
si resulta suficiente para cubrir la cantidad debida, pero no cuando no existe ningún postor por 
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Siendo, además, que nos encontramos en un momento en que el legislador, llevado por 
las resoluciones del TJUE va a tener que abordar una reforma en profundidad de nuestra 
legislación hipotecaria, y por extensión, de la procesal civil, la oportunidad es evidente. 
Los grupos parlamentarios, presentes en nuestras cámaras legislativas, están a tiempo de 
decidir si se inclinan por seguir reforzando la protección del deudor en esos casos, 
acogiendo así la que denominamos doctrina progresiva de la DGRN, o bien optan por el 
silencio, siendo por lo tanto cómplices de la inseguridad jurídica denunciada.  

                                                                                                                                                                          
considerar el legislador que carece de interés el inmueble objeto de enajenación forzosa y estéril la busca 
de un tercero interesado, optando por conceder al acreedor la facultad de pedir su adjudicación por la 
mitad de su valor de tasación con la prevención que de no ejercitarla se procederá al alzamiento del 
embargo a instancia del ejecutado, norma clara y contundente que no precisa de interpretación alguna y, 
si como afirma el recurrente, la omisión de presentar tercero es consecuencia de un olvido del legislador 
se tendrá que recordar que no es función de los órganos jurisdiccionales enmendar los errores del poder 
legislativo y sí la de interpretar las normas según el sentido propio de sus palabras en conexión con la 
realidad social del tiempo en que han de ser aplicadas, mientras que la equidad sólo opera en caso de 
vacío legal y cuando la ley lo permite. 
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1.-  COMISIONES. ¿Se puede garantizar en una hipoteca “costas, gastos y comisiones” con 
una misma cantidad? Por principio de especialidad tendrían que garantizar las comisiones con 
otra cantidad distinta, pero garantizan todo conjuntamente. 

Se señaló que era doctrina de la Dirección General y en virtud del principio de especialidad la 
separación de las comisiones en la cobertura hipotecaria con respecto a los gastos y costas 
devengados. Sin embargo, se ha venido admitiendo su inclusión si lo son para la conservación 
y preferencia de la garantía. 
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2.- INTERESES DE DEMORA: NECESIDAD DE FIJAR UN TOPE MAXIMO. 

En una hipoteca de ING inscrita en el Registro se garantizan intereses de demora de dos años 
al tipo máximo del quince por ciento. Ahora amplían y modifican la hipoteca. Se modifica la 
cláusula de interés de demora pactando un tipo que será el resultante de añadir dos puntos al 
tipo de interés ordinario en cada momento, con el límite máximo de tres veces el interés legal 
del dinero. Se amplía la responsabilidad hipotecaria y se garantizan de esta manera los 
intereses de demora: “Del pago de dos años de intereses de demora de acuerdo con lo 
establecido en la estipulación Primera, condición 6 de esta escritura (la de intereses de 
demora), o el que en su momento establezca la normativa vigente aplicable al presente 
préstamo”. No fijan un tipo máximo. Entiendo que por principio de determinación hipotecaria 
tendrían que señalar un tipo máximo a efectos hipotecarios. Se plantea si puede inscribirse así. 

Se apuntó por algunos compañeros la necesidad de fijar un tope máximo al interés de demora. 
Distinto sería si se hubiese fijado una cantidad global en garantía de los intereses de demora, 
ya que sabíendo el número de años garantizados, el cálculo del interés máximo sería una 
simple operación aritmética. 

Otros compañeros entendieron que la referencia a tres veces el interés legal del dinero como 
límite máximo, sería suficiente. 
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1. INSTITUCIONAL  
 

• Entra en vigor el nuevo Código de Conducta que refuerza las normas 
deontológicas para los miembros de la Comisión Europea 
 
La Comisión Europea ha adoptado formalmente el nuevo Código de Conducta para los 

miembros de la Comisión Europea anunciado por el presidente Juncker en su discurso 

sobre el Estado de la Unión. Previa consulta del Parlamento Europeo, el nuevo Código surte 

efecto a partir de su publicación, prosiguiendo el esfuerzo del presidente Juncker desde el 

principio de su mandato por lograr mayor transparencia. 

 
Estas normas, modernizadas, fijan nuevas pautas para las normas éticas en Europa. El 

nuevo Código de Conducta va más allá de la anterior propuesta del presidente de ampliar el 

«periodo de incompatibilidad» de 18 meses a dos años, en el caso de los antiguos 

comisarios, y a tres años, en el del presidente de la Comisión, al establecer unas reglas más 

claras y un código deontológico más riguroso, e introduce mayor transparencia en una serie 

de aspectos. Crea, además, un Comité Independiente de Ética, con un estatuto reforzado, 

que sustituirá al actual Comité de Ética ad hoc para estrechar el control y asesorar sobre 

normas éticas. 

 
Concretamente, el nuevo Código de conducta para los miembros de la Comisión presenta 

las mejoras siguientes: 
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-  Actividad posterior al cargo: el nuevo Código de conducta amplía el periodo de 

incompatibilidad de los 18 meses actuales a dos años, en el caso de los antiguos 

comisarios, y a tres años, en el del presidente de la Comisión. Durante ese periodo, 

los antiguos miembros de la Comisión habrán de notificar a la Comisión su intención 

de asumir cualquier nueva función; además, estarán sujetos a restricciones en 

determinadas actividades, como las de representación de intereses ante miembros o 

personal de la Comisión. 

-  Prevención de los conflictos de intereses: Por primera vez, el nuevo Código de 

conducta ofrece una definición de los «conflictos de intereses» y fija el principio de 

que los comisarios no solo deben evitar las situaciones de conflicto de intereses, sino 

aquellas que puedan ser percibidas como tales.  

-  Intereses financieros: Se endurecerán también las normas aplicables a los 

intereses financieros de los comisarios, quienes tendrán que declarar toda inversión 

superior a 10 000 EUR, con independencia de si puede plantear conflicto de 

intereses o no.  

-  Transparencia y obligación de rendir cuentas: La información sobre los gastos de 

viaje de todos los comisarios se publicará cada dos meses. La primera de estas 

publicaciones está prevista para finales de febrero de 2018. 

-  Aplicación de las normas: Para la aplicación del Código, el Colegio de comisarios 

contará con la asistencia de un nuevo Comité Independiente de Ética, que ofrecerá 

asesoramiento sobre todas las cuestiones éticas y formulará recomendaciones 

relativas al Código. En caso de infracción del Código cuyo traslado al Tribunal de 

Justicia no esté justificado, la Comisión puede emitir una amonestación pública.  

-  Posibilidad de que los Comisarios se presenten a las elecciones al Parlamento 
Europeo sin tener que pedir excedencia: Aunque también forma parte del Código 

de Conducta modernizado, la propuesta del presidente Juncker de noviembre de 

2016 será de aplicación en cuanto el Parlamento Europeo adopte el Acuerdo Marco 

actualizado entre el Parlamento Europeo y la Comisión. Está prevista una votación 

en el Parlamento Europeo el 7 de febrero. 
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Próximos pasos: 
 
El nuevo Código de Conducta entra en vigor desde su publicación y es aplicable a todos los 

componentes actuales de la Comisión Juncker. Se espera que el 7 de febrero el Parlamento 

Europeo acuerde las nuevas disposiciones que permitan a los comisarios participar en las 

elecciones al Parlamento Europeo sin tener que pedir excedencia. A finales de febrero de 

2018, la Comisión, por primera vez, publicará los detalles de todos los gastos de misión de 

los comisarios. La Comisión publicará informes anuales sobre la aplicación del Código. 

 

Texto de la Decisión de la Comisión: https://ec.europa.eu/info/sites/info/files/code-of-

conduct-for-commissioners-2018_en_0.pdf 

 

2. AMPLIACIÓN 
 
• Estrategia para los Balcanes Occidentales: la UE plantea nuevas iniciativas 
emblemáticas y el apoyo a las reformas en la región 
 
La Comisión ha adoptado una estrategia para «Una perspectiva de ampliación creíble y 

mayor compromiso de la UE en los Balcanes Occidentales» confirmando así el futuro 

europeo de la región como inversión geoestratégica en una Europa estable, fuerte y unida 

que está basada en valores comunes. La Estrategia detalla las prioridades y ámbitos de la 

cooperación conjunta reforzada y aborda los retos clave específicos a los que se 

enfrentan los Balcanes Occidentales, en particular la necesidad de reformas 
fundamentales y las relaciones de buena vecindad. Una perspectiva de ampliación 
creíble requiere esfuerzos sostenidos y reformas irreversibles. El avance por la senda 
europea es un objetivo y un proceso basado en los méritos que depende de los 

resultados concretos logrados por cada país. 

 
La Comisión Europea ha anunciado seis iniciativas emblemáticas: medidas específicas 

que la UE llevará a cabo a lo largo de los próximos años para apoyar los esfuerzos de 

transformación de los Balcanes Occidentales en ámbitos de interés mutuo. Estas medidas 

van desde iniciativas para reforzar el Estado de Derecho, cooperación reforzada en materia 

de seguridad y migración mediante equipos de investigación conjunta y la Guardia Europea 

https://ec.europa.eu/info/sites/info/files/code-of-conduct-for-commissioners-2018_en_0.pdf
https://ec.europa.eu/info/sites/info/files/code-of-conduct-for-commissioners-2018_en_0.pdf
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de Fronteras y Costas, la ampliación de la Unión de la Energía de la UE a los Balcanes 

Occidentales o la reducción de las tarifas de itinerancia y el despliegue de la banda ancha 

en la región. La Estrategia también destaca la necesidad de que la UE esté preparada para 

acoger a nuevos miembros cuando estos cumplan los criterios. 

 

Prioridad a las reformas convincentes y a la reconciliación 
 

A fin de cumplir los criterios de adhesión a la UE y en su propio interés, los Balcanes 

Occidentales deben implementar reformas profundas en ámbitos esenciales. Deben 

reforzarse de forma significativa el Estado de Derecho, los derechos fundamentales y la 

gobernanza. Las reformas judiciales, la lucha contra la corrupción y contra la delincuencia 

organizada y la reforma de la administración pública tienen que dar resultados reales, y 

debe reforzarse considerablemente el funcionamiento de las instituciones democráticas. Las 

reformas económicas deben continuar con fuerza para poder abordar las debilidades 

estructurales, la baja competitividad y la elevada tasa de desempleo. 

 
Todos los países deben comprometerse de forma inequívoca, tanto de palabra como con los 

hechos, a superar la herencia del pasado, es decir, lograr la reconciliación y resolver las 
cuestiones pendientes, en particular los litigios fronterizos, antes de su adhesión a la 

Unión Europea. Debe existir un acuerdo de normalización de relaciones amplio y 

jurídicamente vinculante entre Serbia y Kosovo para que estos puedan avanzar en sus 

respectivas trayectorias europeas. 

 
Seis iniciativas emblemáticas para apoyar la transformación de los Balcanes 
Occidentales 
 
La UE es ya el mayor donante e inversor en la región, así como el principal socio político de 

los Balcanes Occidentales. Asimismo, la UE es el mayor socio comercial de los países de la 

región, con un volumen comercial total en 2016 de 43 000 millones de euros anuales. La 

Comisión Europea establece seis iniciativas emblemáticas que reforzarán aún más 

nuestra cooperación en una serie de ámbitos y nuestro apoyo al proceso de transformación 

de los Balcanes Occidentales. Estas iniciativas emblemáticas se centran en ámbitos 

específicos de interés común: el Estado de Derecho, la seguridad y la migración, el 
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desarrollo socioeconómico, la conectividad del transporte y la energía, la agenda digital, la 

reconciliación y las relaciones de buena vecindad. Se prevén medidas concretas en estos 

ámbitos entre 2018 y 2020. 

 
A fin de cumplir la Estrategia para los Balcanes Occidentales y apoyar una transición sin 

fisuras hacia la adhesión, es imprescindible una financiación adecuada. La Comisión 

Europea propone un aumento gradual de la financiación en el marco del Instrumento de 

Ayuda Preadhesión (IAP) hasta 2020, en la medida en que se puedan realizar 

reasignaciones dentro de la dotación existente. Solo en 2018, ya se prevén 1 070 millones 

de euros de la ayuda preadhesión para los Balcanes Occidentales, además de los casi 

9 000 millones de euros del período 2007-2017. 

 
Próximos pasos en la senda hacia la Unión Europea 
 
La política de ampliación de la UE debe formar parte de la estrategia más amplia para 

reforzar la Unión de aquí a 2025 fijada por el presidente Juncker en su discurso sobre el 

estado de la Unión de septiembre de 2017 y su Hoja de ruta hacia una sociedad de la Unión 

más unida, más fuerte y más democrática. Si bien la UE podría tener más de 27 
miembros, para el conjunto de los Balcanes Occidentales la dinámica de seguir avanzando 

en las respectivas sendas hacia la UE se basa en sus propios méritos y se desarrolla a su 

propio ritmo, en función de los resultados concretos obtenidos. La Estrategia expone las 

medidas que deben adoptar Montenegro y Serbia para completar el proceso de adhesión 

con un horizonte de 2025. Aunque es posible que otros los alcancen, Montenegro y Serbia 

son los dos únicos países con los que ya están en curso las negociaciones de adhesión. 

Este horizonte dependerá, en última instancia, de una fuerte voluntad política, de la 

implantación de reformas efectivas y sostenidas, y de encontrar soluciones definitivas a los 

conflictos con los países vecinos. 

 
Albania y la Antigua República Yugoslava de Macedonia están mostrando importantes 

progresos en su senda europea y la Comisión está dispuesta a preparar recomendaciones 

para abrir las negociaciones de adhesión, siempre que se cumplan los criterios. La Comisión 

comenzará a elaborar un dictamen sobre la solicitud de adhesión de Bosnia y Herzegovina 

tras recibir las respuestas íntegras y completas a su Cuestionario. Con un esfuerzo y 

compromiso sostenidos, Bosnia y Herzegovina podría convertirse en país candidato a la 
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adhesión. Kosovo tiene una oportunidad para lograr un progreso sostenible a través de la 

aplicación del Acuerdo de Estabilización y Asociación, así como de avanzar en la senda 

europea cuando las circunstancias objetivas lo permitan. 

 
Texto Comunicación de la Comisión: https://ec.europa.eu/commission/sites/beta-

political/files/communication-credible-enlargement-perspective-western-balkans_en.pdf 

 

 

3. CADENA DE BLOQUES 
 
•  La Comisión Europea pone en marcha el observatorio y foro de la cadena de 

bloques de la UE 
La Comisión europea acaba de presentar el observatorio y foro de la cadena de bloques de 

la UE con el apoyo del Parlamento Europeo. 

 
El observatorio y foro de la cadena de bloques resaltará las principales novedades de la 

tecnología de cadena de bloques, promoverá los agentes europeos y reforzará el 

compromiso europeo con las numerosas partes interesadas que intervienen en actividades 

de cadena de bloques. 

 
Las tecnologías de cadena de bloques, que permiten almacenar bloques de información 

distribuidos por la red, se consideran un avance muy significativo, ya que garantizan niveles 

elevados de trazabilidad y seguridad en las transacciones económicas en línea. Se espera 

influyan en los servicios digitales y transformen los modelos de negocio en una amplia gama 

de sectores, como la asistencia sanitaria, los seguros, las finanzas, la energía, la logística, la 

gestión de los derechos de propiedad intelectual o la administración pública. 

 
Los innovadores y emprendedores europeos ya ofrecen soluciones basadas en la cadena 

de bloques. Los principales agentes de los sectores tradicionales, como bancos, seguros, 

bolsas, logística o empresas están realizando proyectos piloto. Muchos Estados miembros 

han anunciado una serie de iniciativas que tienen como finalidad reforzar su uso de la 

tecnología de la cadena de bloques. 

 

https://ec.europa.eu/commission/sites/beta-political/files/communication-credible-enlargement-perspective-western-balkans_en.pdf
https://ec.europa.eu/commission/sites/beta-political/files/communication-credible-enlargement-perspective-western-balkans_en.pdf
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La Comisión Europea quiere basarse en las iniciativas existentes, garantizar que puedan 

funcionar allende las fronteras, consolidar los conocimientos especializados y hacer frente a 

los desafíos planteados por los nuevos paradigmas habilitados por la cadena de bloques 

(desintermediación, confianza, seguridad y trazabilidad mediante el diseño). 

 
El observatorio y foro de la cadena de bloques de la UE desempeñará un papel activo en 

este ámbito, ayudando a Europa a aprovechar las nuevas oportunidades que ofrece la 

cadena de bloques, desarrollar competencias y mostrar su liderazgo en este ámbito. 

Recopilará información, efectuará un seguimiento y análisis de las tendencias, abordará los 

retos y examinará el potencial socioeconómico de las cadenas de bloques. Hará posible la 

cooperación transfronteriza en casos prácticos, reuniendo a los mejores expertos de Europa 

e impulsando un foro abierto para que los técnicos, los innovadores, los ciudadanos, las 

partes interesadas de la industria, los poderes públicos y los organismos reguladores y 

supervisores en el ámbito de la cadena de bloques puedan debatir y desarrollar nuevas 

ideas a fin de aprender, intervenir y aportar su contribución de manera abierta. 

 
Contexto  
 
La Comisión Europea desea dar más visibilidad a los agentes de la cadena de bloques y 

basarse en las iniciativas existentes, consolidar los conocimientos especializados y abordar 

los desafíos planteados por los nuevos paradigmas habilitados por la cadena de bloques, 

apoyando a la industria europea, mejorando los procesos empresariales y haciendo posibles 

nuevos modelos de negocio. El observatorio y foro de la cadena de bloques de la UE surgió 

como proyecto piloto del Parlamento Europeo propuesto por uno de sus diputados, Jakob 

von Weizsäcker, y su finalidad es apoyar el trabajo de la Comisión en materia de tecnología 

financiera. 

 
La tecnología financiera (FinTech) es una prioridad política de la Comisión Europea, ya que 

puede desempeñar y desempeñará un papel importante en la consecución de los objetivos 

relacionados con el desarrollo del mercado único, la unión bancaria, la unión de los 

mercados de capitales y los servicios financieros al por menor. 

 
Reconociendo la transformación intersectorial en este ámbito, la Comisión creó en 

noviembre de 2016 un Grupo Operativo de Tecnología Financiera, que se basa en el 
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objetivo de la Comisión de desarrollar una estrategia global para dicha tecnología. La 

Comisión está trabajando actualmente en un Plan de acción en materia de tecnología 

financiera, que se presentará en la primavera. 

 
Para más información: Ficha informativa sobre la cadena de bloques 

 

4. CONSUMIDORES 
 

• Las empresas de medios sociales deben esforzarse más por cumplir 
plenamente las normas de la UE en materia de consumo 
 

Las empresas de medios sociales tienen que hacer más para cumplir la petición formulada 

por la Comisión Europea y las autoridades de consumo de los Estados miembros el pasado 

mes de marzo de que se ajustaran a la normativa de la UE en materia de consumo. 

 
Se acaban de hacer públicos los cambios introducidos por Facebook, Twitter y Google+ para 

ajustar sus condiciones de servicio a las normas de protección de los consumidores de la 

UE. 

 
Esos cambios beneficiarán de inmediato a los más de 250 000 consumidores de la UE que 

utilizan los medios sociales. Los consumidores de la UE no se verán obligados a renunciar a 

derechos inalienables tales como el de cancelar una compra en línea; podrán presentar sus 

reclamaciones en Europa y las plataformas asumirán su parte equitativa de 

responsabilidades hacia los consumidores de la UE, de forma similar a los prestatarios de 

servicios fuera de línea.  

 
Mientras que las propuestas más recientes de Google parecen ajustarse a lo pedido por las 

autoridades de consumo, Facebook y, sobre todo, Twitter solo han resuelto en parte 

cuestiones tales como su responsabilidad y la manera en que informan a los usuarios 

acerca de la posible retirada de contenidos o la resolución de su contrato. 

 
En lo que respecta al «procedimiento de notificación y acción» utilizado por las autoridades 

de protección de los consumidores para notificar y solicitar la supresión de contenidos 

ilegales, los cambios introducidos por algunas empresas son insuficientes. Mientras que 

https://ec.europa.eu/digital-single-market/news-redirect/613436
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Google+ ha establecido un protocolo, con plazos, para tramitar las solicitudes, Facebook y 

Twitter solo han aceptado facilitar una dirección de correo electrónico específica que las 

autoridades nacionales pueden utilizar para notificar las infracciones, sin comprometerse a 

tramitar tales solicitudes en plazos concretos. 

 
Las medidas ejecutivas se empezaron a aplicar en noviembre de 2016, a raíz de numerosas 

denuncias de consumidores que habían sufrido fraudes o estafas al usar esos sitios web, 

además de haber quedado sujetos a determinadas condiciones de servicio que no 

respetaban la legislación de la UE en materia de consumo. 

 

Desde entonces, los operadores de redes sociales han acordado en concreto modificar lo 

siguiente: 

- las condiciones de servicio que limitan o excluyen totalmente la responsabilidad de 

las redes sociales en relación con la prestación del servicio; 

- las condiciones que exigen a los consumidores renunciar a los derechos 

inalienables de los consumidores de la UE, tales como el de cancelar una compra 

en línea; 

- las condiciones que privan a los consumidores de su derecho a acudir a los 

órganos jurisdiccionales de su Estado miembro de residencia y disponen la 

aplicación del Derecho de California; 

- la condición que exime a la plataforma de la obligación de señalar las 

comunicaciones comerciales y los contenidos patrocinados. 

Las empresas se comprometieron a aplicar los cambios en sus condiciones de servicio en 

todas las versiones lingüísticas durante el primer trimestre de 2018. 

 
Próximas etapas 
 
Como ya indicaba en su Comunicación sobre la lucha contra los contenidos ilegales en línea 

publicada en septiembre de 2017, la Comisión cuenta con que las plataformas en línea 

detecten, eliminen y prevengan de forma rápida y proactiva los contenidos ilegales en línea. 

https://ec.europa.eu/transparency/regdoc/rep/1/2017/EN/COM-2017-555-F1-EN-MAIN-PART-1.PDF
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La Comisión está trabajando actualmente en las medidas consecutivas a esta 

Comunicación.  

 
Las autoridades nacionales de consumo y la Comisión supervisarán la aplicación de los 

cambios prometidos y utilizarán activamente el procedimiento de notificación y acción 

facilitado por las empresas. Se centrarán en los contenidos comerciales ilegales relativos a 

suscripciones no deseadas y otros fraudes. Además, las autoridades podrán tomar medidas, 

incluidas medidas ejecutivas, cuando proceda. 

La Comisión presentará en abril un «nuevo marco para los consumidores». Esta reforma se 

propone modernizar el Derecho vigente en materia de consumo y garantizar su adecuado 

cumplimiento. 
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